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Introducción

La preocupación de la comunidad internacional por el tema de la protección
del ambiente y el desarrollo sustentable ha crecido significativamente en los
últimos quince años. Tratados internacionales como el Protocolo de Kioto
sobre el Cambio Climático, la Convención sobre la Diversidad Biológica y el
Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología dan cuenta de
ello, así como el surgimiento de legislaciones más o menos restrictivas
de las actividades humanas frente al entorno, que se adaptan a los linea­
mientos y compromisos dictados en acuerdos internacionales según lo
permiten los modelos de desarrollo y la visión de la realidad de los diversos
gobiernos de los países del orbe.

En este concierto de desarrollo económico y aprovechamiento sustenta­
ble de los recursos naturales se encuentra México. Desde 1971, sus gobier­
nos han emitido y administrado leyes especiales sobre protección ambien­
tal que han ido atendiendo en su contexto histórico y con sus limitaciones
los problemas de la degradación del ambiente desde dos puntos de vista, el
de salubridad y el propiamente ambiental, pero con una óptica común:
el bienestar del ser humano.



xiv INTRODUCCiÓN

La integración paulatina y constante de leyes, reglamentos y normas
relativas al equilibrio ecológico y la protección del medio ambiente y los re­
cursos naturales, ha provocado el nacimiento de una rama sui generis del de­
recho, originalmente denominada derecho ecottqico y ahora llamada derecho
ambiental, que las universidades e instituciones de educación superior han
incorporado como materia de estudio, de manera progresiva y sistematiza­
da en sus planes académicos de licenciatura y, algunas de ellas, en posgra­
dos reconocidos oficialmente. Ante este acontecimiento surge en la editorial
la idea de elaborar una obra didáctica y actualizada para quienes se inicien
en el contacto con el derecho ambiental y para aquellos profesores y espe­
cialistas en esta materia que deseen apoyarse en un libro básico que les fa­
cilite la orientación y el contenido de sus cátedras y exposiciones.

Los licenciados Ferro Negrete y López Sela fuimos favorecidos por esta
editorial para publicar la. obra que ahora tienen en sus manos. Ambos, con
cierta experiencia en el estudio y práctica del derecho ambiental, desarro­
llamos esta obra con un enfoque didáctico, como un libro de texto que per­
mita llevar de la mano al estudiante de derecho ambiental por las diferentes
y complejas fuentes que lo han conformado. Además, se pensó en proveer
a los interesados de una bibliografía esencial de utilidad doctrinal y prácti­
ca, así como poner al alcance del estudiante la normativa vigente mediante
la cita de fechas en que las leyes e instrumentos reglamentarios y adminis­
trativos fueron publicados en el Diario Oficial de la Pederacioi.

El panorama del derecho ambiental que ofrece el presente libro es intro­
ductorio al estudio de esta disciplina jurídica. En la unidad 1 se exponen
conceptos fundamentales como derecho, ecología y medio ambiente para
explicar la denominación de derecho ambiental. Enseguida, dada la impor­
tancia de los tratados y acuerdos internacionales comerciales, ambientales
y sanitarios, en la unidad 2 se expone el fundamento, en el orden interna­
cional, del derecho ambiental, la jerarquía normativa de los tratados inter­
nacionales ambientales en el sistema jurídico mexicano, su influencia en la
legislación mexicana, así como los aspectos más sobresalientes del mismo.
En la unidad 3 se analizan brevemente las disposiciones de la Constitución
Poi ítica de los Estados Unidos Mexicanos relativas al equilibrio ecológico y la
protección del ambiente, y se expone la importancia del fundamento cons­
titucional del derecho ambiental. En la unidad 4 se exponen los diferentes
ordenamientos legales, reglamentarios y administrativos que integran la le­
gislación ambiental mexicana, partiendo del problema de la dispersión nor­
mativa hasta su ordenación en leyes generales y sectoriales. La unidad 5
está dedicada a la gestión ambiental, preponderantemente a nivel federal,
en la que se tratan los aspectos estructurales y de organización acerca de la



Introducción XV

politica ambiental nacional, asi como se exponen los instrumentos de poli­
tica ambiental más importantes reconocidos y desarrollados en la Ley Gene­
ral del Equilibrio Bcoléqicc y la Protección al Ambiente. Por último, en la
unidad 6 se expone el tema de la responsabilidad jurídica por daños al me­
dio ambiente, tema de completa actualidad en el que se comprenden aspec­
tos teóricos y posibles soluciones legislativas propuestas en el Congreso de
la Unión.

Este libro fue creado con el objeto de brindar beneficios a los estudian­
tes y profesores de derecho ambiental a nivel de licenciatura. Lograr este
noble objetivo no hubiera sido posible sin la valiosa ayuda de personas que
facilitaron nuestra labor. Agradecemos en especial a nuestras familias -es­
posas e hijos- la comprensión y el sacrificio incondicional del tiempo que,
debiendo ser de ellos, dedicamos con gusto a este trabajo. Sin duda alguna,
este resultado también es de ustedes. También agradecemos el apoyo de
nuestros amigos Rodrigo Brito Melgarejo y David Ricardo Ramírez Mon·
toya, quienes nos auxiliaron con respaldo bibliográfico y realizaron una

. revisión critica propositiva al contenido de capitulos específícos de esta edi­
ción. Asimismo, externamos nuestro agradecimiento a IURE Editores por la
confianza brindada desde el inicio de esta empresa.

Los AUTORES

Verano de 2006
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UNIDAD 1
Derecho, ecología
y medio ambiente

Objetivoparticular: al concluir esta parte del curso, el alumno:

Identificará y relacionará la definición de derecho ambiental y su
implicaci ón en la sociedad. la naturaleza, el desarrollo econ ómico y en
la protecci ón ambiental, así como sus principios filosóficos y analizar á
los conceptos técnicos fundamentales que integran el universo con­
ceptual de este derecho.

1.1 Derecho y ecología

Los cambios que tan vertiginosamente se han presentado en el mundo a
partir de la Revolución industrial han hecho que el ser humano se preocupe
por la situación que guarda el ambiente. En poco más de 200 años, el hom­
bre ha logrado afectar de manera notoria las constantes físicas del planeta
y la existencia de las especies que habitan en él. Por ello. surge en el ser
humano la necesidad de dar atención a los problemas ambientales que se



2 DERECHO, ECOlOGIA y MEDIO AMBIENTE

presentan en el lugar que habita. Como respuesta a tal necesidad surge la
ecología, la cual desempeña el papel de ciencia que sirve como medio para
conocer los sistemas de vida, su crecimiento y desarrollo en la naturaleza
así como las relaciones de los organismos entre sí y entre éstos y el medio
ambiente.

La palabra ecología proviene de las raíces griegas oikos, que significa
casa, y logos, que alude a ciencia o tratado. Este término aparece por pri­
mera vez en 1868, cuando el biólogo alemán Ernst Haeckel, en su obra
Historia de la creaci ón natural, propuso designar con dicho nombre una dis­
ciplina que se derivaría de la zoología y que tendría como finalidad investi­
gar tanto las relaciones entre todos los organismos que viven juntos en la
misma localidad, como las adaptaciones a sus ambientes.

En el campo de las ciencias naturales, la ecología empieza a ganar terre­
no a principios del siglo xx; sin embargo, hasta la década de 1960 el tér­
mino empezó a hacerse presente en el vocabulario general.

Elestudio de la ecología, en cuanto ciencia que explica la relación de los
seres vivos con su ambiente, correspondió en primer término al campo de
las ciencias naturales; no obstante, con los graves daños que el hombre ha
ocasionado a su entorno, esta ciencia trascendió su ámbito originario para
convertirse también en objeto de preocupación por parte de las ciencias
sociales. En este punto cabe mencionar que desde 1978 Eugene P. Odum
señalaba que la ecología es el vínculo entre las ciencias naturales y sociales.
Para este autor, desde la década de 1970, la ecología ha sido ampliada por
la demanda pública; a medida que la humanidad ha llegado a estar más
consciente de los abusos y limitaciones del medio ambiente, los alcances
del pensamiento de la gente y el tema que trata la ecología se han extendi­
do. A decir de Odurn, concediendo que la palabra ecología suele ser mal
empleada como sinónimo de medio ambiente, la popularidad del tema ha
tenido el efecto de centrar la atención en el hombre como una parte de, más
que parte de, sus alrededores naturales. En un sentido real, la ecología se ha
convertido de esta forma en una disciplina integradora fundamental que
vincula a las ciencias ñsicas, biológicas y sociales.1

En el campo de las ciencias sociales, la importancia de la ecología es evi­
dente si consideramos que el hombre, al actuar de manera intelectiva,

I Eugene P. Odurn, Eco[ogú: el vinculo entre las ciencias naturales y las sociales. Editorial
Continental, México. 1989. pág 11. citado por Maria del Cannen Cannona Lara, en
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México,
"EnciC!opediaJuridica Mexicana", t VIII. la ed, UNAM· Editorial Porrúa, México, 2002. pag
387.
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puede quebrar los mecanismos de preservación natural de los ecosistemas
y desconocer las consecuencias inevitables de las leyes ecoíogícas.! En este
sentido, la relación entre la ecología y las cienclas soclales es clara. Como
menciona Ramón Martín del Campo, "... siendo el hombre un componen­
te de ecosistemas a los que puede influir y alterar, es preciso condicionar
conductas individuales y sociales para evitar la introducción en el medio de
perturbaciones a la lógica ecológico-natural. "3

En este marco, el derecho se muestra como el medio para determinar y
hacer valer el "deber ser" en lo tocante a las relaciones entre el hombre y el
ambiente. En efecto, la ecología se presenta como una ciencia que se refie­
re al "ser" de estas relaclones; sin embargo, no despliega lo que "debe ser"
en el ámbito del comportamiento humano que se considera necesario o
deseable para la preservación del ambiente." En tal aspecto, la injerencia de
las ciencias naturales es nula, de ahi la necesidad de acudir al derecho como
la única vía para exigir al ser humano determinado comportamiento acorde
con la necesidad preponderante de proteger la vida en la Tierra.

El derecho se presenta de esa manera como el camino para lograr la
observancia constante y generalizada de ciertas conductas humanas ten­
dientes a proteger el ambiente. Por medio de la norma y la coacción, el
derecho resulta ser una respuesta social viable para detener la destrucción
voraginosa del ambiente por el ser humano.P así, el vínculo entre derecho y
ecología será necesario si deseamos que nuestros esfuerzos en la lucha por
preservar el ambiente sean bien encauzados.

1.2 Consideraciones filosóficas acerca del ambiente

La noción de ambiente ha existido en la mente del ser humano desde tiem­
pos remotos. De modo consciente o inconsciente, el hombre ha tenido una
relación simbiótica con su ambiente, pues su dependencia de los recursos
naturales es indiscutible; sin embargo, esta relación, se ha ido complicando
con el paso del tiempo. En la medida en que el hombre ha alterado su hábi­
tat, las reflexiones acerca de las cuestiones ambientales han cambiado.

2 Ramón Martín Mateo, Derecho ambiental, 1a ed, Instituto de Estudios de Administración
Local, Madrid. 1977. pag 10.

"Ibídem. pág 11.
4 Vrose en este sentido Jesús Quintana Valtierra. Derecho ambiental mexicano. Lineamientos

generales, 1a ed. Editorial Porrúa, México, 2000, pág 9.
5 lbidem, págs 10 Y 11.
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En un principio. el impacto humano no trascendía de manera impor­
tante en el medio natural. Entonces. la idea que se tenía de la relación del
hombre con su entorno era distinta; es más, debemos mencionar que antes
del siglo XIX no existía el término ambiente en el sentido que ahora lo cono­
cemos y sólo se hablaba de la naturaleza. Así. ésta fue considerada en pri­
mer término el principio de vida y de movimiento de todas las cosas exis­
tentes."

Cabe señalar también que el ser humano. en su afán por encontrar res­
puestas a las interrogantes que rondaban su pensamiento. desarrolló distin­
tas religiones. en gran parte con el propósito de explicarse diversos fenó­
menos naturales. A decir de la maestra Silvia jaquenod. "... al evolucionar
las diferentes religiones de Afroasia, aparecieron numerosas dicotomías
importantes entre las que surgían en Asia Occidental (cristianismo. judaís­
mo e islamismo). y las que lo hacían en Asia Oriental y Central (induismo
[sicl. budismo. confucionismo y taoísmo)"." En este sentido. las religiones
orientales. especialmente el taoísmo. destacan sobre todo la idea de que el
hombre debe esforzarse para vivir en armonía con la naturaleza. Por su
parte. la religión occidental asumió un punto de vista muy distinto respecto
a la relación entre el hombre y el medio natural. que queda sintetizado quizá
en el Génesis 1-28. donde se afirma "... y los bendijo Dios. diciéndoles:
'Procread y multiplicaos y henchid la tierra; sometedla y dominad sobre los
peces del mar. sobre las aves del cielo y sobre los ganados. y sobre todo
cuanto vive y se mueve sobre la tierra ....... 8

Como vemos. las concepciones acerca de la naturaleza y de su relación
con el hombre han variado con el transcurrir de los años. propiciando la
creación de nuevas teorías y posturas ideológicas al respecto. En este tenor.
Geoffrey Sto Hilaire incluye en el vocabulario común, en 1835. el concepto
de medio ambiente. Desde el punto de vista filosófico. tal expresión se refie­
re al conjunto de relaciones entre el mundo natural y los seres vivientes. que
influye en la vida y el comportamiento del ser vivo. De este concepto puede
inferirse que el influjo de las condiciones físicas trasciende en muchas oca­
siones el ámbito de las ciencias naturales y se centra en las relaciones socia­
les. En tal sentido. "el positivismo del siglo XIX atribuyó al ambiente físico y

6 La idea de que la naturaleza o los elementos naturales fueran el origen de todas las cosas
tomó gran fuerza con 10:5 primeros filósofos occidentales. Simplemente recordemos que
Tales de-MiJeto mencionó al aguacomo el arché(origen) de todas lascosas.

7 Silvia Jaquenod de Zsogon. El derecho ambientaly sus principios rectores. 3. ed, Editorial
Dykinson. Madrid. 1991. pág 40.

B Lug cit.
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biológico el valor de causa determinante de todos los fenómenos estricta­
mente humanos, desde la literatura hasta la política". La obra literaria y filo­
sófica de Taine, por ejemplo, "contribuyó a la difusión de esta tesis, según
la cual el ambiente físico, biológico y social determina necesariamente
todos los productos y los valores humanos y los explica"."

Como podemos inferir de dicho razonamiento, la noción del ambiente
en la filosofía del siglo XIX aporta a este concepto un valor determinante.
Según tal concepción, todo lo hecho por el ser humano tendrá una relación
con el ambiente en el que éste se desenvuelve. Por otra parte, en el mundo
contemporáneo la noción de ambiente permanece fundamentalmente en
las ciencias biológicas, antropológicas y sociológicas, pero se ha transfor­
mado poco a poco, ya que la relación entre el ambientes el organismo, el
hombre o el grupo social no se entiende según un esquema mecánico, o
sea, como una relación de determinismo causal absoluto. 10 Esta relación se
cambia por una postura que atribuye al ser humano una facultad selectiva
que éste ejerce en el ambiente. Sin embargo, esto no significa que el
ambiente no pueda obrar efectivamente sobre la vida y las creaciones de los
hombres, sino que resulta la condición de la causa.

Ahora bien, de forma paralela a esas digresiones en torno al ambiente,
se ha desarrollado un debate filosófico relacionado más que con cuestiones
abstractas con el daño que el hombre ha causado al medio donde vive.
Pareciera que la idea de que el ser humano convive con la naturaleza se ha
cambiado por aquella que expresa que ésta es un mero instrumento al ser­
vicio del hombre.

Silvia jaquenod afirma de manera clara que ..... el ascenso del hombre
a la dominación, parece atribuible al hecho de que fue el único animal
terrestre que se propuso someter su medio en lugar de adaptarse a él. Últi­
mamente, el dominio del planeta Tierra por el hombre se ha convertido en
algo tan intenso, que altera el hábitat de todas las criaturas con vida, inclu­
yéndose a sí mismo". En este punto, la autora en cuestión hace referencia a
la sutil ironía del filósofo Reinhold Niebuhr, quien manifiesta: "El hombre
siempre ha sido su propio problema más irritante". Asimismo, [aquenod
nos recuerda la concisa expresión de Ortega y Gasset: "Yo soy yo y mi cir­
cunstancia, y si no la salvo a ella no me salvo yo". Por tanto, como indica la
maestra española, el hombre es conforme se encuentra su circunstancia, es
con ella y en función de ella. Actúa e interactúa inmerso en la contingencia

9 Nicola Abbagnano, Diccionario defilosojÍl. 3a ed, primera reimpresión. Fondo de Cultura
Económica, México, 1999, pag 44.

10 Lug cit.
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que ésta le depara, y colabora para que la situación que le rodea lo benefi­
cie o perjudique. 11

Teniendo en cuenta estas ideas llegamos a la conclusión de que las con­
sideraciones que puedan hacerse en torno al ambiente deben tener un cam­
bio radical. No ha de pensarse únicamente en la preservación del ambiente
como una forma de conservar el hábitat en el que el hombre se desarrolla,
sino tener en cuenta que, debido a la relación simbiótica que existe entre el
ser humano y su ambiente, la conservación de éste es un presupuesto para
la existencia de aquél. Así, la protección del ambiente es necesaria -·sino
indispensable- para que la especie humana pueda sobrevivir.

1.2.1 Ética ambiental

Los cambios que el ser humano ha ocasionado al ambiente en los últimos
años al punto de poner en peligro la vida en la tierra, han tenido como con­
secuencia una transformación en la idea que había de la ética, la cual no
estaba ligada a los aspectos referentes al ambiente. Entendida en palabras
llanas como el estudio de las razones filosóficas por las cuales las perso­
nas deben comportarse de talo cual manera, la ética se quedaba en el ámbi­
to de lo social y no tenía, en ninguna forma, relación con el medio natural.
Sin embargo, a partir de mediados del siglo xx, con la capacidad que
adquiere el hombre mediante el desarrollo científico y tecnológico para
romper la relación constante y sin altibajos que tenia con la naturaleza, se
ha modificado sensiblemente este panorama.

Como hemos mencionado, las intervenciones del hombre en la natura­
leza eran en principio esencialmente superficiales e incapaces de dañar su
equilibrio permanente; por tanto, el dominio tradicional de la ética estaba
circunscrito a la relación entre los hombres en la ciudad. La vida humana,
como menciona Carlos Osorio

... transcurría entre lo permanente y lo cambiante: lo permanente era la natu­
raleza; lo cambiante, sus propias obras. La más grande de éstas fue la ciudad,
a la que (el hombre) pudo otorgar cierta permanencia con las leyes que para
ella ideó y que se propuso respetar. La naturaleza no era objeto de la responsa­
bilidad humana; ella cuidaba de si misma y cuidaba también del hombre.
Frente a la naturaleza no se hacía uso de la ética, sino de la inteligencia y de la
capacidad de invención .'2

11 Silvia Jaquenod de zagan, ob cít, pag 41.
12 Carlos Osorio, en "Etica y educación en valores sobre el medio ambiente para el siglo XXI",
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De esa manera, las relaciones entre las viejas cuestiones del ser y el deber
ser, la causa y el fin, la naturaleza y el valor, que son dominio de la ética. ha­
bían estado circunscritas a un ámbito en el que el tema ambiental era relega­
do; no obstante, en décadas recientes este tema ha adquirido gran importan­
cía.'? Hemos descubierto que la naturaleza es vulnerable; por esta razón, el
plano ético no puede alejarse de las relaciones entre el hombre y el ambien­
te. Así, surge la ética ambiental, como una concepción nueva de los deberes
morales que deben existir en las relaciones del ser humano con su entorno.

En la época actual "... ya no es un sinsentido preguntar si el estado de la
naturaleza humana -la biosfera en su conjunto y en sus partes. que se
encuentra ahora sometida a nuestro poder- se ha convertido precisamen­
te por ello en un bien encomendado a nuestra tutela y puede plantearnos
algo así como una exigencia moral, no sólo en razón de nosotros, sino tam­
bién en razón de ella y por su propio derecho"!" No. ahora es imperativo
tomar en cuenta que la forma de actuar del ser humano puede tener con­
secuencias desastrosas en el futuro. En este punto, según Osario, aparece el
principio de responsabilidad como el elemento base para considerar una
nueva éttca.'>

Esa nueva ética tendrá como base la reflexión de que el hombre debe
hacer las cosas con la diligencia del deber cumplido. De lo que se trata es
de que [el ser humano] las haga con responsabilidad, teniendo en cuenta la
existencia de la naturaleza y pensando no sólo en las consecuencias inme­
diatas, sino también en los efectos que el obrar del hombre produzca en las
generaciones futuras. En este escenario, la incertidumbre en el futuro se
posa como la ineludible condición de la responsablltdad.I" En la actualidad
-sobre todo si se consideran los procesos irreversibles de degradación del
ambiente que se han gestado-e. una idea admitida definitivamente es que
el desarrollo científico y tecnológico ilimitado no constituye una causa nece­
saria de progreso humano, sino más bien de problemas éticos y sociales en
torno al origen del desequilibrio ecológico.

131 situación exige sin duda una nueva clase de imperatívos éticos. En
principio, la moral, como objeto de estudio de la ética. tendrá que invadir el
ámbito de la producción económica -de la que se mantuvo alejada-en la

ponencia presentada enel Segundo Encuentro Latinoamericano y Caribeño deJóvenes por
el Medio Ambiente, la Vida y la Paz. en el marco del Tercer Foro Regional de Jóvenes de
América Latina y ei Caribe. Santa Fe de Bogotá. noviembre 15 de 2000.

13 Lug cu.
14 Lug GiL
15 Lug cír.
16 Lug cit.
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forma de política pública."? La concepción utilitarista que se dio en princi­
pio al ambiente deberá transformarse para adoptar políticas públicas que
partan de la base de una ética ambiental que beneficie a las generaciones
futuras. Esta adopción repercutirá significativamente en varios ámbitos.

Si ya mencionarnos que ia moral tendrá que invadir el ámbito económi­
co, esto no significa que dicha invasión sea perjudicial. Con la puesta en
marcha de políticas públicas que obliguen a las empresas a adoptar medi­
das tendientes a conservar el ambiente, se beneficiará a la sociedad en su
conjunto: por un lado, las empresas, al adoptar tecnologías para reducir las
emisiones incrementarán su competitividad, mejorarán el precio de sus pro­
ductos y la imagen que la sociedad tiene de ellas; por el otro, no sólo se
reducirán los efectos negativos asociados a los daños sobre la salud, sino
también al deterioro del ambiente' y se mejorarán las relaciones de las
empresas con las comunidades aledañas, Así, parece que el viejo precepto
"el tema ambiental afecta el crecimiento de manera negativa" tiene más
excepciones que buenos ejemplos. Estas reflexiones nos hacen ver que la
ética ambiental proyectada con políticas públicas se manifiesta como uno
de los caminos más apropiados para hacer posible la conservación del
ambiente.

Esa nueva idea de la ética con carácter ambiental permitirá cumplir con
el principio de equidad intergeneracional, que tiene como objetivo no com­
prometer el ambiente de las generaciones futuras. Es indudable que el ries­
go de disminuir el disfrute de un ambiente adecuado por las generaciones
venideras, nos hace pensar en este principio como una posible solución
para prevenir los daños que se causarían a generaciones posteriores.

En la actualidad nos enfrentamos a una realidad, con nuevos alcances
de nuestras acciones, El mundo entero y la aparición de consecuencias para
el hombre y la naturaleza rebasan actualmente las barreras de nuestro tiem­
po; por ello, se impone encontrar una cultura que equilibre el desarrollo
científico y tecnológico con una salvaguarda ética que resulte capaz de dar
una nueva responsabIlidad. Es nuestra obligación tener presente que debe­
mos responder por las acciones que realicemos y que pudieran causar daño
no sólo a los seres humanos actuales, sino también al medio ambiente y a
las generaciones futuras.

Asimismo, es menester tomar en cuenta que existen consecuencias
emergentes de nuestros actos que pueden manifestarse tardíamente, Por
tanto, debemos anticiparnos a las consecuencias de nuestras acciones que

17 iug cit.
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pueden afectar a sujetas indeterminados, individualizados sólo cuando se
manifieste algún daño en el futuro.

En sintesis, la ética ambiental será imprescindible para fomentar una
cultura de respeto a la vida y restituir al hombre el control de sus propias
acciones, librándoio, según Eduardo A, Pedace, de un peligroso estado de
pasividad moral, superficialmente justificada por la satisfacción generada
por las grandes conquistas de la ciencia y de la técnica.

1.3 Naturaleza del derecho ambiental

Desde el punto de vista teórico, se ha discutido mucho acerca de la naturaleza
del derecho ambiental. En primer término, se ha originado un debate acerca
de si éste es una ciencia informativa, una disciplina académica o una rama
autónoma del derecho; además, se ha generado polémica en torno al lugar que
debe ocupar. En opinión de algunos autores, el derecho ambiental constituye
una rama del derecho público, mientras que para otros corresponde al derecho
económico. Sin embargo, a pesar de que estas dos posturas son las más fuer­
tes, la pertenencia del derecho ambiental a alguna de ellas no ha sido la única.
Se ha dicho también que el derecho ambiental rebasa en muchas ocasiones la
perspectiva ius publicista y se coloca en el ámbito de las relaciones privadas,
por lo que en cierto modo, también corresponde al derecho privado.

Esas digresiones, aunque pueden parecer una cuestión teórica y de esca­
sa repercusión práctica, son necesarias si se quiere dar al alumno una visión
general de los debates que ha propiciado la materia que tratamos. Con esta
idea en mente, expondremos de manera sucinta algunas de las razones que
se esgrimen para determinar la naturaleza del derecho ambiental.

1.3.1 Derecho ambiental como ciencia Informativa

Algunos estudiosos de la ciencia jurídica consideran que el derecho ambien­
tal es sólo una ciencia informativa. Entendiéndolo en este sentido, tal disci­
plina se presentaría únicamente como una amalgama de normas que in­
ciden en un mismo tema y que con ánimo informativo se reagrupan con la
denominación Derecho X l 8 En este caso, el derecho ambiental se proyecta­
ría como una rama del derecho carente de sustantividad.

18 Jesús jordano Fraga, La protecciin del derecho a un medio ambiente adecuado, 1a ed, J.M.
Boseh Editor, Bareeiona, 1995, pag 124.
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1.3.2 Derecho ambiental como disciplina académica

Si consideramos al derecho ambiental como una disciplina académica,
haremos alusión simplemente al reconocimiento de ia necesidad de impar­
tir en la enseñanza universitaria el sector ambiental dentro del ordena­
miento jurídico. Esto supone un avance respecto al nivel informativo y va
ligado a las demandas de la sociedad, que en un momento dado pueden exi­
gir una formación especial de sus operadores jurídicos en sectores específi­
cos del ordenamiento.'?

En ese sentido, la naturaleza jurídica del derecho ambiental se limitaría
a considerarlo una rama del derecho que proyecta una necesidad de tipo
académico que, en cierto momento, puede trascender en las relaciones
sociales y hacer patente la necesidad de incluir determinados operadores
jurídicos en sectores perfectamente señalados dentro del marco normativo
existente en nuestro país.

1.3.3 Derecho ambiental como rama autónoma del derecho

Algunos autores consideran que el derecho ambiental es una rama autóno­
ma del derecho, debido a que cumple con los requisitos que suelen apun­
tarse como necesarios para considerar que una disciplina es autónoma.
Estos requisitos, según Jesús Jordano Fraga, son los siguientes:

• Presencia de principios propios.
• Que existan técnicas jurídicas propias.
• Referencia a determinada categoría de personas, de objetos o de rela­

cíones'?

Para este grupo de doctrinarios, de una observación atenta al derecho
ambiental se llega a la conclusión de que éste puede considerarse una dis­
ciplina autónoma. Todos los requisitos que se exigen para clasificar a un sec­
tor del ordenamiento jurídico como rama autónoma se cumplen con mayor
o menor intensidad en el caso del derecho ambiental.

En primer término, para quienes defienden la autonomía del derecho
ambiental, en esta disciplina existen principios propios que incluso han reci­
bido consagración legíslatíva. Por ejemplo, la Declaración de Río -que ana-

19 lug cít.
20 Lug cit.
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Iizaremos en el siguiente capítulo- contiene una serie de principios reto­
mados por la legislación interna de diversos Estados, que se han convertido
de esta manera en derecho vigente. Por otra parte, se dice que en el dere­
cho ambiental existen técnicas juridicas propias, como la evaluación del
impacto ambiental o los marketables permits del derecho norteamericano.

Asimismo, para defender la referencia a determinada categoría de per­
sonas, se ha argumentado que, aun cuando el derecho ambiental está diri­
gido a una pluralidad indeterminada de sujetos, encuentra un sustrato social
directamente implicado. Podria decirse entonces que el derecho ambiental
se dirige a las personas privadas en cuanto sujetos detentadores o agresores
del medio ambiente como bien juridico. Las personas públicas pueden apa­
recer también como sujetos capaces en función de su obligación de defen­
der y restaurar el ambiente. La administración pública ocupa, en este orden
de ideas, un primer plano en cuanto sujeto público, autor y destinatario, al
mismo tiempo del derecho ambiental. Por tanto, este requisito es cumplido
también por la disciplina jurídica de la que nos ocupamos.

Cabe señalar también que, ubicándonos en esta postura teórica, el dere­
cho ambiental se refiere además a un objeto propio que, en este caso, cons­
tituiría el medio ambiente como bien jurídico por tutelar.

Finalmente, el derecho ambiental cumpliría el último de los requeri­
mientos para determinar la autonomía de una rama del derecho, ya que
regula relaciones jurídicas especificas. Según [ordano Fraga, sí entendemos
una relación jurídica como una situación de poder y deber concretos que
vincula a sujetos determinados, de modo que alguno de ellos puede exigir a
otro una determinada conducta que éste ha de observar y a cuya observan­
cia le compete el ordenamiento, es claro que el derecho ambiental regula
una relación jurídica propia. Esto es así porque la relación jurídica ambien­
tal crea derechos subjetivos protegidos por las leyes (por ejemplo, el dere­
cho a disfrutar de un medio ambiente adecuado)."

1.3.4 Derecho ambiental como rama del derecho público

El derecho público se compone del conjunto de normas que regulan el ejer­
cicio de la autoridad estatal, determinando y creando el órgano competen-

21 Los argumentos vertidos en este apartado son los que utilizaJesús jordano Fraga en su
obra La protecciin del derecho a un medio ambiente adecuado, para defender la autonomía
del derecho ambiental. Sin embargo, al terminar el punto correspondiente a este tema, el
autor señalaque no puede hablarsede una autonomía plena, pero sí de una autonomía en
gestión de esta disciplinajurídica.
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te para ejercitarla, el contenido posibie de sus actos de autoridad estatal y ei
procedimiento mediante el cual dichos actos deberán realízarse." En este
tenor, el derecho ambiental ha sido colocado por diversos autores en ei
campo del derecho público, debido a la relevancia que el Estado tiene en la
regulación del comportamiento del hombre en relación con el ambiente. En
efecto, al encontrarse el Estado en una relación de supra-subordinación con
los particuiares en lo que se refiere ala materia ambiental. se ha estableci­
do que el derecho ambiental debe situarse dentro del derecho público.

Tal afirmación se refuerza si tomamos como base la teoria de los in­
tereses en juego que pretende fundar la división del derecho en público
y privado de acuerdo con el beneficio particular o colectivo que procura
la norma. En este sentido, si el derecho ambiental tiene como fin regular
las conductas humanas que pueden influir de manera slgnlticatlva en el
ambiente para evitar la degradación de éste y asi hacer posible que las Futu­
ras generaciones disfruten de un ambiente adecuado. nos damos cuenta de
que esta disciplina tiene como Finalidad proteger intereses colectivos.
Situándonos entonces en una postura ius publicista. no cabe duda que, al
buscar la protección de los derechos de la colectividad (no sólo presente
sino también futura). el derecho ambiental puede ser considerado una rama
del derecho público.

1.3.5 Derecho ambiental como rama del derecho económico

Otra tendencia en torno a la naturaleza jurídica del derecho ambiental es
situarlo como una rama del derecho económico. Al respecto, Zarkin señala
que el derecho económico se concibe como un derecho de síntesis o rea­
grupamiento que se asocia a la idea de derecho de protección al ambiente,
concebido como una rama de este nuevo derecho a partir de las distintas
lecturas que el sistema juridico permite en sus diferentes rarnas.P

Dentro de esta visión. se establece también que el objeto de estudio del
derecho económico se nutre tanto de las ciencias que estudian el ambiente
como de las económicas. las cuales condicionan el modelo de desarrollo que

22 Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México.
Bnciciapedia jur iiica Mexicana, t 111, 1a ed, uNAM~Editorjal Porrúa, México. 2002. pág 358.

23 Sergio larkin Cortes. citado por Enrique Mota Ventura en "Reflexiones sobre la necesí­
dad de construir la protección legal del ambiente en México,una perspectiva integradora",
ponencia para el VIII Congreso Venezolano de Derecho Ambiental. Mecanismos Jurídicos
en defensa del Ambiente. Camino a la Cumbre sobre Desarrollo Sostenible 2002.
Universidad Metropolitana. 27 y 2B de mayo de 2002. Caracas.
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subyace a los regímenes económicos que pretenden ser regulados por un
sistema jurídíco.>' Así. el derecho ambiental es considerado por algunos
como una rama del derecho económico.

1.3.6 Derecho ambiental como parte del derecho privado

El derecho privado ha sido definido como el conjunto de normas que regu­
lan las relaciones jurídicas entre personas que se encuentran legalmente
consideradas en una situación de igualdad, en virtud de que ninguna de
ellas actúa en dichas relaciones investida de autoridad estatal.P

Con esta definición podríamos deducir que el derecho ambiental no
forma parte del derecho privado; sin embargo. si bien es cierto que el dere­
cho ambiental siempre tiene presente los intereses colectivos, "... sucede
también que aparecen Implicados en las relaciones que regula intereses y
derechos individuales. para cuya defensa el derecho privado ofrece cauces
especíñcos'<"

De esa manera. no sólo debe catalogarse al derecho ambiental como
parte del derecho público. sino también se ve involucrado en aspectos que
corresponden al derecho privado. Por ejemplo. de forma colateral el orde­
namiento civil puede concurrir a la defensa del ambiente en cuanto que si
consigue modificar conductas. aunque sólo sea en función de los perjuicios
ocasionados a un particular. la colectividad se verá beneficiada a la postre.
Entonces, el apoyo que el derecho ambiental toma del ordenamiento priva­
do constituye un recurso estimable y frecuentemente imprescindible para el
resarcimiento de daños localizables en patrimonios parttculares."

Con tales bases podemos decir que el derecho ambiental en muchas
ocasiones sale del campo del derecho público para situarse en el del dere­
cho privado, por lo que, de alguna forma. también puede considerarse parte
integrante de lasnormas ius privatistas.

De las reflexiones vertidas en este apartado acerca de la naturaleza del
derecho ambiental. podemos darnos cuenta de que tratar de encuadrar esta
disciplina en una categoría es una tarea sumamente compleja. Silvia
jaquenod señala en este sentido que "... sería aventurado afirmar que el
derecho ambiental se perfila como una rama autónoma del ordenamiento
jurídico. puesto que éste es un sistema de normas que no admite la existen-

24 Ídem.
25 Instituto de Investigaciones Jurídicas. ob cit, pág 358.
26 Ramón Martín Mateo, ob cit. pág 103.
27 Ibídem, págs 103 y 104.
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cia de regímenes totalmente separados; por tanto, adquiere relevancia en la
medida en que se integra a un circuito de normas, a una interconexión pro­
gresiva de preceptos cuyo principia y fin es la consttrucíon';" Además, seña­
la la maestra [aquenod, tampoco podria decirse que forma parte de una
rama especial del derecho público, ya que es dificil mantener la tradicional
separación entre el régimen jurídico público y el privado debido a la infiltra­
ción de las instituciones jurídico-públtcas en el régimen que rige las relacio­
nes entre los particulares, y a una privatización de las reglas que presiden la
organización y funcionamiento del Estado y sus instituciones. 29

1.4 Análisis sectorial y transectorial

La palabra sectorizacion tiene que ver, según el maestro Raúl Brañes, con
"... aquella característica de la administración pública que consiste en su
división en sectores definidos. Entre estos sectores están algunos que tradi­
cionalmente han ejercido funciones respecto de determinados elementos
ambíentales'P? De esta manera, el derecho ambiental puede ser objeto de
un análisis sectorial, pues existen leyes que se refieren al uso, protección,
conservación y aprovechamiento de determinados recursos naturales.

No obstante, algunas actividades estatales como la gestión administrati­
va del ambiente, presentan ciertas características especiales y determinan la
necesidad de establecer estructuras jurídico-administrativas para el conjun­
to de la gestión estatal. Esta exigencia, a decir de Brañes, resulta de que

... el ambiente debe ser entendido principalmente como un sistema donde
se organizan los elementos que hacen posible la existencia y el desarrollo de
los organismos vivos. En consecuencia, la gestión ambiental no puede conce­
birse únicamente corno referidaa cada uno de los elementos del ambiente por
separado, sino que además, y preferentemente, referida a todos los elementos
en su conjunto y en sus procesosde interacción. De alli nace entonces la nece­
sidad de una estructura jurídico-adrnmístraüva distinta de la tradtcronal."

Ante esta necesidad, el derecho ambiental no se puede quedar relegado;
por tanto, en muchas ocasiones adquiere un carácter transectorial que no

" Silvia Jaquenod de Zsógon. ob cít, pág 347.
'9 Lug cit.
30 Raúl Brañes Ballesteros, Manual de derecho ambiental mexicano, 2a ed, Fondo de Cultura

Económica. México, 2000, pág 120.
" Ibidem. pág 121.
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guarda ninguna relación con los criterios sectoriales que habitualmente
adquiere la organización jurídico-administrativa del Estado.

Existen actos propios del derecho ambiental que deben traspasar las
barreras de la sectorización administrativa para adquirir un carácter tran­
sectorial que se refiera al conjunto de los elementos ambientales y tenga en
consideración todos los procesos de interacción entre estos elementos; por
tanto. el derecho ambiental debe analizarse tanto desde el punto de vista
sectorial como transectorial. Y es que en muchas ocasiones la sectorízación
da paso a un análisis que rebasa sus límites ante los requerimientos de cier­
tos actos que deben ser integrales. con lo que resulta necesario también un
análisis desde el punto de vista transectorial.

1.5 Características del derecho ambiental

El derecho ambiental reúne una serie de características que le son propias
y que permiten determinarlo como tal. En este sentido. Ramón Martín
Mateo32 señala las siguientes:

• Sustratum ecolcqico

El sustratum ecoltqico del derecho ambiental se refiere a su carácter sisté­
mico. Esto significa que la regulación de conductas por el derecho ambien­
tal no se realiza aisladamente. sino teniendo en cuenta el comportamiento
de los elementos naturales y las interacciones determinadas en ellos como
consecuencia de las actuaciones del hombre.

• Especialidad singular

La especialidad singular del derecho ambiental consiste en la globalidad o
el alcance internacional de los problemas ambientales. circunstancia que
rompe con los dispositivos organízatortos generales. Los imperativos ecoló­
gicos. dice Martín Mateo. hacen que el ámbito espacial de las actuaciones
administrativas venga dado en función de un marco más o menos impreci­
so en que tienen lugar los mecanismos de emisión-transporte-inmisión. Este
ámbito puede ser mayor o menor según los subsistemas que se acoten den­
tro del sistema general. delimitándose así los contornos imprescindibles
para que la acción administrativa sea eficaz.

sa Ramón Martín Mateo. ob Cit. págs 84·88.
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• ÉnfasiS preventivo

Para Ramón Martín Mateo, aunque el derecho ambiental se apoya a la pos­
tre en un dispositivo sancionador, sus objetivos son fundamentalmente pre­
ventivos. Esto se debe a que en la disciplina que tratamos, la coacción apos­
teriori resulta ineficaz; por un lado, en cuanto que de haberse producido las
consecuencias biológica y socialmente nocivas, la represión podrá tener una
trascendencia moral pero difícilmente compensará graves daños, quizá irre­
parables, lo que es válido también para las compensaciones impuestas de
forma imperativa.

• Componente técnico-reqiado

Como característica del derecho ambiental. el componente técnico-reglado
alude a la intervención que se hace por parte del Estado con base en módu­
los y parámetros previamente fijados a escala nacional, ya sea con carácter
general para todo el país, para zonas especiales o para situaciones excep­
cionales. La normativa del derecho ambiental, señala Martín Mateo, inclu­
ye prescripciones rigurosamente técnicas que determinan y cifran los nive­
les de emisión o de inmisión, la altura de las chimeneas, las características
de los motores, etc. Estas prescripciones marcan sobre todo limites y um­
brales, a la vez permiten modulaciones y apreciaciones cuando se entrecru­
zan factores diversos que se resisten a un planteamiento puramente cientí­
fico y matemático.

• Vocaci ón redistributiva

La vocación redistributiva es la aspiración internalizadora de los costos que
suponen para la colectividad la transmisión de residuos y subproductos a los
grandes ciclos naturales. El derecho ambiental entonces sólo podrá lograr
resultados aceptables si consigue canalizar recursos para compensar en últi­
mo extremo a los perjudicados, y para financiar el establecimiento de ins­
talaciones que eviten la contaminación.

• PrimacÚl de los intereses colectivos

Esta característica significa, para Ramón Martín Mateo, que el derecho
ambiental es un derecho sustancialmente público que no excluye, sin em­
bargo, el concurso del ordenamiento privado tanto en lo que respecta a las
relaciones de vecindad como a la posible exigencia de compensaciones
y reparaciones en caso de culpa contractual o extracontractual.
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Por su parte, Silvia jaquenod'? agrega como caracteres a la disciplina
que nos ocupa las siguientes:

• Multidisciplinar

Según la maestra jaquenod, el derecho ambiental suele ser el resultado par­
cial de regulaciones puntuales y dispersas. Por ello, una nueva vertiente del
derecho debe imponerse la obligación de considerar los problemas del
ambiente en forma global, pluridisciplinar, es decir, abarcar integralmente
las diferentes relaciones que interactúan en la realidad y que generan el
carácter sistémico. El derecho ambiental permitirá avanzar en la protección
integral del ambiente y sus procesos naturales, apoyando los proyectos a
largo y mediano plazo en aquellas medidas transitorias adoptadas para
paliar la crisis presente.

Además, agrega [aquenod, un auténtico derecho ambiental considerará
la problemática del entorno de modo interdisciplinar, impulsándose en cada
norma la protección, conservación y mejoramiento del medio en forma in­
tegral. El derecho ambiental entonces

... es ínterdisciplinar puesto que en él se yuxtaponen una serie de disciplinas
más o menos relacionadas. La interdisciplinariedad del derecho se articula den­
tro de un marco de importación de conceptos y paradigmas directrices, apli­
cándose técnicas de un campo y adaptándolas a otros, ajustando a las nece­
sidades que reclaman la intervención de otras ciencias; es decir, confluyen
procesos de diferentes áreas y se asimilan reciprocamente. Los problemas
ambientales actuales se presentan dentro de un perímetro interdependiente,
integrador, mulu y pluridisciplinar que requieren el estudio y el conocimiento
de la realidad objetiva mediante procesos de gestión y plantñcacíón.>'

• Mixtura normativa de lo antiguo y de lo nuevo

Este carácter hace referencia a ..... la fusión transitoria del caudal normativo
pretérito con el actual; es decir, el viejo derecho no ambiental se constituye
en norma provisoria del derecho ambtental''V

Además, al ser circunstancial esta combinación, se descubre el espíritu
dinámico del ordenamiento jurídico que se adecua a la realidad en la que

" Silvia Jaquenod de ZS6g6n, ob cit. págs 351-366.
34 Ibídem. pag 359
35 Lug cit.
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tiene vigencia y a la cual regula. Por ello, según la maestra jaquenod, la
combinación correcta de ambos tiempos del derecho permite que la nor­
mativa ambiental sea la regulación más próxima y precisa de los problemas
actuales del medio.

• 7tansnacional

Esta característica mencionada por Silvia Jaquenod hace referencia a que
los problemas ambientales, en muchos casos, rebasan las fronteras nacio­
nales, porque en el sistema natural los diferentes elementos, fenómenos y
procesos no conocen fronteras y, por tanto, alcanzan el ámbito internacio­
nal donde es imperativo conocer los distintos comportamientos dentro y
fuera de cada ecosístema"

1.6 Definición de derecho ambiental

Respecto a la definición de derecho ambientai se han hecho muchas consi­
deraciones. En primer término, no es una postura adoptada por toda la doc­
trina que esta disciplina deba denominarse de tal forma. Algunos estiman
que el nombre adecuado para esta rama del derecho es derecho ecclonco,
mientras que otros prefieren llamarla derecho del entorno.

Este debate es abordado por el maestro Raúl Brañes de manera excep­
cional. Para él, las expresiones derecho ambiental, derecho ecológico y
derecho del entorno son utilizadas para designar, por lo general. lo mismo.
Haciendo alusión a lo señalado por Ramón Martín Mateo en su obra
Derecho ambiental, Brañes indica que la expresión derecho ecológico
puede ser excesivamente amplia, mientras que el término derecho del
entorno tiene evocaciones urbanísticas. Por ello, dicho autor prefiere el
uso de la expresión derecho ambiental para designar la disciplina que tra­
tamos.??

Para el propio Brañes, la materia de que se ocupa esta rama del derecho
no es la ecología, como lo sugiere la expresión derecho ecológico, sino el
ambiente. Por tanto, el término derecho ecoicqico le parece a este autor equi­
vocado y no porque parezca excesivamente amplio. Por el contrario, en la
medida en que la expresión derecho ecolégico nos remite a la idea de "eco-

3. Ibidem, pág361.
37 Raúl Brañes Ballesteros, ob cit, pag 46.
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logia" y ésta a su vez puede remitirnos a la de "ecosistemas naturales",
dicho vocablo representa incluso el peligro de llegar a asumir un sentido
más bien ltrnítado.>"

Por otra parte, Brañes señala, que el uso de la expresión derecho del
entorno no es justificado, pues no existe ninguna razón para que una pala­
bra de uso actual (ambiente) sea sustituida por otra en desuso (entorno).
Según el autor referido, la palabra entorno ha sido calificada por la Real
Academia de la Lengua de "anticuada" o "antigua", prefiriendo esta institu­
ción el término contorno. En este tenor, el maestro Brañes señala también
que, aunque esta última palabra pudiera parecer más castiza que la prime­
ra, la verdad es que ambas son igualmente castizas, ya que provienen de la
lengua española. En consecuencia, el empleo de una palabra en desuso
-que es el recurso extremo del casticismo para evitar la utilización de un
extranjerísmo->, no cabe en este caso. Asimismo, el vocablo entorno o, más
modernamente, contorno tiene una connotación de proximidad física, que
no corresponde de manera estricta a la idea de ambíente'?

Una vez abordado lo referente al debate acerca de la denominación que
se debe dar a la materia que nos ocupa, continuaremos con la definición de
esta rama del derecho.

Para Silvia jaquenod, el derecho ambiental es definido como la ..... dis­
ciplina jurídica que investiga, estudia y analiza las diferentes relaciones
entre los bienes naturales y la actividad antróptca, orientando la regulación
jurídica de las conductas y actitudes humanas respecto al uso, explotación
y aprovechamiento de recursos naturales, conservación de la naturaleza y
protección del ambiente"."?

Por su parte, Jesús Quintana vaítíerra-" al referirse a la definición del
derecho ambiental, señala que en un primer intento ..... quizás la forma más
sencilla de definir al derecho ambiental sea refiriéndolo al conjunto de
reglas que se encargan de la tutela jurídica de aquellas condiciones que
hacen posible la vida en todas sus formas", Además, continúa dicho autor,
..... si el derecho ambiental tiene que ver con la continuidad de la vida sobre
la Tierra, no es del todo aventurado pensar que el acervo de normas jurídi­
cas que están dirigidas a la salvaguardia de la biosfera es lo que se denomi­
na derecho ambiental".

38 ldem.
3. Ibídem, pág 46.
40 Jaquenod de ZSogon, Iniciaciá1 al derecho ambiental, 1a ed, Editorial Dykinson, Madrid,

1996, págs 221-222.
41 Jesús Quintana Valtiena, ob cit, págs 17-t s.
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Por otro lado, este autor señala que u••• al quedar ya destacada la impor­
tancia que tiene para la subsistencia de la vida el mantenimiento del equili­
brio ecológico, se puede pensar también que el derecho ambiental es el
grupo de reglas que se encarga de la protección jurídica del equilibrio eco­
lógico".

Como vemos, Quintana Valtierra aborda el concepto de derecho am­
biental desde diversos ángulos, sin por ello perder de vista que dicha disci­
plina juridica no debe segregarse. Esto es, si la función del derecho
ambiental es la tutela ele las condiciones que hacen posible la vida en todas
sus formas, tales condiciones no deben ser consideradas de forma estática,
sino como se presentan en la realidad, es decir, de manera dinámica.

Ahora bien, otra forma de abordar el concepto de derecho ambiental es
la que adopta jesús [ordano Fraga, quien señala que para formular un con­
cepto de esta disciplina jurídica se puede partir de dos facetas:

• Desde una perspectiva teleológica o funcional del derecho.
• Desde una perspectiva que responda a un análisis estructuralista y

jurídico-constitucional.

Situándonos en la primera de tales perspectivas, si existe un conjunto
de normas dispersas que directa o indirectamente encuentran un punto de
unión en su objetivo de pretender la defensa, restauración y promoción del
medio ambiente, entonces el derecho ambiental será el referido al medio
ambiente. el derecho del medio ambiente o el derecho para la protección
del medio ambiente.

En esa perspectiva, según jordano Fraga. en la doctrina norteamerica­
na se sitúa Bodgers, autor que concibe a esta rama jurídica como el derecho
del gobierno planetario. Asimismo, en posición parecida se ubican Pérez

. Moreno y Martín Mateo. El primero concibe el derecho ambiental como
u ••• el ordenamiento que garantiza y disciplina el goce colectivo inherente a
los bienes ambientales, velando por su integridad natural U , mientras que el
segundo señala que el derecho ambiental es el derecho que incide en con­
ductas individuales y sociales para prevenir y remediar las perturbaciones
que alteran el equilibrio del ambiente.V

Vistodesde la segunda perspectiva que señalajordano Fraga, el derecho
ambiental tendría que ser estudiado a partir de la Constitución. Así, en nues­
tro ordenamiento jurídico, el derecho ambiental, desde esta perspectiva

42 Citados por Jesús jordano Fraga. ob cit, pag 122.
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estructuralista y jurtdíco-constitucionalista, se presentaría como el derecho
que concede la garantía individual prescrita en el artículo 40, que consagra
el derecho que toda persona tiene a disfrutar de un medio ambiente ade­
cuado para su desarrollo y bienestar.

Otro de los conceptos que sin duda vale la pena señalar es el del maes­
tro Brañes, para quien el derecho ambiental puede definirse como "... el
conjunto de normas jurídicas que regulan las conductas humanas que pue­
den influir de una manera relevante en los procesos de interacción que
tienen lugar entre los sistemas de los organismos vivos y sus sistemas
de ambiente. mediante la generación de efectos de los que se espera una
modificación significativa de las condiciones de existencia de dichos orga­
ntsmos"."

Este concepto. en opinión de Raquel Gutiérrez Nájera, se encuentra
limitado en sus alcances cuando alude a "conductas relevantes" y "modifi­
cación significativa", ya que, para dicha autora, estos calificativos no debe­
rían emplearse, debido a que existen conductas causales y no significativas
pero que modifican, por su reiteración, el ambiente. Entonces, para
Gutiérrez Nájera, tomando en cuenta el objeto de su especificidad al mar­
gen de las modificaciones significativas o no que el mismo pueda entrañar,
el derecho ambiental "... es el conjunto de normas que tienen por objeto
regular las conductas que inciden directa o indirectamente en la protección,
preservación. conservación, explotación y restauración de los recursos natu­
rales bióticos y abióticos":"

Por otra parte. Gutiérrez Nájera indica también que, a partir de su es­
pecificidad como ciencia jurídica, el derecho ambiental puede ser definido
como "el conjunto sistemático y ordenado de leyes que regulan la protec­
ción. conservación. preservación y utilización de los recursos naturales y del
equilibrio ecológico del hábitat,,45

1.7 Sujetos de derecho ambiental

Al referirnos a los sujetos de derecho ambiental, debemos tener en cuenta
el ámbito de aplicación de la normatividad ambiental en relación con los
individuos o entidades que tienen algún tipo de derecho, obligación, atríbu-

" Ralil Brañes Ballesteros. ob cít, pág 29.
44 Raquel Gutiérrez Nájera. lntroducciin al estudio del derecho ambiental. 3a ed, Editorial

Porrúa, México. 2000. pág 118.
45 Lug de
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ción O función derivada de este conjunto normativo. De esta manera, podre­
mos saber quiénes están obligados en materia ambiental y cómo se pre­
senta el régimen de protección y respeto de sus derechos.

Con estas bases, podemos colegir que los sujetas públicos de derecho
ambiental pueden ser:

• La Federación, proyectada como el Estado mexicano.
• Las entidades federativas.
• Los municipios.
• Los organismos descentralizados.
• Los organismos desconcentrados.
• Los organismos internacionales públicos.
• En general, todos aquellos organismos del sector público que tengan

injerencia en materia ambiental.

Por su parte, los sujetos privados de derecho ambiental, en la medida en
que realicen actividades reguladas por esta disciplina jurídica, pueden ser:

• Personas físicas.
• Personas morales.
• Organismos no gubernamentales.
• Organizaciones sociales.
• Universidades.
• Centros de Investigación.
• Organismos y fundaciones internacionales.

En principio, esos serían los sujetos que contemplaría el derecho
ambiental; sin embargo, en la actualidad se ha gestado una nueva teoría que
atribuye un interés legítimo en las relaciones jurídico-ambientales a los gru­
pos sociales. Esta teoría es la del interés difuso, la cual podría decirse que
ha sido adoptada por el ordenamiento jurídico. En efecto, al establecerse en
el art 40 constitucional que: "Toda persona tiene derecho a un medio am­
biente adecuado para su desarrollo y bienestar", la expresión toda persona
se refiere a la colectividad, es decir, a un número indeterminado de perso­
nas, el cual, como grupo, es titular del derecho mencionado.

Con tal interpretación, en nuestro sistema jurídico se contempla que la
colectividad sea también un sujeto de derecho ambiental. No obstante, esta
situación no partió originariamente de las reformas a la Constitución política,
pues la Ley General de Equilibrio Eeoliyieo y Protecci ón al Ambiente (LGEEPA)

desde 1996 -cuando fue modificada sustancialmente en diversas disposl-
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ciones- prevé tanto el derecho de toda persona a un medio ambiente ade­
cuado como mecanismos e instrumentos jurídicos para que ese derecho
tenga vigencia.

En ese sentido, la LGEEPA contiene varias disposiciones relevantes acerca de
la participación social, en las que se reconoce a la colectividadcomo titular del
derecho aludido y. por ende, como sujeto de derecho ambiental, a saber:

1. Artrulo 10, fracciones Iy VIl, en el cual se establece que las disposicio­
nes de la LGEEPA son de orden público e interés social y tienen por objeto pro­
piciar el desarrollo sustentable y establecer las bases para, entre otras cosas:
a) garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente ade­
cuado para su desarrollo, salud y bienestar, y b) garantizar la participación
corresponsable de las personas, en forma individual o colectiva, en la preser­
vación y restauración del equilibrio ecológico y la protección al ambiente.

2. Artrulo 15.jracciÓl XIl. en el cual se dispone que el Ejecutivo federal,
al formular y conducir la política ambiental, así como en la expedición de ins­
trumentos en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológico
y protección del ambiente, deberá observar diversos principios, destacando
que toda persona tiene derecho a disfrutar de un ambiente adecuado para su
desarrollo, salud y bienestar, debiendo las autoridades. en los términos de la
LGEEPA y de otras leyes, tomar las medidas para garantizar ese derecho.

3. Artículo 34, en el cual se prevé el derecho de toda persona a conocer
e informarse (mediante consulta) acerca de las manifestaciones de impacto
ambiental de obras y actividades que, previamente a que se realicen, sean
sometidas a la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales para su
autorización de impacto ambiental correspondiente. Además. esta disposi­
ción jurídica establece el derecho de cualquier persona de la comunidad ubi­
cada en el lugar en el que se pretenda realizar una obra o actividad cuya
evaluación del impacto ambiental corresponda a la Secretaría del Medio
Ambiente y Recursos Naturales. a solicitar la realización de una consulta
pública en la que puede participar cualquier ciudadano interesado, solici­
tando que la manifestación de impacto ambiental de la obra o actividad de
que se trate sea puesta a disposición del público y/o proponiendo el esta­
blecimiento de medidas de prevención y mitigación adicionales a las plan­
teadas por la persona que pretende llevar a cabo la obra o actividad y
haciendo las observaciones que estime pertinentes.

4. Artículo 180, en el cual se establece el derecho de las personas físicas
y morales de las comunidades afectadas a impugnar mediante recurso
administrativo de revisión los actos administrativos que permitan la realiza­
ción de obras o actividades contraviniendo las disposiciones de la LGEEPA, los
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programas de ordenamiento ecológico, las declaratorias de áreas naturales
protegidas o los reglamentos y normas oficiales mexicanas derivadas de esa
ley, así como el derecho de exigir que se lleven a cabo las acciones necesa­
rias para que sean observadas las disposiciones jurídicas aplicables, siempre
que demuestren en el procedimiento administrativo que se sustancie con
motivo de la interposición de tal recurso de revisión, que dichas obras o acti­
vidades originan o pueden originar un daño a los recursos naturales, la flora
o la fauna silvestre, la salud pública o la calidad de vida.

1.8 Relación entre economía y medio ambiente

Desde el punto de vista económico, el medio ambiente ha sido siempre una
fuente vital de insumos para la producción de bienes y servicios, que en bruto
o transformados han representado importantes satísfactores y bieriestar para
la humanidad; sin embargo, el hombre se ha percatado a lo largo de los siglos
que esa fuente no es infinita y que los recursos que provee la naturaleza se
agotan. En ese sentido, los bienes y servicios ambientales adquieren un valor
específico -atendiendo a su cantidad, a su capacidad de reproducción o re­
cuperacíón->, seguir siendo una fuente constante de satisfactores, a los pro­
blemas que con ellos se atienden y al bienestar que proporcionan.

Durante los últimos dos siglos, los modelos económicos de los países
poderosos han definido y determinado la forma y los métodos de explota­
ción de los recursos naturales, orientando diversas corrientes y doctrinas de
desarrollo. Las ciencias económicas y las jurtdicas han jugado un papel fun­
damental en la ejecución y justificación de dichos modelos mediante la pro­
piedad, el mercado, el comercio, la distribución de la riqueza y el bienestar
común. Ahora que esos modelos de desarrollo (económico, político, social y
cultural) están siendo seriamente cuestionados por la sociedad, las ciencias
económicas y jurídicas brindan valiosos elementos de solución a la crisis de
agotamiento de los recursos naturales y de la contaminación ambiental en
que dichos modelos los colocaron.

En 1992 surgió una teoría económica que trata, bajo un enfoque distin­
to al construido históricamente, "... la relación entre crecimiento y medio
ambiente y la consideración de éste último como limite a la acumulación del
capital"46 De acuerdo con Aimée Figueroa Neri, "el avance más sígníñcatí-

46 Aimée Figueroa Nerí. Fiscalidad y medio ambiente en México, la ed, Editorial Porrúa,
México, 2000, pág ;!6.
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va, desde la visión económica, fue que el medio ambiente adquiriera la cate­
goría de capital. ..",47 pues ..... no es sólo la tierra la que crea valor, sino la
naturaleza y el medio ambiente global"48

De tal manera, a decir de algunos autores, los temas ambientales pue­
den ser definidos en términos económicos; es decir, desde la perspectiva de
la teoría económica, siendo su contribución bastante completa, pues va des­
de identificar la degradación y destrucción ambiental hasta la aplicación de
los Instrumentos y herramientas económicos para alcanzar metas como la
reducción y el control de la contarnínacíon."?

1.9 Comercio y medio ambiente

El comercio es una de las actividades más antiguas del hombre y, sin duda
alguna, es una de las que mayor impacto y presión han ejercido en el medio
ambiente. El intercambio de mercancías ha generado durante siglos diver­
sos mercados sostenidos en la extracción, explotación y transformación de
bienes que proporciona 'la naturaleza: maderas preciosas, especies exóticas
de animales y plantas, pieles, telas multicolores, marfil, metales, hidrocar­
buros, generación de energía, etc, son algunos ejemplos de bienes que para
ingresar al mercado o, mejor dicho jurídicamente, para ser objetos de
comercio (mercancías) exigen del ambiente su mejor disposición.

La economía del siglo XXI se basa en la globalízacíón de todos los mer­
cados del orbe; tal globatízacíón es llamada coloquialmente apertura comer­
cial, en la cual los países acuerdan abrir sus fronteras de manera amplia a
las mercancías producidas en ellos mediante la desgravación, desreguíacíón
y libre acceso en las fronteras, siendo éstas las medidas más significativas
de todo mercado globalízado. El comercio de bienes y servicios entre paises
ofrece grandes ventajas para la satisfacción de sus necesidades internas.

Para lograr un Flujo comercial ad hoc a esta visión mercantilista de desa­
rrollo económico existen instrumentos eficaces para establecer las liberacio­
nes, condiciones y restricciones que ello requiere, nos referimos a los trata­
dos comerciales internacionales, de los cuales México forma parte de tres
de los más importantes: la Organización Mundial de Comercio (OMC), la Or­
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y el Tra-

47 ídem.
48 Ibídem, págs 26-27.
49 Eduardo Padilla Hernández, Tratado de derecho ambiental, Ediciones LIbrería del Profesío­

nal, Colombia, 1999, pág 165.
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tado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), en ellos se establecen
una serie de derechos y obligaciones que los países participantes deben ob­
servar y cumplir en el establecimiento y desarrollo tanto de sus leyes como
de sus políticas.

Si bien las aperturas comerciales entre países originan expectativas de
bienestar, también generan competencia en la generación de bienes y ser­
vicios que, aunados a la gran cantidad de personas que los requieren y las
necesidades que se deben satisfacer, ocasionan que las actividades produc­
tivas. industriales y comerciales se tornen agresivas con el ambiente y sus
recursos naturales. destruyendo ecosistemas que la naturaleza ha tardado
edades geológicas en construir. De esa manera, no sólo la extracción y
explotación de los recursos naturales se traducen en degradación del medio
ambiente. sino también los procesos de transformación de dichos recursos
en bienes y servicios se convierten en una tensión que está rebasando los
límites de soporte de la naturaleza.

Además. los avances científicos y tecnológicos de los últimos 150 años
han permitido que el hombre explote con mayor facilidad los recursos
naturales, a un costo muchas veces menor al que le genera la utilización
de los métodos tradicionales. Así. las máquinas para arar y las de produc­
ción en serie. los aviones, los pesticidas. los fertilizantes, el descubrimiento
del ADN y otros más. le han dado al comercio y a las formas convencio­
nales de realizarlo. un giro sin precedentes; sin embargo. en contraposi­
ción. también han modificado el ambiente en mayor medida al beneficio
obtenido.

Ante tal situación, los países determinaron que el comercio debe tener
límites cuando se comprometa la salud de los seres humanos y/o el estado
del medio ambiente en condiciones que permitan su aprovechamiento
actual y futuro; por ello. como excepción a la regla. pueden establecer medi­
das que impidan la entrada de las mercancias que consideren perjudiciales
tanto para la salud de las personas como para los recursos naturales y el
entorno en general. Eso lo analizaremos detalladamente en la siguiente
unidad.

No obstante. desde el punto de vista del desarrollo sustentable. los agen­
tes que originalmente causaron los problemas ambientales pueden ser tam­
bién parte de la solución. Efrain Pérez señala que en la Agenda 21 de la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo
-mejor conocida como Cumbre de Río- se establece en el tema de comer­
cio y medio ambiente. que un sistema mercantil multilateral abierto permi­
tirá el aprovechamiento y distribución más eficiente de los recursos; el con­
siguiente incremento de la producción y los ingresos reducirá la presión
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sobre el ambiente y habrá más recursos disponibles para el crecimiento eco­
nómico y para una mejor conservación del medio ambiente. 50

De la misma manera, la ciencia y la tecnología desempeñan un papel
fundamental en el logro del desarrollo sustentable, pues en diversos trata­
dos e instrumentos jurídicos internos se les ha reconocido como provee­
doras de ..... conocimientos que permitan una mejor formulación de polí­
ticas ambientales y desarrollo en el proceso de la toma de decísíones">'
Es evidente que los problemas de un ambiente contaminado no pueden
ser resueltos sólo por medio del derecho, sino que se requieren herra­
mientas que únicamente la ciencia y la tecnología pueden brindar para ser
aplicadas a los recursos y elementos naturales que lo necesiten. En otras
palabras, el derecho formaliza los medios, instrumentos y técnicas a em­
plearse para la protección, recuperación y/o restauración de nuestro entor­
no; la ciencia y la tecnología los concretan en una realidad deseable y
benéfica para todos.

1.10 Grandes problemas del medio ambiente
contaminado

La expresión problemas ambientales, en abstracto, no nos dice nada; en
cambio, al identificarlos y contextualizarlos nos ayudan a comprender sus
alcances y consecuencias prácticas tanto en el desarrollo como en el
porvenir de la humanidad. Los recursos naturales que hoy día sufren de
contaminación son, en general, el aire, el suelo, el agua y la diversidad bio­
lógica -flora y fauna silvestres-. Analicemos en qué consisten tales pro­
blemas.

1.10.1 Contaminación del aire

Este es un problema importante y creciente en las grandes urbes, debido a
que en ellas se concentran actividades industriales, comerciales y de servi­
cios que generan gran cantidad de gases contaminantes, los cuales no pue­
den ser fácilmente asimilados y/o eliminados por los elementos naturales
que existen en las ciudades. En ese sentido, lo que en realidad contamina al
medio ambiente no es la emisión de gases, sino la gran cantidad de éstos y

50 Efrain Pérez, Derecho ambiental. Editorial McGraw-HiII, Bogotá, 2000, pág 136.
51 Ibídem, pág 149.
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de partículas concentradas en un solo lugar que rebasan sus concentracio­
nes normales en la atmósfera, lo cual daña tanto la salud del hombre como
su entorno. Los gases con mayor concentración en las ciudades son el
monóxido de carbono, el dióxido de carbono, el dióxido de azufre y el óxido
nitroso.

1.10.2 ContaminaciCin del agua

Ningún problema ambiental preocupa tanto como la contaminación del
agua, particularmente porque se asocia con la escasez o agotamiento de los
recursos acuíferos, desde el momento en que el liquido se contamina y no
puede ser usado y/o consumido de manera segura por el hombre, hasta que
desaparece de los depósitos naturales por el abuso desmedido. De acuerdo
con la Organización Mundial de la Salud (OMS) " ... el agua está contamina­
da o polucionada, cuando su composición o estado se encuentran alterados
de tal modo que no reúne las condiciones para la utilización a la que se
hubiera destinado en su estado natural"S2

El agua es considerada un recurso reciclable y renovable; sin embargo,
ante la presión ejercida por su utilización como medio de transporte, de
recreo y esparcimiento, como generadora de energía y como medio de vida
para la flora y fauna aprovechables para la alimentación humana, así como
por su uso indispensable en procesos industriales o como depósito de dese­
chos, su capacidad de regeneración ha sido rebasada por los niveles de al­
teración a los que la ha sometido la actividad del hombre.

1.10.3 Degradación del suelo

El suelo es la parte sólida de la corteza terrestre, conformado por una super­
ficie y el subsuelo. Su importancia es elemental para el desarrollo de la vida
y los seres humanos, pues se aprovecha fundamentalmente para asenta­
mientos de personas -desarrollo urbano- y para producir alimentos; sin
embargo, sus componentes naturales se ven afectados por la explotación a la
que está sujeto, principalmente por la disposición inadecuada de basura,
la cual consiste en residuos persistentes y no biodegradables, vertimiento de
sustancias tóxicas y líquidos residuales altamente contaminados, deforesta­
ción, edificación permanente de infraestructura urbana e industrial, des-

52 Citado por Raquel Gutiérrez Nájera, Introducci iJ¡ al estudio del derecho ambiental, 1a ed,
Editorial Porrúa, México, 1998, pág 17.
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trucción O modificación de la vegetación y conversión de suelos para usos
no agrícolas, 10 cual ha provocado la desertificación en grandes extensiones
de terreno.

1.10.4 cambio climático y calentamiento de la Tierra

Este problema ambiental se conoce popularmente como efecto invernadero,
es un fenómeno caracterizado por la retención en la atmósfera de una can­
tidad de calor -proveniente de la luz solar- superior a la que se propaga
debido a la presencia de gases en abundancia como el bióxido de carbono,
los fluorocarbonos, los clorofluorocarbonos y el metano, que tienen preci­
samente la capacidad de retención de energía calorifica.

Al no esparcirse el calor en el espacio, las capas superiores de aire se
estratifican alterando la dinámica natural de los vientos, los climas y las
corrientes oceánicas produciendo el sobrecalentamiento terrestre que,
con el transcurso del tiempo, causa el descongelamiento de los cascos
polares y los glaciares, originando que el nivel medio de los mares au­
mente e inunde las zonas costeras donde reside gran parte de la pobla­
ción humana.

1.10.5 Destrucción de la capa de ozono

Este problema ambiental ha sido causado por la presencia en la atmósfera
de fluorocarbonos generados por la actividad industrial, los cuales destruyen
la protección natural contra los rayos ultravioleta; éstos, al llegar directa­
mente a la btosfera, afectan toda forma de vida produciendo mutaciones e
incluso su desaparición.

1.10.6 Lluvia ácida

Es un fenómeno químico que se produce en la atmósfera, derivado de la
combinación de vapor de agua con sustancias provenientes de la incinera­
ción de combustibles fósiles (humos), los cuajes contienen elementos sulfu­
rosos y nitrosos que, al reaccionar con el agua producen ácido sulfúrico y
ácido nitrico. Éstos, al caer a la tierra en forma de lluvia, contaminan cam­
pos y corrientes de agua restándoles aptitud natural para la vida vegetal y
animal; además, dichos contaminantes son llevados por los vientos a gran­
des distancias del lugar en que se originaron, produciendo el mismo pro­
blema en otras latitudes.
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1.11 Movimientos ecologistas

Los movimientos ecologistas surgieron en el mundo desarrollado con las
marchas de protesta en 1968; sin embargo, sus antecedentes son más leja­
nos, pues las primeras organizaciones interesadas en proteger la naturaleza
se fundaron en la primera mitad del siglo xx.

En ese periodo nacieron dos organizaciones destacadas: el National Trust
británico, que ha salvado varios parajes naturales en Gran Bretaña, y la Liga
Suiza para la Protección de la Naturaleza presidida por Paul Sarazin quien, en
1913, convocó a la primera Conferencia Internacional para la Protección de la
Naturaleza que se celebró en Berna, y que más tarde sería la Unión Interna­
cional para la Conservación de la Naturaleza y de sus Recursos (UICNR), la cual
agrupa a centenares de organizaciones públicas y privadas.

Durante esa etapa, varios acontecimientos históricos originaron el surgi­
miento de movimientos JI manifestaciones sociales en pro de la defensa del
ambiente, así como de sus recursos y del hombre mismo. Analicemos los
más representativos:

1948: Publicación de Nuestro planeta saqueado. El impacto de la tecnolo­
gía y las actividades industriales sobre los recursos naturales preocupó a
ecólogos ambientales y originó la ecología política. Fairfield Osborn publi­
có ese año una obra pionera en la materia, en la cual plasmó sus estudios
sobre las consecuencias catastróficas que ocasionará la malversación de los
recursos naturales.
1953: La enfermedad de Minamata. Esta enfermedad se detectó entre los
pescadores de la aldea ele Minamata, en la isla de Kyushu, Japón, y fue
declarada una epidemia. El equipo médico del hospital de Kunamoto diag­
nosticó la causa de tal enfermedad: envenenamiento del sistema nervioso
central provocado por mercurio orgánico, metal que posteriormente fue
encontrado en las cloacas de una fábrica química de la empresa Chísso, ins­
talada cerca de la aldea de Minamata. Fue a finales de 1965 (12 años des­
pués que aparecieron los primeros brotes) cuando se llevaron a cabo medi­
das concretas; tuvieron que pasar otros tres años para que dicha empresa
reconociera, en secreto, la utilización de mercurio orgánico con el fin de no
revelar el proceso de fabricación de sus productos.
1956: Publicación de El papel del hombre en el cambio de la faz de la
Tierra. Esta obra fue el resultado de un interesante trabajo de W,L, Thornas,
referente al impacto cada vez mayor de la actividad humana sobre la natu­
raleza y sus elementos.
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1962: Se publicó Primavera silenciosa. Obra elaborada por la bióloga y
escritora estadounidense Rachel Carson, en la cual utilizó un estilo cercano
a ia ciencia ficción para analizar las consecuencias de los pesticidas según
las recomendaciones del Departamento de Agricultura de Estados Unidos
(USOA). SU conclusión fue la desaparición total de aves (pájaros) y un pro­
fundo desequilibrio en la naturaleza, la cual fue criticada por unos y apoya­
da por otros; sin embargo, debido al éxito editorial obtenido logró que el
USOA revisara su politica de pesticidas y que el DDT fuera prohibido en la
legislación estadounidense.
1963: El gran apagón. Los inicios del movimiento ecologista en Estados
Unidos, tienen lugar con el gran apagón, en noviembre de 1963, el cual dejó
sin electricidad a gran parte de la costa este y sur de Canadá.
1966: Peligroso a cualquier velocidad. La paralización de proyectos consi­
derados antíecológicos tuvo en Ralph Nader a uno de sus mejores repre­
sentantes. Realizó un estudio titulado Peligroso a cualquier velocidad, con el
cual logró que el gobierno estadounidense obligara a la empresa General
Motors a realizar algunas transformaciones técnicas al modelo del coche
Corvair, por ser excesivamente inseguro. Ese resultado ocasionó que se in­
crementaran las organizaciones de consumidores en las cuales militaban
numerosos ecologistas.
1967: El naufragio del superpetrolero Torrey Canyon. Una de las catás­
trofes ecológicas que acapararon la atención mundial sucedió el 18 de
marzo de 1967, cuando se hundió el buque petrolero Torrey Canyon, el cual
chocó contra los arrecifes de Seven Stones en el archipiélago de las Scilly, al
sudoeste de Cornualles frente a las costas de Bretaña, provocando en pocos
dias una inmensa marea negra al derramar al mar 120 000 toneladas de
petróleo.
1967: Se publicó el libro Ciencia y supervivencia. El uso de la energía
nuclear por los paises industrializados como nueva fuente de energía, dio
vida a movimientos y organizaciones antinucleares. Uno de los pioneros de
tales movimientos fue el prestigioso profesor de bioquímica de la Universi­
dad Washington de San Luis, Barry Commoner, quien escribió esta obra clá­
sica del ecologismo.
1968: La Universidad de Berkeley. Esta universidad de Estados Unidos fue
la cuna del primer grupo ecologista, el cual estuvo relacionado con los movi­
mientos de protesta estudiantil, la lucha por los derechos civiles y la con­
testación a la guerra de Vietnam.
1968: Se publicó La bomba de la población. El biólogo Paul R. Ehrlich
escribió esta obra, con lo cual obtuvo gran popularidad por su análisis de los
graves problemas originados por la explosión demográfica. También irnpul-
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só, junto con su esposa Ann, el movimiento "Crecimiento demográfico
cero", el cual promovió técnicas de control natal y de esterilización.
1969: Friends of the Earth. David Browner fundó Friends of the Earth
(Amigos de la Tierra), una de las primeras organizaciones ecologistas a nivel
mundial que dio pie, un año más tarde, para que funcionaran en Estados
Unidos más de 3 000 organizaciones ecologistas y ambientalistas.
1969: Los recursos y el hombre. La National Academy of Sciences (Acade­
mia Nacional de Ciencias) de Estados Unidos publicó el informe titulado
"Resources and Man" (Los recursos y el hombre), el primero que surgió de
la comunidad científica para alertar sobre la limitación de los recursos y la
explosión demográfica.
1970: Bohlen y Stowe. Los matrimonios Bohlen y Stowe, en febrero
de 1970, trataron de impedir la explosión nuclear estadounidense en Arn­
chitka, Alaska, prevista para 1971, Y para lograr ese cometido fundaron la
organización "No hagan olas". El 15 de septiembre de 1971, para llevar a
cabo su protesta utilizaron un barco llamado "Greenpeace", del cual surgió
el nombre y el enfoque de esa conocida organización ecologista.
1970: El dia de la Tierra. Se llevó a cabo en Estados Unidos el 22 de abril
de 1970, en el cual millones de personas participaron en el "Earth Day", La
conciencia ambientalista de la sociedad norteamericana comprometió a su
gobierno para que fundara la Environmental Protection Agency (Agencia de
Protección Ambiental), mejor conocida como EPA.

1971: Central nuclear de Fessenheim. El 12 de abril de 1971 centenares
de personas manifestaron su desacuerdo por la construcción de la central
nuclear de Fessenheim, Alsacia, originando un gran movimiento antinuclear
francés.
1971: El Mensaje Menton. El 11 de mayo de 1971, poco más de 2 000 cien­
tíficos de todo el mundo enviaron a la ONU un mensaje llamado el Mensaje
Mentan, en el cual alertaron sobre la degradación del medio ambiente y pro­
clamaron" ... vivimos en un sistema cerrado, totalmente dependientes de la
tierra y unos de otros, y eso durante toda nuestra vida y durante la de las
generaciones que vendrán".
1972: El informe del Club de Roma: Apareció el primer informe del Club
de Roma acerca de los limites del crecimiento.
1972: "United Tasmania Group" y "Values Party": Se funda en abril de
ese año en Tasmania, Australia, el primer partido ecologista: "United las­
mania Group", al cual le siguió un mes más tarde "Values Party", en Nueva
Zelanda.
1972: Declaración de Estocolmo. En junio de 1972 se celebró en Es­
tocolmo, Suecia, la primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el
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Medio Ambiente Humano, la cual generó una serie de principios indepen­
dientes, manifestados en la Declaraci án de Estoco/mo y la creación del
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA).

1972: La base militar Larzac. El 14 de julio de 1972, numerosas personas
se opusieron a la ampliación de la base militar de Larzac, en Francia; esa
manifestación fue el punto de referencia que reunió al movimiento ecolo­
gista y pacifista francés.
1975: La central nuclear de Whyl. En febrero de 1975, cientos de activis­
tas antinucleares invadieron los terrenos donde se pretendía construir la
central nuclear de Whyl, cercana a la ciudad de Frfburgo. en la entonces
República Federal Alemana. La policia intentó desalojarlos, pero la ocupa­
ción de dichos terrenos se prolongó por un periodo de ocho meses. Un tri­
bunal paralizó las obras el 21 de marzo del mismo año y el 14 de mayo se
descartó la construcción de dicha central, iniciando con ello el movimiento
alemán antinuclear.
1975: La central nuclear Browns Ferry. El 22 de marzo de 1975 se produ­
jo el primer accidente grave conocido en una central nuclear, ocurrió en
Browns Ferry, Alabama, en Estados Unidos. A partir de ese año el movi­
miento ecologista antinuclear se fortaleció al lograr paralizar los programas
nucleares en varios países industrializados.
1976: Seveso. EllO de julio de 1976 una espesa nube de dioxinas contami­
nó la zona de Seveso, en Italia, la cual intoxicó a muchas personas y obligó
a desalojar una amplia zona del norte de Milán.
1978: Feminismo y medio ambiente. En junio de 1978 se celebró en
Albany, Estados Unidos, el Congreso de Mujeres sobre el Medio Ambiente,
en el cual el feminismo se acercó a los problemas ecológicos.
1981: El agujero de la capa de ozono. Científicos británicos anunciaron que
desde 1970 se observa cada primavera, sobre la Antártida, un agujero en la
capa de ozono el cual es causado por los gases clorofluorocarbonados
(CFCs). En 1990 se confirmó la presencia de otro agujero sobre el Polo
Norte.
1984: La desertización. En mayo de 1984, el PNUMA alertó acerca de los
procesos de desertización ocasionados por la acción humana.
1984: Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. En
octubre de 1984 se reunió por primera vez la Comisión Mundial sobre el
Medio Ambiente y el Desarrollo, la cual fue creada por la Asamblea General
de la ONU durante la presidencia de la Primera Ministra noruega Gro Harlem
Brundtland.
1984: Bhopal. El 3 de diciembre de 1984 se efectuó una fuga de gas tóxico
en la empresa Union Carbide, en Bhopal, India, la cual provocó la muerte
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inmediata de 2 000 personas y lesionó de consideración a otras 200 000; tal
suceso puso en evidencia las crecientes dificultades que originan las activi­
dades industriales de alto riesgo en los paises industrializados y la estra­
tegia de las compañias transnacionales de trasladarse a paises del tercer
mundo. los cuales son menos estrictos en sus leyes y controles respecto a
dichas actividades.
1986: Chernobyl. El :!6 de abril de 1986 el cuarto reactor nuclear de la cen­
tral de Chernobyl, en Ucrania. estalló debido a que se fundió el núcleo del
reactor, lo cual obligó a evacuar a 140 000 personas. En 1990 se atendió y
controló a poco más de 600 000 personas afectadas por las emisiones ra­
diactivas a las que estuvieron sometidas.
1987: Informe Brundtland, Los trabajos efectuados por la Comisión Mun­
dial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo arrojaron el informe titulado
"Nuestro futuro común", más conocido como Informe Brundtland, el cual
propone adoptar un programa a nivel mundial para lograr un desarrollo sos­
tenible.
1988: La NASA Yel efecto invernadero. En junio de 1988 la NASA presen­
tó pruebas sobre las primeras consecuencias del efecto invernadero.
1992: La Cumbre de la Tierra. En junio de 1992 se efectuó en Río de [aneí­
ro, Brasil. la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y
el Desarrollo. a la cual asistieron jefes de Estado de varios paises, simboli­
zando la preocupación de la opinión pública sobre el deterioro del medio
ambiente.

1.1t Conceptos fundamentales de derecho
ambiental

Para comprender mejor el derecho ambiental. es necesario precisar una
serie de conceptos básicos que se presentan constantemente en la ley. en la
jurisprudencia y en la doctrina. Con tal objeto. analizaremos algunos con­
ceptos imprescindibles para entender esta materia.

1.12.1 Ambiente

El ambiente es definido por Silvia Jaquenod como el "... sistema de dife­
rentes elementos. fenómenos. procesos naturales y agentes socioeconómi­
cos y culturales. que interactúan condicionando. en un momento y espacio
determinados. la vida y el desarrollo de los organismos y el estado de los
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componentes inertes, en una conjunción integradora, sistémica y dialéctica
de relaciones de tntercarnbío.P

Por su parte, el Consejo Internacional de la Lengua Francesa entiende
por ambiente el u". conjunto en un momento dado de los agentes físicos,
químicos, biológicos y de los factores sociales susceptibles de tener un efec­
to directo e indirecto, inmediato o aplazado sobre los seres vivos y las acti­
vidades humanas'P"

A su vez, la Directiva de la Comunidad Económica Europea, número
85/337/CEE, se refiere al ambiente como u ••• el sistema constituido por dife­
rentes variables de estado y flujo, es decir, por el hombre, la fauna, la flora.
el clima, el aire, el suelo, el agua y el paisaje, la interacción entre los items
anteriores, los bienes materiales y el patrimonio cultural".55

Otra definición a la que vale la pena mencionar es la del Tribunal
Constitucional español, el cual ha sostenido:

En la Constitución y en otros textos, el medio, el ambiente o el medio ambiente
es, en pocas palabras, el entorno vital del hombre en un régimen de armonia
que une lo útil y lo grato. En una descomposición factorial analítica compren­
de una serie de elementos o agentes geológicos, climáticos, químicos, biológi­
cos y sociales que rodean a los seres vivos y que actúan sobre ellos para bien
y para mal, condicionando su existencia, su identidad, su desarrollo y más de
una vez su extinción. desaparición o consuncton."

La legislación ambiental mexicana también define ese concepto: la fracc
I del art 30 de la LGEEPA señala que el ambiente es el "conjunto de elemen­
tos naturales y artificiales o Inducidos por el hombre que hacen posible la
existencia y desarrollo de los seres humanos y demás organismos vivos que
interactúan en un espacio y tiempo determinados".

1.12.2 Contaminación

La contaminación es definida por Florelinda Chávez Salomón y José Icaza
López como u". la inclusión de un factor externo, ya sea un producto quí­
mico, una forma de energía, un ente biológico o un ente pictórico en un

" Silvia jaquenod de ZS6g6n, Inictaciin al derecho ambiental.... pág 216.
54 Esta definiciónes citada por Silvia [aquenod de Zsogón en El derecho ambiental y sus prin­

cipiosrectores.... pág 38.
55 Ibidem. pág 39.
56 Sentencia 10211995, citada por Miguel Carbonell, La Constituciir1 en serio, 1a ed, Editorial

Porrúa, México. 2001. pág 204.



36 DERECHO, ECOLOGlA y MEDIO AMBIENTE

ambiente adecuado para el hombre o escogido por el hombre, trastocándo­
lo y mermándolo en sus cualidades'<"

Por su parte, Silvia Jaquenod al referirse al término contaminación, dice
que éste alude "... a la adición de cualquier tipo de energía o materia resi­
dual al entorno, que por su sola presencia o actividad provoca directa o indi­
rectamente, en el corto, mediano o largo plazo, y de forma reversible o irre­
versible, pérdida de la calidad en las características y condiciones generales
del ambíente.s"

Como vemos, tales conceptos tienen como punto de encuentro la inclu­
sión de un factor externo en el ambiente que da como resultado una merma
o disminución en sus cualidades originales. De esta forma también se defi­
ne a la contaminación en la LGEEPA, la cual preceptúa que la contaminación
es "la presencia en el ambiente de uno o más contaminantes o de cualquier
combinación de ellos que cause desequilibrio ecoíógrco"."?

Para entender este concepto legal, debemos atender dos términos a los
que hace referencia la misma ley. El primero de ellos es el de contaminan­
te, que la LGEEPA define como "toda materia o energía en cualesquiera de sus
estados físicos y formas, que al incorporarse o actuar en la atmósfera, agua,
suelo, flora, fauna o cualquier elemento natural, altere o modifique su com­
posición y condición natural'i''?

El otro término al que tenernos que acudir para comprender el concep­
to jurídico de contaminación es el de desequilibrio ecológico, que en ese
mismo ordenamiento legal se define como: "La alteración de las relaciones
de interdependencia entre los elementos naturales que conforman el am­
biente, que afecta negativamente la existencia, transformación y desarrollo
del hombre y demás seres viVOS".61

Con esos dos conceptos, podemos comprender de manera integral el
concepto de contaminación que brinda la LGEEPA.

1.1!.3 Ecosistema

Según lo señala Maria del Carmen Carmona, "... la evolución del concepto
de ecosistema se inicia desde que Forbes en 1887 enunció el concepto de

57 Florelinda Chávez Salomón y José icaza López, Desequilibrio ecolcqico y educaciál am-
biental, 1a ed, UNAM, México, 1992, pág 31.

58 Jaquenod de ZSogon,lniciaciiJl al derecho ambiental.. .. pág 218.
59 Art 30, fr VI.
60 Art 30, fr VII.
61 Art 30. fr XII.
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microcosmos y los ecólogos comenzaron a buscar una unidad de estudio de
la ecologia que integrara la estructura, la función y la organización de la
naturaleza'ts-

Esa unidad fue concebida por el botánico inglés A. Tansley, quien intro­
dujo el término ecosistema y lo definió como "un sistema total que incluye
no sólo complejos orgánicos, sino también al complejo total de factores que
constituyen lo que llamamos medio ambiente".

Después de hacer un análisis acerca de los antecedentes del término
ecosistema, Maria del Carmen Carmona dice que éste "es una unidad
estructural funcional y de organización, que consiste en organismos (inclui­
do el hombre) y las variables ambientales (bióticas y abíótícas) de un área
cetermtnadar.'v

Por su parte, la LGEEPA alude al concepto en comento como "la unidad
funcional básica de interacción de los organismos vivos entre si y de éstos
con el ambiente, en un espacio y tiempo determínados">'

1.12.4 Desarrollo sustentable

Aeste concepto nos referiremos constantemente. Algunas personas lo deno­
minan desarrollo sostenible y otras desarrollo durable. De cualquier manera,
la idea principal permanece en las tres formas que se utilicen -aunque es
más aceptable emplear el término desarrollo sustentable ya que se encuen­
tra reconocido expresamente por la Constitución politica en su art 25 y por
la LGEEPA, la cual lo define en forma especifica-, y proviene del documento
titulado "Nuestro futuro común", conocido como Informe Brundtland, publi­
cado por primera vez en Londres en abril de 1987 y presentado oficialmen­
te ante la Asamblea General de las Naciones Unidas el mismo año por la pre­
sidenta de la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Gro
Harlem Brundtland -de ahi su nornbre->, entonces primera ministra de
Noruega.

En ese informe se considera el desarrollo tanto en función del hombre
como de su entorno, y se define como durable -o sustentable o sosteni­
ble- una evolución que permita satisfacer las necesidades de la generación
actual sin perjudicar las de las futuras generaciones.

62 María del Carmen Carmona Lara, Derechos en relact éJ1 con el medio ambiente, 1a ed,
Cámara de Diputados LVllI Legis[a{Ura~Universidad Nacional Autónoma de México, México,
2000, pag 24.

6' Ibidem, pág 25.
64 Art 30. fr XIII.
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Este concepto se encuentra integrado por dos principios fundamentales:

• El de equidad intergeneracional.
• El del uso equitativo de los recursos naturales.

El principio de equidad intergeneracional refleja la idea de satisfacer las
necesidades de la generación actual, sin comprometer las de futuras gene­
raciones.

Por su parte, el principio del uso equitativo de los recursos naturales
tiene como objetivo el que la explotación de éstos se efectúe de forma pru­
dente, racional, apropiada y respetuosa con el ambiente.

Este espiritu es adoptado por la LGEEPA, que define al desarrollo susten­
table como "el proceso evaluable mediante criterios e indicadores del carác­
ter ambiental, económico y social que tiende a mejorar la calidad de vida y
la productividad de las personas, que se funda en medidas apropiadas de
preservación del equilibrio ecológico, protección del ambiente y aprovecha­
miento de recursos naturales, de manera que no se comprometa la satis­
facción de las necesidades de las generaciones futuras"65

1.12.5 Conservación

La LGEEPA no contiene ninguna definición del vocablo conservacitn. Eso se
debe a que sus disposiciones aluden tanto a la preservación y restauración
del equilibrio ecológico como a la protección del ambiente -de acuerdo con
el contenido y alcances establecidos en el art 73, fracc XXIX-G, constitucio­
nal- y no en un sentido restringido o prohibido, generalmente asociado a
posturas de "no tocar", que en la práctica obstaculizan el aprovechamiento
de los recursos naturales y, por ende, el desarrollo económico y social de un
lugar, de una región o incluso de un pais.

Sin embargo, la LeyAmbiental del Distrito Federal si define a la conserva­
ción en su art 5, el cual establece que es "el conjunto de politícas, planes,
programas, normas y acciones de detección, rescate, saneamiento y recu­
peración, destinadas a asegurar que se mantengan las condiciones que
hacen posible la evolución o el desarrollo de las especies y de los ecosiste­
mas propios del Distrito Federal".

65 Art 30, fr XI.
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1.12.6 Preservación

Jurídicamente, la preservación es definida en la LGEEPA, en la fracc XXIV del
art 30, como "el conjunto de políticas y medidas para mantener las condi­
ciones que propicien la evolución y continuidad de los ecosistemas y hábi­
tat naturales, así como conservar las poblaciones viables de especies en sus
entornos naturales y los componentes de la biodiversidad fuera de sus hábi­
tat naturales."

1.12.7 Prevención

La LGEEPA define el término prevenciÓ1 como "el conjunto de disposiciones y
medidas anticipadas para evitar el deterioro del ambiente." Como en otros
casos, la LeyAmbiental del Distrito Federal reproduce íntegramente esta defi­
nición en su art 50.

1.12.8 Protección

En la LGEEPA (art 30, fracc XXVI) se define la protecciÓ1 como "el conjunto de
políticas y medidas para mejorar el ambiente y controlar su deterioro". De
forma similar, la Ley Ambiental del Distrito Federal la define en el contexto
ecológico como protecci Ó1 ecoléflica -no protección "a secas"-: "Es el con­
junto de políticas, planes, programas, normas y acciones destinadas a mejo­
rar el ambiente y a prevenir y evitar su deterioro".

1.12.9 Restauración

La LGEEPA define la restauracitn como "elconjunto de actividades tendientes a la
recuperación y restablecimiento de las condiciones que propician la evolución y
continuidad de los procesos naturales". La Ley Ambiental del Distrito Federal
alude a la restauración del equilibrio ecológico -y no sólo a la restauración-,
pero la define en idénticos términos que los establecidos en la LGEEPA.

1.12.10 Equilibrio ecológico

Este vocablo encuentra su definición jurídica en la fracc XIV del art 30 de la
LGEEPA, entendiéndose por tal "la relación de interdependencia entre los ele­
mentos que conforman el ambiente que hace posible la existencia, trans­
formación y desarrollo del hombre y demás seres vivos".
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1.12.11 Recurso natural

La LGEEPA define la voz recurso natural como "el elemento natural suscep­
tible de ser aprovechado en beneficio del hombre." La Ley Ambiental del
Distrito Federal se refiere en plural a recursos naturales; sin embargo, la de­
finición es similar a la que acabamos de transcribir.

1.12.12 Biocliversidad

Biodiversidad es una voz que ha sido empleada como sinónimo de diversi­
dad biológica y, de hecho, lo es. Uno de los tratados importantes en mate­
ria ambiental y del que México forma parte, es el Convenio sobre la Diver­
sidad Biológica, concebido en el seno de las Naciones Unidas en 1992, el
cual comentaremos en el siguiente capitulo. Ese tratado internacional defi­
ne la diversidad biol{yica, y proporciona formalmente sus elementos para
que los Estados incorporen el concepto en sus respectivas legislaciones.

En México se introdujo dicho concepto, casi literalmente, en la fracc IV
del art 30 de la LGEEPA, en el vocablo biodiversidad, la cual es "la variabilidad
de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otros, los ecosiste­
mas terrestres, marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos eco­
lógicos de los que forman parte; comprende la diversidad dentro de cada
especie, entre las especies y de los ecosistemas".

1.12.13 Fauna silve!;tre

La LGEEPA, en su art :>0, fracc XVII, establece la definición de fauna silvestre
como "las especies animales que subsisten sujetas a los procesos de selec­
ción natural y que se desarrollan libremente, incluyendo sus poblaciones
menores que se encuentran bajo control del hombre, asi como los animales
domésticos que por abandono se tornen salvajes y por ello sean suscepti­
bles de captura y apropiación". Similar concepto se incluye en el art 50 de
la Ley Ambiental del Distrito Federal.

1.12.14 Flora silves~re

El concepto de flora silvestre se precisa en la fracc XVIIl del art 30 de la LGEEPA

como "las especies vegetales que subsisten sujetas a los procesos de selección
natural y que se desarrollan libremente, incluyendo las poblaciones o especí­
menes de estas especies que se encuentran bajo control del hombre." En la
Ley Ambientaldel Distrito Federal se reprodujo esta definición.
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1.12.1 S Impacto ambiental

Tanto en la LGEEPA como en la Ley Ambiental del Distrito Federal, se incluye
la definición jurídica del término impacto ambiental como la "modificación
del ambiente ocasionada por la acción del hombre o de la naturaleza".

1.12.16 Material peligroso

El legislador federal define en la LGEEPA el material peligroso como los "ele­
mentos, sustancias, compuestos, residuos o mezclas de ellos que, indepen­
dientemente de su estado físico, representen un riesgo para el ambiente, la
salud o los recursos naturales por sus características corrosivas, reactivas,
explosivas, tóxicas, inflamables o biológico-infecciosas".

Sin embargo, en la Ley Ambiental del Distrito Federal, se definió de forma
conjunta a los materiales y residuos peligrosos como si se tratara de con­
ceptos equivalentes o idénticos, lo cual no es real, pues son dos objetos que,
aunque ocasionalmente se relacionan son distíntos entre sí. y merecen un
tratamiento diferente y particular en la legislación ambiental. No obstante,
en dicha ley los materiales y residuos peligrosos son definidos como "las
sustancias, compuestos. residuos y sus mezclas, que por sus características
corrosivas, reactivas. explosivas. tóxicas. inflamables o biológico-infecciosas.
representan un riesgo para el ambiente. de conformidad con las normas ofi­
ciales mexicanas aplicables".

1.12.17 Residuo

De conformidad con el art 30, fracc XXXI. de la LGEEPA. se entiende por resi­
duo "cualquier material generado en los procesos de extracción. beneficio.
transformación, producción. consumo. utilización. control o tratamiento
cuya calidad no permita usarlo nuevamente en el proceso que lo generó." El
órgano legislativo del Distrito Federal importó dicho concepto para plasmar­
lo en la ley ambiental de esa entidad federativa. cuya redacción es igual a la
transcrita.

1.12.18 Residuo peligroso

La LGEEPA. en su art 30. fracc XXXII. define los residuos peligrosos como
"todos aquellos residuos. en cualquier estado físico, que por sus caracte­
rísticas corrosivas. reactivas, explosivas. tóxicas. inflamables o biológico-



42 DERECHO, ECOLOGIA y MEDIO AMBIENTE

infecciosas, representen un peligro para el equilibrio ecológico o para el
ambiente".

En ese apartado vale la pena hacer una reflexión respecto al tratamien­
to que se da a los materiales y residuos peligrosos en la Ley Ambiental del
Distrito Federal. Tanto unos como otros comparten las mismas caracterís­
ticas fisico-quimicas que los convierten en contaminantes del ambiente: su
corrosividad, reactividad. explosividad, toxicidad, inflamabilidad o las bio­
lógico-infecciosas, conocidas para mayor facilidad e identificación como
caracteristicas CRETlB. Sin embargo, para efectos jurídicos, los primeros ge­
neran riesgos al ambiente, a la salud y a los recursos naturales; mientras
que los segundos representan un peligro para el equilibrio ecológico o el
ambiente.

Esa "pequeña" diferencia no es trivial, pues orienta la regulación que
merecen en la ley general y en las leyes locales. El peligro es "... la propie­
dad intrínseca o inherente a los materiales y residuos que les confiere la
posibilidad de ocasionar efectos adversos en la salud humana y en el am­
biente, por sus caracteristicas corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas. infla­
mables o bíológíco-infeccíosas't'" En cambio, el riesgo de los materiales y
residuos peligrosos se define como" ... la probabilidad de que produzcan un
efecto adverso o dañino en función de la explosión, que depende de la can­
tidad de ellos que entra en contacto con los posibles receptores, de la dosis
que alcanzan dentro de los organismos vivos, del tiempo que dura dicha
exposición y de la frecuencia con la que se repita"67

El peligro es, entonces, la propiedad del material, de la sustancia o del
residuo que, por lo mismo, deben ser manejados de manera tal que no oca­
sionen efectos adversos en la salud humana y/o en el medio ambiente, y
para que la posibilidad de que dichos efectos se presenten, por el peligro
intrínseco que conllevan, sea controlada. Por otra parte, el riesgo está aso­
ciado a los efectos adversos provocados por la explosión de esos materiales
y residuos, de acuerdo a la cantidad, dosis, tiempo y frecuencia.

1.12.19 Actividades altamente riesgosas

En la LGEEPA no existe una definición de actividades altamente riesgosas,
aunque contiene disposiciones en materia de impacto ambiental y un capí-

66 Instituto Nacionalde Ecología, "Evolución de la política nacional de materialespeligrosos,
residuos y actividades altamente riesgosas". Colección Logros y Retos para el Desarrollo
Sustentable 1995-2000, México, 2000, pag 23.

67 Ídem.
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tulo específico dedicado a la regulación y control de dichas actividades
(capítulo V, título cuarto). Sin embargo, la Ley Ambiental del Distrito Federal
define el concepto de actividad riesgosa en su art 50, el cual puede tomarse
como referencia legal: "Es toda acción u omisión que ponga en peligro la
integridad de las personas o del ambiente, en virtud de la naturaleza, carac­
terísticas o volumen de ios materiales o residuos que se manejen, de con­
formidad con las normas oficiales mexicanas, los criterios o listados en
materia ambiental que publiquen las autoridades competentes en el Diario
Oficial de la Federación y en la Gaceta Oficial del Dístrito Federal".

Esta definición no es del todo afortunada, pues de sus elementos se des­
prende que alude a las actividades altamente ríesgosas las cuales, por dis­
posición del art 50, fracc VI, de la LGEEPA son competencia de la Federación
-no del Distrito Federal-. Además, se reconocen expresamente los crite­
rios y listados en materia ambiental que publiquen las autoridades compe­
tentes, que no son otros que los contenidos en los dos acuerdos por los que
las secretarías de Gobernación y de Desarrollo Urbano y Ecología, con fun­
damento en lo dispuesto por los arts 50, fracc X y 146 de la Ley General del
Equilibrio Ecoléqico y la Protección al Ambiente: 27, fracc XXXII y 37, fraccs
XVI y XVII de la Ley Orgánica de la Administraciérl Pública Federal, expiden
el primer y segundo listados de actividades altamente riesgosas, publicados
en el Diario Oficial de la Federación el 28 de marzo de 1990 y el 4 de mayo
de 1992, respectivamente.

Estos acuerdos sí contienen la definición de actividades altamente ríes­
gasas, en los siguientes términos: "Se considerará como actividad altamen­
te ríesgosa, el manejo de sustancias peligrosas en un volumen igualo su­
perior a la cantidad de reporte" (art 10 del primer listado), o como" ... el
manejo de sustancias peligrosas en cantidades iguales o superiores a la can­
tidad de reporte" (art 20 del segundo listado).

Por tanto, la determinación de que una actividad sea considerada o no
altamente riesgosa depende de la cantidad de reporte de la sustancia que se
maneje. Es necesario señalar que, según los instrumentos administrativos,
la cantidad de reporte se entiende como la "cantidad mínima de sustancia
peligrosa en producción, procesamiento, transporte, almacenamiento, uso o
disposición flnal. o la suma de éstas, existentes en una instalación o medio
de transporte dados, que al ser liberada, por causas naturales o derivadas de
la actividad humana, ocasionaría una afectación significativa al ambiente,
a la población o a sus bienes".

Una definición más accesible la proporciona el Instituto Nacional de
Ecología, señalando previamente que tal concepto no está contenido en la
LGEEPA ni en ningún otro de sus reglamentos. De esta manera, dicho órgano
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público considera que las actividades altamente ríesgosas "son aquellas que
se clasifican como tales porque involucran el manejo de materiales peligro­
sos en cantidades y condiciones que pueden propiciar accidentes mayores
y en las que su ubicación en áreas vulnerables incrementa la posibilidad de
que dichos accidentes tengan consecuencias severas."68

68 íbídern, pág 27.



UNIDAD 2
Derecho internacional

ambiental

Objetivo particular: al concluir estaparte del curso, el alumno:

Identificar á Yexplicar á el fundamento, en el orden internacional. del
derecho ambiental. la jerarquía normativa de los tratados internaciona­
les sobre el medio ambiente y los recursos naturales en el sistema ju­
rídico mexicano, su influencia en la legislaci ón y en los modelos de
desarrollo de Mexico, así como los aspectos sobresalientes del mismo
con la finalidad de obtener una visión de los aspectos internacionales
medioambientales en los que está inserto nuestro país, y de la evolu­
ción de la poIítica nacional sobre los recursos naturales y el medio
ambiente en general, como consecuencia de la celebraci ón de tratados
internacionales por parte del gobierno federal.

2.1 Introducción

La interdependencia entre las naciones se ha incrementado de manera con­
siderable desde finales del siglo xx hasta nuestros días. Los intercambios co-
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merciales, financieros, culturales y jurídicos, así como los complejos proble­
mas que ofrecen el comercio, el turismo, el aprovechamiento y la explota­
ción de los recursos naturales y la creación de nuevas tecnologías han afec­
tado, en mayor o menor medida, a todos los paises del orbe, propiciando
que la comunidad internacional se organice por medio de reglas para resol­
verlos de manera pacifica y armónica. En este sentido, los tratados interna­
cionales han desempeñado un papel primordial en la conformación de
nuestro orden jurídico interno y en la determinación de los diferentes mo­
delos de desarrollo económico de México.

Los compromisos adoptados por el Estado mexicano al celebrar dichos
tratados han motivado, en diferentes épocas, la expedición de nuevas leyes
en diversos ámbitos de la regulación de las actividades humanas, así como
una serie de reformas a los ordenamientos existentes, desde la Constitución
hasta las disposiciones reglamentarias de las leyes secundarias que derivan
de la Ley Fundamental. En materia de protección del medio ambiente Vde
aprovechamiento, conservación, preservación y protección de los recursos
naturales, México ha suscrito un número importante de tratados y acuerdos
internacionales, bilaterales y multilaterales, que han sentado las bases del
desarrollo de nuestra legislación ambiental.

Esos tratados y acuerdos internacionales se estudiarán en este capítulo
y mencionaremos otros tratados que, teniendo objetos diversos de los seña­
lados, inciden de manera importante en estos temas, no sin antes destacar
la jerarquía normativa de los tratados y acuerdos internacionales en el siste­
ma jurídico mexicano, a la luz de la Constitución Politica de los Estados Uni­
dos Mexicanos y de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

2.2 Tratados internacionales en el sistema
jurídico mexlcene

En este apartado debemos partir de lo que dispone la Constitución politica
en su art 133, precepto supremo que establece a la letra lo siguiente:

Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y to­
dos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se cele­
bren por el presidente de la República, con la aprobación del Senado, serán la
Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha
Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pue­
da haber en las constituciones o leyes de los estados.
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La disposición constitucional transcrita contiene la llamada cláusula de
la supremacía federal, en virtud de la cual la Constitución federal prevalece
sobre las leyes del Congreso de la Unión, los tratados internacionales que
estén de acuerdo con la Constitución celebrados y que se celebren por el
presidente de la República, con la aprobación del Senado, las constituciones
de los estados y las leyes que emanen de ellas. En realidad, al amparo de
esta cláusula, la Constitución es la única Ley Suprema, aunque la expresión
..... serán la Ley Suprema de toda la Unión..... pareciera indicar que dicha su­
premacía corresponde también a las leyes federales y a los tratados inter­
nacionales.

Para desvirtuar lo anterior, basta con señalar que las leyes federales de­
ben emanar indispensablemente de las disposiciones de la Constitución y
ser aprobadas por el Congreso de la Unión (Cámara de diputados y Senado
de la República) mediante un procedimiento legislativo estatuido en la Car­
ta Magna y que los tratados internacionales deben estar de acuerdo con ella,
es decir, no deben contrariar sus disposiciones, de lo cual se desprende que
sólo la Constitución es la Ley Suprema de toda la Unión.

Como es incuestionable la jerarquía normativa de nuestra Constitución
política, resta dilucidar, por la importancia del tema, la jerarquía de los tra­
tados internacionales frente a las leyes federales. El art 133 transcrito reco­
noce en los tratados internacionales la única fuente de derecho internacio­
nal y la incorporación de las normas contenidas en dichos tratados dentro
del sistema jurídico mexicano, otorgándoles eficacia juridica siempre que no
contravengan el texto de la Constitución y cumplan con los requisitos for­
males de ser celebrados por el presidente de la República y aprobados por
el Senado.

A partir de los elementos que se derivan de esta base constitucional, ex­
pondremos las soluciones que nuestro máximo tribunal ha dado al respec­
to, en su carácter de autoridad suprema interpretadora de la Constitución.

2.2.1 Jerarquia normativa de los tratados internacionales.
El primer criterio de la Suprema Corte de Justicia
de la Mación

La Suprema Corte de Justicia, mediante una jurisprudencia sumamente re­
levante,' resolvió en un amparo en revisión, sesionando en Pleno, que las

1 La tesis P. C/92 corresponde a la octava época y aparece publicada en la gaceta del Serna­
nario judictai de [a Federacii.n, núm 60. de diciembre de i 992. pág 27.
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leyes federales y los tratados internacionales tienen la misma jerarquia nor­
mativa.

Este criterio derivó de la interpretación que hizo el Supremo Tribunal al
art 133 constitucional en el sentido de que, de acuerdo con dicho precepto,
las leyes federales y los tratados internacionales ocupan, ambos, el rango in­
mediatamente inferior a la Constitución general en la jerarquía normativa
del orden jurídico mexicano y de dicha situación, constitucionalmente de­
terminada, deviene que las leyes y los tratados se ubiquen en la misma je­
rarquía de normas.

2.2.2 Jerarquía normativa actual de los tratados internacionales
en el sistema jurídico mexicano. La Suprema Corte
de Justicia de la IJ-lación abandona su primer criterio

En reciente tesis junsprudencíal.i cuya trascendencia ha sido reconocida
ampliamente, la Suprema Corte de Justicia, sesionando nuevamente en Ple­
no y abandonando su primer criterio, dejó en claro que los tratados interna­
cionales se ubican jerárquicamente por encima de las leyes federales y en
un segundo plano respecto de la Constitución federal.

Destacaremos las principales consideraciones que el máximo tribunal
tomó en cuenta para llegar a esa conclusión:

1, Fuerza normativa que representan loscompromisos internacionales. Los
compromisos internacionales consignados en los tratados internacionales
son asumidos por el Estado mexicano en su conjunto y comprometen a to­
das sus autoridades (federales, locales y municipales) frente a la comunidad
internacional.

2. Supremacía de los tratados frente a la legislaciánJederaly local. El Po­
der Constituyente facultó al presidente de la República a suscribir tratados
internacionales en su calidad de jefe de Estado y de la misma forma el Se­
nado de la República fue facultado por el Constituyente para aprobar dichos
tratados interviniendo como representante de la voluntad de las entidades
federativas, razón por la cual la ratificación que haga a aquéllos obliga a las
autoridades locales."

2 La tesis es la P. LXXVII, correspondiente a la novena época. publicada en el Semanario ju­
dicial de la Federaci én y su gaceta, t X, de noviembre de 1999, pag 46.

3 En la sentencia recaída al amparo en revisión 1475/98. de la que proviene la tesis que se
comenta, el Tribunal Pleno de la Suprema Corre de Justicia señala sobre la fuerza norma­
tiva de los tratados internacionales frente a la legislación federal y local que ..... Esta situa-
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3. No limitación competencial entre la Federación y las entuiadesfederati­
vas. En materia de tratados internacionales no existe limitación competen­
cial entre la Federación y las entidades federativas. Esto significa que en la
celebración de tratados no se toma en cuenta si su contenido es de compe­
tencia federal o local, sino que por mandato expreso del art 133 de la Cons­
titución general el presidente de la República y el Senado pueden obligar al
Estado Mexicano en cualquier materia, independientemente de que para
otros efectos dicha materia sea competencia federal o local.

4. Conclusión. De lo expuesto en el análisis hecho al art 133 constitucio­
nal y considerando también lo dispuesto por el art 124, el Supremo Tri­
bunal del país concluye que la jerarquia normativa que establece la Carta
Magna es la siguiente:

• Constitución.
• Tratados internacionales.
• Leyes federales y locales, ubicadas en el mismo nivel normativo y su­

peditadas a las disposiciones de la Constitución y a los compromisos
establecidos en los tratados internacionales.

A mayor abundamiento sobre este punto, el ilustre constitucionalista
Jorge Carpizo considera esta tesis jurisprudencial como "correcta y muy im­
portante" por los motivos siguientes:

1. Menciona a las leyes constitucionales y aunque expresamente no ad­
mite su existencia, realmente las acepta, porque si no fuera así, no podria
concluir que en México no existe jerarquia entre la ley federal y la local.

2. En México no hay jerarquia entre la ley federal y la local porque no
lo permiten los arts 16. 40, 41, 103, 105 Y 124 constitucionales y porque
nuestro orden jurídíco desconoce la existencia de facultades concurrentes.

3. En México, la jerarquia del orden jurídico es la siguiente:

• La Constitución
• Las leyes constitucionales y los tratados internacionales
• Las leyes federales y las locales.

cion se ve reforzada no sólo por la fuerza normativa que representan Jos compromisos ln­
temactonales. sinosobretodo por el hechode que es suscrito por el presidente de la Repú.
blica en su carácter de jefe de Estado y la participación del Senado en el proceso que [...]
representa la participación de lasentidades federativas en el proceso de incorporación de
un compromiso internacional al derecho positivo mexicano".
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Las aparentes contradicciones entre la ley federal y la local se resuelven
examinando cuál es la autoridad competente. de acuerdo con la Constitu­
ción. para expedir dicha ley4

2.2.3 Legislación secundaria sobre celebración
de tratados intemacionales

México cuenta con una Ley sobre la Celebración de Tratados. publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 2 de enero de 1992. Sus disposiciones pro­
vienen de lo establecido en el art 133 de la Constitución política mexicana
respecto a las formalidades y características que deben reunir los tratados
internacionales para ser considerados como parte de la Ley Suprema de to­
da la Unión.

El objeto de dicha leyes regular la celebración de tratados y acuerdos in­
terinstitucionales en el ámbito internacional. En este sentido, reconoce la
existencia de tratados internacionales y acuerdos interinstitucionales. y les
da un tratamiento particular a cada uno.

El tratado es definido por el ordenamiento jurídico mencionado como
"el convenio regido por el derecho internacional público. celebrado por es­
crito entre el gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y uno o varios su­
jetos de derecho internacional público, ya sea que para su celebración re­
quiera o no la celebración de acuerdos en materias específicas. cualquiera
que sea su denominación, mediante el cual los Estados Unidos Mexicanos
asumen compromisos".

Por otra parte, la ley en comento define el acuerdo interinstítucional co­
mo "el convenio regido por el derecho internacional público, celebrado por
escrito entre cualquier dependencia u organismo descentralizado de la ad­
ministración pública federal, estatal o municipal y uno o varios órganos gu­
bernamentales extranjeros u organizaciones internacionales. cualquiera que
sea su denominación. sea que derive o no de un tratado previamente apro­
bado". Su ámbito material se debe circunscribir exclusivamente a las atribu­
ciones propias de las dependencias y organismos descentralizados de los ni­
veles de gobierno que los suscriben. Un ejemplo de este tipo de acuerdos es

4 Jorge Carpízo, "Los tratados internacionales, el derecho a la información y el respeto a la
vida privada", Boletín Mexicano de Derecho Comparado, México. nueva serie. Año XXXIII,
núm 97. enero-abril de 2000. págs 9-63. citado por Alfonso Gómez-Robledo Veniuzco.
"Comentarios al artículo 133 constitucional", Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos comentada y concordada. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universi­
dad Nacional Autónoma de México. t V, 15a ed, Editorial Porrúa, México, 2000, pág t 32.
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la declaración conjunta de la ex Secretaria de Medio Ambiente, Recursos Na­
turales y Pesca (Semarnap) y la Agencia de Protección Ambiental del Gobierno
de Estados Unidos de Norteamérica (EPA), sobre la remediación y rehabilita­
ción de ,propiedades contaminadas en la zona fronteriza de México-Estados
Unidos, firmada en Washigton, D.C., el 18 de mayo de 2000.

El alumno, al analizar los tratados internacionales que ha celebrado el
Estado mexicano con otros países, observará que varios de ellos fueron fir­
mados originalmente por plenipotenciarios mexicanos, ad referéndum para
ser aprobados y ratificados con posterioridad. De acuerdo con la ley en
cuestión, la firma ad referéndum es el acto mediante el cual los Estados Uni­
dos Mexicanos hacen constar que su consentimiento en obligarse por un tra­
tado requiere, para ser considerado definitivo, su posterior ratificación, la
cual debe ser antecedida por la aprobación que haga el Senado de la Repú­
blica al tratado internacional correspondiente, en ejercicio de sus facultades
constitucionales. Esto debe tenerse en cuenta para comprender mejor los
apartados siguientes.

~.3 Tratados intemacionales de mayor importancia
en materia ambiental: el derecho intemacional
ambiental

El desarrollo industrial de los países del orbe ha sido un factor determinante
en la conformación de sus diversas economías, pero también ha comprometi­
do la vida en el planeta, incluida la de los seres humanos. La sobreexplotación
de los recursos naturales ha generado serios problemas ambientales, como
la contaminación atmosférica y de los mares, la lluvia ácida, el calentamien­
to global por la alta concentración de gases productores de efecto inverna­
dero, el daño a la capa de ozono y la pérdida de diversidad biológica, que
se han acumulado paulatinamente y cuyos efectos negativos trascienden
fronteras y rebasan la capacidad de los Estados para solucionarlos, aunque
sean causados por fuentes contaminantes que se encuentren en sus territo­
rios correspondientes.

Lo anterior es de particular importancia, ya que las consecuencias de la
degradación ambiental no permanecen en los confines territoriales del Es­
tado en el que ocurren, sino que se trasladan de un lado a otro, afectando a
los ecosistemas y a personas de terceros Estados, por lo que implican una
dimensión internacional. Ejemplos de esas situaciones los podemos encon­
trar en la obra de Luis Miguel Diaz Responsabilidad del Estado y contamina-
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ción, donde destaca el caso Tmil Smelter en el cual una empresa fundidora
canadiense, situada a siete millas de la frontera internacional entre Canadá
y Estados Unidos, generó grandes cantidades de ácido sulfúrico y otros hu­
mos nocivos los cuales, debido a ciertas condiciones atmosféricas, fueron
llevados por las corrientes de aire al otro lado de la frontera causando daños
a las cosechas y a la vegetación ubicada en la parte fronteriza de Estados
Unídos."

De esta manera, los paises han decido participar conjuntamente en la ce­
lebración de tratados y acuerdos internacionales en los cuales se establezcan
normas, principios, criterios y lineamientos para que todos implementen,
en sus respectivos sistemas normativos, acciones de control y prevención de
daños a los ecosistemas o a recursos naturales en particular, y sancionen
conductas que dañen o puedan dañar el medio ambiente.

El conjunto de estos tratados y acuerdos conforman lo que se conoce co­
mo derecho internacional ambiental. El embajador Hennilo López-Bassols
lo define como "la rama jurídíca del derecho internacional que regula la pro­
tección y salvaguardia del medio ambiente, incluyendo sus aspectos terres­
tre, maritimo y espacial"." Para otros autores el derecho internacional am­
biental consiste en "oo. la más nueva de las ramas del derecho internacional,
que comprende aquellas normas juridicas internacionales cuyo propósito
es proteger el medio ambiente, y que tiene por objetivo la protección de la
biosfera de un deterioro mayor que podría poner en peligro su funciona­
miento presente y futuro"," o como "oo. el conjunto de principios y normas
juridicas que tienen por objeto la preservación, conservación y mejoramien­
to del ambiente dentro y fuera de los límites territoriales de los Estados"."

La validez del derecho internacional ambiental y su contribución a la
gestión ambiental de los distintos países ha sido una cuestión sumamente
discutida, para cuya dilucidación es necesario distinguir entre tratados y
convenios internacionales suscritos y ratificados por los Estados, así como
declaratorias, principios, cartas, etc. Los primeros son suscritos y ratificados

5 Luis Miguel Diaz, Responsabilidad del Estado y contaminaciá1. Aspectos jurldicos, 1a ed,
Editorial Porrúa, México. 1982. págs 73-76.

6 Hermilo López-Bassols. Manual de derecho internacional píiJlico contemporáneo e instru­
mentos básicos. edición preliminar numerada. México. 2000. pag 222.

7 Alexandre Kiss, "Internadonal Environmental Law", Transnatíonal Publlshers, Nueva York,
1991. pág 21, citado por Bfraín Pérez, Derecho ambiental. McGraw-Hill. Serie Jurídica. Co­
lombia. 2001, pág 37.

8 Instituto de Investigaciones Jurídicas. El derecho ambiental en Ami:rica del norte y el sector
eloctrico mexicano, 1a ed, Universidad NacionalAutónoma de Méxlco-Comislón Federal de
Electricidad. México. 1997. pág 4.
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por los órganos competentes de cada país, logrando que los Estados, por
una parte, queden obligados ante la comunidad internacional a cumplir las
previsiones y disposiciones, y por la otra, incorporen dichos tratados y
acuerdos, una vez aprobados, a sus correspondientes sistemas jurídicos. En
cambio, las declaratorias y otros instrumentos internacionales similares,
aunque son suscritos por los representantes de los paises no requieren de
ratificación, pues sólo son meras fórmulas o expresiones de buena voluntad
que manifiestan los buenos deseos de las partes, razón por la cual han op­
tado por llamarlas scft law o normas blandas, las cuales integran un derecho
no vinculante "... en el sentido de que hay muchos principios, pero pocas
normas obligatorias, debido al variado grado de preocupación de los Esta­
dos con los efectos que pueden tener las restricciones ambientales sobre el
desarrollo"? Dicho de otra manera, las declaraciones consideradas como
scft lawconstituyen un derecho programático, pues ..... carecen de obligato­
riedad y se limitan a trazar un plan de acción futuro para el posterior desa­
rrollo normativo del sector del medio ambiente". 10

Los Estados actúan con cautela al reunirse para elaborar normas que
protejan el medio ambiente, pues la aceptación de normas legalmente vin­
culantes en esta materia, en especial cuando no hay información, conoci­
miento o evidencia científica, representan cargas u obstáculos que se con­
traponen con otros compromisos de naturaleza distinta a la ambiental -por
ejemplo, compromisos de comercio internacional- y afectan el desarrollo
normal de sus modelos económicos.

En ese sentido, las normas blandas permiten guiar el rumbo de futuros
tratados y acuerdos internacionales respecto a temas en los cuales algu­
nos Estados se resisten a convenir y asumir como obligatorios, pudiendo
constituir lineamientos de futuros convenios internacionales y obtener
desde ese momento verdadera fuerza obligatoria o vinculante.

Los tratados internacionales ambientales -no así las declaraciones,
principios y cartas-se rigen por la Convención de Viena sobre el Derecho
de los Tratados." la cual regula las normas y obligaciones internacionales.
Dicha convención parte de tres principios básicos que debemos tener pre­
sentes: el libre consentimiento de los Estados, el principio de buena fe y la

9 W. Slomanson, "Fundamental perspeetives on International Law", Mínnesota. USA, t995,
citado por Hermilo Lépez-Bassols, ob cit, pág 223.

10 Julio D. González Campos. et al.. Curso dederecho internacional público. 6a ed, EditorialCi­
vítas, Madrid, 1998, pág 794.

II Esta Convención se celebró en Viena. Austria. el 23 de mayo de 1969, entrando en vigor
el 27 de enero de t 980. El Estado mexicano es parte en dicha Convención.
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norma Pacta sunt servanda por lo cual "todo tratado en vigor obliga a las par­
tes y debe ser cumplido por ellas de buena fe".'2

En nuestro país, los principios y compromisos en materia de protección
ai ambiente previstos en tratados internacionales se han desarrollado de
manera singular en la legislación interna en los últimos 30 años, pues no só­
lo se han incluido en las leyes de asentamientos humanos, minera o agra­
ria, sino también dan forma y sustancia a ordenamientos específicos que
controlan y regulan las actividades humanas con incidencia negativa tanto
en el medio ambiente como en sus componentes, y cuya finalidad es la pre­
servación y restauración del equilibrio ecológico así como la protección del
ambiente en el territorio nacional.

2.3.1 Declaración de Estocolmo

Los días 5 y 6 de junio de 1972 se llevó a cabo en Estocolmo, Suecia, la Con­
ferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, a la que
asistieron 113 Estados. Esta Conferencia provino de la Resolución 2398
(XXIII) aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 3 de
diciembre de 1968, en la cual se plasmó en el ámbito internacional la pri­
mera preocupación sobre la protección del medio ambiente en general, y se
señaló la urgencia de una acción intensa ..... para limitar y, donde fuera po­
sible, eliminar el daño al medio humano".'?

La Conferencia de Estocolmo originó acuerdos asumidos por los Estados
participantes en cuatro áreas determinadas, las cuales son las siguientes:

a) Un plan de acción para políticas ambientales que contiene 106 re­
comendaciones, de las cuales la más importante es la creación de
Earthwatch, una agencia de monitoreo internacional cuyo objetivo es
informar a cualquier Estado u organización interesado en conocer las
condiciones ambientales de la Tierra.

b) Un fondo para el ambiente constituido con aportaciones voluntarias
de los Estados.

e) El establecimiento del Programa de Naciones Unidas para el Medio
Ambiente -mejor conocido por las siglas PNUMA- con sede en Nai­
robi, Kenia, en el continente africano. Este programa es considerado
como un organismo encargado de la protección, preservación y pla-

12 Vá:zse artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.
" Hermilo López-Basscls. ob cit. pág 224.
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nificación de los recursos naturales. así como de organizar y ejecutar
seminarios. conferencias y proyectos de codificación normativa para
proteger el ambiente.

el) Una declaración de principios para el medio ambiente humano. de
naturaleza no vinculante <soft law) mejor conocida como la Declara­
ción de Estocolmo, cuyo contenido analizaremos a continuación.

2.3.1.1 Aspectos generales

El cauce de las reglas obligatorias contenidas en tratados internacionales
ambientales posteriores a la Conferencia de Estocolmo, lo constituye la De­
ciamci ón de Estocolmo. cuyas proclamaciones y principios tienen una estruc­
tura análoga o similar a la Declaraci ón Universal de los Derechos Humanos.

Sus planteamientos iniciales son de suma importancia para la concien­
ciación de los países y las personas del proceso evolutivo de la raza huma­
na y su desarrollo en el medio ambiente. Reconoce los daños causados por
el hombre a su entorno natural o artificial. así como los niveles peligrosos
de contaminación del agua. del aire, de la tierra y de los seres vivos; graves
trastornos del equilibrio ecológico en la biosfera; destrucción y agotamien­
to de recursos naturales insustituibles y graves deficiencias. nocivas para la
salud física. mental y social del ser humano. en el medio ambiente creado
por él.

La Declaración de Estocolmo reconoce también la importancia del desa­
rrollo y el avance logrados. producto de la capacidad del hombre para trans­
formar todo lo que le rodea. Tal capacidad. utilizada con discernimiento.
puede otorgar a todos los pueblos los beneficios de dicho desarrollo y dar­
les la oportunidad de mejorar su existencia; por el contrario. si esa aptitud
se emplea de manera errónea o imprudente -como por desgracia sucede
actualmente- puede causar daños incalculables al ser humano y a su me­
dio ambiente. Por esa razón. en dicho documento se pide a los gobiernos y
a los pueblos que unan esfuerzos para preservar y mejorar el medio ambien­
te. para beneficio del hombre y de su posteridad.

Dos aportaciones relevantes de esta declaración son establecer las bases
del concepto desarrollo sostenible -o sustentable- partiendo de la obliga­
ción que tiene el ser humano de proteger y mejorar el medio ambiente
para las generaciones actuales y futuras. y el establecimiento de los funda­
mentas para desarrollar el principio "El que contamina. paga" en el ámbito
de la responsabilidad internacional.
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2.3.1.2 Principios del medio ambiente humano

Los principios establecidos en la Dec1araci ón de Estocolmo son de especial
importancia por trascender en posteriores tratados internacionales en ma­
teria ambiental. A continuación los transcribiremos, señalando primero el
concepto general que encierra cada uno.

Principio 1

Derechos fundamentales del hombre respecto al medio ambiente. El hombre
tiene derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de con­
diciones de vida adecuadas en un medio ambiente de calidad tal que le
permita llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obli­
gación de proteger y mejorar el medio ambiente para las generaciones pre­
sentes y futuras. A este respecto, las políticas que promueven o perpetúan
el apartheid, la segregación racial, la discriminación, la opresión colonial y
otras formas de opresión y de dominación extranjera quedan condenadas
y deben eliminarse.

Principio 2

Preservaci ón de los recursos naturales y el desarrollo sostenible. Los recursos
naturales de la Tierra, incluidos el aire, el agua, la tierra, la flora y la fauna y
especialmente muestras representativas de los ecosistemas naturales, de­
ben preservarse en beneficio de las generaciones presentes y futuras, me­
diante una cuidadosa planificación u ordenación, según convenga.

Principio 3

La capacidad productiva de la tierra. Debe mantenerse y, siempre que sea
posible, restaurarse o mejorarse la capacidad de la tierra para producir re­
cursos vitales renovables.

Principio 4

Responsabilidad de preservar y administrar la flora y la fauna silvestres y su
hábitat. El hombre tiene la responsabilidad especial de preservar y adminis­
trar juiciosamente el patrimonio de la flora y la fauna silvestres y su hábitat,
que se encuentran actualmente en grave peligro por una combinación de
factores adversos. En consecuencia, al planificar el desarrollo económico
debe atribuirse importancia a la conservación de la naturaleza, incluidas la
flora y la fauna silvestres.
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Principio 5

Agotamiento de los recursos no renovables de la Tierra. Los recursos no reno­
vables de la Tierra deben emplearse de forma que se evite ei peligro de su
futuro agotamiento y se asegure que toda la humanidad comparte los bene­
ficios de tal empieo.

Principio 6

Obligaci ón de ponerfin a la contaminaciónpor descarga de sustancias tóxicas.
Debe ponerse fin a la descarga de sustancias tóxicas o de otras materias a
la liberación de calor, en cantidades o concentraciones tales que el medio
ambiente no puede neutralizarlas, para que no se causen daños graves o
irreparables a los ecosistemas. Debe apoyarse la justa lucha de los pueblos
de todos los paises contra la contaminación.

Principio 7

Medidas para impedir la contaminacién de los mares. Los Estados deberán to­
mar todas las medidas posibles para impedir la contaminación de los mares
por sustancias que puedan poner en peligro la salud del hombre, dañar los
recursos vivos y la vida marina, menoscabar ias posibilidades de esparci­
miento o entorpecer otras utilizaciones legitimas del mar.

Principio 8

La importancia del desarrollo económico y social. Ei desarrollo económico y
social es indispensabie para asegurar al hombre un ambiente de vida y de
trabajo favorable y para crear en la Tierra las condiciones necesarias de me­
jora de la calidad de vida.

Principio 9

Las deficiencias del ambiente originadas por el subdesarrollo. Las deficiencias
del medio ambiente originadas por las condiciones del subdesarrollo y los
desastres naturales plantean graves problemas, y ia mejor manera de sub­
sanarlas es ei desarroilo aceierado mediante la transferencia de cantidades
considerables de asistencia financiera y tecnológica que complemente los
esfuerzos internos de los paises en desarrollo y la ayuda oportuna que pue­
da requerirse.

Principio 10

Estabilidad de precios y obtenciónde ingresos para la ordenaci ón del medio am­
biente. Para los paises en desarroilo, la estabilidad de precios y la obtención
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de ingresos adecuados de los productos básicos y las materias primas son
elementos esenciales para la ordenación del medio ambiente, ya que han
de tenerse en cuenta tanto los factores económicos como los procesos eco­
lógicos.

Principio 11

Aumento del potencial de crecimiento de los pa íses en desarrollo. Las politicas
ambientales de todos los Estados deberían estar encaminadas a aumentar
el potencial de crecimiento actual o futuro de los países en desarrollo y no
deberían coartar ese potencial ni obstaculizar el logro de mejores condicio­
nes de vida para todos, y los Estados y las organizaciones internacionales
deberían tomar las disposiciones pertinentes con miras a llegar a un acuer­
do para hacer frente a las condiciones económicas que pudieran resultar,
en los planos nacional e internacional, de la aplicación de medidas am­
bientales.

Principio 12

Recursos para la conservaci Ó1 y mejoramiento del ambiente. Deberían desti­
narse recursos a la conservación y mejoramiento del medio ambiente te­
niendo en cuenta las circunstancias y las necesidades especiales de los paí­
ses en desarrollo y cualesquiera gastos que pudieran originar a estos paises
la inclusión de medidas de conservación del medio ambiente en sus planes
de desarrollo, así como la necesidad de prestarles, cuando lo soliciten. más
asistencia técnica y financiera internacional con ese fin.

Principio 13

Ptantficaci Ó1 del desan"ollo. A fin de lograr una más racional ordenación de
los recursos y mejorar asi las condiciones ambientales, los Estados deberían
adoptar un enfoque integrado y coordinado de la planificación de su desa­
rrollo, de modo que quede asegurada la compatibilidad del desarrollo con la
necesidad de proteger y mejorar el medio ambiente humano en beneficio
de su población.

Principio 14

Planificaci ón racional. La planificación racional constituye un elemento
indispensable para conciliar las diferencias que puedan surgir entre las
exigencias del desarrollo y la necesidad de proteger y mejorar el medio
ambiente.
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Principio t5

Planificaci Ó1 de los asentamientos humanos. Debe aplicarse la planificación a
los asentamientos humanos y a la urbanización con miras a evitar repercusio­
nes perjudiciales sobre el medio ambiente y a obtener los máximos benefi­
cios sociales, económicos y ambientales para todos. A este respecto deben
abandonarse los proyectos destinados a la dominación colonialista y racista.

Principio t6

Poi /ticas demogr tficas. En las regiones en que exista el riesgo de que la ta­
sa de crecimiento demográfico o las concentraciones excesivas de pobla­
ción perjudiquen al medio ambiente o desarrollo, o en que la baja densidad
de población pueda impedir el mejoramiento del medio ambiente humano
y obstaculizar el desarrollo, deberían aplicarse políticas demográficas que
respetasen los derechos humanos fundamentales y contasen con la aproba­
ción de los gobiernos interesados.

Principio t 7

Papel del Estado en la mejoría del ambiente. Debe confiarse a las institucio­
nes nacionales competentes la tarea de planificar, administrar o controlar la
utilización de los recursos ambientales de los Estados con el fin de mejorar
la calidad del medio ambiente.

Principio t8

La ciencia y la tecnolog Ífl y su importancia. Como parte de su contribución al
desarrollo económico y social se debe utilizar la ciencia y la tecnología para
descubrir, evitar y combatir los riesgos que amenazan al medio ambiente,
para solucionar los problemas ambientales y para el bien común de la
humanidad.

Principio t 9

Educaci Ó1 ambiental. Es indispensable una labor de educación en cuestio­
nes ambientales, dirigida tanto a las generaciones jóvenes como a los adul­
tos y que preste la debida atención al sector de población menos privilegia­
do, para ensanchar las bases de una opinión pública bien informada, y de
una conducta de los individuos, de las empresas y de las colectividades ins­
pirada en el sentido de su responsabilidad en cuanto a la protección y me­
joramiento del medio ambiente en toda su dimensión humana. Es también
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esencial que los medios de comunicación de masas eviten contribuir al de­
terioro del medio ambiente humano y difundan, por el contrario, informa­
ción de carácter educativo sobre la necesidad de protegerlo y mejorarlo, a
fin de que el hombre pueda desarrollarse en todos los aspectos.

Principio 20

Fomento a la investiqaci Ó1 cientfica y tecnolégica. Se deben fomentar en to­
dos los países, especialmente en los paises en desarrollo, la investigación y
el desarrollo científicos referentes a los problemas ambientales, tanto nacio­
nales como multinacionales. A este respecto, el libre intercambio de infor­
mación científica actualizada y de experiencia sobre la transferencia debe
ser objeto de apoyo y asistencia, a fin de facilitar la solución de los proble­
mas ambientales; las tecnologías ambientales deben ponerse a disposición
de los países en desarrollo en unas condiciones que favorezcan su amplia
difusión sin que constituyan una carga económica para esos paises.

Principio 21

No ofectaci án al medio ambiente de otros Estados. De conformidad con la
Carta de las Naciones Unidas y con los principios del derecho internacional,
los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos en
aplicación de su propia política ambiental, y la obligación de asegurarse de
que las actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su
control no perjudiquen al medio ambiente de otros Estados o de zonas
situadas fuera de toda jurisdicción nacional. .

Principio 22

La responsabilidad por daños ambientales a otros Estados. Los Estados deben
cooperar para continuar desarrollando el derecho internacional en lo que se
refiere a la responsabilidad y a la indemnización a las víctimas de la conta­
minación y otros daños ambientales que las actividades realizadas dentro
de la jurisdicción o bajo el control de tales Estados causen a zonas situadas
fuera de su jurisdicción.

Principio 23

Sistemas de valores prevalecientes y aplicabilidad de normas inadecuadas. Sin
perjuicio de los criterios que puedan acordarse por la comunidad internacio­
nal y de las normas que deberán ser definidas a nivel nacional, en todos los
casos será indispensable considerar los sistemas de valores prevalecientes
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en cada país y la aplicabilidad de unas normas que, si bien son válidas pa­
ra los países más avanzados, pueden ser inadecuadas y de alto costo social
para los países en desarrollo.

Principio 24

Cooperacitn ambiental entre países. Todos los países, grandes o pequeños,
deben ocuparse con espíritu de cooperación y en pie de igualdad de las
cuestiones internacionales relativas a la protección y mejoramiento del me­
dio ambiente. Es indispensable cooperar, mediante acuerdos multilaterales
o bilaterales o por otros medios apropiados, para controlar, evitar, reducir y
eliminar eficazmente los efectos perjudiciales que las actividades que se rea­
licen en cualquier esfera puedan tener para el medio ambiente, teniendo en
cuenta debidamente la soberanía y los intereses de todos los Estados.

Principio 25

Coordinaci Ó'l entre los Estados para proteger el medio ambiente. Los Estados
se asegurarán que las organizaciones internacionales realicen una labor
coordinada, eficaz y dinámica en la conservación y mejoramiento del me­
dio ambiente.

Principio 26

Eliminaci Ó'l y destrucci Ó'l completa de armas de destrucci Ó'l masiva. Es preci­
so librar al hombre y a su medio ambiente de los efectos de las armas nu­
cleares y de todos los demás medios de destrucción en masa. Los Estados
deben esforzarse por llegar pronto a un acuerdo, en los órganos internacio­
nales pertinentes, sobre la eliminación y destrucción completa de tales
armas.

2.3.2 Cumbre de la Tierra

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desa­
rrollo se celebró en Río de [aneíro, Brasil, del 3 al 14 de junio de 1992, en
la cual participaron 176 Estados (entre ellos México) y cuya magnitud no tie­
ne precedentes en la historia de la humanidad. Veinte años después de la
Declaraci éR1 de Estocolmo el hombre reconoció que, a pesar del esfuerzo rea­
lizado para solucionar los problemas ambientales del planeta, el continuo
y grave desequilibrio ecológico mundial demandaba acciones concretas y
efectivas para proteger el ambiente y así evitar sólo declaraciones.
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La Cumbre de la Tierra, como también es conocida la Conferencia de las
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. tuvo un logro írn­
portantísimo al incluir en la agenda de prioridades de los países asistentes
el tema de la protección ambiental como parte de sus esquemas de desa­
rrollo, de tal manera qu.e medio ambiente y desarrollo formaran un bino­
mio inseparable, conceptualmente reducido a dos palabras: desarrollo sus­
tentable.

2,3.2.1 Aspectos generales

La Cumbre de la Tierra también generó la proclamación de una serie de
principios no vinculantes -normas biandas-, cuyas bases se encuentran
en la Declaraci ón de Estocolmo. Sin embargo, a diferencia de ésta, en la Con­
ferencia de Río se emitieron tres documentos importantes en materia de
protección del ambiente y de sus componentes, constituyendo dos de ellos
verdaderos tratados internacionales ambientales con fuerza obligatoria para
sus signatarios. Dichos documentos son los siguientes:

• La Agenda del Siglo XXI.
• La Convención de Cambio Climático.
• El Convenio sobre la Diversidad Biológica.

2.3.2.2 Principios sobre el ambiente y el desarrollo

Enseguida se exponen los principios establecidos en la Declaración de R o.
los cuales, aunque no son obligatorios ni vinculantes, han trascendido a las
legislaciones nacionales ele varios países, entre ellas la de México.

Principio 1

Visi ón antropocéntrica del desarrollo sustentable. Los seres humanos constí­
tuyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarroilo soste­
nible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonia con la
naturaleza.

Principio 2

Soberan Í1 de los Estados sobre sus recursos naturales. De conformidad con ia
Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho internacional, los
Estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus propios recursos se­
gún sus propias políttcas ambientales y de desarrollo. y la responsabilidad
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de velar porque las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su
control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas que
estén fuera de los limites de la jurisdicción nacional.

Principio 3

Desarrollo sustentable. El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal
que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambienta­
les de las generaciones presentes y futuras.

Principio 4

Base sobre la que sefunda el desarrollo sustentable. A fin de alcanzar el desa­
rrollo sostenible, la protección del medio ambiente deberá constituir parte
integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en forma
aislada.

Principio 5

Erradicaci ón de la pobreza en el logro del desarrollo sustentable. Todos los Es­
tados y todas las personas deberán cooperar en la tarea esencial de erradi­
car la pobreza como requisito indispensable del desarrollo sostenible, a fin
de reducir las disparidades en los niveles de vida y responder mejor a
las necesidades de la mayoria de los pueblos del mundo.

Principio 6

Atención prioritaria a los países en desarrollo. Se deberá dar especial priori­
dad a la situación y las necesidades especiales de los paises en desarrollo,
en particular los países menos adelantados y los más vulnerables desde el
punto de vista ambiental. En las medidas internacionales que se adopten
con respecto al medio ambiente y al desarrollo también se deberían tener
en cuenta los intereses y las necesidades de todos los países.

Principio 7

Responsabilidades comunes pero diferenciadas. Los Estados deberán coope­
rar con espíritu de solidaridad mundial para conservar, proteger y restable­
cer la salud y la integridad del ecosistema de la Tierra. En vista de que han
contribuido en distinta medida a la degradación del medio ambiente rnun­
dial, los Estados tienen responsabilidades comunes pero diferenciadas. Los
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paises desarrollados reconocen la responsabilidad que les cabe en la bús­
queda internacional del desarrollo sostenible, en vista de las presiones que
sus sociedades ejercen en el medio ambiente mundial y de las tecnologías
y los recursos financieros de que disponen.

Principio 8

Eliminaci ón de producci (In y consumo insostenibles. Para alcanzar el desarro­
llo sostenible y una mejor calidad de vida para todas las personas, los Esta­
dos deberían reducir y eliminar las modalidades de producción y consumo
insostenibles y fomentar políticas demográficas apropiadas.

Principio 9

Intercambio de conocimientos cient'[icoe y tecnoitqicos. Los Estados deberían
cooperar en el fortalecimiento de su propia capacidad de lograr el desarro­
llo sostenible, aumentando el saber científico mediante el intercambio de
conocimientos científicos y tecnológicos, e intensificando el desarrollo, la
adaptación. la difusión y la transferencia de tecnologías, entre éstas, tecno­
logias nuevas e innovadoras.

Principio 10

Participaci ón ciudadana. El mejor modo de tratar las cuestiones ambienta­
les es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel
que corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso
adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las
autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las acti­
vidades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad
de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados debe­
rán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población
poniendo la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse ac­
ceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos
el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.

Principio 11

Promulgaci ón de leyes eficaces sobre el medio ambiente. Los Estados deberán
promulgar leyes eficaces sobre el medio ambiente. Las normas, los objetivos
de ordenación y las prioridades ambientales deberían reflejar el contexto am­
biental y de desarrollo al que se aplican. Lasnormas aplicadas por algunos paí-
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ses pueden resultar inadecuadas y representar un costo social y económico in­
justificado para otros paises, en particular los paises en desarrollo.

Principio 12

Promoción de un sistema económico intemacionalfavorable. Los Estados debe­
rian cooperar en la promoción de un sistema económico internacional favora­
ble y abierto que llevara al crecimiento económico y el desarrollo sostenible
de todos los paises, a fin de abordar en mejor forma los problemas de la de­
gradación ambiental. Las medidas de política comercial con fines ambientales
no deberían constituir un medio de discriminación arbitraria o injustificable ni
una restricción velada del comercio internacional. Se debería evitar tomar me­
didas unilaterales para solucionar los problemas ambientales que se producen
fuera de la jurisdicción del país importador. Las medidas destinadas a tratar
los problemas ambientales transfronterizos o mundiales deberían, en la me­
dida de lo posible, basarse en un consenso internacional.

Principio 13

Desarrollo de la legislaci ón nacional en materia de responsabilidad e índemni­
zaci ón por contaminación. Los Estados deberán desarrollar la legislación na­
cional relativa a la responsabilidad y la indemnización respecto de las vícti­
mas de la contaminación y otros daños ambientales. Los Estados deberán
cooperar asimismo de manera expedita y más decidida en la elaboración de
nuevas leyes internacionales sobre responsabilidad e indemnización por los
efectos adversos de los daños ambientales causados por las actividades rea­
lizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en zonas situadas fuera
de su jurisdicción.

Principio 14

Cooperacíón para evitar reubicar o transferir actividades y sustancías contami­
nantes. Los Estados deberían cooperar efectivamente para desalentar o evi­
tar la reubicación y la transferencia a otros Estados de cualesquiera activida­
des y sustancias que causen degradación ambiental grave o se consideren
nocivas para la salud humana.

Principio 15

Criterio de precauci ón. Con el fin de proteger el medio ambiente, los Esta­
dos deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus
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capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible. la falta de
certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la
adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la de­
gradación del medio ambiente.

Principio 16

tntemacionalizaci én de los costos ambientales y el criterio "quien contamina
paqa". Las autoridades nacionales deberian procurar fomentar la internali­
zación de los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos. te­
niendo en cuenta el criterio de que el que contamina debe. en principio. car­
gar con los costos de la contaminación. teniendo debidamente en cuenta el
interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones interna­
cionales.

Principio 17

Instrumento de evaluaci én del impacto ambiental. Deberá emprenderse una
evaluación del impacto ambiental. en calidad de instrumento nacional. res­
pecto de cualquier actividad propuesta que probablemente haya de produ­
cir un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que esté suje­
ta a la decisión de una autoridad nacional competente.

Principio 18

Comunicaci in entre Estados sobre desastres naturales y situaciones de emer­
gencia que puedan producir eJectos nocivos en el medio ambiente. Los Estados
deberán notificar inmediatamente a otros Estados de los desastres natura­
les u otras situaciones de emergencia que puedan producir efectos nocivos
súbitos en el medio ambiente de esos Estados. La comunidad internacio­
nal deberá hacer tocio lo posible por ayudar a los Estados que resulten
afectados.

Principio 19

Comunicaci ÓI1 entre Estados sobre efectos ambientales transfronterizos ad­
versos. Los Estados deberán proporcionar la información pertinente. y no­
tificar previamente y en forma oportuna, a los Estados que posiblemente
resulten afectados por actividades que puedan tener considerables efectos
ambientales transfrcnterízos adversos. y deberán celebrar consultas con
esos Estados en una fecha temprana y de buena fe.
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Principio 20

La mujer en el desarrollo sustentable. Las mujeres desempeñan un papel fun­
damental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo. Es, por
tanto, imprescindible contar con su plena participación para lograr el desa­
rrollo sostenible.

Principio 21

Los jóvenes del mundo en el desarrollo sustentable. Debería movilizarse la
creatividad, los ideales y el valor de los jóvenes del mundo para forjar una
alianza mundial orientada a lograr el desarrollo sostenible y asegurar un me­
jor futuro para todos.

Principio 22

El papel de las comunidades indyenas y locales. Las poblacíones indígenas y
sus comunidades, así como otras comunidades locales, desempeñan un pa­
pel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo de­
bido a sus conocimientos y prácticas tradicionales. Los Estados deberían
reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer
posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible.

Principio 23

Protecci án del medio ambiente de los pueblos oprimidos. Deben protegerse el
medio ambiente y los recursos naturales de los puebios sometidos a opre­
sión, dominación y ocupación.

Principio 24

Disposiciones internacionales protectoras del medio ambiente en épocas de
guerra. La guerra es, por definición, enemiga del desarrollo sostenible. En
consecuencia, los Estados deberán respetar las disposiciones de derecho in­
ternacional que protegen al medio ambiente en épocas de conflicto arma­
do, y cooperar en su ulterior desarrollo, según sea necesario.

Principio 25

La paz, el desarrollo y la protecci án del medio ambiente. La paz, el desarro­
llo y la protección del medio ambiente son interdependientes e inse­
parables.
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Principio 26

Resoluci ón pac !lica de conflictos ambientales entre pa íses. Los Estados debe­
rán resolver pacíficamente todas sus controversias sobre el medio ambien­
te por medios que corresponda con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas.

Principio 27

Cooperaci ón en la aplicaci ón de los principios de la declaraci ón. Los Estados
y las personas deberán cooperar de buena fe y con espiritu de solidaridad
en la aplicación de los principios consagrados en esta declaración y en el
ulterior desarrollo del derecho internacional en la esfera del desarrollo sos­
tenible.

2.3.2.3 Tres documentos emanados de la Cumbre de Río

Como hemos visto, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo emitió tres documentos básicos para la protec­
ción del medio ambiente en el ámbito internacional: la Agenda del siglo
XXI, la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático
y el Convenio sobre la Diversidad Biológica. Analicemos brevemente cada
uno de ellos.

2.3.2.3.1 Agenda del sigloXXI

La Agenda XXI, como mejor se conoce, dispone un plan de acción de natu­
raleza no vinculante, en el cual hay diversas propuestas para administrar los
recursos naturales en el siglo que comienza. Dicho plan contiene 40 capítu­
los referentes a la atmósfera, los océanos, el agua para consumo, los recur­
sos terrestres, la pobreza, la demografía y la salud; incluye también medios
de implementación tales como financiamiento, acceso y transparencia de
tecnología y cuestiones legales e institucionales.

Además, ese documento contiene 127 principios, de los cuales los más
importantes son los siguientes:

a) Las responsabilidades comunes pero diferenciadas de los Estados, to­
mando en cuenta su contribución en la degradación del ambiente.

b) La promoción de políticas demográficas y la eliminación de procesos
productivos y consumo insostenibles.

c) El criterio de precaución, a observar cuando se pone en riesgo grave
e irreparable un entorno ambiental, debiéndose implementar medí-
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das urgentes para evitar que aquél se produzca, sin que sea obstácu­
lo para ello que no se cuente con pruebas o evidencias científicas.

dJ El derecho al desarrollo de los pueblos.
el La importancia de los estudios de impacto ambiental y el instrumen­

to de la evaluación del impacto ambiental.
j) El derecho de los individuos de acceder a la información guberna­

mental.
g) El papel de las mujeres, las comunidades indígenas y las organizacio­

nes no gubernamentales en el logro del desarrollo sustentable.

2.3.2.3.2 Convención Marco sobreel Cambio Climático

Esta Convención es un tratado internacional adoptado en Nueva York el
9 de mayo de 1992, el gobierno mexicano lo firmó, ad referéndum, el 13
de junio del mismo año. El Senado de la República aprobó la Convención,
ratificándola el 3 de diciembre de 1992, y el instrumento de certificación
lo depositó el presidente de los Estados Unidos Mexicanos ante el secreta­
rio general de la Organización de las Naciones Unidas el 11 de marzo de
1993.

La Convención Marco sobre Cambio Climático surgió al reconocer las
naciones que las actividades humanas han incrementado de manera sus­
tancial las concentraciones de gases de efecto invernadero l" -como el
dióxido de carbono- en la atmósfera, lo cual ocasionará un calentamiento
adicionai de la superficie y la atmósfera terrestres, afectando negativamen­
te tanto a los ecosistemas naturales como a la humanidad.

Lo anterior, traducido a nuestro cotidiano entender, constituye la conta­
minación atmosférica, que no es otra cosa que la degradación o dísminu­
ción de la calidad del aire debido a la variación significativa de las propor­
ciones en las cuales están presentes sus componentes, generando efectos
adversos a la atmósfera, a la salud humana, la flora, la fauna y los recursos
naturales en general.

En ese sentido, la Convención Marco se celebró con la finalidad de pro­
piciar ias acciones de los paises (especialmente los industrializados) para
disminuir las emisiones contaminantes a la atmósfera. Esto lo refleja el pro­
pio tratado en comento desde su objetivo, el cual consiste en lograr que las
concentraciones de gases de efecto invernadero se estabilicen en la atrnós-

14 Los gases de efecto invernadero son: el dióxido de carbono (C02) , el metano (CH4) . el óxí­
do nitroso (NzO), los hidrofluorocarbonos (HFC), los perfluorocarbonos (PFC) y ei hexafluo­
ruro de azufre (SF6) . Vá7se Anexo A del Protocolo de Kyoto.
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fera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sis­
tema climático.

Sin embargo. dicha Convención tiene una limitación: no se estableció un
calendario que fijara metas precisas en las restricciones definitivas sobre la
cantidad de emisiones de contaminantes (gases de efecto invernadero en
grandes concentraciones) a la atmósfera. debido a la oposición de Estados
Unidos y los países integrantes de la Organización de Paises Exportadores
de Petróleo (OPEP), en contraparte se adoptaron medidas y mecanismos de
comunicación. ínvestígacion, información. concienciación y sensibilización
del público. así como financiamiento para la transferencia de tecnología.

No obstante. este tratado internacional constituye la base para expedir y
aprobar futuros protocolos en materia de cambio climático. en los cuales se
incluyan compromisos de limitación o reducción de emisiones. Tal es el ca­
so del Protocolo de Kyoto, celebrado en esa ciudad japonesa el 11 de diciem­
bre de 1997. el cual tiene como antecedentes el Convenio para la Protección
de la Capa de Ozono efectuado en Viena. el 22 de marzo de 1985. y el Pro­
tocolo de Montreal referente a las Sustancias que Agotan la Capa de Ozono.
del 16 de septiembre de 1987.

Una de las disposiciones más importantes del Protocolo de Kyoto se en­
cuentra en su art 3. el cual establece que las partes se asegurarán. Individual
o conjuntamente. de que sus emisiones antropogeruas agregadas. expresa­
das en dióxido de carbono equivalente. de los gases de efecto invernadero
no excedan de las cantidades atribuidas a ellas. calculadas en función de los
compromisos cuantificados de limitación y reducción de las emisiones...
con miras a reducir el total de sus emisiones de esos gases a un nivel infe­
rior en no menos de 5 % al de 1990 en el periodo de compromiso compren­
dido entre 2008 y 2012. Además, los paises están obligados a demostrar los
avances concretos en el cumplimiento de los compromisos de reducción de
gases de efecto invernadero para 2005.

~.3.!1.3.3 Convenio sobre la Diversidad Biológica

Otro acuerdo internacional emanado de la Conferencia de las Naciones Uni­
das sobre el Medio Ambiente y ei Desarrollo es el Convenio sobre la Diver­
sidad Biológica. el cual fue firmado por 163 Estados. entre ellos México. que
lo suscribió el 13 de junio de 1992. fue aprobado por el Senado de la Repú­
blica el 3 de diciembre del mismo año y entró en vigor el 29 de diciembre
de 1993.

En este Convenio se dejó plasmada la preocupación internacional debi­
do a la considerable reducción de la biodlversldad en el orbe, como conse-
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cuencia de las actividades humanas; por ello, fue necesario que los países
se comprometieran a conservar y a utilizar de forma sostenible su riqueza
natural de flora y fauna, no sólo por la función que desempeñan en los eco­
sistemas terrestres sino también por su importancia en la satisfacción de ne­
cesidades alimentarias, de salud y de otra naturaleza de una mayor pobla­
ción mundial.

El ilustre jurista Raúl Brañes, expone de manera sucinta pero clara el
problema de la conservación de la biodiversidad en el mundo, al señalar que

... existen cerca de 30 millones de especies animales y vegetales en el planeta.
De ellas, no más de 1.5 millones son conocidascientíficamente. Estaextraordi­
naria diversidad biológica se está reduciendo de manera acelerada. Se estima
que en los próximos 30 años desaparecerán aproximadamente 7.5 millones de
las especies existentes. La causa más frecuente de la desaparición de especies
es ia destrucción de su hábitat, pero también la explotación excesiva de las es­
pecies de valoreconómico, la introducción de especies exóticasy la propia con­
taminación.P

Lo anterior alertó la conciencia de los Estados al advertir que, en la me­
dida que decrezca la biodiversidad, menores serán sus posibilidades de de­
sarrollo actuales y futuras, considerando que muchas de las especies desa­
parecidas o a punto de serlo no son recuperabies.

Los objetivos del Convenio sobre la Diversidad Biológica son:

• La conservación de la diversidad biológica.
• La utilización sostenible de los componentes de la biodiversidad.
• La participación justa y equitativa de los beneficios que se deriven de

la utilización de los recursos genéticos.

El tema de la conservación y aprovechamiento sustentable de la diversi­
dad biológica y su tratamiento en este convenio internacional resultan muy
complejos, pues abarcan diversos tópicos relacionados entre sí: la conserva­
ción in situ (en sus hábitats naturales) y ex situ (fuera de sus hábitats natu­
rales) de los componentes de la biodiversidad; la evaluación del impacto
ambiental en proyectos que tengan efectos adversos para ia diversidad bio­
lógica; el acceso a los recursos genéticos, lo cuales involucran aspectos con­
tractuaies con beneficios económicos, así como los derechos de las cornuní-

15 Raúl Brañes Ballesteros. Manual de derecho ambiental mexicano. 2a ed, Fondo de Cultura
Económica, México, 2000, pég 322.



72 DERECHO INTERNACIONAL AMBIENTAL

dades índígenas y los derechos de propiedad industrial; y por último. la ges­
tión de la bíotecnología moderna en cuanto a la producción y uso de orga­
nismos vivos modificados.

Dada la complejidad aludida. el Convenio determina las materias que
son objeto de un protocolo específico para ser atendidas y reguladas y asi
lograr la finalidad últi.ma de conservación y aprovechamiento sostenibles de
la diversidad biológica. Un ejemplo significativo es la gestión de la bíotecno­
logia y la distribución de sus beneficios. en la cual dicho tratado internacio­
nal dispone que las partes estudiarán la necesidad y las modalidades de un
protocolo que establezca procedimientos adecuados, incluido el consenti­
miento fundamentado previo en el ámbito de la transferencia, la manipula­
ción y la utilización de cualesquiera organismos vivos modificados resultan­
tes de la bíotecnología que tengan efectos adversos para la conservación y
el uso sostenible de la diversidad biológica. Ese instrumento es el Protoco­
lo de Cartagena sobre la Seguridad de la Biotecnología que deriva, por su­
puesto. del Convenio sobre la Diversidad Biológica del cual hablaremos más
adelante.

Cabe señalar algunas situaciones que se vivieron en la celebración del
Convenio: los países no lograron un acuerdo sobre las especies de flora
y fauna en peligro de extinción debido a la dificultad que ello representa; y
tampoco pudieron determinar las áreas de importancia biológica esencial,
las cuales. debido a sus condiciones climáticas gozan de gran diversidad en
especies animales y vegetales. Por otra parte. Estados Unidos fue el único
pais que no firmó el Convenio debido a la importancia que tiene para ellos
la explotación de las fuentes biológicas de los países en vías de desarrollo,
en donde se localiza una enorme riqueza genética susceptible de ser apro­
vechada. Un año después de celebrado dicho tratado internacional el gobierno
estadounidense lo firmó, sin ratificarlo. estableciendo reservas en el rubro
de patentes y derechos de propiedad intelectual en general, aunque el con­
venio establece de forma expresa que no se podrán formular reservas.

R.3.R.3.4 Protocolo de Cartagena sobre la Seguridad
de la Biotecnología del Convenio sobre
la Diversidad Biológica

Mejor conocido como Protocolo de Cartagena, este tratado internacional es
el resultado de atender uno de los mandatos del Convenio sobre la Diversi­
dad Biológica (CDB). El Ejecutivo federal lo suscribió el 24 de mayo de 2000
y fue aprobado por el Senado de la República el 30 de abril de 2002. Su en­
trada en vigor se verificará muy pronto, pues de acuerdo con dicho tratado
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ésta se producirá 90 días después de la fecha en que, por lo menos, 50 pai­
ses signatarios del CDB lo hayan ratificado. Los supuestos de esta regla gene­
ral se actualizaron el 13 de junio de 2003, siendo Palau el quincuagésimo
país en ratificar el Protocolo, por lo cual entrará en vigor para los Estados
miembros el 11 de septiembre de ese año.

La finalidad del Protocolo de Cartagena es

... contribuir a garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la
transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos mo­
dificados resultantes de la bíotecnologra moderna que puedan tener efectosad­
versos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológi­
ca, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, centrándose
concretamente en los movimientos transfronterizos.

De acuerdo con lo antes citado, ese instrumento internacional debe ga­
rantizar un nivel adecuado de protección a la biodiversidad y la salud huma­
na en cuanto a los efectos adversos que las actividades con organismos vi­
vos modificados (OVMS) resultantes de la biotecnología moderna pudieran
representarles.

El Protocolo de Cartagena es aplicable a movimientos transfronterizos
de OVMS que pretendan introducirse de forma deliberada en el medio am­
biente (por ejemplo, semillas para siembra, peces para liberación y microor­
ganismos para biorrernedíación): importarlos con la finalidad de darles uso
directo como alimento tanto para humanos como para animales o para su
procesamiento (por ejemplo, granos como el maíz o la soya, también llama­
dos commodities). También es aplicable al tránsito, uso confinado, manipu­
lación y utilización de dichos organismos.

Sin embargo, el Protocolo establece excepciones en la aplicación de su
contenido o algunos de sus instrumentos; tal es el caso de:

• OVMS que son productos farmacéuticos destinados a los seres huma­
nos los cuales están contemplados en otros acuerdos u organizaciones
internacionales pertinentes, y no les son aplicables las disposiciones
del Protocolo.

• OVMS en tránsito, a los cuales no les es aplicable el procedimiento de
acuerdo fundamentado previo regulado en el Protocolo.

• OVMS destinados a uso confinado de conformidad con las normas del
país al cual se importan dichos organismos, a los cuales tampoco les
es aplicable el procedimiento de acuerdo fundamentado previo esta­
blecido en el Protocolo.



74 DERECHO INTERNACIONAL AMBIENTAL

Los mecanismos e instrumentos establecidos en el acuerdo internacio­
nal que nos ocupa son aplicables antes de que se verifique el primer movi­
miento transfronterlzo de organismos vivos modificados, de manera que el
país al cual se pretendan introducir tome una decisión sobre el ingreso y
el uso o destino que se les dará, así como los efectos adversos que pudieran
ocasionar tanto a la diversidad biológica como a la salud humana.

Respecto a los organismos de regulación del Protocolo de Cartagena,
destaca el hecho de que sólo se refiere a OVMS resultantes de la bíotecnolo­
gía moderna y no a organismos obtenidos de la bíotecnología tradicional;
en ese sentido, dicho instrumento internacional llama biotecnolog íamoderna
a "... la aplicación de técnicas in vitro de ácido nucleico, incluidos el ácido
desoxirribonucleico (ADN) recombinante y la inyección directa de ácido nu­
cleico en células u orgánulos, o la fusión de células más allá de la familia
taxonómica". Fuera de esos casos, los OVMS derivados de la aplicación de
tecnologías ajenas a la btotecnología moderna no son parte del Protocolo
de Cartagena,

Uno de los instrumentos más importantes dispuesto en el Protocolo de
Cartagena es el procedimiento de acuerdo fundamentado previo, aplicable
antes del primer movimiento transfronterizo intencional de un OVM destina­
do a su introducción deliberada en el medio ambiente del país en el cual se
pretenda liberar. Este procedimiento se caracteriza por el fin que persigue:
que el gobierno del país en el cual se va a liberar dicho organismo tome una
decisión en cuanto a dicha liberación en su territorio. La decisión adoptada
debe basarse en la evaluación del riesgo cuyas características determina el
propio Protocolo.

De acuerdo con ell'rotocolo en comento, esa evaluación de riesgos tie­
ne como objetivo determinar y evaluar los posibles efectos adversos de los
OVMS en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en
el probable medio receptor, teniendo en cuenta también los riesgos para la
salud humana. Al efectuar dicha evaluación, se observarán varios principios
generales, a saber:

• La evaluación del riesgo deberá realizarse de manera transparente y
científicamente competente.

• Los riesgos asociados con los OVMS o sus productos deben tenerse en
cuenta en el contexto de las contingencias planteadas por los recepto­
res no modificados o por los organismos parentales en el probable
medio receptor.

• La evaluación del riesgo deberá realizarse caso por caso.
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Este procedimiento se aplicará únicamente cuando se pretendan liberar
ai ambiente ios OVMS objeto de importación, pues la liberación entraña po­
sibles afectaciones negativas tanto a la biodiversidad como a la salud huma­
na, lo cual no acontecería con ei uso confinado de dichos organismos, siem­
pre y cuando tengan medidas adecuadas de seguridad.

Por otra parte, el Protocolo de Cartagena prevé un mecanismo de comu­
nicación para movimientos transfronterizos de OVMS destinados como ali­
mento para humanos o para animales o para procesamiento, los cuaies no
se liberarán al medio ambiente y, por tanto, no se sujetan al procedimiento
de acuerdo fundamentado previo.

El Protocolo de Cartagena alude a la salud humana como uno de los bie­
nes más importantes a proteger y salvaguardar de manera preventiva; por
ello, en varias disposiciones establece que, al decidir sobre OVMS, también se
deben tener en cuenta los riesgos para la salud humana. Esto permite afir­
mar que, en los términos de dicho Protocolo, la seguridad de la bíotecno­
logia incluye necesariamente, en su ámbito de protección, a la diversidad
biológica y a la salud humana de manera conjunta, tanto en actividades de
liberación al ambiente de OVMS como en el uso confinado de los mismos ya
sea para destinarlos al consumo humano o animal, o para su procesamien­
to, respectivamente.

Por tanto, los países podrán determinar los casos y actividades que re­
quieran una evaluación de riesgos, para garantizar la defensa de la conser­
vación y utilización sostenible de la diversidad biológica, "... teniendo tam­
bién en cuenta los riesgos para la salud humana".

Ahora bien, dado que la btotecnología moderna es producto de los avan­
ces de la ciencia, en el Protocolo de Cartagena se reconoce la importancia
del conocimiento cíentíñco y técnico en la toma de decisiones sobre la im­
portación y posterior utilización de OVMS. Para ello, este acuerdo internacio­
nal regula en su articulado la necesidad de crear, desarrollar y fortalecer los
recursos humanos y la capacidad institucional en materia de seguridad de
la blotecnología como medida eficaz para garantizar la protección de los bie­
nes públicos comprendidos en este instrumento internacional.

Por otra parte, en caso de movimientos transfronterizos ilícltos, es decir,
aquellos que se realicen sin cumplir con las previsiones dispuestas en la re­
gulación interna, la parte afectada podrá exigir al importador que retire a
sus expensas o destruya el organismo vivo modificado importado de forma
ilícita lo cual puede ser una posibilidad efectiva de protección.

Vale la pena mencionar que el Protocolo de Cartagena prevé que las dis­
posiciones no se interpreten en el sentido de modificar derechos y obliga­
ciones de las partes con arreglo a otros acuerdos internacionales ya en vi-
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gor, Esta disposición es de particular importancia ya que por la incidencia
de este tratado internacionai con aspectos sanitarios, de salud y de comer­
cio exterior, la aplicación del Protocolo debe ser congruente con otros trata­
dos o acuerdos internacionales en estas materias.

R.3.R.3.5 Cumbre de Jclhannesburgo

Diez años después de realizada la Conferencia de las Naciones Unidas sobre
el Medio Ambiente y el Desarrollo, y a 30 años de celebrada la Conferencia
de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, se llevó a cabo
la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible -conocida también co­
mo la Cumbre de Johannesburgo- en Johannesburgo, Sudáfrica, del 26 de
agosto al 4 de septiembre de 2002.

En dicha cumbre los paises participantes aceptaron que no se han alcan­
zado los objetivos fijados en la Cumbre de la Tierra y que el avance hacia un
desarrollo sostenible es más lento de lo previsto: el medio ambiente conti­
núa deteriorándose asi como la pérdida de la biodiversidad, disminuyen las
poblaciones de peces, la desertificación avanza en tierras fértiles, los efectos
del cambio climático son evidentes, los desastres naturales ocurren con ma­
yor frecuencia y devastación, y los países en vías de desarrollo son más vul­
nerables debido a que la contaminación del aire, el agua y los mares impi­
de a millones de personas vivir una vida digna.

Otro problema destacado en la Cumbre de Johannesburgo es el acrecen­
tamiento de la pobreza en el mundo: los paises que la integran coinciden al
señalar que la desigualdad entre ricos y pobres cada vez es más profunda,
tanto en las sociedades de los pueblos como en las naciones desarrolladas
o en vías de desarrollo, lo cual representa una grave amenaza a la prosperi­
dad, la seguridad y la estabilidad mundiales.

En respuesta a lo anterior, y partiendo de las bases establecidas en la
Cumbre de la Tierra y en el Programa 21 -o Agenda del Siglo XXI- los pai­
ses participantes fijaron una serie de compromisos y acciones a realizar en
dos documentos básicos que aún están en proceso de ser aprobados:

1. La declaración politica intitulada "El Compromiso de Johannesburgo
por un Desarrollo Sostenible", en la cual se destaca que el Compro­
miso de Johannesburgo está centrado en las necesidades básicas de
la dignidad humana: el acceso al agua limpia y al saneamiento, la
energía, la atención de la salud, la seguridad alimentaria y la diversi­
dad biológica; reconociendo también la importancia esencial de la
tecnología, la educación, la capacitación y la creación de empleo.



2.4 Otros tratados internacionales importantes sobre laconservación... 77

2. Un plan de aplicación de las decisiones de la Cumbre Mundial sobre
el Desarrollo Sostenible cuyos objetivos persiguen, principalmente,
erradicar la pobreza, modificar las formas insostenibles de consumo
y producción, así como la protección y gestión de los recursos natu­
rales en el desarrollo económico y social.

i.4 Otros tratados internacionales importantes
sobre la conservación y protección de los
recursos naturales en particular

De acuerdo con algunos tratadistas del derecho internacional público, los
orígenes del derecho internacional del medio ambiente se remontan a los al­
bores del siglo xx; por ejemplo, en 1902 se realizó la Convención para la
protección de los pájaros útiles a la agricultura; en 1909 Estados Unidos y
Canadá signaron el tratado para proteger las aguas fronterizas contra la con­
taminación; en 1911 Estados Unidos, Gran Bretaña, japón y Rusia celebra­
ron el Convenio para la preservación y protección de las focas destinadas a
la peletería.!"

En la década de 1930 se efectuaron tratados para la protección de la flo­
ra y la fauna que van más allá de la óptica utilitarista de los primeros textos
en la materia, así como también se intensificaron los acuerdos sobre aguas
fronterizas. La contaminación del mar comenzó a ser tema de interés para
la comunidad internacional a partir de 1950, en cuya década se celebró el
Convenio de Londres para la prevención de la contaminación del mar por
hidrocarburos (1954), y a principios de 1960 iniciaron los estudios para
atender los problemas derivados de la utilización de la energía nuclear, em­
pezando con el Tratado de Moscú el 5 de agosto de 1963, el cual, entre otras
cosas, prohíbe los ensayos nucleares en la atmósfera."?

Sin embargo, para otros juristas, los verdaderos orígenes del derecho in­
ternacional del medio ambiente comienzan a fines de la década de 1960,
momento en el cual el desarrollo económico mundial de la posguerra alcan­
zó dimensiones nunca antes vistas, afectando los equilibrios fundamentales
de la bíosfera, lo que generó una serie de conferencias y tratados por par­
te de la Organización de las Naciones Unidas, el Consejo de Europa y la Orga­
nización para la Unidad Africana (un ejemplo lo tenemos en la Conferencia

16 Julio D. González campos. ob cit. pág 791.
170bcit.
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de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano de 1972). los cuales han
evolucionado de forma espectacular; actualmente contamos con múltiples
documentos dirigidos a proteger. de manera directa o indirecta. el medio
ambiente y sus componentes.

En los tratados internacionales más significativos en materia de protec­
ción a los elementos y los recursos naturales que integran el medio ambien­
te se incluyen los siguientes:

A. Protección de los espacios marinos

Acuerdo sobre la aplicaci ÓI1 de las disposiciones de la Convenci ón de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar relativas a la conservaci ón
y ordenación de las poblaciones de peces transzonales y las poblaciones
de peces altamente migratorios.

Este acuerdo se celebró en Nueva York el 4 de diciembre de 1995, cuyo ob­
jetivo es asegurar la conservación a largo plazo y el uso sostenible de las po­
blaciones de peces transzonales y las altamente migratorias, mediante la
aplicación efectiva de las disposiciones reguladas en dicho acuerdo interna­
cional.

B. Protección del espacio antártico

Protocolo al Tratado An t ártico sobre Protecci ón del Medio Ambiente.

Este Protocolo se celebró en Washington. el 4 de octubre de 1991, cuya fi­
nalidad es la protección global del medio ambiente antártico y los ecosiste­
mas dependientes y asociados, así como designar a la Antártida como re­
serva natural consagrada a la paz y a la ciencia.

C. Protección de la capa de ozono

Convenio para la Protección de la Capa de Ozono.

Este tratado internacional se llevó a cabo en Viena, el 22 de marzo de 1985,
su objetivo es proteger la salud humana y el medio ambiente contra los efec­
tos adversos resultantes o que puedan resultar de las actividades humanas
que modifiquen o puedan modificar la capa de ozono.

México es parte de este tratado internacional. Ello de abril de 1985, el
plenipotenciario de los Estados Unidos Mexicanos debidamente autorizado
firmó, ad referéndum. este Convenio; fue aprobado por la Cámara de Sena­
dores del H. Congreso de la Unión el 11 de septiembre de 1987, según de­
creto publicado en el Diario Oficial de la Federaci ón del 14 de septiembre de
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ese año. El instrumento de ratificación, firmado por el titular del Ejecutivo
federal el 11 de septiembre de 1987, fue depositado ante el secretario gene­
ral de la Organización de las Naciones Unidas el 14 del mismo mes y año.

Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias
que Agotan la Capa de Ozono.

Dicho Protocolo deriva del Convenio para la Protección de la Capa de Ozo­
no, y se celebró en Montreal el 16 de septiembre de 1987. Su finalidad es
eliminar las sustancias que pueden agotar considerablemente la capa de
ozono y modificarla de alguna otra manera, con los posibles efectos nocivos
en la salud y en el medio ambiente, mediante la adopción de medidas pre­
ventivas para controlar equitativamente las emisiones mundiales totales que
la agotan, con base en los adelantos registrados en la esfera de los conoci­
mientos científicos y teniendo en cuenta consideraciones de índole econó­
mica y técnica.

Este tratado también fue adoptado por el gobierno mexicano. El 16 de
septiembre de 1987, el plenipotenciario de los Estados Unidos Mexicanos,
debidamente autorizado al efecto firmó, ad referéndum, dicho protocolo. La
aprobación del Senado de la República se verificó el 29 de diciembre de ese
año, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federaci ón del 25 de
enero de 1988. El instrumento de aceptación, firmado por el presidente
de la República el 27 de enero del año señalado, fue depositado ante el se­
cretario general de la Organización de las Naciones Unidas, el 31 de marzo
de 1988.

D. Protección de la diversidad biológica

Convenci ón para la Protecci ón de la Flora, Fauna y Bellezas Eseénicas
Naturales de los Países de América.

La convención en cuestión fue firmada en Washington el 20 de noviembre de
1940, por el plenipotenciario de México debidamente autorizado al efecto. Su
objetivo es proteger y conservar en su medio ambiente natural ejemplares de
todas las especies y géneros de flora y fauna indígenas, incluyendo las aves
migratorias, en número suficiente y en regiones lo bastante vastas para evitar
su extinción por cualquier medio al alcance del hombre; proteger y conservar
los paisajes de incomparable belleza, las formaciones geológicas extraordina­
rias, las regiones y los objetos naturales de interés estético, valor histórico o
científico, y los lugares donde existen condiciones primitivas en los casos a
que se refiere la convención, de la cual Méxicoes parte, y fue firmada siendo
presidente de la República Manuel Ávila Carnacho.
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Convenci éJ¡ sobre Pescay Conservaci éJ¡ de los Recursos
Vivos de Alta Mar.

La convención fue firmada en Ginebra, Suiza, el 29 de abril de 1958. Su ob­
jetivo es obligar a los Estados a adoptar las medidas que, en relación con sus
respectivos nacionales, puedan ser necesarias para la conservación de los
recursos vivos de alta mar, considerando que el desarrollo de la técnica mo­
derna para la explotación de los recursos vivos del mar, al aumentar la ca­
pacidad del hombre para atender las necesidades alimenticias de la crecien­
te población mundial ha expuesto algunos de estos recursos al peligro de ser
explotados en exceso; y considerando también que la naturaleza de los pro­
blemas que suscita la conservación de los recursos vivos de la alta mar su­
giere la necesidad de que se resuelvan, cuando ello sea posible, basados en
la cooperación internacional mediante la acción concertada de todos los Es­
tados interesados.

México es parte de este tratado internacional. Su aprobación por el Se­
nado de la República se llevó a cabo el 17 de diciembre de 1965, según
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federaci éJ¡ del 5 de enero de
1966. El presidente de la República la aceptó el 17 de junio de ese mismo
año, habiéndose efectuado el depósito del instrumento de adhesión respec­
tivo, ante el secretario general de la Organización de las Naciones Unidas, el
2 de agosto de 1966.

ConvenciéJ¡ relativa a los Humedales de Importancia Internacional
Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas. y el Protocolo
que la Modifica.

Esta convención se celebró en Ramsar, Irán, el 2 de febrero de 1971, y el
Protocolo modificatorio tuvo lugar en París, el 3 de diciembre de 1982. Su
objetivo es proteger los humedales de importancia internacional para impe­
dir su pérdida, considerando sus funciones ecológicas fundamentales en su
calidad de reguladores de los regímenes hidrológicos y en tanto que hábitats
de una fauna y flora características, particularmente, de las aves acuáticas
que, en sus migraciones estacionales pueden atravesar las fronteras y, en
consecuencia, son consideradas como un recurso internacional.

El gobierno mexicano se adhirió a esta convención 14 años después de
celebrada. La Cámara de senadores aprobó ambos instrumentos -Conven­
ción y Protocolo modificatorio- el 20 de diciembre de 1984, según decre­
to publicado en el Diario Oficial de la Pederacitn del 24 de enero y del 18 de
julio de 1985. El instrumento de adhesión, firmado por el titular del Ejecu­
tivo federal el 23 de julio de ese mismo año, fue depositado ante el director
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general de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO), el 4 de julio de 1986.

Convenci Ó/1 sobre el Comercio Internacional de Especies
Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES).

Esta convención fue firmada en Washington el 3 de marzo de 1973. Su ob­
jetivo es regular de manera estricta el comercio -incluidas la exportación,
reexportación, importación e introducción procedente del mar- de especí­
menes de flora y fauna silvestres, a fin de no poner en peligro su supervi­
vencia.

México también es parte de esta convención internacional, a la cual se
adhirió 18 años después de celebrada. La convención fue aprobada por la
Cámara de senadores, el 18 de junio de 1991, según decreto publicado en
el Diario Oficial de la Federacitn del 24 de junio del mismo año. El instru­
mento de adhesión, firmado por el presidente de la República el 27 de ju­
nio del año señalado, fue depositado ante el gobierno de la Confederación
Suiza el 2 de julio de 1991.

E. Protección contra la contaminación

Convenio sobre la Contaminaciá1 Atmosférica Transfronteriza
a Larga Distancia.

Este convenio se celebró en Ginebra, Suiza, el 13 de noviembre de 1979. Su
objetivo principal es controlar y restringir la emisión de compuestos orgá­
nicos volátiles (cov) con el fin de reducir tanto los flujos transfronterizos de
estos componentes como los de productos oxidantes fotoquimicos secunda­
rios que resulten de ellos, protegiendo de ese modo la salud y el medio am­
biente de sus efectos nocivos.

Convenio sobre Control de los Movimientos Transfronterizos
de los Desechos Peligrosos y su EliminaciÓ/1.

Este tratado es más conocido como el Convenio de Basilea, fue celebrado
en esa ciudad el 22 de marzo de 1989. Fue objeto de enmienda el 22 de
septiembre de 1995, en Ginebra, Suiza. Su objeto principal es reducir al mi­
nimo la generación de desechos peligrosos desde el punto de vista de la can­
tidad y de los peligros potenciales, como medida eficaz para proteger la
salud humana y el medio ambiente de los daños que entrañan tales dese­
chos, asi como controlar los movimientos transfronterizos de esos desperdi­
cios, partiendo de la base de que todo Estado tiene el derecho soberano de
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prohibir la entrada o eliminación de desechos peligrosos y otros ajenos a su
territorio.

México es parte de este importantísimo tratado internacional. Su apro­
bación por la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión se llevó a
cabo el 3 de julio de 1990, según decreto publicado en el Diario Oficial de la
Pederaci in del 6 de agosto del mismo año. El instrumento de ratificación, fir­
mado por el Ejecutivo federal el 4 de septiembre de 1990, fue depositado
ante el secretario general de la Organización de las Naciones Unidas, el 22
de febrero de 1991.

La declaración pronunciada por el Estado mexicano al ser aprobado este
tratado internacional fue importante, pues consideró dicho instrumento como
un gran adelanto en la protección del medio ambiental, mediante la regula­
ción jurídica de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos, al
establecer un marco de obligaciones generales para los Estados integrantes
con vistas fundamentalmente a reducir al mínimo la generación de residuos
peligrosos y el movimiento transfronterizo de éstos y asegurar su manejo am­
bientalmente racional, promover la cooperación internacional para esos fines,
crear mecanismos de coordinación y seguimiento asi como regular la aplica­
ción de procedimientos de solucíón pacífica de controversias.

Además, el gobierno mexicano consideró como complemento indispen­
sable del sistema normativo del convenio en cuestión, la adopción de un
protocolo que, de conformidad con los principios y normas del derecho in­
ternacional, se establezcan los procedimientos apropiados en materia de
responsabilidad e indemnización de los daños resultantes del movimiento
transfronterizo y el manejo de los desechos peligrosos.

Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civilpor daños causados
por la contaminacién de las aguas del mar por hidrocarburos.

Este convenio fue adoptado en Bruselas, el 29 de noviembre de 1969. Su
objeto es adoptar a escala internacional reglas y procedimientos unifor­
mes para dirimir toda cuestión de responsabilidad civil derivada de daños
causados por la contaminación de aguas del mar por hidrocarburos, con­
siderando los peligros de contaminación creados por el transporte maríti­
mo internacional de hidrocarburos a granel, y la necesidad de garantizar
una indemnización suficiente a las personas que sufran daños causados
por la contaminación resultante de derrames o descargas de hidrocarbu­
ros procedentes de barcos.

El citado convenio fue aprobado por la Cámara de senadores del H. Con­
greso de la Unión, el 13 de diciembre de 1993, según decreto publicado en
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el Diario Oficial de la Federación el 17 de enero de 1994. El instrumento de
adhesión. firmado por el Ejecutivo federal. el 25 de marzo de 1994. fue de­
positado ante el secretario general de la Organización Marítima Internacio­
nal. el 13 de mayo del mismo año.

Protocolo relativo a la intervención en alta mar en casos de contaminacitn
del mar por sustancias distintas de los hidrocarburos.

Este protocolo fue adoptado en Londres el 2 de noviembre de 1973. Su ob­
jeto es aplicar en alta mar las medidas que los Estados integrantes estimen
necesarias para prevenir, mitigar o eliminar todo peligro grave e inminen­
te para su litoral o intereses conexos. debido a la contaminación o amena­
za de contaminación por sustancias distintas de los hidrocarburos. resul­
tante de un siniestro marítimo o de actos relacionados con tal siniestro. a
los que sean razonablemente atribuibles consecuencias desastrosas de gran
magnitud.

El Estado mexicano es parte de este tratado internacional. La aprobación
del Senado al protocolo y a su acta de rectificación fueron aprobados por la
H. Cámara de senadores del Congreso de la Unión el 28 de diciembre de
1979. según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del 25
de enero de 1980. El instrumento de adhesión, firmado por el presidente de
la República el 8 de febrero de 1980 fue depositado. en poder del secretario
general de la Organización Consultiva Marítima Intergubernamental, el 11
de abril de ese año.

Convenio Internacional sobre Cooperacioi. Reparación y Lucha
contra la Contaminaci él! por Hidrocarburos.

El 30 de noviembre de 1990. en Londres. se adoptó este convenio interna­
cional. Su objeto principal es efectuar por los Estados parte. todas las medi­
das adecuadas para prepararse y luchar contra sucesos de contaminación
por hidrocarburos. considerando la importancia que tienen las medidas de
precaución y de prevención para evitar la contaminación por hidrocarburos,
la necesidad de aplicar estrictamente los instrumentos internacionales exis­
tentes relativos a ia seguridad marítima y a la prevención de la contamina­
ción del mar. y la elaboración de normas más elevadas para el proyecto, ex­
plotación y mantenimiento de los buques que transporten hidrocarburos y
de las unidades mar adentro.

El convenio en cuestión fue aprobado por la Cámara de senadores del
H. Congreso de la Unión, el 16 de diciembre de 1993. según decreto publi­
cado en el Diarío Oficial de la Pederacitn el 17 de enero del siguiente año. El
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instrumento de adhesión fue depositado ante el secretario general de la Or­
ganización Marítima Internacional, el 13 de mayo de ese año.

Acuerdo de Cooperadón entre los Estados Unidos Mexicanos
y los Estados Unidos de Am érica sobre la Contaminación del Medio
Marino por derrames de hidrocarburos y otras sustancias nocivas.

Este acuerdo de cooperación fue adoptado por ambos Estados en México,
Distrito Federal, el 24 de julio de 1980. Su objeto principal es el estableci­
miento de un plan conjunto de contingencia entre México y Estados Unidos
sobre contaminación del medio marino por derrames de hidrocarburos u
otras sustancias nocivas, con el fin de desarrollar medidas que permitan tra­
tar incidentes contaminantes y de garantizar una respuesta adecuada en
cada caso que pueda afectar de manera significativa las áreas del mar, in­
cluida la costa adyacente, que se encuentra del lado de su frontera marítima
establecida con la otra parte o con otros Estados y dentro de las 200 millas
náuticas medidas desde las líneas de base donde se mida su mar territorial.

Dicho acuerdo fue aprobado por la H. Cámara de senadores del Congre­
so de la Unión, el 18 de diciembre de 1980, según decreto publicado en el
Diario Oficial de la Federación del 9 de enero de 1981. El canje de notas co­
rrespondiente se efectuó en el Distrito Federal, el 30 de marzo de ese año.

2.5 Tratados internacionales comerciales relevantes
respecto a la protección del medio ambiente

El comercio internacional es una de las actividades humanas que mayores
discrepancias ha generado entre los diversos países respecto a la protección
del medio ambiente de sus respectivos territorios, pues su libre desarrollo
ha sido limitado por la ejecución de medidas restrictivas internas -o sobe­
ranas- las cuales impiden que cualquier mercancía se comercialice sin ana­
lizar previamente sus efectos y consecuencias en el medio ambiente y en la
salud del hombre.

Las relaciones comerciales han aumentado en los últimos años siendo
cada vez más complejas, lo que ha motivado la celebración de tratados in­
ternacionales y la creación de organismos internacionales comerciales, los
cuales fijan las reglas que rigen las actividades de comercio, ya sea incenti­
vándolas o restringiéndolas, según la naturaleza de los objetos puestos en el
mercado internacional y las repercusiones no comerciales que conlleven en
los territorios de cada país.
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Sin embargo, hoy se cuestiona la eficacia de los instrumentos relaciona­
dos con la política de comercio internaclonal para la protección ambiental;
algunos autores especialistas en la materia, para determinar esa cuestión
analizan las relaclones entre economía y medIo ambiente. Así tenemos que

... cuando el precio de un producto o de un recurso natural no refleje los costos
de producción, de extracción, de uso de los bienes medioambientales o de los
gastos necesarios para eliminar o disminuir los daños ocasionados al medio
ambiente como consecuencia de su producción o consumo, existe el peligro de
que se cause un daño irreparablea la ecología y de que se permita emplear irra­
cionalmente los recursos naturales de modo que se ponga en peligro su capa­
cidad de regeneración. Sin embargo, si el precio de un producto refleja la esca­
sez de los recursos naturales, menos serán de temer daños permanentes al
equilibrio ecológico ocasionados por actividades económicas.18

Entre los tratados y los organismos internaclonales comerciales más re­
levantes en cuanto a la protección del medio ambiente destacan tres: la Con­
vención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, el
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio y el Tratado de LI­
bre Comercio de América del Norte; veamos los aspectos más importantes
de cada uno.

2.5.1 Convención de la Organización para la Cooperación
y Desarrollo Económicos

Esta convención fue adoptada por los países industrializados en París, el 14
de diciembre de 1960, cuyo objetivo fue originalmente, continuar con las ta­
reas de la Organización para la Cooperaclón Económica Europea, la cual fue
creada para la reconstrucclón del continente europeo posterior a la Segun­
da guerra mundial.

México firmó dicha convención 34 años después, el 14 de abril de 1994,
Ysu aprobación por el Senado fue ella de mayo del mismo año; el depósi­
to del instrumento de adhesión se llevó a cabo ocho días después.

Este tratado creó la Organización para la Cooperación y Desarrollo Eco­
nómicos (OCDE) , cuyo objetivo actual es brindar cooperación técnica en las
politicas internas de los países cuando éstas interactúan con las de otras na­
ciones; sus propósitos generales son los siguientes:

18 Víctor Manuel Rojas Amandi, La protecei éJ1 del medio ambiente en el TLCANy la OMe, 1a
ed, Oxford University Press, México, 2000, pag XX.



86 DERECHO INTERNACIONAL AMBIENTAl

a) Que los paises miembros alcancen niveles más altos de crecimiento
sostenible tanto en sus economías como en el empleo y el nivel de
vida de la población. manteniendo su estabilidad financiera y de esa
manera colaboren en el desarrollo económico del orbe.

b) Expandir la economia y el empleo. promover el bienestar económico
y social mediante la coordinación de las políticas de los Estados
miembros. asi como estimular y armonizar los esfuerzos a favor de
los paises en vias de desarrollo.

c) Expandir el comercio internacional cimentado en la no discrimina­
ción entre paises, ele conformidad con los compromisos internacio­
nales pactados en eliversos tratados comerciales lnternacíonales.'?

La Convención de la OCDE es relevante desde el punto de vista ambien­
tal pues contiene. respecto de México, obligaciones concretas para identi­
ficar nuevos productos quimicos y sus posibles riesgos antes de que sean
comercializados. también sobre movimientos transfronterizos de residuos
destinados a operaciones de recuperación.

Además. en la OCDE se planteó uno de los principios reguladores del de­
recho ambiental: "Quien contamina. paga", como un objetivo a lograr me­
diante las politicas ambientales de los Estados miembros. Este principio na­
ce a la par que el concerniente al desarrollo sostenible. de acuerdo al cual el
uso o consumo de recursos naturales de una persona no debe hacerse a ex­
pensas de los demás. ni el de una generación a costa de las siguientes.

1.5.1 Acuerdo por el que se establece la Organización
Mundial de Comercio

La Organización Mundial de Comercio (OMC) fue creada mediante el acuer­
do fijado en el Acta Final de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comercia­
les Multilaterales, la cual fue firmada ad reJerendum por el plenipotenciario
mexicano el 15 de abril de 1994. en Marrakech, Marruecos.

El Senado de la República aprobó el acta mencionada ei 13 de julio del
mismo año, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federacitn el
4 de agosto de 1994; el instrumento de ratificación fue depositado ante
el director general del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comer­
cio. el 31 de agosto siguiente.

19 Luis Malpica de la Madrid, La influencia del derecho internacional en el derecho mexicano.
La apertura del modelo de desarrollo de México, 1a ed, 1a reírnp, Editorial Ltrnusa, México,
2002. págs 333·334.
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Ese acuerdo establece, en su art 2, tres principios básicos reguladores del
comercio internacional:

a) Que los diferentes tratados que constituyen el sistema de comercio
internacional son parte integrante del acuerdo.

b) Que la versión del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Co­
mercio (GATT, por sus siglas en inglés) incluida en el acta final es de
1994, el cual es un tratado juridicamente distinto e independiente y,
por tanto, sucesor del GATT en vigor desde 1947.

e) Que la OMC es el organismo internacional competente para observar
el cumplimiento de las normas de los tratados que regulan el sistema
de comercio internacional.

Ahora bien, el GATT es uno de los tratados a nivel internacional más im­
portantes en la regulación de las relaciones comerciales, el cual contiene
una serie de principios y medidas que debemos tener en cuenta:

a) El principio de la nación más favorecida, por medio del cual se ex­
tienden a todos los Estados parte del acuerdo los privilegios fiscales
o los que se deriven de cualquier otra disposición de derecho público
y que resulten aplicables a la importación o exportación de mercan­
cias provenientes de otro Estado que forma parte del acuerdo.

b) El principio de trato igual a mercancías extranjeras y nacionales. lo
cual se traduce en un acuerdo no discriminatorio.

e) La desgravación arancelaria general y paulatina, cuyo propósito es al­
canzar la liberación del comercio internacional basada en el aprove­
chamiento de ventajas comparativas y en condiciones de competen­
cia no discriminatoria.

d) La prohibición de establecer restricciones cuantitativas a la importa­
ción o exportación de mercancías, debiendo utilizar como instrumen­
tos de política comercial exclusivamente aranceles, impuestos o con­
tribuciones del mismo tipo, para evitar que se impongan límitaciones
o prohibiciones a la importación o exportación, de naturaleza no
arancelaria.

e) La eliminación de barreras comerciales no arancelarias que limiten
las importaciones y exportaciones, tales como las prácticas dumping
o subvenciones públicas (subsidios) para la exportación.

j) El trato preferente a paises en vías de desarrollo, estableciendo para
tal fin un sistema generalizado de preferencias en el cual los paises
industrializados concedan determinados privilegios comerciales a los
paises subdesarrollados.
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g) El sistema de cláusulas de escape, que permite una aplicación más
flexible del GATT al establecer excepciones a la aplicación de normas
relativas a:

• Trato no discriminatorio.
• Liberación arancelaria.
• Prohibición ele restricciones cuantitativas.

La OMe no tiene ningún acuerdo específico sobre medio ambiente; sin
embargo, varios acuerdos incluyen disposiciones que reflejan preocupacio­
nes en la protección del medio ambiente. Entre éstos destacan dos: el Acuer­
do sobre Obstáculos Técnicos al Comercio y el Acuerdo sobre la Aplicación de
Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.

2.5.2.1 Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio

En el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio se regulan aspectos
de las reglas técnicas relacionadas con el intercambio internacional de mer­
cancías, cuya finalidad es reducir los efectos negativos que las normas téc­
nicas de los países miembros puedan ejercer en el comercio internacional.

El hecho de que los paises miembros cuiden que la aplicación de los re­
glamentos y normas técnicas no constituyan barreras innecesarias para el
comercio internacional, no significa que los Estados integrantes no puedan
acordar medidas para proteger la vida y la salud de los seres humanos, así
como de las plantas, los animales y en general del medio ambiente. En es­
tos supuestos, el acuerdo en comento prevé una excepción en los casos en
que las barreras comerciales sean necesarias para lograr un fin legítimo. co­
mo la protección de la salud humana y del medio ambiente.

Otra salvedad es la obligación de los países miembros de armonizar las
reglamentaciones técnicas asi como los procesos de certificación y prueba
basados en las leyes internacionales en la materia. Dicha excepción la cons­
tituyen las normas nacionales que resulten distintas de las internacionales,
cuando éstas carezcan de inefectividad o sean inadecuadas para proteger el
medio ambiente.

2.5.2.2 Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas
sanitarias y Fitosanitarias

En este acuerdo se establecen objetivos y procedimientos de creación, acep­
tación y aplicación de normas sanitarias y fitosanitarias entendidas como le-
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yes, decretos, reglamentos, requisitos y procedimientos que se aplican para
proteger la vida y la salud de los animales, las plantas y del ser humano con­
tra los peligros de plagas, enfermedades y contaminantes.

En este acuerdo, los Estados integrantes han decidido armonizar sus res­
pectivas legislaciones apoyadas en normas, directrices o recomendaciones
internacionales, con el fin de reducir en lo posible los efectos perjudiciales
que la aplicación de los distintos códigos nacionales en cuanto a medidas
sanitarias y fitosanitarias le pudieran ocasionar al comercio internacional.

Sin embargo, dicha armonización puede causar problemas a la politica
de protección ambiental de algunos países por la diferencia entre estánda­
res altos y bajos -pues no todos los Estados tienen el mismo nivel de es­
tandarización-, de manera que los paises con niveles altos tuviesen que
renunciar a ellos en aras de cumplir esta obligación, y en perjuicio de la pro­
tección del medio ambiente.

Por ello, en los términos de ese acuerdo, los Estados tienen la facultad
de conservar e incluir medidas sanitarias o fitosanitarias que protejan el me­
dio ambiente de una mejor forma de la que sería posible si se aplicaran las
disposiciones internacionales correspondientes.

2.5.2.3 Comité de Comercio y Medio Ambiente de la OMe

El CCMA se formó tras adoptar la decisión ministerial de 1994 sobre comer­
cio y medio ambiente. Sustituyó al Grupo MACI del GAn, y su mandato es el
siguiente:

• Establecer la relación existente entre las medidas comerciales y am­
bientales, con el fin de promover el desarrollo sostenible.

• Dar recomendaciones oportunas en cuanto a la necesidad de rnodifl­
car ias disposiciones del sistema multilateral de comercio compatibles
con el carácter abierto, equitativo y no discriminatorio del sistema.

Los parámetros en los cuales ha orientado su labor el CCMA son los si­
guientes:

• La üMC no es un organismo de protección del medio ambiente; su
competencia está limitada al comercio así como las politicas ambien­
tales que estén relacionadas con el mismo y tengan efectos significa­
tivos en el intercambio comercial de los Estados miembros. Dicho de
otro modo: la tarea de la üMC en cuestiones ambientales se reduce a
estudiar los problemas que surgen cuando las políticas del medio amo
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bíente tienen consecuencias significativas para el comercio interna­
cional.

• Los acuerdos del GAn/oMc dejan amplio margen de maniobra a los
países miembros para que apliquen políticas de protección ambiental,
siempre y cuando no sean discriminatorias.

• La coordinación entre los países es básica para responder a las preo­
cupaciones medioambientales.

• Las oportunidades seguras de acceso a los mercados son fundamen­
tales para ayudar a los países subdesarrollados a lograr un crecimien­
to sostenible.

ll.5.3 Tratado de Libr'E Comercio de ÁJIIérica del "'orte

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) fue celebrado
por Canadá, Estados Unidos y México el 17 de diciembre de 1992, fecha
en la cual fue firmado simultáneamente por los tres paises en Ottawa,
Washington y México, constituyendo así la zona de libre comercio más
grande del mundo. El decreto promulgatorío se publicó en el Diario Oficial
de la Federaci ón el 20 de diciembre de 1993, Yentró en vigor ello de ene­
ro de 1994.

Los objetivos del TLCAN, de acuerdo con su art 102, son los siguientes:

a) Eliminar obstáculos al comercio y facilitar la circulación transfronte­
riza de bienes y servicios en tres territorios involucrados.

b) Promover condiciones de competencia leal en la zona de libre co­
mercio.

e) Aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión en los te­
rritorios de las partes.

el) Proteger y hacer valer, de manera adecuada y efectiva, los derechos
de propiedad intelectual en el territorio de cada una de las partes.

e) Crear procedimientos eficaces en la aplicación y cumplimiento del
tratado, así como en la administración conjunta y la solución de con­
troversias.

j) Disponer lineamientos para la ulterior cooperación trílateral, regional
y multilateral encaminada a ampliar y mejorar los beneficios de di­
cho tratado.

Sin embargo, en el preámbulo de este tratado se mencionan tres fines
relacionados con la protección del medio ambiente:
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• Los objetivos del libre comercio y la integración regional deben ser
compatibles con la protección y conservación del medio ambiente.

• La promoción del desarrollo sustentable.
• El fortalecimiento de las actividades estatales relacionadas con la ela­

boración y aplicación de las leyes y reglamentos medioambientales.

En ese sentido, el TLCAN fija como uno de sus objetivos más relevantes
la compatibilidad de las políticas de libre comercio y de la protección del
medio ambiente. Para lograr tal objetivo, en el tratado se regulan seis instru­
mentos legales que hacen posible que las partes pongan en práctica una po­
lítica efectiva de protección ambiental en el marco de la liberalización co­
mercial. Tales instrumentos son:

al Una cláusula para solucionar las concurrencias normativas que pudie­
ran tener lugar entre las disposiciones del TLCAN y aquellas conteni­
das en tratados internacionales en materia de protección del medio
ambiente.

bl Cláusulas de escape que autorizan a las partes a emplear sus instru­
mentos para proteger la vida y la salud humanas. la flora y fauna y.
en general, el medio ambiente. aun cuando tales cláusulas puedan re­
sultar violatorias de lo establecido en las disposiciones relativas a la
eliminación de barreras técnicas; de compras y contratación del sec­
tor público; de patentes. y de liberalización de inversiones y del co­
mercio de mercancías. de servicios o de telecomunicaciones.

el Norma de protección contra prácticas conocidas como dumping eeo­
lq¡ieo.

el) Jurisdicción obligatoria ante los paneles del TLCAN en aquellos casos
en que las controversias sean relativas a la aplicación y cumplimien­
to de ciertas normas de protección ambiental.

el Facultades de los paneles para valerse de los medios adecuados con
el fin de recabar las informaciones necesarias cuyo destino sea la pre­
servación del medio ambiente.

!J Normas que establecen límites a la emisión de contaminantes que
deben emitir los automóviles producidos en la región de América del
Norte. 2o

Después de una larga etapa de negociaciones previas a la firma del
TLCAN. los tres paises determinaron. en materia de protección ambiental.

20 V. Rojas Amandi, ob cit, págs 106-108.
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complementar el acuerdo comercial mediante otro tipo de acuerdos tripar­
titas no comerciales, como el Acuerdo de Cooperación Ambiental de Améri­
ca del Norte (ACAAN), firmado el 14 de septiembre de 1993 y publicado en
el Diario Oficial de la Federaci ón el 21 de diciembre de ese año.

Este acuerdo de cooperación ambiental tiene como objetivos los sí­
guientes:

• Alentar la protección y el mejoramiento del medio ambiente en terrí­
torio de las partes, para el bienestar de las generaciones presentes y
futuras.

• Promover el desarrollo sustentable a partir de la cooperación y el apo­
yo mutuo en políticas ambientales y económicas.

• Incrementar la cooperación entre las partes encaminada a conservar,
proteger y mejorar aún más el medio ambiente, incluidas la flora y la
fauna silvestre.

• Apoyar las metas y los objetivos ambientales del TLCAN.

• Evitar la creación de distorsiones o de nuevas barreras en el comercio.
• Fortalecer la cooperación para elaborar y mejorar las leyes, los regla­

mentos, los procedimientos. las políticas y las prácticas ambientales.
• Mejorar la observancia y la aplicación de leyes y reglamentos ambien­

tales.
• Promover la transparencia y la participación de la sociedad en la ela­

boración de leyes, reglamentos y políticas ambientales.
• Promover medidas ambientales efectivas y económicamente efí­

cientes.
• Promover políticas y prácticas para prevenir la contaminación.

El ACAAN prevé la creación de una organización internacional que es la
Comisión para la Cooperación Ambiental (CCA). Esta organización comparte
las mismas características que la Comisión de Libre Comercio creada en el
TLCAN: es íntergubernamental. multilateral. regional, abierta y creada por
tiempo ilimitado.

La personalidad jurídica de la CCA procede de su propia naturaleza. aun­
que no se reconozca expresamente en el ACAAN: fue creada mediante un tra­
tado internacional y cuenta con órganos para la toma y ejecución de sus
decisiones. Al respecto. los órganos con los que cuenta la comisión son los
siguientes:

• Un consejo. que es el órgano director de la comisión. Se organiza bajo
el principio de derecho internacional de igualdad de las partes y cons-
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tituye el grupo en el que [os países miembros consultan, negocian y
trabajan en común.

• El secretaríado, que es un órgano permanente de apoyo técnico, admi­
nistrativo y operativo al consejo, a los grupos de trabajo y a los dife­
rentes comités.

• Un comité consultivo público conjunto, que es el órgano de asesoría es­
pecializada del consejo y de asistencia técnica y científica del secreta­
riado.

• Comités, grupos de trabajo y de expertos, los cuales pueden ser creados
por el consejo en cualquier momento que los considere necesarios pa­
ra las obligaciones que establece el ACAAN.

2.6 Principios rectores de la protección
del medio ambiente derivados del derecho
intemacional ambiental

Las relaciones internacionales han partido, desde hace mucho tiempo, del
principio de la soberanía territorial de los Estados; sin embargo, en ia ma­
teria ambiental dicho principio no puede mantenerse tan firme como his­
tóricamente se ha hecho, puesto que la contaminación que se produce en
un Estado puede afectar a la comunidad internacional en su totalidad o
a un país en especifico, esto es, los fenómenos contaminantes no respe­
tan fronteras. Por esta razón, de los tratados y acuerdos internacionales
ambientales, económicos y comerciales han surgido determinados princi­
pios generales que fijan las bases para su futuro desarrollo en la legisla­
ción internacional y nacional de cada país. Veamos los que tienen mayor
importancia.

2.6.1 Principio de prevención, reducción y control
de daños al ambiente

Este principio consagra la obligación a cargo de los Estados de no permitir
ei uso de su territorio para la realización de actividades que perjudiquen el
medio ambiente de otros paises. Este principio encuentra sus fuentes en
el principio 21 de la Declaración de Estocolmo sobre el medio ambiente hu­
mano, en el art SO de la Carta de Derechos y Deberes Económicos de [os Es­
tados y en el principio 2 de la Declaración de Río sobre el medio ambiente y
el desarrollo.
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Inclusive, el Tribunal Internacional de Justicia ha generado jurispruden­
cia internacional sobre este deber de protección a cargo de los Estados.
Como ejemplo tenemos el dictamen de este tribunal sobre la legalidad de
la amenaza o el empleo de armas nucleares, en el cual determinó que "... la
existencia de la obligación general de que los Estados velen porque las acti­
vidades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no dañen el
medio ambiente de otros Estados o zonas que están fuera de su jurisdicción
nacional forma parte ya del corpus de normas internacionales en materia de
medio ambiente"."

La obligación de prevención conlleva dos tipos de conductas: la prime­
ra, que consiste en la prohibición a los Estados de causar daños de manera
directa al medio ambiente más allá de sus fronteras nacionales; la segunda,
consistente en la obligación de los paises de vigilar que las actividades que
se lleven a cabo en sus territorios o bajo su control no den lugar a esa clase
de daños transírontenzos.F La violación a estos deberes genera responsabi­
lidad internacional, cuyo contenido será la obligación de reparar el daño
causado y la prevención de daños similares en el futuro, actuando con la di­
ligencia debida.

IU.2 Principio de coo~leración intemacional

Éste proviene del principio 24 de la Declaración de Estoco/mo y del principio
7 de la Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo, y consiste en
la obligación de los Estados de dar aviso previo y anticipado a los países que
estén en riesgo de sufrir daños ambientales por la realización de actividades
en el territorio de los primeros. Esta obligación se ha desarrollado en las nor­
mas internacionales de conservación del medio ambiente e incluye el deber
de informar y consultar sobre las actividades perjudiciales para el medio
ambiente de terceros Estados, cuya fuente se encuentra en el principio 19
de la Declaración de R ÍD.

2.6.3 Principio de comunicación y consulta

Derivado del principio 19 de la Declaraci ÓI1 de R ÍD, este fundamento esta­
blece la obligación de todos los Estados de advertirse recíprocamente
acerca de cualquier hecho o actividad que pueda causar daño al medio

21 Julio D. González Campos, ob cit. pág 796.
22 Ob cit.
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ambiente fuera del límite de los territorios sobre los que tienen soberanía
y jurisdicción.

Al respecto, López-Bassols aclara las implicaciones de este principio, al
señalar que

... se impone la obligación de cooperar para el Estado que puede ser afectado
[por la actividadcontaminante], para que una obra que vaya a traer consecuen­
cias benéficas para el Estado que realizará la actividad, no se vea impedido por
la postura intransigente del Estado afectado. Lo que se busca es que lleguen a
una solución, en donde, si no se evitan las consecuencias de la actividad, por
lo menos sí se minimicen sus efectos. También pueden llegara un acuerdo pa­
ra repartirse los beneficios de manera que se compense el daño causado.P

2.6.4 Principio "quien contamina pagan

Este principio fue concebido por primera vez en el seno de la aCDE en no­
viembre de 1974, para asignar los costos económicos que genera cualquier
actividad que produzca impactos ambientales. Se planteó "... como una for­
ma de imputar al contaminador la carga de la lucha contra la contamina­
ción, quien deberá asumir el costo de las medidas necesarias para evitarla
o reducirla hasta los estándares marcados por las autoridades públicas de
los países míembros<"

Este principio está claramente reflejado en el ActaÚnica Europea de 1986,
que establece en su art 25 que todas las acciones tomadas por la Unión Euro­
pea relacionadas con el medio ambiente deberán basarse en el fundamento
de que el daño ambiental debe ser corregido desde su fuente, haciéndolo un
acto prioritario del Estado y que el contaminador debe pagar.>

Mediante la observancia de este principio se persigue que los bienes y
servicios cuya producción y/o consumo sean causantes de contaminación,
reflejen en sus precios el costo de las medidas de prevención y control de
dicha contaminación, debido a que las valoraciones económicas pueden
ayudar a que los agentes económicos consideren los efectos o impactos ad­
versos al ambiente antes de realizar las actividades productivas o de consu­
mo causantes de esos resultados."

" López-Bassols, ob clt, págs 228,229.
24 TaniaGarcia López. Quien contamina paga.Principio regulador delderecho ambiental, 1 a ed,

Editorial Porrúa, México, 2001, págs 8,9.
25 López-Bassols, ob cit, pág 229.
2. Garcia López. ob cit. pag 9.
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El principio que nos ocupa se estableció en la Declaracién de Rio sobre
medio ambiente y desarrollo, que en su principio 16 lo consagra en el ám­
bito general aplicable a todos los Estados que produzcan daños ambientales
a otros y no sólo a los paises industrializados integrantes de la OCDE como
originalmente se pensaba en la comunidad internacional.

2.6.5 Principio de respol1sabilidad común
pero diferenciada

Este fundamento fue establecido en el principio 7 de la Declaracién de R io Y
en los convenios sobre cambio climático y la diversidad biológica, derivados
de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el De­
sarrollo. Su contenido lo podemos dividir en dos partes: la primera, en la
responsabilidad común de todos los Estados en la degradación del medio
ambiente, en virtud de que cada uno ha contribuido a ella, y en el deber de
no dañar el ambiente en el futuro, cooperando para solucionar las conse­
cuencias presentes de la degradación ambiental; la segunda parte consiste
en la distinta medida en que los Estados han contribuido a la degradación
del medio ambiente, lo que hace la diferenciación de responsabilidades con
especial énfasis a la correspondiente a los países desarrollados, quienes
han reconocido internacionalmente la responsabilidad que les atañe "... en
la búsqueda internacional del desarrollo sostenible, en vista de las presiones
que sus sociedades ejercen en el medio ambiente mundial y de las tecnolo­
gías y los recursos financieros de que dtsponen'<?

El contenido de este principio fue planteado particularmente por la ma­
yoría de los países en vías de desarrollo, que tomaron como antecedente las
manifestaciones emanadas de la Declaraciin deEstocolmo -antecedente de
la Cumbre de Río de Janeiro- y las consideraron con escepticismo, "... ya
que juzgaron que la responsabilidad del deterioro ambiental debía fincarse
no en el resultado de su propia actividad económica, sino en el de las nacio­
nes que habían alcanzado ya grados avanzados de industrialización y, de pa­
so, de explotación de los recursos naturales del planeta .:",28 especialmente
por el desarrollo de sistemas productivos basados en el empleo intenso de
energía proveniente de materiales fósiles.

27 Vfuse el principio 7 de la nectarocioi deRío.
28 Víctor L. Urquidi (coordinador), México en la globalizaciérl. Condiciones y requisitos de un

desarrollo sustentable y equitativo. Informe de la Secciin Mexicana del Club de Roma, la ed.
tercera reimpresión, Fonda de Cultura Económica, Sección de Obras de Economía latinoa­
mericana, México, 2000, págs 43-44.
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De esta manera, se estableció que la responsabilidad común no corres­
ponde en partes iguales, sino que se tiene que tomar en consideración el
daño ambiental que cada Estado realiza, siendo responsables en parte pro­
porcional al daño ambiental causado."

2.6.6 Principio de precaución o de cautela

El fundamento de precaución -o dicho en rigor, el criterio de precau­
ción- fue establecido en el principio 15 de la Declaraci ón de Río, aunque
su afirmación con carácter general se produjo en la Declaración Ministerial
sobre el Desarrollo Sostenible, adoptada en Bergen en mayo de 1990 por
los países integrantes de la Comisión Económica para Europa de las Na­
ciones Unidas.

Este principio se ha erigido -por iniciativa de los países industrializa­
dos- como uno de los instrumentos fundamentales de la protección inter­
nacional del medio ambiente, y algunos países -como México- lo han
incluido en sus respectivas legislaciones.

En dicho principio se establece:

Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar amplia­
mente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya pe­
ligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces
en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente.

No obstante, contrario a lo que pudiera parecer, de su contenido se des­
prenden determínados límites para su observancia y aplicación:

a) Que los Estados apliquen ampliamente el enfoque de precaución con­
forme a sus capacidades, significa que su interpretación será menos
estricta respecto de los países en vías de desarrollo, considerando el
principio de responsabilidad común pero diferenciada.

b) La aplicación del principio tendrá lugar en casos de falta de evidencia
científica absoluta, por lo que debe tratarse de cuestiones respecto de
las cuales se han alcanzado conocimientos precisos aunque persistan
algunas incertidumbres; en sentido contrario, este principio no debe
aplicarse en relación con problemas eventuales.

29 López-Bassols. ob cit. págs 229-230.
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e) Las medidas eficaces para impedir la degradación del ambiente sólo
pueden postergarse en función de los costos, dejando abierta la posi­
bilidad de retardar tales medidas que, aunque seguramente serán efi­
caces, presentan un costo excesivo o desproporcionado.

d) Dicho principio sólo opera cuando hay peligro de daño grave o irre­
versible, mientras que en caso de riesgo cuyo alcance es reducido no
es necesario aplicar un enfoque o criterio precautorto.>?

El criterio de precaución debe incluirse en las acciones de gobierno cu­
yo objetivo sea la protección del ambiente, mas no como un instrumento de
aplicación a todo caso particular que propicie injustificadamente -sin ba­
ses sólidas- estancamiento en inversiones y sistemas de producción cuyo
impacto ambiental puede ser controlado, mitigado, minimizado o reducido,
pues esos no son sus alcances originales.

'0 Julio D. González Campos. ob cit. págs 798·799.



UNIDAD 3
La Constitución y

el medio ambiente

Objetivo particular: al concluir esta parte del curso, el alumno:

Ubicar á Y analizará las disposiciones de la Constitución Politica de los
Estados Unidos Mexicanos cuyo contenido versa sobre el equilibrio eco­
lógico y la protección del ambiente. también comprenderá la importan­
cia de dichas disposiciones al constituir el fundamento constitucional
del derecho ambiental determinando su objeto. finalidades y conteni­
do en la legísíací ón secundaria relativa al ambiente y a los recursos na­
turales.

3.1 Introducción

De acuerdo con los principios fundamentales del constítucíonalísrno clásico.
la Constitución es la norma jurídica por excelencia. a la cual todas las demás
quedan subordinadas. En México. la jerarquía de la Constitución como Ley
Suprema proviene del propio texto constitucional (recordemos lo que dispo-
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ne el art 133 de nuestra Carta Magna) debiéndose sujetar a sus preceptos y
mandatos todo tratado internacional firmado por el presidente de la Repú­
blica y aprobado por el Senado, así como toda ley secundaria que emane de
la misma Constitución.

Dado el carácter supremo de la Ley Fundamental, se han incorporado en
ella diversas disposiciones referentes al medio ambiente con la finalidad de
que, al elevarse al máximo rango jurídico, se ejerza un control efectivo de la
conducta humana que perjudica el ambiente, así como realizar acciones que
fomenten e impulsen el aprovechamiento sustentable, la preservación y la
conservación de sus recursos naturales con el propósito de lograr la continui­
dad de la vida y el bienestar actual y futuro de todos los habitantes.

La ConstituciÓ/1 Política de los Estados Unidos Mexicanos contiene diver­
sas disposiciones que en forma expresa aluden al medio ambiente o a los
recursos naturales que lo integran, el cual se denomina constitucionalizaciÓ/1
del medio ambiente. Estos preceptos constitucionales son:

a) El art 20, ap A, fracc V, que establece que los pueblos y las comuni­
dades indígenas tendrán autonomía para mejorar y conservar el há­
bitat y preservar la integridad de sus tierras.

b) El art 40, párr sexto, que establece el derecho de toda persona a un
medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar.

c) El art 25, en sus párrafos primero y sexto establecen:

• El primer párrafo, que el Estado, como rector de desarrollo nacio­
nal, garantizará que éste sea integral y sustentable.

• El sexto párrafo, que el Estado apoyará e impulsará a las empresas
de los sectores social y privado, sujetándolos a las modalidades que
dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recur­
sos productivo:" cuidando su conservación y el medio ambiente.

el) El art 27, que en su tercer párrafo establece el fundamento constitu­
cional más importante para nuestra legislación ambiental al estable­
cer las bases para la regulación del aprovechamiento y cuidado de los
elementos naturales susceptibles de apropiación, para la preserva­
ción y restauración del equilibrio ecológico y la protección de los ele­
mentos naturales.

e) El art 73, fraccs XVI y XXIX-G, establece:

• La fracción XVI, la facultad del Congreso de la Unión para expedir
leyes en materia de salubridad general, así como la facultad del
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Consejo de Salubridad General para adoptar medidas para prevenir
y combatir la contaminación ambiental, que serán objeto de revi­
sión por el Congreso de la Unión en los casos que le competan.

• Fracción XXIX-G, la facultad del Congreso de la Unión para expedir
leyes que establezcan la concurrencia del gobierno federal, de los
gobiernos de los estados y de los municipios en materia de protec­
ción al medio ambiente y de preservación y restauración del equi­
librio ecológico.

./J Art 115, establece el régimen jurídico y politico de los municipios, y
que en materia ambiental prevé las siguientes disposiciones:

• Fracc 1II, incs al, e) y gl, correspondientes a las funciones y servi­
cios públicos que tienen a su cargo los municipios, y que son: agua po­
table, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas
residuales; limpia, recolección, tratado, tratamiento y disposición
final de residuos, y calles, parques y jardines y su equipamiento,
respectivamente.

• Fracc V, inc gl, establece la facultad de los municipios para partici­
par en la creación y adrnínístraclón de zonas de reservas ecológi­
cas y en la elaboración y aplicación de programas de ordenamien­
to en esta materia.

gl Art 122, base primera, fracc V, inc j), que establece la facultad de la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal para legislar en materia de
preservación del medio ambiente y protección ecológica.

Enseguida se explica el contenido de estos articulos y se hace alusión a
su importancia en la construcción y desarrollo de la legislación ambiental
mexicana.

3.2 Artículo 20, apartado A, fracciones V y VI,
Y apartado B, fracción VII: la autonomía de los
pueblos y de las comunidades indígenas para
mejorar y conservar el hábitat de sus tierras

El art 20 constitucional fue reformado el 14 de junio de 2001, fecha en la
cual se publicaron en el Diario Oficial de la Federaei rn las reformas a este
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precepto del pacto federal. El proceso legislativo mediante el cual se reformó
esta disposición constitucional fue controvertido por dos razones básicas:
los problemas que se trataban de resolver. como son ias causas que origina­
ron el levantamiento de los indígenas chiapanecos en 1994. y los derechos
que se reconocieron en la Constitución Polítíca, es decir los derechos de los
pueblos y ias comunidades indígenas. Además. en dicha reforma se incluye­
ron tres disposiciones relativas a la preservación dei medio ambiente y ai
aprovechamiento racional de los recursos naturales como parte del desarro­
ilo sustentable de ios pueblos y comunidades indígenas. mismas que co­
mentaremos a continuación.

A. La fracción V del apartado A.
Esta fracción establece textualmente io siguiente:

Artículo 20
[•••J

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y comu­
nidades indígenas a la libre determinación Y. en consecuencia. a la autonomía
para:
[...J

v. Conservar y mejOlar el hábitat y preservar la integridad de sus tierras en
los términos establecidos en esta Constitución.

En los términos de este precepto. los pueblos y comunidades indígenas
gozan dei derecho a la libre determinación y autonomía para conservar y
mejorar el hábitat donde viven así como para preservar sus tierras. Este es
un derecho que. en principio. los pueblos y las comunidades mencionadas
pueden ejercer por eilos mismos. de acuerdo a su cosrnovísión, en lo que ai­
gunos juristas denominan derechos autonémicos.'

Al respecto. Carlos Durand señala que

En una etapa de creciente influencia de la globalización. estos pueblos indíge­
nas tienen mucho que apenar de su experiencia milenaria. sobre el uso racional
de los recursos naturales, en el contextode una culturade solidaridad y coope­
ración social y de relación más armónica con la naturaleza. a la cual conside­
ran y tratan no sólocomo una fuente de medios de producción. sino como una
fuente de vida"

1 Francisco lópez Bárcenas, Legislaciá1. y derechos indiqenas en México, 1a ed, Centro de
Orientación y Asesoría a Pueblos Indígenas, A.C., en coedícíón con Ce Acatl, Redez y La
Guillotina. México. 2003, pág 61.

2 Carlos Humberto Durand Alcántara, Derecho indyena. la ed, Editorial Porrúa, México.
2002. pág 182.
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Sin embargo, para Francisco López Bárcenas, esta adición al art 20
constitucional no representa un derecho sino más bien una obligación, la
cual por su redacción pareciera que constriñe a realizar algo -conservar y
mejorar el hábitat y preservar las tierras-, razón por la cual no se puede ha­
blar de un derecho."

No obstante, al reconocerse constitucionalmente la autonomía de los
pueblos y comunidades indígenas para conservar y mejorar el hábitat así co-:
mo para preservar sus tierras, y si por autonomía se entiende el estado o
condición en el cual se disfruta de la facultad de dirigirse por sí mismo, en­
tonces tales pueblos y comunidades tienen la capacidad de resolver de ma­
nera libre y autónoma la forma y los medios para la conservación y mejora­
miento del hábitat y la preservación de sus tierras.

B. Fracción VI del apartado A.
Esta fracción que comentaremos dispone lo siguiente:

Artículo 20.
[...J

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y comu­
nidades indigenas a la libre determinación Yo en consecuencia, a la autonomía
para:
[...J

VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y tenen­
cia de la tierra establecidas en esta Constitución ya las leyes de la materia, asi
como a los derechos adquiridos por terceros o por integrantes de la comunidad,
al uso y disfrute preferente de los recursos naturales de los lugares que habitan
y ocupan las comunidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas estraté·
gicas, en términos de esta Constitución. Para estos efectos las comunidades po­
drán asociarse en términos de ley.

Los pueblos y comunidades indígenas tienen el derecho autonómico de
acceder al uso y disfrute preferente, respecto de terceros, de los recursos na­
turales que se encuentran en los lugares que aquéllos habitan y ocupan. El
ejercicio de tal derecho tiene una limitación constitucional: el acceso prefe­
rente de los recursos naturales debe respetar las formas y modalidades de
propiedad y tenencia de la tierra establecidas en la Constitución y en las le­
yes de la materia, como las establecidas en el art 27 constitucional y en los
códigos civiles, la LeyAgraria y la LeyGeneral de Bienes Nacionales, así como
los derechos adquiridos por terceros o por integrantes de la comunidad.

3 F. López Bárcenas, ob cit. pág 65.
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Acerca de esa limitación, López Bárcenas comenta que el respeto a que
alude la reforma constitucional "... es lógico en un estado de derecho (sic),
por lo que resulta un exceso insistir en ello"," De igual manera este jurista
considera excesivo reiterar el respeto que en el ejercicio del derecho en
cuestión debe guardarse a los derechos de terceros y por integrantes de las
comunidades, "... pues son reglas del derecho común contenidas en otras le­
gislaciones secundarias..."5

Por otra parte, el derecho preferencial de usar y disfrutar los recursos na­
turales tiene, además, una excepción -que en realidad es una prohibición-,
pues los pueblos y comunidades indígenas no pueden ni deben acceder al
uso y disfrute de los recursos naturales de los lugares en los que habitan
cuando se trate de recursos correspondientes a las áreas estratégicas que de­
termina el párrafo cuarto del art 28 constitucional y que son:

a) El petróleo y los demás hidrocarburos.
b) Los minerales radiactivos para la generación de energía nuclear.

Lo anterior en virtud de que dichos recursos naturales se destinan a ac­
tividades económicas que realiza el gobierno federal de manera exclusiva,
por imperativos de seguridad nacional, interés generala beneficio social pa­
ra el desarrollo nacional.

C. Fracción VII del apartado B.
Esta disposición establece expresamente el concepto de desarrollo sus­

tentable como parte del modelo que las autoridades federales. estatales y
municipales deben apoyar en favor de los pueblos y las comunidades indí­
genas. Su redacción es la siguiente:

Artículo 20. [...[
B. La Federación, los estados y los municipios, para promover la igualdad de

oportunidades de los iudigenas y eliminar cualquier práctica áiscrimuietoiie, es­
tablecerán las instituciones y determinarán las politicas necesarias para garan­
tizar la vigencia de los derechos de los indigenas y el desarrono integral de sus
pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjunta­
mente con enos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades
indigenas. dichas autoridades, tienen la obligación de:
[ ... ]

4 Ibídem, pág 66.
5 idem,
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V1I. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustentable de las co­
munidades indígenas medían te acciones que permitan alcanzar la suficiencia de
sus ingresos económicos, la aplicación de estímulos para las inversiones públi­
cas y privadas que propicien la creación de empleos, la incorporación de tecno­
logías para incrementar su propia capacidad productiva, así como para asegurar
el acceso equitativo a los sistemas de abasto y comercialización.

En las acciones enunciadas destaca por su importancia ambiental -y
por supuesto, económica y de desarrollo- la incorporación de tecnologías
para incrementar la capacidad productiva de las comunidades indígenas.
Los avances científicos y tecnológicos logrados en los últimos 50 años per­
miten contar con nuevas alternativas para mejorar la producción de bienes
y servicios, haciendo más rentables las actividades productivas y beneficiando
al medio ambiente al no dañarlo como se hace al aplicar técnicas conven­
cionales de producción. Sin embargo, debe considerarse que los indígenas
y campesinos poseen conocimientos y experiencia milenarios que constitu­
yen su propia fuente de creación e implementación de tecnologías.

Durand Alcántara ejemplifica lo anterior:

Las tecnologías indígena y campesina responden a la orientación y preocupa­
ción occidental del ambientalismo. Se han generado y aplicado planeamientas
y proyectos de investigadores, promotores del desarrollo, agencias guberna­
mentales y privadas, y sobretodo algunos productores rurales que buscan pro­
ducir alimentos y otros satísfactores limpios de agroquímicos y pesticidas,
evitando la aplicación y utilización de productos y tecnologías altamente con­
sumidoras de energía, que influyen en el deterioro ambiental y que ocasionan
daños a la salud humana. Esta tendencia que se está convirtiendo en un enfo­
que ambiental a nivel mundial, puede encontrar elementos apropiados en ias
tecnologías indígenas y campesinas, que es posible mejorar para su aplicación
más general."

Las tecnologías indígena y campesina, en el aprovechamiento de recur­
sos naturales, han aportado al mundo elementos sustentables y culturales
singulares e importantes, como son:

a) Conocímiento y manejo del medio, teniendo en cuenta su preservación
y desarrollo mediante procesos de aprovechamiento integral de los
recursos cuando lo permiten su extensión, las condiciones del clima
y la presión demográfica.

6 c. Durand Alcántara, ob ctt, pág 1B4.
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b) Domesticaci Ó/1, cultivo, manejo y mejoramiento de especies vegetales y
animales. Tal es el caso del maíz, frijol, calabaza, jitomate, chile, ca­
cao, amaranto así como una enorme variedad de plantas medicina­
les, etcétera.

c) Relaciones sociedad-naturaleza más adecuadas y menos agresivas con
el medio ambiente, pues la tierra no sólo es un espacio físico para el
asentamiento de los pueblos y comunidades indígenas sino también
un medio recreativo y productivo desde el punto de vista social, cul­
tural, económico y político.

el) Preservaciin de bancos de germoplasma vegetal y animal, mediante la
etnobotánica y la etnofauna, lo cual contribuye a su reproducción y
constituye reservas fundamentales para los indígenas y para la socie­
dad en general.

La disposición constitucional en comento parte de la idea de que las
comunidades indígenas deben tener acceso a las tecnologías, tanto las con­
vencionales como las innovadoras (pues el precepto constitucional no hace
distinción alguna) para su desarrollo sustentable, pero no reconoce las tradi­
cionales propias de dichas comunidades. Éstas, junto con las demás tecno­
logías, deben incorporarse a un esquema real de apoyo por parte del Esta­
do para que los indígenas logren su desarrollo y reconocimiento dentro del
modelo de desarrollo sustentable a que aspira el país.

3.3 Artículo 40, pálTafo sexto: el derecho
a un medio ambiente adecuado

Elart 40 de la Constitución política se caracteriza por Incluir una serie de de­
rechos subjetivos que el Estado reconoce como necesarios para que toda
persona o grupo, se desarrolle de manera armónica e integral en la socie­
dad. Juventino v, Castro comenta en cuanto a este precepto constitucional
que ..... se le ha venido utilizando por las últimas administraciones públicas
para agrupar dentro de él, algunas condiciones y seguridades que el ser hu­
mano en libertad requiere como extensiones de su libertad física para desa­
rrollarse conforme a su naturaleza dentro de una dignidad y un bienestar
que finalmente le permitirá evolucionar y desempeñarse vivencialmente en
forma óptima"."

7 Juventino v. Castro, Garantrzs y amparo, 11 a ed, Editorial Porrúa, México, 2000, pag 72.
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En ese contexto, se inserta en el precepto constitucional en cuestión el
derecho de toda persona a un medio ambiente adecuado para su desarrollo
y bienestar; la incorporación de tal derecho al texto de la Ley Fundamental
es reciente -con cuatro años de vigencia-, pues la reforma constitucional
fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el28 de junio de 1999, Los
fundamentos internacionales más importantes para la inserción de ese de­
recho en nuestra Carta Magna se encuentran en las declaraciones de Esto­
colmo y de Río de janeíro, en sus principias 1, respectivamente,

Desde el punto de vista del orden jurídico, la adición del derecho a un me­
dio ambiente adecuado en la Constitución General de la República no fue pre­
cisamente una innovación legislativa: su integración a la Ley Fundamental
partió de lo establecido en otras constituciones estatales y en leyes secunda­
rias, Así, las constituciones de los estados de Yucatán y de Coahuila cuentan
-antes de que fuera reformado el art 4 en comento- con disposiciones que
consagran especificamente el derecho de todo individuo a un medio ambien­
te adecuado. El texto de dichos preceptos constitucionales es el siguiente:

A. Constitución de Yucatán: artículo 86

El Estado, en su función ordenadora de la convivencia humana, ejercerá la ac­
ción que le compete, en la medida necesaria para asegurar la solidaridad de los
elementos asociados, y garantizar a éstos una equitativa participación en el bie­
nestar que nace de la convivencia misma.

El Estado, por medio de sus poderes públicos, garantizará el respeto al de­
recho de todo individuo de gozar de un ambiente ecológicamente equilibrado y
la protección de los ecosistemas que conforman el patrimonio natural de Yuca­
tán, basado en los siguientes principios:

1. Los habitantes del estado tienen derecho a vivir en un ambiente saludable
que les permita una vida digna, y hacer uso racional de los recursos natura­
les con que cuenta la entidad para alcanzar el desarrollo sustentable, en los
términos que señale la ley de la materia,

Il. A ninguna persona se le puede obligar a llevar a cabo actividades que oca­
sionen o puedan ocasionar deterioro al ambiente, en los términos que seña­
le la ley de la materia;

m. Los habitantes del estado tienen derecho a la conservación ya tener acceso
a la información actualizada acerca del estado del ambiente y de los recur­
sos naturales de la entidad, así como participar en las actividades designa­
das a su conservación y mejoramiento,

B. Constitución de Coabuila: articulo 172

Todos tienen derecho a disfrutar un medio ambiente adecuado para el desarro­
llo de la persona así como el deber de conservación, El estado y los municipios
dentro del ámbito de sus respectivas competencias, velarán por la utilización ra-
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cional de todos los recursos naturales con el fin de proteger y mejorar la calidad
de vida y defender y restaurar el medio ambiente apoyándose en la indispensa­
ble solidaridad colectiva. Para quienes violen 10 dispuesto en el párrafo anterior
se sujetarán a los térmInos que la ley fije, se establecerán sanciones penales o
en su caso administrativas así como la obligación de reparar el daño.

Por SU parte. la LeyGeneral del Equilibrio Ecol égicoy la Protecci án al Am­
biente. desde su reforma más significativa del 13 de diciembre de 1996, dis­
pone entre su objeto, previsto en el art 10. el establecimiento de las bases
para garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente
adecuado para su desarrollo, salud y bienestar.

La naturaleza jurídica de ese derecho ha sido objeto de análisis por di­
versos juristas. particularmente en el sentido de precisar si es una garantía
individual por estar contenido en el capítulo 1 del Título primero de las ga­
rantías individuales. o es un derecho constitucional cuyo desarrollo, alcan­
ces y protección corresponden a las leyes secundarias que derivan de la
Constitución política mexicana.

Para Jesús Quintana valtíerra, la adición que nos ocupa

... representa un reconocimiento constitucional como garantía individual y so­
cial del derecho a vivir en un ambiente sano. equilibrado y adecuado para el
desarrollo, la salud y el bienestar de los individuos. Sin embargo, tal adición al
art 40 constitucional. al igual que el derecho a contar con una vivienda o el de­
recho a la salud. no deja. de ser una mera declaración de buenas íntencíones."

Este autor sustenta su opinión en el sentido de que "... el legislador fede­
ral cuando menos debió de haber dejado asentado que la legislación secun­
daria establecería la forma y términos de hacer valer tal derecho. Esto es,
establecer los instrumentos procesales para la apropiada tutela de tal de­
recho fundamental. con independencia de las acciones civiles. penales y
administrativas"?

En respuesta a esta postura. Marisela Cifuentes López y Saúl Cifuentes
López señalan:

... opinar que [la adición al art 40 constitucional] se trata de una declara­
ción de buenas intenciones o un simple principio programático10 porque no se

8 [esús Quintana Valtierra, Derecho ambiental mexicano. Lineamientos generales, ta ed, Edi­
torial Porrúa, México. 2000. pag 52.

9 idem.
10 Cabe aclarar que los principios programáticos o rectores, como losdenominan algunos au­

tores, no dan origen al nacimiento de derechos subjetivos.
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señaló cómo se podria alcanzar la tutela efectiva del derecho constitucional a
un medio ambiente no es del todo correcto; no al menos con la actual Constitu­
ción. Siesto fuera cierto, entonces es necesario que el Constituyente señale la for­
ma y mecanismos para hacer efectivos otros derechos colectivos reconocidos y
que hoy no señalan la vía y los instrumentos para exigir su tutela efectiva. JJ

En ese sentido, concluyen: "... este derecho a un medio ambiente adecua­
do, por estar colocado en la parte dogmática de la Constitución mexicana,
al tiempo que puede ser un lema programático, es también un derecho sub­
jetivo que se debe proteger con el juicio de amparo, aunque este instrumen­
to resulte en sus actuales condiciones bastante inadecuado e íneñcazr.F

Por su parte, Maria del Carmen Carmona Lara considera que

... al encontrarse este derecho en el art 40, dentro del capítulo de garantias
individuales, es un principio que fundamenta a otros derechos, o sea. es prin­
cipio rector o guia. Podemos decir que es un principio general del derecho que
ha sido constitucionalizado. Sin embargo, nos encontramos con que a pesar de
estar ubicado como tal. no es una garantía individual, sino que se convierte en
un principio rector de la politicasocial y economrca.'?

Esta connotada jurista precisa que para que el derecho a un medio am­
biente adecuado pueda ser alegado ante tribunales "... requiere de una men­
ción expresa. Por más que estos principios rectores estén en la Constitución
no son en realidad derechos en sentido pleno sino hasta que son desarrolla­
dos por la ley".14 Es decir, la norma jurídica debe disponer en forma expre­
sa quién es el sujeto titular del derecho en cuestión, legitimado para exigir
su observancia y cumplimiento, así como ante qué órgano del Estado se
ejercita dicho derecho.

Respecto a la titularidad del derecho al medio ambiente adecuado, diver­
sos autores señalan que nos encontramos frente a los denominados intere­
ses difusos o coiectivos,'> "... cuyo titular no es un individuo, un sujeto índí-

11 Saúl Cifuentes López. el all (coordinadores), Protecciinjur dica al ambiente. Tépicos delde­
recho comparado, 1a ed, Editorial Porrúa, México. 2002, pág 40.

12 Ibídem, pág 41.
13 Maria del Carmen Cannona Lara, Derechos en relaciérJ con el medio ambiente, Colección

Nuestros Derechos. Cámara de Diputados, LVIII Legislatura y Universidad NacionalAutóno­
ma de México. Instituto de Investigaciones Jurídicas. 2a ed, México. 2001, pág 13.

14 [dem,
15 Sobre los intereses difusos, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pro­

nunció en una tesis aislada, en el sentido de que leyes ambientales -como la de Protec­
ción al Ambiente del Estado de México y la General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente- contienen disposiciones en materia ecológica relativas a una comunidad de
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vídual, sino un grupo o conjunto de individuos" .16 que expresan que ..... los
individuos no son los únicos titulares de derechos".17 Carmona Lara lo con­
sidera de esa manera. y también Lucio Cabrera Acevedo, quien expone las
características de ese nuevo derecho al medio ambiente adecuado, a saber:

a) Se ubica de forma prioritaria en el derecho público, aunque también
en el privado; pero a diferencia del derecho agrario y del obrero, que
parten de grupos organizados. se sustenta principalmente en sectores
desorganizados cuyos miembros pueden desconocerse entre si.

b) Su codificación es muy dificil o imposible en la mayoria de los casos.
razón por la cual se encuentra disperso en leyes y reglamentos fede­
rales, estatales y municipales. así como en tratados y acuerdos inter­
nacionales.

e) Puede contener intereses patrimoniales. pero no siempre cuantifica­
bles en dinero ni susceptibles de apropiación. pues protege valores
que no son objeto de mercado tales como la salud, el agua, el aire. et­
cétera.

d) Formalmente pertenece al derecho administrativo. considerando su
enorme crecimiento; en ese sentido. su tutela se ha encomendado a or­
ganismos administrativos o político-administrativos de diverso nivel.

e) También es dificil -yen ocasiones imposible- definir las relaciones
entre sujetos activos (acreedores) y pasivos (deudores); en el derecho
ambiental el sujeto pasivo es quien contamina y el sujeto activo es la
victima de la contaminación. En nuestro país. el Estado es el sujeto
pasivo por excelencia, encargado de proteger. reparar y restaurar el
arnbíente.!"

Además de esas características. el derecho al medio ambiente. al elevar­
se a rango constitucional adquiere un significado particular consistente, se­
gún Miguel Carbonell en

terminada, estableciendo derechos a favorde laspersonas físicas y morales que la integran
y residen en el lugar. lo cual podría considerarse como un derecho colectivo que da inte­
résjurídico a la propiacolectividad para que por sí misma o por medio de su representan­
te legitimo pueda promover el juicio de amparo. La tesis referida puede ser consultada en
el Semanario judicial de (a Federaciál y su gaceta, correspondiente a la novena época. too
mo V. junio de 1997. tesis P. CXlf97. pág 156.

16 Nicolás López Calera, ¿Hay derechos colectivos? individualidad y socialidad en la teorÍ1 de
los derechos. la ed, Editorial Aríel, Barcelona. pag 104.

17 ídem.
18 Lucio Cabrera Acevedo, El amparo colectivo protector delderecho a! ambiente y de otros de­

rechos humanos, ta ed, Editorial Porrúa, México, 2000, págs 71~73.
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... dotar de relevancia jurídica, al menos en cuanto objeto de los derechos, a la
naturaleza no humana que viene considera (sic) como algo que hay que prote­
ger incluso en sí misma, con independencia de la relevancia directa o indirec­
ta que pueda tener para la vida humana. Esto es lo que permite, por ejemplo,
que se protejan especies animales en peligro de extinción aunque no afecten ni
tengan que ver (al menos primafacie, pues ya se sabe que en materia ambien­
tal todo tiene que ver de alguna manera) con la vida humana.'?

3.4 Artículo 25, párrafos primero y sexto:
el desarrollo nacional sustentable

El art 25 constitucional, referente a la rectoría económica del Estado mexi­
cano, también fue objeto de reforma en el mismo acto en el cual fue refor­
mado el art 40 comentado en lineas anteriores. El actual precepto dispone,
en su primer párrafo, lo siguiente:

Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que
éste sea integral y sustentable, que fortalezca la soberania de la Nación y su ré­
gimen democrático y que, mediante el [omento del crecimiento económico y el
empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno
ejercicio de la llbertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales,
cuya seguridad protege esta Constitución.

El legislador consideró conveniente incorporar el concepto de sustentabi­
lidad en esta disposición fundamental, reconociendo la importancia que tie­
nen los recursos naturales y de los ecosistemas para el crecimiento y desarro­
llo económico del país. En ese sentido, el Poder legislativo señaló al respecto

... la evidente necesidad de proteger la defensa de los sistemas ecológicos, por
lo que se hace indispensable también incluir la sustentabilidad en la planeación
de la rectoría económica del Estado, pues existe conciencia que la crisis de re­
lación de los mexicanos con la naturaleza y con nosotros mismos es igualo
más importante que el deterioro económico y social que pudiera experimentar­
se, ya que actualmente y en lo futuro podríamos llegar a niveles límites de la
sobrevivencia en la relación que guarda el hombre con la naturaleza.s?

19 Miguel Carbonell, La Constituci érl en serio. multiculturalismo. igualdad y derechos sociales,
1a ed, Editorial Porrúa, México. 2001, pág 207.

20 Dictamen de las comisiones unidas de puntos constitucionales. de medio ambiente y re­
cursos naturales y de estudios legislativos, cuarta. de la Cámara de senadores al H. congre­
so de la Unión, que fungíó como cámara revisora.
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Jesús Quintana Valtierra comenta que ..... la idea central de la incorpo­
ración de dicho concepto (el de sustentabilidad) se centró en la necesidad
de que nuestra constitución (sic) estableciera, de modo explicito, un mode­
lo de crecimiento en el largo plazo, compatible éste con la base natural que
hace posible este crecírníento"." La incorporación del desarrollo integral y
sustentable en la Constitución tiene una consecuencia relevante desde las
ópticas ambiental y económica, identificada con toda claridad por el autor
mencionado: la legislación económica nacional y las medidas adoptadas pa­
ra proveer en el ámbito administrativo a su exacta observancia, deben im­
primirle al desarrollo económico la idea de sustentabilidad ambiental de la
cual ha carecído.F

Por otra parte, el propio art 25, en su sexto párrafo, establece lo siguiente:

Bajo criterios de equidad social y productividad se apoyará e impulsará a las em­
presas de los sectores social y privado de la economia, sujetándolos a las moda­
lidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recur­
sos productivos, cuidan.dosu conservación y el medio ambiente.

Este párrafo es producto de una reforma constitucional cuya vigencia ini­
ció en 1983 y en él se incorpora, por primera vez, la idea de la protección
del medio ambiente (no sólo de los recursos naturales que lo componen) con
la expresión "cuidando [...] el medio ambiente". Raúl Brañes comenta
que la novedad de esta disposición consiste en mencionar por primera vez
al medio ambiente y, además, separarlo de la idea de los recursos productivos
dándole la connotación globalizadora que le es propia, por lo cual el medio
ambiente, entendido en ese contexto, debe ser cuidado en los términos es­
tablecidos en el párrafo en cornento.P

De acuerdo con esta norma constitucional, las empresas de los sectores
social y privado de la economía en cuanto a las actividades que realizan,
quedan sujetas a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en
beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y
el medio ambiente. Esto significa que, desde el punto de vista ambiental, las
actividades de las empresas pueden ser restringidas cuando así lo exija el in­
terés público para cuidar el medio ambiente. Dichas restricciones están con­
tenidas en la legislación ambiental -en sentido amplio, es decir, en leyes,
reglamentos, decretos, acuerdos, normas oficiales mexicanas- siendo en-

21 ]. Quintana Vaitierra, ob cít, pag 53.
22 Ibídem, pág 54.
23 Raúl Brañes Ballesteros, Manual de derecho ambiental mexicano, 2a ed, Fondo de Cultura

Económica, México, 2000, pag 83.
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tonces el párrafo sexto en comento uno de los fundamentos constituciona­
les más importantes para la expedición de dicha legislación.

3.5 Artículo 27 constitucional: pilar del aprovechamiento
y conservación de los recursos naturales y de la
preservación y restauración del equilibrio ecológico

Para la materia ambiental el art 27 constitucional es básico, en él se concen­
tran varias atribuciones del poder público para proteger el medio ambiente
y los recursos naturales, asi como para preservar y restaurar el equilibrio
ecológico. ThI precepto establece en sus tres primeros párrafos, lo siguiente:

La propiedad de las tierras yaguas comprendidas dentro de los limites del terri­
torio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tie­
ne el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo
la propiedad privada.

Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y me­
diante indemnización.

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad pri­
vada las modalidades que dicte el interés público, esi como el de regular, en be­
neficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de
apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pú­
blica, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el
mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En con­
secuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos
humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tie­
rras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regu­
lar la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de
población; para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fracciona­
miento de los latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamenta­
ria, la organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el
desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de
la ganaderia, de la silvicultura y de las demás actividades económicas en el me­
dio rural, y para evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que
la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.

Raúl Brañes comenta que de los párrafos transcritos se advierten tres
principios relevantes para el derecho ambiental, los cuales guardan armonia
y vinculación entre si, a saber:

Primer principio: relativo a la naturaleza derivada de la propiedad priva­
da sobre las tierras y las aguas del territorio nacional, contenido en el prt-
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mer párrafo del art 27. Brañes explica que conforme a este principio "... la
propiedad privada existente sobre esos bienes [tierras y aguas] quedó vin­
culada en la Constitución a la propiedad que la nación mexicana, como su­
cesora de la corona española, tuvo y tiene sobre los mismos y con base en
el cual pudo y puede constituir a su respecto la propiedad de los parttcu­
lares"24 En tal sentido, la nación mexicana tiene el derecho de revertir los
bienes afectos a la propiedad privada mediante el mecanismo de la expro­
piación previsto en el segundo párrafo, fracc VI del art 27, en virtud de que
detenta la propiedad original de dichos bienes.

Segundo principio: relativo al derecho de la nación de imponer a la pro­
piedad privada. en todo tiempo. las modalidades que dicte el interés públi­
co, contenido en el tercer párrafo del art 27 en cuestión.

Al respecto, vale la pena precisar lo siguiente: las modalidades de la dis­
posición ccnstítucíonal versan sobre aquellos bienes que conforman la pro­
piedad privada y no sólo de las tierras yaguas a que se refiere el primer
párrafo del art 27 en cuestión. Además, las modalidades de la propiedad pri­
vada, por virtud de la satlsfaccíón del interés público, afectan sus atributos
como el dominio, el goce y el uso del bien objeto de propiedad privada. Pa­
ra entender mejor lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en
tesis jurisprudenciales, ha señalado que

... por modalidad a la propiedad privada debe entenderse el establecimiento
de una norma jurídica de carácter general y permanente que modifique, esen­
cialmente, la forma de ese derecho y que sus efectos consisten en una extin­
ción parcial de los atributos del propietario, de manera que éste no sigue go­
zando, en virtud de las limitaciones estatuidas por el Poder legislativo, de
todas las facultades inherentes a la extensión actual de su derecho... la impo­
sición de modalidades a la propiedad privada se traduce necesariamente en la
supresión o en la limitación de alguno de los derechos reales inherentes y con­
sustanciales a ella, como lo son el derecho a usar la cosa, el de disfrutar de la
misma y el de disponer de ésta, de manera que sólo a través de estos elemen­
tos puede existir la posibilidad de que se impongan las referidas modalidades
y no simplemente cuando se afecte de cualquier manera la cosa o bien, pues
debe tenerse en cuenta que no es lo mismo la materia de un derecho, que el
derecho en cuanto tal; es decir, la imposición de modalidades a una cosa o
bien no equivale a la imposición de modalidades a los derechos reales que so­
bre dicha cosa o bien se tengan, sino sólo en la medida que éstos se limiten o
restrinjan."

24 Ibídem, pag73. .
25 Tesis emitida por la Prtrnera Sala de la Suprema Corre de Justicia de la Nación, titulada

"Propiedad privada, modalidades a la. Su imposición, conforme al articulo 27 de la Cons-
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Ahora bien. en términos de ese principio. la conservación. preservación
y protección del medio ambiente como asunto de interés público. puede
exigir la imposición de modalidades a la propiedad privada concretándose
en normas jurídicas. formal y materialmente que establezcan restricciones.
limitaciones y prohibiciones a los atributos de dicha propiedad. Como ejem­
plo de ello tenemos a la Ley General del Equilibrio Ecolégico y la Protección al
Ambiente y otros ordenamientos jurídicos que veremos más adelante. los
cuales regulan actividades y formas de aprovechamiento de recursos natu­
rales propiedad de los particulares. con el objeto de proteger el medio am­
biente y preservar y restaurar el equilibrio ecológico.

Tercer principio: respecto al cual la nación mexicana tendrá. en todo
tiempo. el derecho de regular para el beneficio social el aprovechamiento de
los elementos naturales susceptibles de apropiación con el objeto de. entre
otros fines. cuidar de su conservación. Para ello. el Estado dictará las medi­
das necesarias para preservar y restaurar el equilibrio ecológico así como
evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propie­
dad privada cause en perjuicio de la sociedad.

Dos conceptos destacan en este principio: el de aprovechamiento y el de
conservación. Contrario a lo que se pudiera pensar, no son conceptos contra­
dictorios sino vinculantes y armónicos entre sí, que inclusive coinciden con
el término de desarrollo sustentable -lo cual resulta sorprendente si consi­
deramos que desde el texto original del art 27. del 5 de febrero de 1917. se
prevén dichos conceptos en su connotación actual-. La regulación del apro­
vechamiento de los recursos naturales susceptibles de apropiación obedece
al beneficio social o común. con la finalidad de cuidar su conservación. Es­
to implica necesariamente la racionalidad del aprovechamiento de tales re­
cursos que conlleva a la preservación de los mismos. En palabras de Raúl
Brañes "... El Constituyente de 1917 estableció que los recursos naturales
debían ser utilizados racionalmente. esto es. de acuerdo a una lógica produc­
tiva que considerara su conservacíón'v"

De esta manera, aprovechamiento y conservación resultan conceptos
vinculados entre sí. pues "... el aprovechamiento de los recursos naturales se
encuentra subordinado. entre otras modalidades. a la conservación de los
mísmos't-? Esto guarda relación con el poder que la Constitución otorga a la

titución federal, estáreferida a los derechos reales que se tengan sobre la cosa o el bien",
correspondiente a la novena época, consultable en el Semanario judicial de la Peaeracttn y
su gaceta, tomo XII, diciembre de 2000, tesis la XLl/2000. pág 257.

26 R. Brañes, ob cít, pag 77.
27 ídem.



116 LACONSTITUCIÓN Y El MEDIO AMBIENTE

nación para dictar medidas con el objeto de evitar ia destrucción de los ele­
mentas naturales y los daños que pudiera sufrir la propiedad privada en per­
juicio de la sociedad. El aprovechamiento racional de los recursos naturaies
tiene como fin principal su conservación, contrarrestando así la destrucción
o desaparición de dichos recursos en beneficio de las generaciones actuales
y futuras.

3.6 Artículo 73, fracción XVI, base cuarta, constitucional:
el Consejo de Salubridad General y las medidas
para prevenir y controlar la contaminación ambiental

El texto vigente de la disposición constitucional que enseguida comentare­
mas dice a la letra lo siguiente:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:
[...}

XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranje­
ros, ciudadanía, naturalización, colonización, emigración e inmigración y salu­
bridad general de la República:

la. El Consejo de Salubridad General dependerá directamente del presiden­
te de la República, sin intervención de ninguna secretaria de Estado, y sus dis­
posiciones generales serán obligatorias en el país.

2a. En caso de epidemias de carácter grave o peligro de invasión de enfer­
medades exóticas en el país, el Departamento de salubridad tendrá obligación
de dictar inmediatamente las medidas preventivas indispensables, a reserva de
ser después sancionadas por el presidente de la República.

3a. La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus disposiciones serán obedeci­
das por las autoridades administrativas del país.

4a. Las medidas que el Consejo haya puesto en vigor en la campaña contra
el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenan al individuo o degeneran
la especie humana, asi como las adoptadas para prevenir y combatir la contami­
nación ambiental, serán después revisadas por el Congreso de la Unión en los
casos que le competan.

El Constituyente de 1917 estableció un órgano administrativo sui gene­
ris dependiente directamente del presidente de la República, con facultades
legislativas y ejecutivas aplicables en casos determinados por la Constítu­
ción, referentes a la salubridad general. Dicho órgano es el Consejo de Salu­
bridad General, creado en un momento histórico en el cuai no había una
dependencia del Ejecutivo federal encargada de atender y resolver los pro-
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blemas relacionados con la salud de la población asolada en varias ocasio­
nes por diversidad de pestes, las cuales no pudieron ser dominadas con [os
elementos implantados por las autoridades de las entidades federativas.

El Consejo de Salubridad General tiene facultades constitucionales para
expedir medidas destinadas a combatir el alcoholismo y la venta de sustan­
cias que envenenan al individuo o degeneran la especie humana, así como
para prevenir y combatir la contaminación ambiental. En los términos de la
disposición constitucional en comento, dichas medidas tienen el carácter de
norma jurídica -pues son obligatorias en todo el país- las cuales se some­
terán después de su emisión a la revisión del Congreso de la Unión en los
casos que sean de su competencia. De esto se desprenden dos situaciones,
a saber:

a) En palabras del ilustre constitucionalista Felipe Tena Ramírez, "... el
Consejo de Salubridad goza de facultades legislativas, en sustitución
del Congreso, cuando ocurren los casos señalados, pues sólo así se
explica que el Poder legislativo tenga que revisar las medidas adopta­
das por el Consejo...". 28

b) Que el Consejo de Salubridad General no sólo es una autoridad ad­
ministrativa con atribuciones legislativas en materia sanitaria, sino
que además, por virtud de la facultad concedida por el Constituyen­
te, es también una autoridad ambiental tanto legislativa como eje­
cutiva.

La redacción original del artículo en comento no incluía la facultad del
Consejo de Salubridad General de expedir medidas para la prevención
y control de la contaminación ambiental. Esto fue producto de una reforma
constitucional efectuada a la base cuarta de la fracc XVI, publicada en el Dia­
rio Oficial de la Pederaciin el 6 de julio de 1971. Al respecto, destacan algu­
nas cuestiones que se presentaron en dicha reforma.

A finales de 1960, en las sociedades industrializadas la idea de la protec­
ción al ambiente se restringía al problema de la contaminación, es decir, a
la presencia de contaminantes en la atmósfera que la degradan en su tota­
lidad o a cualquiera de sus componentes en lo particular.

Para enfrentar el problema de la contaminación en México se expidió, el
23 de marzo de 1971, la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contamina-

28 Felipe Tena Ramírez. Derecho constitucional, 26a ed, Editorial Porrúa, México. 1992. pag
379.
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ción Ambiental. cuyas disposiciones calificó el propio ordenamiento jurídico
como "medidas de salubridad general". aunque su objetivo no se limitó a la
prevención y control de la contaminación sino que se extendió al mejora­
miento, conservación y preservación del medio ambiente.

Una situación particular fue que la Ley Federal para Prevenir y Controlar
la Contaminación AmbIental fue expedida antes de que se reformara la Cons­
titución en la base cuarta de la fracc XVI del art 73, por cuanto hace a la fa­
cultad del Consejo de Salubridad General para dictar medidas de naturaleza
jurídica formal y material. así como para prevenir y combatir la contamina­
ción ambiental. En ese sentido. la mencionada ley careció de fundamento
constitucional al no estar prevista. en el momento de su expedición. la dis­
posición suprema concreta de la cual emanara su contenido y alcances jurí­
dicos.

3.7 Artículo 73, fracción XXIX-G, constitucional:
la facultad del Congreso para expedir leyes
que establezcan la concurrencia en materia
de protección ambiental y preservación
y restauración del equilibrio ecológico

La disposición constitucional mencionada establece lo siguiente:

Artículo 73. El Cotiqxeso tiene facultad:
f. .. }

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la concurrencia del gobierno fe­
deral, de los gobiernos de los estados y de los municipios, en el ámbito de sus
respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de preserva­
ción y restauración del equilibrio ecológico.

La incorporación de la fracc XXIX-G al art 73 constitucional obedeció
a una reforma a la Ley Fundamental, publicada en el Diario Oficial de la
Federaci ón ellO de agosto de 1987. En ejercicio de dicha facultad, el Con­
greso de la Unión expidió las siguientes leyes generales en materia de pro­
tección ambiental y para la preservación y restauración del equilibrio eco­
lógico:

• La Ley General del Equilibrio Ecol {yico y la Protecci ón al Ambiente.
• La Ley General de Vida Silvestre.
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• La Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.
• La Ley General para la Prevención y Geetitn tnteqrat de los Residuos.

Ahora bien, ¿qué es la concurrencia de que trata el precepto constitucio­
nal que se comenta? Esta institución tiene su fuente en el derecho nortea­
mericano, y reciben ese nombre "... las facultades que pueden ejercer los es­
tados mientras que no las ejerce la Federación, titular constitucional de las
mtsrnas;" Pero esta acepción no es aplicable a nuestro sistema jurídico. Se­
gún Tena Ramirez, "... en nuestro idioma concurrentes son dos o más accio­
nes que coinciden en el mismo punto o en el mismo objeto ... Las facultades
concurrentes en el sentido castizo de la palabra, que propiamente deberían
llamarse coincidentes, son las que se ejercen simultáneamente por la Fede­
ración y por ios Estados'P?

La primera ley expedida por el Congreso General en ejercicio de la facul­
tad establecida en la fracc XXIX-G en cuestión fue la Ley General del Equili­
brio Ecolq¡ico y la Proteccitn al Ambiente (LGEEPA), en cuya exposición de
motivos se explican las dos ideas básicas del sistema de concurrencia expre­
sado en la disposición constitucional aludida:

a) La transferencia de las atribuciones que hasta ese momento estaban
radicadas en la Federación, como un proceso gradual sujeto a la exis­
tencia de condiciones necesarias para que la descentralización fuera
exitosa.

b) En los casos en que no existan las condiciones mencionadas, han de
ser creadas por el concurso de la Federación mediante un cuidadoso
y vigoroso impulso de los convenios de coordinación y delegación, de
tal modo que pueda ampllarse de forma progresiva el campo de las
facultades transferibles a las entidades federativas y los municipios.

Posteriormente, en la exposición de motivos de la reforma a la LGEEPA
de 1996, el legislativo realizó una interpretación respecto a los alcances de
la fracc XXIX-G del art 73 constitucional, y señaló que

... la función que la Constitución asigna a ia legislación que expida el Congreso
de la Unión consiste, por una parte. en establecer los mecanismos de coordina­
ción entre los tres órdenes de gobierno que hagan posible una gestión ambien­
tal integral y, por otra parte, en precisar el esquema de distribución de compe-

29 tbídern, pág 119.
'0 Ibídem, pág 121.
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tencias en materia ambiental que se deriva, en forma explicita o implicita, de
la propia Constitución.

Sobre el particular, Raúl Brañes expresa que

... por facultades concurrentes se entiende en el derecho y en la práctica cons­
titucional mexicana aquellas que, coincidiendo en la misma materia (que en es­
te caso seria la de preservar y restaurar el equilibrio ecológico y la protección
al ambiente). se ejercen de manera simultánea por la Federación, los estados y
los municipios, mediante una distribución de competencias entre todos ellos,
que tiene en cuenta los diversos componentes de esa materia y los distribuye
como facultades exclusivas de la Federación, los estados y los municipios. La
concurrencia es, por consecuencia, un sistema de distribución de competencias
que se refieren a los diversos componentes de una misma materia. Pero, pre­
cisamente por tratarse de una misma materia estas facultades deben ejercerse
de manera coorcínada."

En otra vertiente del mismo tema, algunos sectores afirman que me­
diante esta disposición se establece una excepción al principio general en el
reparto de facultades consagrado en el art 124 de la Carta Magna, según
el cual "las facultades queno están expresamente concedidas por esta
Constitución a los funcionarios federales se entienden reservadas a los es­
tados", pero a la vez se fortalece el sistema federal pues el Congreso de la
Unión, por virtud de la fracc XXIX·G, quedó facultado para expedir leyes
que, al disponer la concurrencia del gobierno federal, los estados y munici­
pios en materia de protección ambiental aSÍ como de la preservación y res­
tauración del equilibrio ecológico, distribuyan las competencias que a cada
nivel de gobierno le corresponden, para concurrir a un mismo tiempo y lu­
gar en la atención de 105 problemas ambientales.

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación también se ha
pronunciado acerca de las facultades concurrentes, señalando que

si bien es cierto que el art 124 de la Constituci6n Política de los Estados Uni­
das Mexicanos establece que: "Las facultades que no están expresamente
concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden re­
servadas a los estados", también lo es que el Órgano Reformador de la Consti­
tución determinó, en diversos preceptos, la posibilidad de que el Congreso de
la Unión fijara un reparto de competencias denominado facultades concurren­
tes entre la Federación, las entidades federativas y los municipios e, inclusi-

" Raúl Brañes, ob cít, pag 130.
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ve, el Distrito Federal, en ciertas materias, como son: la educativa (arts 30,
fracc VIII y 73, fracc XXV), la de salubridad (arts 40, párrafo tercero y 73, fracc
XV!), la de asentamientos humanos (arts 27, párrafo tercero y 73, fracc XXIX­
C), la de seguridad pública (art 73, fracc XXIII), la ambiental (art 73, fracc
XXIX-G) , la de protección civil (art 73, fracc XXIX-!) y la deportiva (art 73,
fracc XXIX-J). Esto es, en el sistema jurídico mexicano las facultades concu­
rrentes implican que las entidades federativas, incluso el Distrito Federal, los
municipios y la Federación, puedan actuar respecto de una misma materia, pe­
ro será el Congreso de la Unión el que determine la forma y los términos de la
participación de dichos entes a través de una ley general."

Para diversos juristas la realidad es que, del análisis de la fracc XXIX-G
no se desprende el establecimiento de ningún régimen de concurrencia o
coincidencia de atribuciones para resolver problemas ambientales, pues al
mencionar el precepto constitucional ..... en el ámbito de sus respectivas
competencias.." reconoce expresamente que cada nivel de gobierno -fe­
deral, estatal y municipal- es titular de distintas facultades en cuanto a la
protección del ambiente y la preservación y restauración del equilibrio eco­
lógico. Esto concuerda con lo que el ilustre constitucionalista Herrera y Las­
so llamó jurisdicci ón dual. pues aunque las prerrogativas federales y locales
se ejerciten sobre la misma materia, tienen diferentes ámbitos de aplicación
concreta-"

En ese sentido. la concurrencia prevista en la disposición que nos ocupa
"... se refiere a la expedición de la legislación federal y nunca a la local o mu­
nicipal",34 pues eso le corresponde a las entidades federativas y a los muni­
cipios en el ámbito de sus respectivas competencias y respetando las atribu­
ciones que la Constitución asigna explícita o implícitamente a la Federación
en materia ambiental. Además. también abarca el ejercicio coordinado de
atribuciones en materia de protección ambiental asi como la preservación y
restauración del equilibrio ecológico cuya distribución, insistimos, se en­
cuentra en la Carta Magna y las leyes que se expidan deben limitarse a pre­
cisar el esquema de competencia preexistente.

32 Esta tesis de jurisprudencia fue emitida por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de JUs·
ricia de la Nación. correspondiente a la Novena Época, titulada "Facultades concurrentes
en el sistema jurídico mexicano. Sus características generales", y que puede ser consulta­
da en el SemanarioJudicial de la Pederacitn y su gaceta. t XV, enero de 2002, tesis P.lJ.
142/2001. pág 1042.

33 Citado por F. Tena Ramírez, ob cit. pág 123.
34 José Juan González Márquez y Miguel Ángel Cancino Aguítar. Derecho ambiental, t a edi­

ción, Universidad Autónoma Metropolitana, México. t 994, pág 42.
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3.8 Artículo 115 constitucional: las facultades
de los municipios en materia ambiental

La Constituci ÓIl Poi ítica de los Estados Unidos Mexicanos establece a favor de
los municipios atribuciones especificas en materia ambiental. Éstas se en­
cuentran contenidas en el art 115 constitucional cuyo texto es el siguiente:

Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republi­
cano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de
su organización politica y administrativa, el municipio libre, conforme a las ba­
ses siguientes:

[...}
m. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos si­

guientes:

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus
aguas residuales;
[...}

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;
[ ...}

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento;"
[...}

V. Los municipios, en los términos de las leyes federales y estatales relati­
vas, estarán facultado;: para:

[. ..}
g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológi­

cas y en la elalJoración y aplicación de programas de ordenamiento en
esta materia; ...

Como puede apreciarse, los municipios tienen prerrogativas constitucio­
nales de naturaleza administrativa y ejecutiva en materia ambiental, aunque
también están facultados para aprobar bandos de policía y buen gobierno,
reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia ge­
neral que regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públi­
cos de su competencia, en los cuales se encuentran las transcritas en el pá­
rrafo anterior.

Además, en el art 80 de la LGEEPA se detallan las atribuciones que de ma­
nera genérica les corresponden a los municipios por virtud del art 115 cons­
titucional, y las cuales se desarrollan de manera especifica y concreta en las
legislaciones ambientales de cada estado integrante de la Unión.
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3.9 Artículo 122, base primera, fracción V, Inciso j),
constitucional: la facultad de la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal para legislar
en materia de preservación del medio ambiente
y protección ecológica

El articulo mencionado dispone textualmente:

Artículo 122.
{...]
Base primera. Respecto a la Asamblea Legislativa:

{...]
V. La Asamblea Legislativa, en los términos del Estatuto de gobierno. ten­

drá las siguientes facultades:

(... ]
j) Legislar en materia de planeación del desarrollo; en desarrollo urbano.

paIticulannente en uso del suelo; preservación del medio ambiente y
protección ecológica; vivienda; construcciones yedífícaciones; vías pú­
blicas. tránsito y estacionamientos; adquisiciones y obra pública; y so­
bre explotación. uso y aprovechamiento de los bienes del patrimonio del
Distrito Federal; '"

Actualmente el Distrito Federal es una entidad federativa en constante
transformación política. Su naturaleza originaria como sede de los poderes
de la Unión ha crecido en los últimos 1Oaños. siendo dotado constítucíonal­
mente de instituciones propias que atienden materias específicas sin la In­
tervención de los poderes federales.

Algunas de las reformas al art 122 constitucional se deben al fortaleci­
miento de la Asamblea legislativa del Distrito Federal para expedir leyes en
materia de preservación del medio ambiente y la protección ecológica. En
ejercicio de esa facultad dicho órgano legislativo expidió la primera ley con­
cerniente al medio ambiente de esta entidad federativa: la Ley Ambiental del
Distrito Federal. publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 9 de ju­
lio de 1996. la cual fue abrogada por ordenamiento de la misma naturaleza
jurídica formal y material que se publicó en el mismo medio de difusión ofi­
cial el 13 de enero de 2000.

Estas leyes ambientales han sido el fundamento jurídico para que. pri­
mero el titular del Poder ejecutivo federal y después el jefe de gobierno del
Distrito Federal. emitieran diversos reglamentos. decretos y acuerdos en
ejercicio de su facultad reglamentaria; destacan por su importancia el Regla-
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mento de la LeyAmbiental del Distrito Federal y el Reglamento de Impacto Am­
biental y Riesgo, que proveen en el ámbito administrativo la exacta obser­
vancia de las disposiciones fijadas en la mencionada ley.

Cabe señalar que en los términos de la fracc XXIX-G del art 73 constitu­
cional, comentada en párrafos anteriores, la concurrencia que establezca el
Congreso General en las leyes cuyo tema sea la protección al ambiente y la
preservación y restauración del equilibrio ecológico no incluye al Distrito
Federal, sino al gobierno federal, los estados y los municipios, como se ad­
vierte en su texto vigente. Ello no impide que esta entidad federativa, por
conducto de la Asamblea Legislativa y del jefe de gobierno del Distrito Fede­
ral, expida su propia legislación ambiental, según lo dispone el art 122 cons­
titucional.



UNIDAD 4
Leyes ambientales

mexicanas

Objetivoparticular: al concluir esta parte del curso, el alumno:

Conocer á Y analizar á las leyes mexicanas en materia ambiental y su
evolución. objeto y finalidades. así como los fundamentos constitucio­
nales que han sido la base de su cread ÓIl y transformad on.

4.1 Dispersión de las normas que integran
el derecho ambiental

El derecho ambiental está conformado por un gran número de ordenamien­
tos y disposiciones jurídicas que se han expedido en momentos históricos
distintos, de acuerdo con los diversos modelos de desarrollo: por esa razón,
carecen dei vínculo que los ordene y dirija hacia el fin último. que es la pro­
tección del medio ambiente de manera única e integral.

Para Jordano Praga. la dispersión normativa del derecho ambiental
es tanto una característica externa de éste como un problema: es. según él.
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..... una amalgama de normas preambientales.... de normas dictadas en una
primera oleada bajo la euforia ambiental de los comienzos de la década de
los setenta... y. por último. de normas recientes procedentes de la segunda
oleada del derecho ambiental producida en la década de los ochenta...".1

En el sistema jurídico mexicano existen. en materia ambiental. leyes
sectoriales que atienden y regulan el aprovechamiento y la preservación de
un recurso natural en particular (por ejemplo. la Ley Minera. la Ley de Aguas
Nacionales y la anterior Ley Porestaii. leyes propiamente ambientales (como
la LGEEPA) y leyes que inciden en nuestra materia (como el Ccdiqo Civil Fede­
ral o el CáJ.igo Penal Federal).

4.!l Ley Federal pal'a Prevenir y Controlar
la Contaminación Ambiental

La primera ley mexicana que se expidió para atender los problemas de la
contaminación del medio ambiente fue la LeyFederal para Preveniry Contro­
lar la Contaminacián Ambiental (LFPCCA). la cual fue publicada en el Diario
Oficial de la Federad ón el 23 de marzo de 1971.

Este ordenamiento fue emitido por el legislador con dos visiones que re­
sultaron complementarias y novedosas para el momento histórico en que
se expidió:

a) La visién salubrista o de salubridad general. pues en la LFPCCA se es­
tableció que sus disposiciones y las de sus reglamentos eran medidas
de salubridad general y regirían en toda la Bepúblíca.é además. la ley
preveía que las autoridades administrativas competentes para aplicar
sus disposiciones eran el Ejecutivo federal por conducto de la enton­
ces Secretaría de Salubridad y Asistencia (SSA) y del Consejo de Salu­
bridad General (CSG).3

b) La visi ón protectora del ambiente. pues sus disposiciones se extendie­
ron del aspecto de salubridad general al mejoramiento. conservación
y restauración del medio ambiente y de los recursos naturales que lo
componen como el aire. el agua. el suelo. la flora y la fauna," incor­
porándose por primera vez en nuestro sístema normativo el concep-

1 [esus Jordano Fraga. La proteccitn del derecho a un medio ambiente adecuado. 1a ed, J.M.
Boseh Editor. Barcelona. 1995. pag 129.

2 Voose artículo 20 de la LFPCCA.
3 Vrose articulo 50 de la LfPCCA.
4 Esto puede apreciarse en el artículo 10 y en loscapítulos segundo al cuarto, de la LFPCCA.
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to medio ambiente como un bien jurídico cuya tutela corresponde,
desde ese momento, al Estado mexicano.

Incluso, el legislador federal consideró que, al no tratarse de una ley de
salubridad general exclusivamente, sino que abarcaba la prevención y con­
trol de la contaminación de elementos del medio ambiente, debían estable­
cerse otras autoridades administrativas competentes para que, en coordina­
ción con la SSA, aplicaran las disposiciones del ordenamíento en cuestión.
De esta manera, también fueron competentes en materia de prevención y
control de la contaminación ambiental las dependencias siguientes:

• La Secretaria de Recursos Hidráulicos, en materia de prevención y
control de la contaminación de las aguas.

• La Secretaria de Agricultura y Ganadería, en materia de prevención
y control de la contaminación de los suelos.

• La Secretaría de Industria y Comercio, en materia de prevención y
control de la contaminación del ambiente por actividades industriales
y comerciales.

No obstante, el enfoque salubrista prevaleció en la aplicación de la LFPC­

CA y en la gestión ambiental realizada durante su vigencia, en virtud de que
el tipo de contaminación jurídicamente relevante era la que pudiera afectar
o perjudicar, en primer lugar, la vida, la salud y el bienestar humano y, en
segundo término, la flora y la fauna o la calidad del aire, del agua y del sue­
lo. A continuación se expondrán algunos ejemplos normativos del criterio
salubrista de la ley en comento.

El art 10 de la LFPCCA, relativo a la prevención y control de la contamina­
ción del aire, establecía la prohibición de expeler o descargar contaminan­
tes sin sujetarse a la normativa correspondiente, que alterara la atmósfera
en perjuicio de la salud y de la vida humana, así como de la flora, la fauna
y, en general los recursos o bienes del Estado o de particulares.

En materia de prevención y control de la contaminación de aguas, el art
14 de la LFPCCA disponía la prohibición de arrojar en las redes colectoras,
ríos, cuencas, cauces, vasos y demás depósitos de aguas, o infiltrar en terre­
nos aguas residuales que contuvieran contaminantes, materias radiactivas o
cualquiera otra sustancia dañina a la salud de las personas, a la flora. la fau­
na o a los bienes del Estado o de particulares.

La prevención y control de la contaminación ambiental se caracterizó
por la acción del Estado, mediante el Poder Ejecutivo federal, de regular y
controlar las actividades humanas generadoras de contaminación. de tal
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manera que el legislador dotó al Ejecutivo federal de las atribuciones y fa­
cultades siguientes:

a) Regulatorias o normativas, como la expedición de reglamentos y de­
cretos con diversas finalidades (art 90 de la LFPCCA), destacando la lo­
calización, clasificación y evaluación de las fuentes de contaminación
y la regulación del transporte, la composición, el almacenamiento y
el uso de combustibles, solventes, aditivos y otros productos que por
su naturaleza puedan causar o causen contaminación ambiental.

b) Programáticas, como los programas educativos e informativos sobre
lo que significa el problema de la contaminación ambiental (art 80 de
la LFPCCA).

e) Prohibitivas, con fines de prevención y control de contaminación del
aire, del agua y de los suelos.

d) Sancionatorias, que consisten en multas, ocupación temporal, total o
parcial de las fuentes contaminantes, y la clausura temporal o defini­
tiva de las fábricas o establecimientos que produzcan o emitan con­
taminantes.

De esta forma, los particulares debían obedecer y cumplir las disposicio­
nes reglamentarias y las medidas que dictaran tanto el Ejecutivo federal
como las dependencias competentes, sin que ello fuera equilibrado con
incentivos económicos o con el impulso y fomento de la realización de ac­
tividades que fueran menos dañinas al medio ambiente.

El fundamento constitucional para expedir la LFPCCA fue inexistente,
pues, como comentamos en el capítulo anterior, primero se expidió la ley en
cuestión y posteriormente se reformó la Constitución política en la base 4a
de la fracc XVI del art 73. En este sentido, en la Ley Fundamental existían
determinados aspectos de salubridad general que eran de competencia fe­
deral y, por tanto, del Congreso de la Unión. Tal es el caso de los contenidos
en aquel momento en la fracc XVI mencionada, entre los cuales, cuando se
expidió la LFPCCA, no estaba incluido el de la contaminación ambiental, y
que eran -siguen siendo- los siguientes:

• Epidemias de carácter grave.
• Peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país.
• Campañas contra el alcoholismo.
• Venta de sustancias que envenenan al individuo o degeneran la espe­

cie humana.
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No obstante, la reforma constitucional -publicada en el Diario Oficial de
la Federacién el 6 de julio de 1971-asignó al CSG atribuciones y facultades
para dictar medidas en la prevención y control de la contaminación ambien­
tal, convirtiéndolo en la máxima autoridad administrativa en esta materia.

Por otra parte, la LFPCCA estableció una novedad importante y destacada
para su época, al conceder a las personas acción popular para denunciar an­
te ia autoridad competente todo hecho que contaminara el medio ambiente.
Éste es el antecedente del posterior reconocimiento en la legislación mexi­
cana de los intereses colectivos o difusos. y el desarrollo de la participación
social en la gestión ambiental por medio de la denuncia popular -incluida
actualmente en la LGEEPA- y de otros medios importantes como la consul­
ta pública y el recurso administrativo de revisión.

Por último. cabe señalar que las disposiciones de la LFPCCA se desarrolla­
ron administrativamente mediante cuatro reglamentos:

• Ei Reglamento para la Prevencién y Control de la Contaminacién Atmos·
férica por la Emisién de Humos y Polvos. publicado en el Diario Oficial
de la Federacién el 17 de septiembre de 1971.

• El Reglamento para la Prevencitn y Control de.la ContaminaciÓ'l del Agua.
publicado en el Diario Oficial de la Federacitn el 29 de marzo de 1973.

• El Reglamento para la Prevenci ény Control de la Contaminaci ón Ambien­
tal Originada por la Emisi ón de Ruidos. publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 2 de enero de 1976.

• El Reglamento para Prevenir y Controlar la Contaminacién del Mar por
Vertimiento de Desechosy otras Materias. publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 23 de enero de 1979.

Respecto al cuarto reglamento cabe señalar dos cosas importantes: a) el
fundamento para su expedición no provino de la LFPCCA. sino de un tratado
internacional que es el Convenio para la Prevención de la Contaminación
del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias. y b) dicho reglamen­
to permanece vigente. debido a la actual vigencia del tratado internacional
mencionado.

4.3 Ley Federal de Protección al Ambiente

La LFPCCA tuvo una vigencia de casi 11 años hasta que fue abrogada por la
LeyFederal de Protecci ón al Ambiente (LFPA), expedida y publicada en el Dia­
rio Oficial de la Federación el 11 de enero de 1982.
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Uno de los aspectos más importantes de esa ley fue que su objeto? se
extendió a la protección del ambiente como un todo y no sólo a la preven­
ción y control de la contaminación ambiental, lo que fortaleció aún más la
federalización de la materia ambiental; además, permaneció el criterio salu­
brista en su enfoque regulatorto, pues la aplicación de sus disposiciones co­
rrespondió nuevamente a la SSA y al CSG. y pudieron intervenir coordinada­
mente para esos efectos (aplicar la ley para proteger el medio ambiente) y
en el ámbito de sus respectivas competencias otras dependencias adminis­
trativas las cuales fueron:

a) La Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos en materia de pre­
vención y control de la contaminación de las aguas y de los suelos,

b) La Secretaria de Marina. en la protección ambiental del medio mari­
no. cuando el origen de la contaminación no proviniera desde tierra.

e) Las secretarias de Patrimonio y Fomento Industrial. de Trabajo y Pre­
visión Social y la de Comercio. en materia de prevención y control de
la contaminación por actividades industriales y comerciales.

dJ La Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas en aspec­
tos de desarrollo urbano y obras públicas.

e) La Secretaría de Comunicaciones y Transportes en relación con las
vías generales de comunicación .

./J El entonces Departamento de Pesca en actividades pesqueras y de
acuacultura en general.

g) La Secretaría de Educación Pública para la formulación de programas
de estudio y de actividades prácticas de inicio a la protección del am­
biente en el nivel de secundarias técnicas e institutos tecnológicos.

Originalmente los instrumentos y mecanismos que se establecieron en
la LFPA para llevar a cabo su objeto fueron innovadores en su momento, aun­
que su regulación no fue lo suficientemente amplia y consistente para que
operaran de manera más adecuada en la protección del ambiente. Éste fue
el caso de la figura del impacto ambiental y la Manifestación de Impacto
Ambiental -que actualmente es uno de los instrumentos de política am­
biental más importantes en el control de actividades que afectan de forma
adversa el ambiente y sus componentes- aplicable a proyectos de obras

5 El articulo 10 de la LFPA disponía como su objeto" ... la protección, mejoramiento, canser­
vacíón y restauración del ambiente. asícomo la prevención y control de la contaminación
que lo afecte". coniunrándose a la integralidad de la protección ambiental la visión forma­
lizada en la LFPCCA.
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públicas o de particulares que pudieran producir contaminación o deterioro
ambiental, y que es el precedente del actuai instrumento de política ambien­
tal denominado Evaluación del Impacto Ambiental, previsto en la LGEEPA. La
manifestación del impacto ambiental quedó regulada en un solo art, el 70,
sin mayor desarrollo, de la forma siguiente:

Los proyectos de obras públicas o de particulares que puedan producir conta­
minación o deterioro ambiental, que excedan los límites mínimos previsibles
marcados en los reglamentos y normas respectivas, deberán presentarse a la
Secretaría de Salubridad y Asistencia para que ésta los revise y pueda resolver
sobre su aprobación, modificación o rechazo, con base en la información rela­
tivaa una manifestación de impacto ambiental, consistente en las medidas téc­
nicas preventivas y correctivas para minimizar los daños ambientales durante
su ejecución o funcionamiento.

En la LFPA, la protección del ambiente fue subdividida como se realizó en
la ley que le precedió, para identificar los componentes básicos del medio
ambiente y establecer previsiones especificas para el control de actividades
sobre dichos componentes. En ese sentido, los elementos naturales por pro­
teger fueron los siguientes:

4.3.1 Atmósfera

En la LFPA se prohibió expresamente" expeler o descargar contaminantes
que alteraran la atmósfera o que provocaran o pudieran provocar degrada­
ción o molestias en perjuicio de la salud humana, la flora, la fauna y, en ge­
neral, de los ecosistemas; incluso fueron definidas las fuentes emisoras de
contaminantes, las cuales se identificaron en dos grupos:7

1. Las naturales, que incluyen áreas polvosas de terrenos erosionados o
secos, emisiones volcánicas y otras semejantes.

2. Las artificiales, es decir, aquellas producidas por la acción humana,
entre las que se encuentran:

a) LasJijas, como fábricas, talleres, termoeléctricas, instalaciones nu­
cleares, refinerías, plantas químicas, construcciones y cualquier
otra análoga a las anteriores.

6 Artículo 17 de la LFPA.
7 Artículo 18 de la LFPA.
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b) Las móviles, como vehículos automotores de combustión interna,
aviones, locomotoras, barcos, motocicletas, y similares.

e) Diversas, como la incineración, la quema a la intemperie de basu­
ra y residuos, el uso de explosivos o cualquier tipo de combustión
que produjera o pudiera producir contaminación.

4.3.2 Aguas

Para proteger este importantísimo recurso natural, en la LFPA se prohibió ex­
presamente descargar, sin previo tratamiento, en las redes colectoras, ríos,
cuencas, cauces, vasos y demás depósitos o corrientes de aguas, o infiltrar
en terrenos, aguas residuales que contengan contaminantes, desechos, ma­
terias radiactivas o cualquier otra sustancia dañina a la salud de las perso­
nas, a la flora, a la fauna o a los bienes. Además, se prohibió la construcción
de obras o instalaciones y la operación o funcionamiento de las obras o ins­
talaciones existentes cuando la descarga de aguas residuales ocasionara o
pudiera ocasionar contarnínacíón."

4.3.3 Medio marino

La LFPA no definió propiamente el medio marino, pero señaló los elementos
que lo comprenden. Así, el entorno marino incluía, para los efectos de di­
cha ley, ..... las playas, el mar territorial, los suelos y subsuelos del lecho ma­
rino y la zona económica exclusiva","

Para proteger el medio marino, el legislador federal previó dos prohibi­
ciones concretas: 10

a) Descargar, sin previo tratamiento, en las aguas marinas sustancias o
desechos de cualquier tipo, asi como aguas residuales que conten­
gan contaminantes nocivos para la salud de las personas y del me­
dio marino.

b) Construir obras e instalaciones, asi como operar las ya existentes
cuando éstas ocasionaran contaminación grave del medio marino.

, Art 23 de la LFPA.
9 Art 29. párrafo segundo, ele la LFPA.

10 Arts 29, párrafo primero. y 31 de la LFPA.
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4.3.4 Suelos

Para la protección de los suelos, la LFPA estableció previsiones que son el an­
tecedente inmediato de la regulación actual en materia de residuos peligro­
sos y desechos sólidos -tanto en la LGEEPA como en las legislaciones loca­
les->. En este sentido, dicha ley prohibió la descarga, depósito o infiltración
de contaminantes en los suelos si no cumplen con las normas técnicas co­
rrespondientes. A su vez, fijó la posibilidad de operar sistemas de recolec­
ción, depósito, alojamiento, uso, tratamiento y disposición final de desechos
sólidos, líquidos o gaseosos, lo cual requería para su funcionamiento la pre­
via autorización de la SSA. 11

Dicha ley también se encargó de determinar formalmente la finalidad de
las condiciones necesarias que debían reunir los desechos sólidos que origi­
naban contaminación provenientes de usos públicos, domésticos, industria­
les, agropecuarios o de cualquier otra especie, que se acumularan o pudie­
ran acumularse en los suelos. Los propósitos de dichas condiciones eran las
siguientes:

al Prevenir o evitar la contaminación del suelo.
b) Prevenir o evitar las alteraciones nocivas en el proceso biológico de

los suelos.
el Prevenir y evitar la modificación, los trastornos o las alteraciones en

el aprovechamiento, uso o explotación del suelo o en la capacidad hi­
dráulica de los ríos, cuencas, cauces, lagos, embalses, aguas marinas,
mantos acuíferos y otros cuerpos de aguas.P

4.3.5 Efectos de energía térmica, ruido
y vibraciones

Las actividades generadoras de contaminación por energía térmica, ruido
o vibraciones también fueron objeto de regulación y control en la LFPA.

Particularmente se prohibió producir emisiones contaminantes de energía
térmica, ruido y vibraciones perjudiciales al ambiente o a la salud pública,
en contravención a las disposiciones legales aplicables en ese momento
histórico.

11 Art 34 de la LFPA.
12 Artículo 36 de la LFPA.
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En virtud de que determinadas actividades causan ese tipo de contami­
nación al medio ambiente (por ejemplo la construcción de edificios), se es­
tableció en la LFPA que al realizar tales actividades se debían tomar en cuenta
las medidas técnicas, preventivas y correctivas para evitar sus efectos noci­
vos. La autoridad administrativa reguladora y controladora de la contamina­
ción por energía térmica, ruido o vibraciones era la SSAD

4.3.6 Efectos de radiaciones ionizantes

Las radiaciones íonizantes -o radiactividad- también fueron preocupa­
ción del legislador federal, y en la LFPA se incluyeron disposiciones que re­
flejan la complejidad del control de este tipo de contaminación. Como en
los casos anteriores, se prohibió expresamente llevar a cabo emisiones de
radiaciones ionízantes que pudieran contaminar el aire, las aguas, los sue­
los, la flora y la fauna, cuando las operaciones que pudieran provocarlas
no se ajustaran en su realización a lo previsto en las disposiciones legales
aplicables.

En ei control de actividades generadoras de tan peculiar -y peligroso­
tipo de contaminación intervinieron los siguientes organismos públicos:

• La Secretaría de Salubridad y Asistencia (SSA).

• La Secretaria de Patrimonio y Fomento Industrial, por conducto de la
Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias.

• La Comisión Nacional de Energía Atómica.
• La Comisión de Uranio Mexicano.
• El Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares.

La regulación de la contaminación del ambiente por radiaciones ionizan­
tes correspondió a dos instituciones públicas, sin perjuicio de las atribucio­
nes que les correspondieran en el ámbito de sus respectivas competencias: la
SSA y la Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias. 14 Además,
la regulación y el control de las obras o actividades con fuentes emisoras de
radiaciones ionizantes se dirigió a dos objetivos fundamentales: a) evitar da­
ños a la salud y a los ecosistemas.l" y b) evitar riesgos de posibles efectos
adversos a los bienes mencionados.

13 Artículos 39 a 41 de la LFPA.

14 Artículos 49 y 51 de la LFPA.

15 Articulas 47 y 51 de la LFf'A.
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4.3.7 Efectos del medio ambiente en alimentos
y bebidas I6

Este tema pareciera estar más identificado en el ámbito de la salubridad ge­
neral que en el del medio ambiente, pues la cuestión de los alimentos y be­
bidas es un asunto preponderantemente de inocuidad y calidad, lo cual los
hace idóneos para su consumo. Sin embargo, el legislador consideró conve­
niente vincular los efectos del ambiente en los alimentos, dado que las con­
diciones de aquél -buenas o malas desde el punto de vista ambiental- in­
fluyen de manera directa en las cualidades de los productos alimenticios y
en la salud de las personas que los ingieren.

De esa manera, la LFPA y la legislación sanitaria -representada princi­
palmente al momento en que fue expedida la ley en comento por el Cáliga
Sanitario de los Estados Unidos Mexieanos- se vincularon en materia de
contaminación de alimentos y bebidas en general, otorgando amplias facul­
tades a la SSA para prevenir dicha contaminación y vigilar el cumplimiento
de las normas de calidad sanitaria tanto en los alimentos de importación co­
mo en los de exportación.

En esa forma, la SSA contó con atribuciones expresas para que, en caso
de epidemias o endemias así como de intoxicaciones originadas por con­
taminación ambiental de alimentos y bebidas, pudiera dictar desde luego
-inmediatamente- las medidas preventivas y correctivas que estimara
pertinentes, coordinando sus acciones con las autoridades federales, estata­
les y municipales con el fin de controlar su propagación. Además. en mate­
ria de prevención y control de contaminación de alimentos y bebidas la SSA

tenía otras facultades no menos importantes, como:

a) Realizar análisis, estudios, investigaciones y vigilancia para localizar
el origen, procedencia, naturaleza, grado, magnitud, frecuencia y pro­
liferación de contaminantes de alimentos y bebidas.

b) Fijar límites de tolerancia de contaminantes, así como de otras sus­
tancias que deterioren o alteren la calidad de los alimentos y bebidas,
tanto en la producción de materias primas que se utilizaran como en
su proceso de producción.

e) Recopilar, revisar e integrar información relacionada con la contami­
nación de alimentos y bebidas.

16 Capítulo Séptimo. referente a la protección de losalimentos y bebidas por efectos del me­
dio ambiente.
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el) Intercambiar métodos y tecnología con organismos públicos y priva­
dos. nacionales e internacionales. para la producción. manejo y trata­
miento adecuado de alimentos y bebidas.

4.3.8 Áreas de protección, mejoramiento,
consclVación y restauración

En la LFPA se fijaron por primera vez las bases para la protección de zonas o
áreas importantes por los recursos naturales que les caracterizaban o por las
condiciones físicas y ambientales en que se encontraban. En ese sentido. el
legislador estableció la figura de los decretos declarativos de la localización,
extensión y características de las áreas que requirieran la protección. mejo­
ramiento. conservación y restauración de sus condiciones ambientales. Las
declaratorias eran propuestas por la entonces Secretaría de Desarrollo Urba­
no y Ecología (SEDUE) al titular del Ejecutivo federal, quien estaba facultado
por la ley para expedir dichas declaratorias. las cuales se debían inscribir en
el Registro Público de la Propiedad correspondiente.

Además. en dicha ley se previó que las acciones de protección. mejora­
miento. conservación y restauración de las condiciones ambientales de las
áreas mencionadas. se llevaran a cabo mediante acciones articuladas de
las autoridades competentes. Para ello, se dispuso que en los decretos de­
clarativos se establecieran las bases para que la SEDUE celebrara convenios
y acuerdos de coordinación con los gobiernos estatales y municipales. así
como de concertación e inducción con grupos sociales o con particulares in­
teresados.

Estas disposiciones sentaron los cimientos de la actual estructura jurídi­
ca de las áreas naturales protegidas y de las zonas de restauración previstas
actualmente en la Ley General del Equilibrio Ecolcqico y la Protecci ón al Am­
biente. las cuales constituyen un instrumento de politica ambiental básico
para la preservación y conservación de la rica y todavía vasta biodiversidad
característica de nuestro país.

4.3.9 Acción popular

Por otra parte. la LFPA también estableció la figura de la acción popular de
una forma más amplia que la prevista por la LFPCCA, pero con dos caracte­
rísticas relevantes: reguló de manera más específica el procedimiento admi­
nistrativo de atención y conclusión de denuncias, y aclaró que la acción
popular para denunciar la existencia de fuentes de contaminación podía
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ejercitarla cualquier persona. Para darle atención y curso bastaba señalar los
datos que permitieran iocalizar la fuente contaminante y el nombre y domi­
cilio del denunciante -para efectos de notificaciones y de información del
estado de atención y tramitación de la denuncia.

4.3.10 Tipificación de delitos

En la LFPA se tipificaron por primera vez delitos relativos a conductas cuyo
resultado material era la contaminación del ambiente o de los elementos
que lo integran. Los tipos penales fueron los siguientes:

Artículo 76

Pena de seis meses a tres años de prisión y multa por el equivalente de cincuen­
ta a diez mil dias del salario minimo general vigente en el Distrito Federal. al que
intencionalmente o por imprudencia:

a)Expida o descargue contaminantes peligrosos que deterioren la atmósfera o
que provoquen o puedan provocar daños graves a la salud pública, la flora, la
fauna o los ecosistemas.

b) Descargue, deposite o infiltre contaminantes peligrosos en los suelos. que
provoquen o puedan provocar daños graves a la salud pública. la flora. la fau­
na o los ecosistemas.

c) Descargue. sin su previo tratamiento en el medio marino, tios, cuencas. cau­
ces, vasos o demás depósitos de agua, incluyendo los sistemas de abasteci­
miento de agua, o infiltre en suelos o subsuelos aguas residuales, desechos o
contaminantes que causen o puedan causar daños graves a la salud pública.
la flora, la fauna o los ecosistemas.

d) Genere emisiones de energia térmica. ruido o vibraciones que ocasionen gra­
ves daños a la salud pública. la flora. la fauna o los ecosistemas.

Articulo 77

Pena de uno a cinco años de prisión y multa por el equivalente de cien a diez mil
dias del salario minimo general vigente en el Distrito Federal. para quienes co­
metan alguno de los siguientes delitos:

a) Fabricar, almacenar. usar, importar, comerciar, transportar o disponer sin au­
torización de la SSA sustancias o materiales contaminantes que causen o pue­
dan causar riesgo o peligro grave a la salud pública. la flora, la fauna o los eco­
sistemas.

b) Contaminar o permitir la contaminación de alimentos o bebidas con repercu­
siones para la salud pública.

c) Generar emisiones de radiaciones ionizan tes que ocasionen graves daños a la
salud pública. la flora, la fauna o los ecosistemas.
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Igualmente novedoso e importante resulta lo dispuesto por la LFPA en
materia de responsabilidades, pues en su art 78 dispuso que las sanciones
penales (arts 76 y 77 señalados en párrafos anteriores) serán sin perjuicio
de la responsabilidad civil que surgiera con motivo de los daños que pudie­
ran causarse. En este sentido se consideró que si bien las acciones represo­
ras tienen como una de sus finalidades más importantes inhibir conductas
contaminantes del medio ambiente, ello debe ser complementado median­
te la exigencia de la indemnización o de la reparación del daño, atendiendo
al sistema de responsabilidades -subjetiva y objetiva- reconocido en el
Código Civil. No obstante, la óptica de este código es meramente individua­
lista, pues sólo atiende al patrimonio de la persona afectada, la cual puede
optar por la reparación del daño recibido, cuando esto sea posible, o por una
indemnización de tipo económico. Esta visión, aunque avanzada en su mo­
mento, ha tenido desde entonces limitaciones importantes en materia de
protección del ambiente y de preservación y restauración del equilibrio eco­
lógico, pues 105 actos de reparación o los indemnizatorios son insuficientes
para volver a su estado original bienes ambientales que, por los beneficios
que aportan para la continuidad de la vida y de las condiciones para la su­
pervivencia del hombre, son de interés de la colectividad.

4.3.11 Reglamentación de la LFPA

Por lo que hace a la reglamentación de las disposiciones de la LFPA, el ar­
tículo tercero transitorio extendió la vigencia de los expedidos para regla­
mentar la LFPCCA y estableció que, en tanto se expidieran los reglamentos
propios de la LFPA, seguirían aplicándose en lo que no la contravinieran:

• El Reglamento para la Prevenci in y Control de la Contaminación Atmos­
férica Originada por la Emisión de Humos y Polvos, del 17 de septiem­
bre de 1971.

• El Reglamento para la Prevención y Control de la Contaminaci ón de
Aguas, del 29 de marzo de 1973.

• El Reglamento para la Prevenciin y Control de la Contaminaciérl Ambien­
tal Originada por la Emisión de Ruidos, del 2 de enero de 1976..

Este último reglamento fue abrogado por el Reglamento para la Proteo­
cién del Ambiente Contra la ContaminaciÓ1l Originada por la Emisiérl del Rui­
do, publicado en el Diario Oficial de la FederaciÓ1l el 6 de diciembre de 1982,
el cual sigue vigente, conforme al artículo tercero transitorio de la LGEEPA.
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4.4 Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente

La vigencia de la LFPA fue más corta que la de su antecesora, debido a un
proceso de reformas constitucionales sucesivas -vistas en el capítulo ante­
rior- y a la expedición de su "indispensable corolarío'"? que es la Ley Ge­
neral del Equilibrio Ecolq¡ico y la Proteccitn al Ambiente (LGEEPA), actualmen­
te en vigor.

Las reformas constitucionales referidas fueron la del art 25 en 1983 y la
de los arts 27 y 73, verificada en 1987, las cuales terminaron por "desfede­
ralizar" la protección del ambiente, haciéndola una materia concurrente (al
incluirse la fracc XXIX-G al art 73 constitucional), en la que participan la Fe­
deración, los estados y los municipios en el ámbito de sus respectivas com­
petencias, determinadas y delimitadas por la propia LGEEPA.

4.4.1 Objeto de la LGEEPA

La LGEEPA se publicó en el Diario Oficial de la Federacitn el 28 de enero de
1988, y abrogó a la LFPA. SU objeto general es reglamentar las disposiciones
de la Constituci ón Poi itica de los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a
la preservación y restauración del equilibrio ecológico, así como a la protec­
ción al ambiente en todo el territorio nacional, incluidas las zonas en las
cuales la nación ejerce su soberanía y jurisdicción. El fin particular de la
LGEEPA, originalmente, era establecer las bases para:

• Definir los principios de la política ecológica general y regular los ins-
trumentos para su aplicación.

• El ordenamiento ecológico.
• La preservación, la restauración y el mejoramiento del ambiente.
• La protección de las áreas naturales así como la flora y fauna silves­

tres y acuáticas.
• El aprovechamiento racional de los elementos naturales de manera

que sea compatible la obtención de beneficios económicos con el
equilibrio de los ecosistemas.

• La prevención y el control de la contaminación del aire, el agua y el
suelo.

17 Asi la califica Raúl Brañes en su obraManual dederecho ambientalmexicano", 2a ed, Fondo
de Cultura Económica. México, 2000, pag 107.
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• La concurrencia d.el gobierno federal. de las entidades federativas y de
los municipios en la materia.

• La coordinación entre las diversas dependencias y entidades de la ad­
ministración pública federal. así como la participación corresponsable
de la sociedad. en las materias de este ordenamiento.

Sin embargo. el objeto de la LGEEPA fue modificado y adicionado me­
diante reformas a dicha ley en 1996. de tal manera que su propósito ac­
tual, aunque no distante del original, contiene elementos importantísimos
como el derecho de toda persona a disfrutar de un medio ambiente sano
y adecuado -el cual se adelantó a la reforma constitucional de 1999 al art
4 de la Carta Magna- así como propiciar las condiciones para el desarro­
llo sustentable, entre otros. Veamos la conformación actual del objeto de
la LGEEPA:

• Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente
adecuado para su desarrollo. salud y bienestar.

• Definir los principios de la política ambiental y los instrumentos para
su aplicación.

• La preservación, la restauración y el mejoramiento del ambiente.
• La preservación y protección de la biodiversidad, así como el estable­

cimiento y administración de las áreas naturales protegidas.
• El aprovechamiento sustentable, la preservación y. en su caso. la res­

tauración del suelo. el agua y los demás recursos naturales. de mane­
ra que sean compatibles la obtención de beneficios económicos y las
actividades de la sociedad con la preservación de los ecosistemas.

• La prevención y el control de la contaminación del aire. el agua y el
suelo.

• Garantizar la participación corresponsable de las personas, en forma
individual o colectiva. en la preservación y restauración del equilibrio
ecológico y la protección al ambiente.

• El ejercicio de las atribuciones que en materia ambiental correspon­
den a la Federación. los estados, el Distrito Federal y los municipios.
según el principio de concurrencia previsto en el art 73, fracc XXIX-G
de la Constitución.

• El establecimiento de los mecanismos de coordinación, inducción y
concertación entre autoridades, entre éstas y los sectores social y pri­
vado. así como con personas y grupos sociales, en materia ambiental.

• El establecimiento de medidas de control y de seguridad para garan­
tizar el cumplimiento y la aplicación de esta ley y de las disposiciones
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que de ella se deriven, así como para la imposición de las sanciones
administrativas y penales que correspondan.

4.4.2 Naturaleza jurídica de la LGEEPA

La LGEEPA es una ley marco, y en eso consiste fundamentalmente -aunque
no de forma exclusiva- su naturaleza jurídica. Brañes dice al respecto:
..... así se denomina a los ordenamientos jurídicos que se han expedido en
los últimos tiempos en esta materia, cuando ellos, al regular el conjunto de
la protección al ambiente no agotan este tema y, en consecuencia, dejan
subsistentes los ordenamientos jurídicos preexistentes que versan sobre te­
mas específicos que tienen que ver con la misma protección al ambiente". 18

El mencionado jurista continúa: ..... las leyes marco ... se superponen a la le­
gislación ambiental preexistente, modificándola mediante reglas generales
sobre la materia, a cuyas prescripciones quedan por lo habitual subordina­
das las reglas especiales contenidas en los ordenamientos jurídicos preexis­
tentes, en el sentido de que se aplican sólo de manera supletoria". 19

Lo anterior es así en virtud de que las leyes ambientales preexistentes
regulan de manera específica ciertos elementos ambientales (como el agua,
los minerales, el suelo, la flora, la fauna, etc), sin considerar sus relaciones
con los demás componentes naturales. En palabras del mismo Brañes:
..... la legislación ambiental vigente es eminentemente sectoríalísta y reduc­
cíorusta. Para superar ese estado de cosas, se expiden las llamadas leyes
marco, que incorporan a la legislación ambiental una visión holística y sisté­
mica del ambiente, mediante reglas que regulan los elementos y efectos am­
bientales desde una perspectiva que considera al ambiente como un todo
organizado a la manera de un sístema'v?

Por su parte, Quintana Valtierra señala que las leyes marco tienen dos
finalidades: a) regular la materia para la que fueron expedidas, y b) dejar
subsistentes las demás leyes primigenias que se ocupan de temas espe­
cíficos que tienen relación directa con la materia objeto de la ley marco."
Pero desde el punto de vista de las competencias, las leyes marco o leyes
generales que expide el Congreso de la Unión, tienen dos propósitos simul­
táneos:

is Raúl Brañes. ob cit. pág 115.
19 ídem.
20 ídem
21 Jesús Quintana Valtierra. Derecho ambiental mexicano. Lineamientos generales. 1a ed,

Editorial Porrúa. México. 2000. pág 58.
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a) Distribuir competencias entre la Federación y los estados, sentando
las bases para el desarrollo de las leyes locales correlativas.

b) Establecer el régimen federal para regular la acción de los poderes
centrales en la materia de que se trate, que en este caso es la preser­
vación y restauración del equilibrio ecológico y la protección del me­
dio ambiente.

Lo anterior se refleja en la LGEEPA. que en dos preceptos deja ver clara­
mente su naturaleza jurídica en cuanto a su aplicación. Nos referimos al art
lo, último párrafo, que textualmente establece: "En todo lo no previsto en
la presente ley, se aplicarán las disposiciones contenidas en otras leyes rela­
cionadas con las materias que regula este ordenamiento", de esta manera,
en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológico y la pro­
tección al ambiente, las disposiciones de la LGEEPA prevalecen por encima de
las establecidas en las leyes sectoriales, excepto cuando dicha ley sea omi­
sa, en cuyo caso se deben aplicar las previsiones de la ley sectorial.

Caso contrario resulta en los asuntos de inspección y vigilancia, aplica­
ción de medidas de seguridad y determinación de infracciones y sanciones,
pues en el art 160, último párrafo de la LGEEPA quedó establecido: "Tratán­
dose de materias referidas en esta ley que se encuentran reguladas por le­
yes especiales, el presente ordenamiento será de aplicación supletoria por
lo que se refiere a los procedimientos de inspección y vigilancia", de mane­
ra que si las leyes sectoriales contienen regulación expresa en las rnaterías
mencionadas. dichas leyes serán las aplicables y, de manera supletoria, la
LGEEPA.

4.4.3 Reforma de la LC;EEPA en 1996

El 13 de diciembre de 1996 fueron publicadas en el Diario Oficial de la Fe­
deracitn sendas reformas a la LGEEPA en diversos temas de su contenido. En
realidad. la LGEEPA de 1988 fue transformada sustancialmente, mejoró múl­
tiples elementos e incorporó otros no contenidos en la versión original,
para dar paso a una "nueva ley" que permitiera lograr de forma efectiva su
objeto y propósitos. Las modificaciones que integraron la reforma referida,
versaron principalmente sobre las materias siguientes:

a) Distribuci én de competencias, precisando con detalle, de mejor mane­
ra que en el texto original, las atribuciones que en materia de preser-
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vación y restauración del equilibrio ecológico y la protección al am­
biente le corresponden a la Federación, a los estados, a los munici­
pios y al Distrito Federal. Además, se mejoró lo concerniente a los
mecanismos de coordinación entre los tres órdenes de gobierno con
la finalidad de impulsar el proceso de descentralización de la gestión
ambiental.

b) Instrumentos de política ambiental, que incluyó una reforma estructu­
ral en lo referente a la regulación ecológica de los asentamientos hu­
manos, al ordenamiento ecológico del territorio, a la evaluación del
impacto ambiental y a la normalización, así como se incorporaron
nuevos instrumentos de política ambiental: los económicos, la auto­
rregulacíón y las auditorías ambientales. Casi la totalidad de estos te­
mas han sido objeto de reglamentación actualmente en vigor.

c) Biodiversidad, para lo cual se reguló lo relativo a áreas naturales pro­
tegidas, zonas de restauración y flora y fauna silvestres, a efecto de
fortalecer las acciones tendientes a la preservación, restauración y
protección de especies importantes para el país y para el equilibrio
ecológico y el medio ambiente, varias de las cuales se encuentran
amenazadas o en peligro de extinción.

d) Contaminaci tn ambiental, se modificaron diversas disposiciones rela­
tivas a la contaminación atmosférica y a los residuos peligrosos (re­
colección, almacenamiento, transporte, reuso, tratamiento, reciclaje,
incineración y disposición final), los materiales peligrosos (manejo) y
el riesgo ambiental (prevención y gestión).

e) Participaciál social e iriformaciál ambiental, ampliando los espacios
para que la primera sea activa en la gestión ambiental, y regulando la
segunda como parte fundamental para lograr una participación res­
ponsable e informada de las personas interesadas en la protección y
el mejoramiento del medio ambiente.

Ji Responsabilidades. procedimientos administrativos y sanciones, cuyas
disposiciones pueden complementarse en las leyes Federal sobre Me­
trolog ía y Normalizaci tn y Federal de Procedimiento Administrativo. de
manera que éstas se apliquen en forma supletoria en caso de que la
LGEEPA sea omisa o deficiente; además. se perfeccionan los procedi­
mientos de aplicación de la ley por parte de las autoridades adminis­
trativas ambientales.
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4.5 Reglamentos de la LGEEPA

La LGEEPA cuenta actualmente con siete reglamentos expedidos por el presi­
dente de la República, en su carácter de titular del Poder Ejecutivo federal,
yen ejercicio de la facultad reglamentaria que le confiere el art 89, fracc 1,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Estos reglamen­
tos son:

• ElReglamento en Materia de Evaluación del Impacto Ambiental.
• ElReglamento en Materia de Residuos Peligrosos.
• El Reglamento en Materia de Prevención y Control de la Contaminación

de la Atmisfera.
• El Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Contaminaci ón

Originada por la Emisión del Ruido.
• ElReglamento en Materia de Auditoría Ambiental.
• ElReglamento en Materia de Áreas Naturales Protegidas.
• El Reglamento en Materia de Ordenamiento Ecoléyico.

Tamblén existe otro reglamento -que sigue en vigor- cuya caracterís­
tica es que proviene de un tratado internacional y que fue expedido estando
vigente la LFPCCA, se trata del Reglamento para Prevenir y Controlar la Conta­
minaci ón del Mar por Vertimiento de Desechosy otras Materias, cuyo conteni­
do comentaremos más adelante.

Enunciados los reglamentos de la LGEEPA -respecto de lo cual conside­
ramos que es una de I.a leyes mexicanas con mayor desarrollo reglamenta­
rio- veamos brevemente su contenido.

4.5.1 Reglamento en Materiade Evaluación
del Impacto Ambiental

Este reglamento fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de
mayo de 2000. Su objeto es reglamentar las disposiciones de la LGEEPA en
materia de evaluación del impacto ambiental a nivei federal. Dicha evalua­
ción se realiza mediante un procedimiento administrativo técnico y comple­
jo, cuyas bases y lineamientos se determinan en la LGEEPA (arts 28 a 35 bis
3) y se especifican y desarrollan de forma más amplia en el reglamento en
cuestión.

El reglamento de evaluación del impacto ambiental vigente abrogó al an­
terior reglamento en materia de impacto ambiental -nótese que no se re-
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fería a la "evaluación" del impacto ambiental sino sólo al impacto ambien­
tal que toda actividad humanaproduce- publicado en el Diario Oficial de la
Federaei ón el 7 de junio de 1988, pues las disposiciones de este último que­
daron rezagadas respecto de las modificaciones a la LGEEPA en 1996, parti­
cularmente en cuanto a las que sufrió el procedimiento de evaluación del
impacto ambiental de obras y actividades de competencia federal, en el cual
se incluyó, entre otras cosas no menos importantes, la participación social
mediante la consulta pública, como parte del procedimiento evaluatorio del
impacto ambiental.

Entre los atributos más importantes de este reglamento destacan los si­
guientes:

a) La descripción -por disposición de la LGEEPA en el primer párrafo
de su art 28-, detallada en algunos casos, de obras y actividades de
competencia federal para efectos de la evaluación de su impacto am­
biental.

b) El procedimiento para la evaluación del impacto ambiental.
e) El tipo o clases de manifestación del impacto ambiental, que es el do­

cumento base de la evaluación del impacto ambiental por parte de las
autoridades competentes.

d) Los requisitos y el contenido mínimo -y específico- de las manifes­
taciones de impacto ambiental.

e) Los requisitos y el contenido de los informes preventivos de obras y
actividades que para realizarse no requieran presentar la manifesta­
ción del impacto ambiental ni sujetarse al procedimiento de eva­
luación del impacto ambiental.

1> La regulación de la participación social, mediante la consulta pública,
en el procedimiento de evaluación del impacto ambiental en obras y
actividades de competencia federal.

g) El establecimiento de la obligación de otorgar seguros y garantías a
cargo de los interesados en realizar obras y/o actividades, respecto al
cumplimiento de las condiciones fijadas en las autorizaciones, cuan­
do durante la ejecución de dichas obras y/o actividades se ocasionen
daños graves a los ecosistemas.

4.5.2 Reglamento en Materia de Residuos Peligrosos

Este reglamento se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 25 de no­
viembre de 1988. Su objeto es reglamentar la LGEEPA en lo que se refiere a
residuos peligrosos, previniéndose de manera importante un régimen de au-
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torizaciones para el control y manejo de dichos residuos, cuyo desarrollo se
basa en un procedimiento administrativo específico para la expedición de
ese tipo de actos administrativos.

Las previsiones más importantes de este reglamento son las siguientes:

a) Se establece como regla general la responsabilidad del manejo de los
residuos peligrosos a cargo de la persona que los genere, a quien se
denomina legal y reglamentariamente generador.

b) Se fijan expresamente las actividades que integran el manejo de los
residuos peligrosos, y que comprenden el conjunto de operaciones
que incluyen el almacenamiento, recolección, transporte, alojamien­
to, reuso, tratamiento, reciclaje, incineración y su disposición final.

e) Se previenen las actividades que requieren autorización en materia
de residuos peligrosos: la instalación y operación de sistemas de re­
colección, almacenamiento, transporte, alojamiento, reuso, trata­
miento, reciclaje, incineración y disposición final de residuos peligro­
sos, así como la prestación de servicios en dichas operaciones.

d) Se disponen previsiones para el envasado de residuos peligrosos,
atendiendo su estado físico, sus características de peligrosidad y su
incompatibilidad con otros residuos.

e) Se determinan los requisitos y características de las áreas de almace­
namiento de residuos peligrosos, ya sean cerradas o abiertas.

j) Se establece un régimen aplicable al transporte de residuos peli­
grosos.

g) Se precisa un régimen aplicable a la disposición final de los residuos
peligrosos, consistente en el confinamiento de los mismos (controla­
do o en formaciones geológicas estables) y en los receptores de agro­
químicos.

h) Se prevé un régimen específico para la importación y exportación de
residuos peügrosos.

Recientemente fue expedida la Ley General para la Prevención y GestiÓ'l
Integral de los Residuos, a la que nos referiremos más adelante con mayor
detalle; sin embargo, lo importante de esta ley para los efectos del reglamen­
to que nos ocupa es que, una vez que dicho ordenamiento jurídico entre en
vigor -lo cual sucederá a los 90 días naturales siguientes a su publicación-,
el reglamento de la LGEEPA en dicha materia seguirá Vigente para expedición
de autorizaciones, hasta en tanto no sea expedido el reglamento específico
que ordena esa nueva ley general.
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4.5.3 Reglamento en Materia de Prevención y Control
de la Contaminación de la Atmósfera

Este reglamento fue expedido y publicado en el Diario Oficial de la Federa­
cién el mismo día en que se publicó el Reglamento de la LGEEPA en Materia de
Residuos Peligrosos. Su objeto es regular las disposiciones de la LGEEPA en lo
que se refiere a la prevención y control de la contaminación atmosférica.

El cumplimiento de las disposiciones de este reglamento está a cargo de
las personas físicas o morales, públicas o privadas, que pretendan realizar o
que realicen obras o actividades por las que se emitan a la atmósfera olores,
gases o partículas sólidas o líquidas. Las disposiciones más relevantes de es­
te reglamento son las siguientes:

a) Se fijan dos criterios, que son rectores de la política ambiental y de la
conducta de los agentes generadores de contaminantes, para la pro­
tección de la atmósfera: l) la calidad del aire debe ser satisfactoria en
todos los asentamientos humanos y las regiones del país, y ii) las emi­
siones de contaminantes a la atmósfera han de ser de fuentes artifi­
ciales o naturales, fijas o móviles, así como reducidas o controladas,
para asegurar una calidad del aire satisfactoria para el bienestar de la
población y el equilibrio ecológico.

b) Se determinan las zonas de jurisdicción federal, las fuentes fijas y las
móviles, ambas de jurisdicción federal, para efectos de control de
emisión de contaminantes a la atmósfera.

c) Se establece un régimen aplicable a la emisión de contaminantes a la
atmósfera, generados por fuentes fijas.

el) Se prevé un régimen aplicable a la emisión de contaminantes a la at­
mósfera, generados por fuentes móviles. '

e) Se constituye el sistema nacional de información de la calidad del
aire, integrado con los datos que genere el monitoreo atmosférico
que lleven a cabo las autoridades competentes del Distrito Federal,
así como en [os estados y municipios, y los inventarios de las fuentes
de contaminación de jurisdicción federal y local, así como de sus emi­
siones.

4.5.4' Reglamento para la Protección del Ambiente contra
la Contaminación Originada por la Emisión del Ruido

Este reglamento se publicó en el Diario Oficial de la Federacitri el 6 de di­
ciembre de 1982, para desarrollar administrativamente las disposiciones co-
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tre otras cosas, de establecer los parámetros de realización de dichas audi­
torías, supervisar. la forma en que se realizan y expedir, en su caso, el reco­
nocimiento de cumplimiento de las políticas y normativa ambientales por
medio del. certificado de industria limpia. Sin embargo, las auditorías am­
bientales las llevan a cabo personas fisicas o morales acreditadas para ello
en los términos de la Ley Federal sobre Metrología y Normalizaci oo. De esta
manera, las modalidades de los auditores ambientales acreditados, de con­
formidad con el reglamento en cuestión, son las siguíentes:

• Auditor coordinador.
• Auditor en materia de contaminación del agua. r

• Auditor en materia de contaminación' dé]' aire·y ruido.
• Auditor en materia de contaminación del suelo y subsuelo. ~

• Auditor en materiales y residuos peligrosos y no peligrosos.
• Auditor en riesgo y respuesta a emergencias ambientales.
• Auditor en recursos naturales.
• Auditor en legislación ambiental.
• Las demás que determine la entidad de acreditación en la cual se rea­

licen las actividades para reconocer a los auditores ambíentales."

El certificado de industria limpia es un reconocimiento expreso al esfuerzo
de las personas físicas o 'morales de apegarse a los objetivos de la política
ambiental en la realización de sus actividades productivas. De conformidad
con lo establecido en el reglamento, este certificado es el reconocimiento
que en términos de lo dispuesto por el art 38 bis, fracc IV, de la LGEEPA, otor­
ga la Profepa para identificar, en lo general, a las industrias que cumplan de
manera integral los compromisos derivados de la realización de las audito­
rías ambientales y, en lo particular, que las instalaciones auditadas operan
en pleno cumplimiento de la legislación ambiental vigente, así como de los
parámetros extranjeros e internacionales y buenas prácticas de operación
erngentena que resulten aplícables" Sin embargo, su vigencia es Iímítada
'~dos años, prorrogable por el mismo periodo- y está sujeta a que lo~ au­
ditados mantengan de manera permanente la operación de sus instalacio­
nes en las condiciones ex.istentes cuando les fue otorgado o prorrogado el
certificado como industria limpia .

r ,

25 Vrose art 41 del Reglamento.
26 Vrose arts 3. fraee VI. y 25 del Reglamento.

. .,
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4.5.6 Reglamento en Materia de Áreas Naturales
Protegidas

Este reglamento fue expedido y publicado en el Diario Oficial de la Federa­
CiÓ1 el 30 de noviembre de 2000. Su objeto es regular las disposiciones de
la LGEEPA en lo concerniente al establecimiento, administración y manejo
de las áreas naturales protegidas de competencia de la Federación (ANPS). La
autoridad competente en esta materia es la Comisión Nacional de Áreas Na­
turales Protegidas.

Las ANPS de competencia de la Federación se constituyen mediante de­
creto que expide el titular del Ejecutivo federal, el cual contiene, entre otras
cosas, la delimitación del área, las modalidades a que se sujetará el uso y
aprovechamiento de los recursos naturales que se encuentren dentro de
ella, la descripción de las actividades que pueden realizarse dentro del ANP,

los lineamientos generales para su administración y para la ejecución de ac­
ciones de preservación, restauración y aprovechamiento sustentable de re­
cursos naturales. El desarrollo de las modalidades y lineamientos referidos
se establece en los programas de manejo correspondientes a cada ANP, los
cuales son expedidos por el titular de la Semarnat.

En materia de información y conocimiento de las ANPS, el reglamento
creó dos instituciones importantes para tales efectos: el sistema nacional de
ANPS y el registro nacional de ANPS.

En cuanto al sistema nacional de ANPS, el reglamento establece linea­
mientos para la incorporación de dichas áreas.F los cuales también pueden
traducirse en criterios para la constitución de ANPS y su posterior incorpora­
ción al sistema nacional, a saber:

• Riqueza total de especies.
• Presencia de endemismos.
• Existencia de especies de distribución restringida.
• Presencia de especies en riesgo.
• Diferencia de especies respecto a otras áreas protegidas, previamente

incorporadas al sistema nacional de áreas naturales protegidas.
• Diversidad de ecosistemas presentes.
• Presencia de ecosistemas relictuales.
• Existencia de ecosistemas de distribución restringida.
• Presencia de fenómenos naturales importantes o frágiles.

27 Vá1se art 37 del Reglamento.
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• Integridad funcional de los ecosistemas.
• Importancia de los servicios ambientales generados.
• Viabilidad social para su preservación.

En cuanto al registro nacional de ANPS, se trata de un registro públi­
co, consultable por cualquier persona, cuyo objeto de inscripcíón-s es lo
siguiente:

• Los decretos mediante los cuales se declare el establecimiento de
áreas naturales protegidas de competencia federal.

• Los instrumentos que modifiquen los decretos señalados en la frac­
ción anterior.

• Los documentos en los cuales consten los resúmenes de los progra­
mas de manejo.

• Los certificados de reconocimiento de áreas productivas dedicadas a
una función de interés público, que la Semarnat hubiera emitido en
los términos del segundo párrafo del art 59 de la LGEEPA y el capítulo
11, título octavo del propio reglamento.

• Los acuerdos de coordinación que se celebren con el objeto de deter­
minar la forma como deberán ser administradas y manejadas las
áreas naturales protegidas.

• Las concesiones que otorgue ia Semarnat, dentro de las áreas natura­
les protegidas.

• Los planos de localización de las áreas.
• Los demás actos y documentos que dispongan la LGEEPA, el reglamen­

to u otros ordenamientos jurídicos.

Otro de los aspectos importantes del reglamento es la regulación de
obras y actividades en las ANPS mediante autorizaciones. De acuerdo con el
reglamento, las obras y actividades que requieren autorización previa para
realizarse dentro de las áreas naturales protegidas, sin importar el cumpli­
miento de otras disposiciones jurídicas aplicables, son las que a continua­
ción se enuncian:

• Colecta de ejemplares silvestres, así como de otros recursos biológicos
con fines de investigación científica.

28 Vá:1se art 39 del Reglamento.
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• La investigación y monitoreo que requieren manipular ejemplares de
especies en riesgo.

• El aprovechamiento de la vida silvestre, así como el manejo y control
de ejemplares y poblaciones que se tornen perjudiciales.

• El aprovechamiento de recursos biológicos con fines de utilización en
la bíotecnología,

• Aprovechamiento forestal.
• Aprovechamiento de recursos pesqueros.
• Obras que, en materia de impacto ambiental, requieran autorización

de impacto ambiental en los términos del art 28 de la LGEEPA.

• Utilización y aprovechamiento de aguas nacionales.
• Uso y aprovechamiento de la zona federal marítimo-terrestre.
• Prestación de servicios turísticos como los siguientes:

- Visitas guiadas, incluyendo el aprovechamiento no extractívo de la
vida silvestre.

- Recreación en vehículos terrestres, acuáticos, subacuáticos y aé-
reos.

- Pesca deportivo-recreativa.
- Campamentos.
- Servicios de pernoctación en instalaciones federales.
- Otras actividades turístico-recreativas de campo que no requieran

de vehículos.

• Filmaciones, actividades de fotografía, captura de imágenes o sonidos
por cualquier medio, con fines comerciaies que requíeran equípos
compuestos por más de un técnico especializado como apoyo a la per­
sona que opera el equipo principal.

• Actividades comerciales, excepto las que se realicen dentro de la zona
de asentamientos humanos.

• Obras y trabajos de exploración y explotación mineras.

Por último, del reglamento destaca dedicar un título (el séptimo) a la par­
ticipación de los particulares en el establecimiento de ANPS. Así, el art 116
del reglamento dispone que los pueblos indígenas, las organizaciones socia­
les, públicas o privadas y demás personas interesadas podrán promover an­
te la Semarnat la creación de ANPS en predios de su propiedad o mediante
contrato con terceros, para destinarlos a la preservación, protección y res­
tauración de la biodiversidad. Por otra parte, el art 126 dispone que la Se­
marnat fomentará y propiciará que voluntariamente se destinen predios a
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la preservación, protección y restauración de los ecosistemas, para lo cual
se difundirán los incentivos económicos y de apoyo técnico que para tal
efecto se establezcan en las disposiciones aplicables.

4.5.7 Reglamento en Materia de Ordenamiento
Ecológico

Este reglamento fue expedido y publicado en ei Diario Oficial de la Federa­
ción el 8 de agosto de 2003. Su objeto principal consiste en regular ias dis­
posiciones de la LGEEP/\ en materia de ordenamiento ecológico de competen­
cia federal.

El ordenamiento ecológico del territorio es un instrumento de política
ambiental que está vinculado íntimamente con el uso del suelo respecto de
asentamientos humanos y actividades productivas. Como vimos en el capí­
tulo anterior, la LGEEPA, en su art 3, fracc XXIll, define el ordenamiento eco­
lógico -razón por la cual el reglamento en la materia no establece ninguna
definición- como el instrumento de política ambiental cuyo objeto es regu­
lar o inducir el uso del suelo y las actividades productivas, con el fin de lo­
grar la protección del medio ambiente así como la preservación y el aprove­
chamiento sustentable de los recursos naturales a partir del análisis de las
tendencias de deterioro y las potencialidades de aprovechamiento de aqué­
llos. Así, en los programas de ordenamiento ecológico se fijan lineamientos,
estrategias ecológicas, restricciones y prohibiciones referentes al impacto
ambiental que pudieran producir los asentamientos humanos y las activida­
des productivas y al aprovechamiento sustentable de los recursos naturales
existentes.

De acuerdo con el reglamento, el ordenamiento ecológico debe llevarse
a cabo como un proceso de planeación al que denomina proceso de ordena­
miento ecoicqica/" el cual sigue un procedimiento de formulación que se ca­
racteriza por:

• La creación e instrumentación de mecanismos de coordinación entre
las dependencias y entidades de la administración pública federal y
los gobiernos estatales, municipales y del Distrito Federal y sus dele­
gaciones. Dichos mecanismos se instrumentan por medio de conve­
nios o acuerdos de coordinación que se celebran entre los niveles de

29 El capitulo segundo del Reglamento en Materia de Ordenamiento Ecolq¡ico se dedica al de­
sarrollo de todo el proceso de ordenamiento ecológico.
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gobierno mencionados, en términos de la Ley de Planeacién, de la
LGEEPA y del propio reglamento.

• La participación social corresponsable de los grupos y sectores intere­
sados.

• La transparencia del proceso mediante el acceso, publicación y difu­
sión constante de la información generada, los métodos utilizados y
los resultados obtenidos.

• El rigor metodológico de los procesos de obtención de información,
análisis y generación de resultados.

• La instrumentación de procesos sistemáticos que permitan verificar
los resultados generados en cada etapa del proceso de ordenamiento
ecológico.

• La generación de indicadores ambientales que permitan evaluar de
forma continua el proceso de ordenamiento ecológico para determi­
nar la permanencia de los programas, su ajuste o la corrección de des­
viaciones en su ejecución.

• La asignación de lineamientos y estrategias ecológicas con base en la
información disponible.

• El establecimiento de un sistema de monitoreo del programa de orde­
namiento ecológico, a partir de la ejecución de una bitácora ambiental.

• La permanencia o modificación de los lineamientos y estrategias eco­
lógicas a partir del análisis de los resultados del monitoreo.

Otro aspecto importante establecido en el reglamento es la forma y ele­
mentos minimos con base en los cuales se determinan los lineamientos, cri­
terios y estrategias ambientales aplicables a los programas de ordenamien­
to ecológíco.t? y que consisten en lo siguiente:

• Los programas de combate a la pobreza aplicables por los tres niveles
de gobierno en el área de estudio -es decir, en la zona que abarca el
programa de ordenamiento ecológico.

• Los proyectos y programas de las dependencias y entidades de los tres
órdenes de gobierno, aplicables en el área de estudio.

• Las ANPS, los hábitats críticos para la conservación de la vida silvestre
y las áreas de refugio para proteger especies acuáticas.

• .Las áreas críticas para preservar los ecosistemas y la biodiversidad.
• Las cuencas hidrológicas.

,. Vrose art 12 del Reglamento.
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• La zonificación forestal.
• La disponibilidad del agua.
• El cambio climático y los desastres naturales.
• Los impactos negativos de las actividades productivas y sociales, in­

cluidos los de .baja probabilidad de ocurrencia, que tengan o puedan
tener efectos en el aprovechamiento sustentable de los recursos natu­
rales, el mantenimiento de los bienes y servicios ambientales así co­
mo la conservación de los ecosistemas y la biodiversidad en el área
de estudio.

• Otros que determine el órgano encargado de conducir el proceso de
ordenamiento ecológico.

Asimismo, el reglamento dispone previsiones aplicables a los diversos ti­
pos de ordenamiento ecológico establecidos en la LGEEPA, como el ordena­
miento ecológico general del territorio, el ordenamiento ecológico regional,
el ordenamiento ecológico marino y los ordenamientos ecológicos locales.

4.5.8 Reglamento para Prevenir y Controlar la Contaminación
del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias

Este reglamento fue publicado en el Diario Oficial de la Federaci ón el 23 de
enero de 1979, cuando todavía se encontraba vigente la LFPCCA. Sin embar­
go, este precepto no provino del desarrollo reglamentario de dicha ley, sino
que derivó de las disposiciones de un tratado internacional del cual México
es parte: el Convenio Internacional para la Prevención de la Contaminación
del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias. Su objeto es contro­
lar las descargas de los vertimientos de desechos en las aguas marítimas ju­
risdiccionales mexicanas, considerando los principios, requisitos y condicio­
nes para prevenir el riesgo y el daño que se pueda ocasionar al equilibrio
ecológico. La autoridad competente para aplicar este reglamento es la Secre­
taría de Marina, respecto al cumplimiento de sus disposiciones, aspectos
técnicos y otorgamiento de permisos.

Entre las disposiciones de mayor relevancia de este reglamento se en­
cuentran las siguientes:

a) El régimen aplicable al procedimiento administrativo para autorizar
vertimientos deliberados de desechos al mar, sean los realizados des­
de buques o aeronaves y los que realicen por estos medios las plata­
formas y otras estructuras.
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b) El establecimiento de excepciones. es decir. de casos en los cuales no
se requiere contar con la autorización de la Secretaría de Marina. par­
ticularmente cuando es inminente el peligro para la vida humana o la
seguridad de cualquier nave o aeronave. y de siniestros no imputa­
bles al propietario.

e) El establecimiento de medidas preventivas en caso de violación a las
disposiciones del reglamento que se comenta.

Debido a que este reglamento proviene no de una ley expedida por el
Congreso de la Unión. sino de un tratado internacional. su vigencia depen­
de de la de dicho tratado; por ello. no ha requerido mención expresa sobre
la continuidad de su vigencia en las diversas leyes de protección del ambien­
te que se han expedido hasta la fecha.

4.5.9 Reglamento en Materla de Registro de Emisiones
y Transferencia de Contaminantes

Este reglamento fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de ju­
nio de 2004. y su objeto es reglamentar las disposiciones de la LGEEPA en lo
que se refiere al Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes
(Registro). Éste se integra con la información de los establecimientos suje­
tos a reportar sus emisiones y transferencia de contaminantes al aire. agua.
suelo y subsuelo. materiales y residuos. asi como de aquellas sustancias que
determinen las autoridades competentes. y será operado y administrado
por la Semarnat.

Específicamente. la información de la base de datos del Registro -suje­
ta a actualización continua- se conforma con los datos y documentos con­
tenidos en las autorizaciones. cédulas, informes, reportes, licencias, permisos
y concesiones que en materia ambiental se tramiten ante la Semarnat, o an­
te la autoridad competente del gobierno del Distrito Federal. de los estados
y, en su caso, de los municipios. .

La Integracíón de las bases de datos del gobierno del Distrito Federal. de
las entidades federativas y de los municipios al Registro se realizará median­
te convenios de coordinación, en los términos de lo dispuesto en los arts
116. fracc VII. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
11 Y12 de la LGEEPA.

La información de la base de datos para integrar el Registro proviene de
reportes que determinados establecimientos de competencia federal tienen
la obligación de presentar ante la Semarnat. Dichos reportes se presentan
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mediante la Cédula de Operación Anual (COA) que el reglamento en comen­
to define en su art 3. fracc JI, como el "instrumento de reporte y recopila­
ción de información de emisiones y transferencia de contaminantes al aire,
agua, suelo y subsuelo, materiales y residuos peligrosos, empleado para la
actualización de la base de datos del Registro".

Los establecimientos de competencia federal sujetos a reporte son:

a) Los señalados en el segundo párrafo del art 111 bis de la LGEEPA: las
industrias química, del petróleo y petroquímtca, de pinturas y tintas,
automotriz, de celulosa y papel, metalúrgica, del vidrio, de genera­
ción de energía eléctrica, del asbesto, cementera y calera, así como
las de tratamiento de residuos peligrosos, consideradas como fuentes
fijas de jurisdicción federal.

b) Los generadores de residuos peligrosos en términos de las disposicio­
nes aplicables en la Ley General para la Preveneién y Gestión Integral
de los Residuos.

e) Los que descarguen aguas residuales en cuerpos receptores de aguas
nacionales en los términos de la Ley de Aguas Nacionales.

Las normas oflciales mexicanas juegan un papel importante en la inte­
gración del Registro, en virtud de que en ellas se determinará qué sustan­
cias son sujetas de reporte de competencia federal, los umbrales de reporte
y los criterios técnicos y procedimientos para incluir y excluir sustancias.
También se contemplan sustancias y contaminantes del aire, agua, suelo y
subsuelo, materiales y residuos peligrosos, así como compuestos orgánicos
persistentes, gases de efecto invernadero y sustancias agotadoras de la ca­
pa de ozono.

De acuerdo con el reglamento, la información que los establecimientos
mencionados deben expresar en la COA, es la siguiente:

• Identificación y firma del prom ovente, nombre de la persona física,
o denominación o razón social de la empresa, registro federal de
contribuyentes, y domicilio u otros medios para oír y recibir notifi­
caciones.

• Datos de identificación del establecimiento sujeto a reporte de com­
petencia federal, los cuales incluirán su domicilio y ubicación geográ­
fica, expresada en coordenadas geográficas o Universal Trasversa de
Mercator.

• Datos administrativos, en los cuales se expresarán: fecha de inicio de
operaciones, participación de capital, cámara a la cual se encuentra
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afiliado, en su caso, datos de la compañía matriz o corporativo al cual
pertenece, número de personal empleado y periodos de trabajo.

• Información técnica general del establecimiento, en la cual se incluirá
el diagrama de operación y funcionamiento que describirá el proceso
productivo desde la entrada del insumo y su transformación, hasta
que se produzca la emisión, descarga, generación de residuos peligro­
sos o transferencia total o parcial de contaminantes, así como los da­
tos de insumos, productos, subproductos y consumo energético em­
pleados.

• La relativa a las emisiones de contaminantes a la atmósfera, en la cual
se incluirán las características de la maquinaria, equipo o actividad
que las genere, describiendo el punto de generación y el tipo de emi­
sión, así como las características de las chimeneas y duetos de des­
carga de dichas emisiones. En el caso de contaminantes atmosféricos
cuya emisión esté regulada en normas oficiales mexicanas, deberán
reportarse además los resultados de los muestreos y análisis realiza­
dos conforme a dichas normas. Esta información se reportará tam­
bién por contaminante.

• La respectiva al aprovechamiento de agua, registro de descargas y
transferencia de contaminantes y sustancias al agua, en la cual se re­
portarán las fuentes de extracción de agua, los datos generales de las
descargas, incluyendo las realizadas a cuerpos receptores y alcantari­
llado, así como las características de dichas descargas.

• La inherente a la generación y transferencia de residuos peligrosos, la
cual contendrá el número de registro del generador, los datos de ge­
neración y transferencia de residuos peligrosos, incluyendo los relati­
vos a su almacenamiento dentro del establecimiento, así como a su
tratamiento y disposición final.

• La concerniente a la emisión y transferencia de aquellas sustancias
que la Semarnat determine como sujetas a reporte en la norma oficial
mexicana correspondiente, así como los datos relacionados a su pro­
ducción, elaboración o uso.

• La referente para aquellas emisiones o transferencias derivadas de ac­
cidentes, contingencias, fugas o derrames, inicio de operaciones y pa­
ros programados, misma que deberá ser reportada por cada evento
que se haya tenido, incluyendo la combustión a cielo abierto.

• La relativa a la prevención y manejo de la contaminación, en la cual
se describirán las actividades de prevención realizadas en la fuente y
su área de aplicación, así como las de reutilización, reciclaje, obten­
ción de energía, tratamiento, controlo disposición final de las sustan-
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cias que la Semarnat determine como sujetas a reporte en la norma
oficial mexicana correspondiente.

Parte de la información del Registro es de difusión y conocimiento pú­
blico, para lo cual se integrará al Sistema Nacional de Información Ambien­
tal y de Recursos Naturales previsto en el art 159 bis de la LGEEPA. La infor­
mación de carácter público para los efectos mencionados es la siguiente:

• El nombre de la persona física, denominación o razón social del esta­
blecimiento sujeto a reporte.

• Las emisiones y transferencias de sustancias y contaminantes, confor­
me a lo establecido en el primer párrafo del art 10 del reglamento.

• La localización geográfica del establecimiento sujeto a reporte.

4.6 Otras leyes expedidas según el principio
de concurrencia contenido en el art 73,
tracc XXlX-G, constitucional

La LGEEPA sentó el precedente legislativo para la distribución de competen­
cias entre la Federación, los estados y los municipios en materia de preser­
vación y restauración del equilibrio ecológico y de la protección del ambien­
te, y para tratar esta materia con un enfoque integrador de los elementos
naturales como parte de un todo, a efecto de que dicha protección sea efec­
tiva. Con base en ello, el legislador ha optado por expedir leyes de esta na­
turaleza para contribuir a la solución de los problemas ambientales, deter­
minando en ellas las facultades y atribuciones que les corresponden a cada
nivel de gobierno, estableciendo las bases para la coordinación entre la
Federación y los estados y entre éstos y los municipios en la materia men­
cionada, y regulando las actividades que producen o pueden producir im­
pactos y deterioros ambientales.

En ese contexto, se han expedido las siguientes leyes generales en ma­
teria ambiental, aparte de la LGEEPA, en las cuales prevalece la concurrencia
a que se refiere la fracc XXIX-G del art 73, de la ConstituciÓll Política de los
Estados Unidos Mexicanos:

• La Ley General de Vida Silvestre.
• La Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.
• La Ley General para la Prevencitn y GestiÓll Integral de los Residuos.



4.6 Otras leyes expedidas según el principio de concurrencia contenido... 161

4.6.1 LeyGeneral de Vida Silvestre

La Ley General de Vida Silvestre (LGvs) se expidió el 3 de julio de 2000. fecha
en que se publicó en el Diario Oficial de la Pederaci rn. Esta ley abrogó expre­
samente la Ley Federal de Caza. en vigor desde el 5 de enero de 1952.

De acuerdo con la LGVS. la vida silvestre abarca a los organismos que sub­
sisten sujetos a los procesos de evolución natural y que se desarrollan libre­
mente en su hábitat. incluyendo sus poblaciones menores e individuos que
se encuentran bajo el control del hombre, así como los terales." Por tanto.
quedan incluidos tanto vegetales (flora) como animales (fauna) que com­
ponen la diversidad biológica de nuestro pais, y otros "... de dificil clasifica­
ción. como los hongos y microorganismos que, sin embargo. forman parte
de los ecosistemas en que viven y se desarrollan los ejemplares de la flora
y fauna silvestres. todos interactuando y dependiendo de manera perma­
nente entre si".32

Originalmente la vida silvestre mexicana fue conceptualizada en la legis­
lación nacional como un recurso natural potencialmente importante para la
realización de actividades productivas -p ej: la agricultura, el aprovecha­
miento forestal. la ganadería y la pesca- o para la caceria deportiva. como
lo reflejan la Ley Forestal (hoy abrogada), la Ley de Pesca y la también abro­
gada Ley Federal de caza. Sin embargo, esa visión aislada de la vida silvestre
propició un desarrollo desordenado con altos impactos ambientales cuyas
consecuencias más palpables han sido tanto la destrucción o transforma­
ción de hábitats y ecosistemas como el aprovechamiento furtivo de ejempla­
res y poblaciones de especies silvestres, poniendo a algunas de ellas en ries­
go o en peligro de extinción.

De esa manera. el legislador consideró que para frenar el deterioro de la
flora y fauna silvestres y de los ecosistemas de los que aquéllos forman par­
te, asi como para fomentar e impulsar una nueva actitud de aprovechamien­
to sustentable de la vida silvestre. era necesaria una ley que por primera vez
tratara a la flora y a la fauna con una visión integradora que la considerara
parte del medio ambiente. Tras un proceso de consultas, discusiones y con­
sensos, fue emitida la LGVS. El objeto de esta leyes establecer la concurren­
cia del gobierno federal, de los gobiernos de los estados y de los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias. relativa a la conservación y
aprovechamiento sustentable de la vida silvestre y su hábitat en el territorio

31 Véase art 30, fracc XLV, de la LGVS.
32 Exposición de motivos del decreto de iniciativa de Ley General de Vida Silvestre.
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de la República Mexicana y en las zonas donde la nación ejerce su jurisdic­
ción, ocupándose de manera especial de la conservación del hábitat de la vi­
da silvestre, cuyo deterioro es la primera y principal causa de la alarmante
pérdida de la diversidad biológica que se observa en nuestro país y en todo
el mundo.

Entre las disposiciones que más destacan por su importancia para la
conservación y el aprovechamiento sustentable de la vida silvestre se en­
cuentran las siguientes:

al El establecimiento de principios aplicables en la formulación y con­
ducción de la política nacional en materia de vida silvestre -obser­
vables por las autoridades administrativas competentes en dicha
materia-, reconociendo además la importancia de observar los prin­
cipios establecidos en el art 15 de la LGEEPA.

bl La determinación de atribuciones de la Federación, los estados, el
Distrito Federal y los municipios en materia de conservación y apro­
vechamiento sustentable de la vida silvestre.

e) El trato digno y respetuoso a la fauna silvestre, particularmente en ac­
tividades cinegéticas de captura y comercialización de este tipo de es­
pecies.

d) El establecimiento del sistema de unidades de manejo para la conser­
vación de la vida silvestre (UMAS), definidas por la ley como los pre­
dios e instalaciones registrados en los términos de dicho ordenamiento,
que operan de conformidad con un plan de manejo aprobado. entre
los cuales se da seguimiento permanente al estado del hábitat así
como a las poblaciones o ejemplares de vida silvestre que ahi se dis­
tribuyen.

el La disposición de registros y autorizaciones para el aprovechamiento
lícito y sustentable de especies o ejemplares de la vida silvestre.

jJ Instrumentos y medidas para la conservación de los siguientes ele­
mentos de vida silvestre:

• Especies y pobla.ciones en riesgo así como las especies prioritarias
para la conservación.

• Hábitat crítico para la conservación de la vida silvestre.
• Áreas de refugio para proteger especies acuáticas. constituibles

mediante acuerdo secretaríal (Sernarnat).
• Restauración de hábitats de la vida silvestre, cuando presenten pro­

blemas de destrucción, contaminación, degradación, desertifica­
cíón o desequilibrio.
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• Establecimiento de vedas: limitaciones al aprovechamiento de es­
pecies de vida silvestre.

• Ejemplares y poblaciones de vida silvestre que se tornen perjudi-
ciales dentro de UMAS.

• Movilidad y dispersión de poblaciones de especies silvestres nativas.
• Conservación de especies migratorias.
• Conservación de la vida silvestre fuera de su hábitat natural.
• Liberación de ejemplares al hábitat natural.

g) Instrumentos y mecanismos de aprovechamiento sustentable de la
vida silvestre en diversas actividades:

• Aprovechamiento extractivo de ejemplares, partes o derivados de
la vida silvestre -sujeto a autorización de la Semarnat.

• Aprovechamiento de ejemplares, partes y derivados de vida silves­
tre para fines de subsistencia: consumo directo o venta en cantida­
des proporcionales a la satisfacción de necesidades básiCas.

• Aprovechamiento mediante la caza deportiva, sujeta a autorización
de la Semarnat.

• Colecta de ejemplares de vida silvestre para fines científicos o con
propósitos de enseñanza, sujeta a autorización de la Semarnat.

• Aprovechamiento no extractívo de la vida silvestre, sujeto a autori­
zación de la Semarnat.

Las disposiciones de la LGEEPA en materia de flora y fauna no fueron de­
rogadas por la ley en comento: por el contrario, se remite expresamente a
ella, en su art 20, en todo lo que no prevea la LGVS, conservándose así la na­
turaleza de la LGEEPA como ley marco. Además, la LGVS excluye de su ámbi­
to de aplicación a los recursos forestales maderables y a las especies cuyo
medio de vida total sea el agua, cuyo aprovechamiento se sigue rigiendo por
la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable y por la Ley de Pesca, respec­
tivamente, con una salvedad: cuando se trate de especies o poblaciones fo­
restales o acuáticas en riesgo, regirá entonces la LGVS.

4.6.2 Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable

Esta ley fue publicada en el Díario Oficial de la Federacitn el 25 de febrero
de 2003 y abrogó expresamente a la Ley Forestal del 22 de diciembre de
1992.
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La Ley Forestal regulaba la conservación, protección, restauración, apro­
vechamiento, manejo, cultivo y producción de los recursos forestales, a fin
de propiciar el desarrollo sustentable, basándose jurídicamente en lo dis­
puesto en el tercer párrafo del art 27 de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos. Era, pues, una ley federal -es decir, la Federación era
la única competente en materia forestal- que regulaba las actividades pro­
ductivas y el aprovechamiento de recursos naturales determinados por el
propio cuerpo legal: los recursos forestales maderables (constituidos por ár­
boles), los recursos forestales no maderables (consistentes en semillas, re­
sinas, fibras, gomas, ceras, rizomas, hojas, pencas y tallos provenientes de
vegetación forestal) y los suelos de los terrenos forestales o de aptitud pre­
ferentemente forestal.

En ese sentido, la Ley Forestal tuvo como finalidad principal la sustenta­
bilidad del aprovechamiento de los recursos forestales, pero "federalizada",
lo cual generó, con el paso del tiempo, limitaciones para la gestión eficaz de
la conservación y el aprovechamiento lícito y racional de tales recursos,
acrecentándose los problemas forestales desde el punto de vista ambiental,
económico y social -caracterizada, entre otras cosas, por la tala ilegal e in­
moderada de árboles, la destrucción de hábítats de especies silvestres, la
erosión y desertificación de suelos, y la pérdida de productividad del sector
forestal, entre otros fenómenos negativos-o Así, el legislador acudió nueva­
mente al esquema de la concurrencia previsto en el art 73, fracc XXIX-G
constitucional, para crear un ordenamiento jurídico que estableciera más y
mejores instrumentos y mecanismos de control así como el fomento de la
conservación y el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales,
involucrando con instrumentos de coordinación a la Federación, los estados,
el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas compe­
tencias, y a la participación social, para la solución integral de los problemas
mencionados, y que su visión fuera la de considerar que los recursos fores­
tales son elementos que componen ecosistemas -lo cual implica ia conti­
nuidad de la vida- y que brindan servicios ambientales vitales para la sub­
sistencia y el desarrollo de los seres humanos. Ese ordenamiento jurídico es
la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable (LGDFS).

El objeto de la LGDFS es regular y fomentar la conservación, protección,
restauración, producción, ordenación, el cultivo, manejo y aprovechamien­
to de los ecosistemas forestales del país y sus recursos, así como distribuir
las competencias que en materia forestal correspondan a la Federación, los
estados, el Distrito Federal y los municipios, según el principio de concurren­
cia previsto en el art 73, fracc XXIX-G de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, con el fin de propiciar el desarrollo forestal sustentable.
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Para alcanzar su objeto. la LGDFS fija objetivos generales y específicos,
enunciados en sus arts 20 y 30. respectivamente. que son los siguientes:

4.6.2.1 Objetivos generales

• Contribuir al desarrollo social. económico. ecológico y ambiental del
país. mediante el manejo integral sustentable de los recursos toresta­
les. así como de las cuencas y ecosistemas hidrológico-forestales. sin
perjuicio de lo previsto en otros ordenamientos.

• Impulsar la silvicultura y el aprovechamiento de los recursos foresta­
les. para que contribuyan con bienes y servicios que aseguren el me­
joramiento del nivel de vida de los mexicanos. especialmente el de los
propietarios y pobladores forestales.

• Desarrollar bienes y servicios ambientales y proteger. mantener y au­
mentar la biodiversidad que brindan los recursos forestales.

• Promover la organización. capacidad operativa. integralidad y profe­
sionalización de las instituciones públicas de la Federación. los esta­
dos. el Distrito Federal y los municipios. para el desarrollo forestal sus­
tentable.

• Respetar el derecho al uso y disfrute preferente de los recursos fores­
tales de los lugares que ocupan y habitan las comunidades indígenas,
en los términos del art 20. fracc VI. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y demás normatividad aplicable.

4.6.2.2 Objetivos específicos

• Definir los criterios de la política forestal. describiendo sus instrumen­
tos de aplicación y evaluación.

• Regular la protección. conservación y restauración de los ecosistemas
y recursos forestales, así como la ordenación y el manejo forestal.

• Desarrollar criterios e indicadores para el manejo forestal sustentable.
• Fortalecer la contribución de la actividad forestal a la conservación del

medio ambiente y la preservación del equilibrio ecológico.
• Fortalecer y ampliar la participación de la producción forestal en el

crecimiento económico nacional.
• Promover una efectiva incorporación de la actividad forestal en el de­

sarrollo rural.
• Coadyuvar en la ordenación y rehabilitación de las cuencas hidrológi­

co-forestales.
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• Recuperar y desarrollar bosques en terrenos preferentemente foresta­
les, para que cumplan con la función de conservar suelos yaguas, ade­
más de dinamizar el desarrollo rural.

• Fortalecer y mejorar los servicios técnicos forestales.
• Regular el aprovechamiento y uso de los recursos forestales madera­

bles y no maderables.
• Promover y consolidar las áreas forestales permanentes, impulsando

su delimitación JI manejo sostenible, evitando que el cambio de uso
de suelo con fines agropecuarios o de cualquier otra índole afecte su
permanencia y potencialidad.

• Compatibilizar las actividades de pastoreo y agrícolas en terrenos fo­
restales y preferentemente forestales.

• Regular las auditorías técnicas preventivas forestales.
• Estimular las certificaciones forestales y de bienes y servicios ambien­

tales, tomando en consideración los lineamientos internacionales co­
rrespondientes.

• Regular la prevención, combate y control de incendios forestales, asi
como de las plagas y enfermedades forestales.

• Promover y regular las forestaciones con propósito comercial.
• Regular el transporte, almacenamiento y transformación de las mate­

rias primas forestales, así como la vigilancia de estas actividades.
• Promover que los productos forestales procedan de bosques maneja­

dos sustentablemente a través de la certificación forestal.
• Propiciar la productividad en toda la cadena forestal.
• Apoyar la organización y desarrollo de los propietarios forestales y a

mejorar sus prácticas silvícolas.
• Regular el fomento de actividades que protejan la biodiversidad de los

bosques productivos mediante prácticas silvicolas más sustentables.
• Promover acciones con fines de conservación y restauración de

suelos.
• Contribuir al desarrollo socioeconómico de los pueblos y comunida­

des indígenas, así como de ejidatarios, comuneros, cooperatívas, pe­
queños propietarios y demás poseedores de recursos forestales.

• Promover la capacitación para el manejo sustentable de los recursos
forestales.

• Desarrollar y fortalecer la capacidad institucional en un esquema de
descentralización, desconcentración y participación social.

• Promover la ventanilla única de atención institucional eficiente para
los usuarios del sector forestal.
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• Dotar de mecanismos de coordinación, concertación y cooperación
a las instituciones del sector forestal, así como con otras instancias
afines.

• Mejorar la efectividad del sistema integral forestal en los ámbitos na­
cional, regional, estatal y municipal.

• Garantizar la participación de la sociedad, incluyendo a los pueblos y
comunidades indígenas, en la aplicación, evaluación y seguimiento de
la política forestal.

• Promover instrumentos económicos para fomentar el desarrollo fo­
restal.

• Impulsar el desarrollo de la empresa social forestal y comunal en los
pueblos y comunidades indígenas.

• Fomentar la cultura, educación, capacitación, investigación y desarro­
llo tecnológico forestal.

De acuerdo con esta ley, son competentes en materia forestal la Sernar­
nat y la Comisión Nacional Forestal (Conafor), la primera como dependencia
del Ejecutivo federal con atribuciones y facultades de autoridad administra­
tiva, y la segunda como organismo público descentralizado con atribuciones
de coordinación, programación, fomento, aplicación y ejecución de la polí­
tica nacional de desarrollo forestal sustentable.

Concretamente, las atribuciones de la Semarnat en materia forestal son
las siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el art 16 de la ley en
cuestión:

• Formular y conducir la política nacional de desarrollo forestal sus­
tentable y asegurar su congruencia con la política ambiental y de re­
cursos naturales nacional, así como las relacionadas con el desarro­
llo rural.

• Diseñar los instrumentos de política forestal previstos en la ley y ope­
rar los que correspondan a su competencia.

• Elaborar el programa estratégico forestal nacional, con la participa­
ción de la Conafor en las materias de su competencia.

• Conducir el servicio nacional forestal, como instrumento de integra­
ción de las dependencias y entidades públicas vinculadas con la aten­
ción del sector forestal.

• Diseñar y definir en el ámbito de su competencia, estímulos e incen­
tivos económicos en materia forestal y los lineamientos para su apli­
cación y evaluación.
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• Regular. establecer. integrar, operar y mantener actualizado el Regis­
tro Forestal Nacional, así como expedir los certificados de inscripción
previstos en las disposiciones jurídicas aplicables.

• Llevar el registro y cuidar la conservación de los árboles históricos y
notables del país.

• Emitir normas oficiales mexicanas en materia forestal y vigilar su
cumplimiento.

• Establecer los lineamientos para elaborar e integrar el sistema nacio­
nal de información forestal.

• Regular la integración, monitoreo y actualización del inventario nacio­
nal forestal y de suelos y coordinar el diseño del mismo.

• Establecer los criterios. metodología y procedimientos para la integra­
ción. organización y actualización de la zonificación.

• Definir las metodologías para la valoración de los bienes y servicios
ambientales de los ecosistemas forestales.

• Definir instrumentos para promover un mercado de bienes y servicios
ambientales.

• Definir mecanismos de compensación por los bienes y servicios am-
bientales que prestan los ecosistemas forestales.

• Deslindar. poseer y administrar los terrenos nacionales forestales.
• Establecer las medidas de sanidad forestal.
• Llevar a cabo la. inspección y vigilancia forestales.
• Promover la participación y coordinación de las autoridades compe­

tentes. propietarios. poseedores y habitantes de las zonas forestales.
como los transportistas. comerciantes e industrializadores de materias
primas forestales. en materia de vigilancia.

• Elaborar estudios para. en su caso. recomendar al Ejecutivo federal el
establecimiento. modificación o levantamiento de vedas forestales.

• Expedir. por excepción, las autorizaciones de cambio de uso de suelo
de los terrenos forestales.

• Imponer medidas de seguridad y sancionar las infracciones que se co­
metan en materia forestal, así como hacer del conocimiento y en su ca­
so denunciar los delitos en dicha materia a las autoridades competentes.

• Otorgar, prorrogar. modificar. revocar, suspender o anular todos los
permisos. autorizaciones, certificados y licencias. así como recibir
los avisos de plantaciones forestales comerciales y para el aprovecha­
miento de recursos forestales no maderables.

• Ejercer los actos de autoridad relativos a la aplicación de la política de
aprovechamiento sustentable. conservación. protección y restaura­
ción de los recursos forestales y de los suelos que la ley prevea.



4.6 Otras leyes expedidas según el principio de concurrencia contenido... 169

• Regular, expedir y validar la documentación con la que se acredite la
iegal procedencia de las materias primas y productos forestales.

• Regular el transporte de materias primas, productos y subproductos
forestales.

• Expedir los certificados y demás documentación fitosanitaria para la
exportación e importación de materias primas y productos forestales.

• intervenir en foros internacionales respecto de las materias de su
competencia con la participación que corresponda a la Secretaría de
Relaciones Exteriores y proponer a ésta la celebración de tratados y
acuerdos internacionales en tales materias.

• Las demás que le confieran la ley, el reglamento que en su momento
se expida y otras disposiciones legales.

En cuanto a la Conafor, las atribuciones que le confiere el art 22 de la
LGDFS son las siguientes:

• Participar en la formulación y aplicación de la política nacional de de­
sarrollo forestal sustentable.

• Organizar y aplícar los instrumentos de política forestal previstos en
la ley.

• Participar en la elaboración del programa forestal de carácter estraté­
gico con visión de largo plazo.

• Diseñar, instrumentar y operar en el ámbito de su competencia, estí­
mulos, incentivos e instrumentos económicos en materia forestal.

• Coadyuvar con la Semarnat en la adopción y fortalecimiento del ser­
vicio nacional forestal.

• Integrar, monitorear y mantener actualizado el inventarlo nacional fo­
restal y de suelos así como participar en el diseño del mismo.

• Elaborar, integrar, organizar y mantener actualizada la zonificación de
los terrenos forestales y preferentemente forestales, con base en el or­
denamiento ecológico del territorio y en los criterios, metodología y
procedimientos que para tal efecto establezca la Semarnat.

• Elaborar e integrar, bajo los lineamientos que determine la Semarnat,
el sistema nacional de información forestal para incorporarlo al siste­
ma nacional de información ambiental y de los recursos naturales, y
a los sistemas de información estadísticos y de información geográfi­
ca y documental.

• Participar en la elaboración de normas oficiales mexicanas respec­
to de las actividades del sector forestal y en su vigilancia y cumpli­
miento.
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• Proponer la valoración de los bienes y servicios ambientales de los
ecosistemas forestales, conforme a las metodologías definidas por la
Semarnat.

• Coadyuvar en la definición y promoción de mercados de bienes y ser­
vicios ambientales.

• Participar en la definición de mecanismos de compensación por los
bienes y servicios ambientales que prestan los ecosistemas forestales.

• Coordinarse con las dependencias o entidades de la Federación, los
estados, el Distrito Federal y los municipios, a fin de que el desarro­
llo forestal sustentable obedezca a politicas y criterios integradores,
para lo cual podrá suscribir los acuerdos y convenios que sean nece­
sarios.

• Promover el desarrollo forestal sustentable y de los recursos asociados
para que incidan en el mejoramiento de la calidad de vida de los pro­
pietarios o poseedores de terrenos forestales o preferentemente fores­
tales y de sus comunidades.

• Apoyar la ejecución de programas de bienes y servicios ambientales
que generen los recursos forestales.

• Ejecutar y promover programas productivos, de restauración, de pro­
tección, de conservación y de aprovechamiento sustentabie de los
ecosistemas forestales y de los suelos en terrenos forestales o prefe­
rentemente forestales.

• Fomentar y favorecer la cadena productiva forestal y de sus recursos
asociados, impulsando actividades forestales diversificadas e integra­
das, así como la exportación de productos forestales procesados y se­
miprocesados.

• Coordinar con las autoridades estatales y municipales los programas
y acciones que coadyuven con los pueblos y comunidades indígenas
en la conservación y mejoramiento de su lugar de residencia y a pre­
servar la integridad de sus tierras, promoviendo el desarrollo susten­
table de las mismas, con base en programas educativos de contenido
forestal.

• Impulsar la participación directa de los propietarios y poseedores
de los recursos forestales en la protección, vigilancia, ordenación,
aprovechamiento, cultivo, transformación y comercialización de los
mismos.

• Constituirse en enlace con otras dependencias y entidades de la ad­
ministración pública federal y con los gobiernos de las entidades fe­
derativas y de los municipios, para la ejecución de programas de pre­
vención y combate de incendios forestales.
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• Brindar asesoría y capacitación a los pueblos y comunidades indíge­
nas para que éstos puedan organizarse para la producción y aprove­
chamientos forestales en los términos previstos por la LGDFS y de
acuerdo con sus usos y costumbres cuando así proceda.

• Ejecutar y promover los programas productivos, de restauración, de
conservación y de aprovechamiento sustentable de suelos y sus eco­
sistemas.

• Promover, asesorar, capacitar y evaluar la prestación de los servicios
técnicos forestales.

• Realizar actividades de investigación y desarrollo tecnológico y de cul­
tura, capacitación y educación en materia forestal, así como formular
y coordinar la política de investigación forestal y de desarrollo tecno­
lógico.

• Diseñar y ejecutar programas de prevención, protección, conserva­
ción y restauración de los recursos y suelos forestales.

• Desarrollar las auditorías técnicas preventivas a que se refiere la ley.
• Coadyuvar con los agentes de las cadenas productivas forestales en la

defensa del sector en materia de comercio internacional, la promo­
ción de exportaciones y el mejoramiento del mercado interno.

• Efectuar campañas de difusión sobre el desarrollo forestal sustentable.
• Diseñar, proponer, desarrollar, evaluar y dar seguimiento a las políti­

cas y estrategias de cooperación y financiamiento.
• Dirigir, promover y coordinar los programas institucionales de planta­

ciones forestales comerciales y de desarrollo forestal.
• Participar, en el ámbito de su competencia, en la política de manejo y

aprovechamiento sustentable de la fauna silvestre que habita en zonas
forestales o preferentemente forestales, así como en el aprovecha­
miento sustentable de los recursos forestales y sus recursos asociados.

• Proponer y evaluar los sistemas y procedimientos relativos a la pres­
tación de los servicios técnicos forestales, así como instrumentar, ope­
rar y llevar el seguimiento de los mismos.

• Intervenir en foros y mecanismos de cooperación y financiamiento en
los temas de su competencia.

• Proteger y conservar los recursos genéticos forestales.
• Formular, coordinar y evaluar los programas y acciones de sanea­

miento forestal, así como diagnosticar, prevenir, combatir y controlar
las plagas y enfermedades forestales.

• Impulsar y transferir funciones y recursos hacia los gobiernos de los
estados y municipios en materia forestal.

• Promover el servicio civil de carrera.
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• Impulsar el uso de tecnología de la información en los trámites a su
cargo.

• Las demás que le señale la LGDFS, el reglamento que en su momento
se expida y demás disposiciones legales aplicables.

Uno de los aspectos más relevantes de la ley en comento es la determi­
nación de los elementos constitutivos de la política nacional forestal, la cual
se dirige a lograr el desarrollo forestal sustentable. El concepto de desarrollo
forestal sustentable es definido por la ley como un proceso evaiuable y me­
dible mediante criterios e indicadores de carácter ambiental, sílvicola, eco­
nómico y social que tienda a alcanzar una productividad óptima y sosteni­
da de los recursos forestales sin comprometer el rendimiento, equilibrio e
integridad de los ecosistemas forestales, que mejore el ingreso y la calidad
de vida de ias personas que participan en la actividad forestal y promueva
la generación de valor agregado en las regiones forestales, diversificando las
alternativas productivas y creando fuentes de empleo en el sector.P En ese
sentido, la LGDFS enuncia los criterios sociales, ambientales, silvícolas y eco­
nómicos que servirán de base para la evaluación y medición del logro de di­
cho desarrollo.

Otro aspecto importante de la leyes la determinación de los instrumen­
tos de la política nacional en materia torestal.>' que son los siguientes:

a) La planeación del desarrollo forestal, que tendrá dos vertientes: ¡) de
proyección correspondiente a los periodos constitucionales que co­
rrespondan a las administraciones, conforme a lo previsto en la Ley
de Planeadónpara los Programas Sectoriales. Institucionales y Especia­
les, y iz) de proyección de más largo plazo, por 25 años o más.55

b) El sistema nacional de información forestal, el cual tendrá por obje­
to registrar, integrar, organizar, actualizar y difundir la información
relacionada con la materia forestal, que estará disponible al público
para su consulta)' que se integrará al sistema nacional de informa­
ción ambiental y de recursos naturales a que se refiere la LGEEP,~, y
se articulará en lo conducente con el sistema nacional de informa­
ción para el desarrollo rural previsto en la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable. 56

33 Vá:lse art 30. primer párrafo. de la LGDFS.

34 Válse art 35 de la LGDFS.

'5 Vrose arr 36, fraccs I y 11. de la LGDFS.
36 Válse art 39 de la LGOFS.
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el El inventario nacional forestal y de suelos. el cual deberá relacionar
de manera organizada y sistemática los datos estadísticos y conta­
bles de los bienes y servicios arnbíentales."

dJ La zonificación forestal. que es el instrumento en el cual se identifi­
can. agrupan y ordenan los terrenos forestales y preferentemente fo­
restales dentro de las cuencas. subcuencas y microcuencas hidrológi­
co-forestales. por funciones y subfunciones biológicas. ambientales.
socíoeconórnicas, recreativas. protectoras y restauradoras. con fines
de manejo y con el objeto de propiciar una mejor administración y
contribuir al desarrollo forestal sustentable."

el El registro forestal nacional. que es público y en el que se deben ins­
cribir los programas. avisos. autorizaciones. decretos y actos jurídicos
relativos a la materia forestal.>?

./J Las normas oficiales mexicanas en materia forestal. que expedirá la
Semarnat en los términos establecidos en la Ley Federal sobre Metro­
logía y Normalizaei ón 4 0

gl El sistema nacional de gestión forestal. cuyo objeto es llevar el con­
trol. la evaluación y el seguimiento de los programas de manejo fo­
restal. forestación y otras actividades silvicolas que se lleven a cabo
en el país. así como de aquellos referentes al análisis de la situación
de los ecosistemas forestales en el ámbito nacional."

Además. la LGDFS establece un sistema de autorizaciones para el aprove­
chamiento de los recursos forestales. En este sentido. requiere de autoriza­
ción previa para realizarse hcttamente;"

• Cambio de uso de suelo en terrenos forestales. por excepción.
• Aprovechamiento de recursos maderables en terrenos forestales y

preferentemente forestales.
• Establecimiento de plantaciones forestales comerciales en superficies

mayores de 800 hectáreas. excepto aquéllas en terrenos forestales
temporales.

37 Vázse art 44 de la LGDFS.
38 Vir:zse arr 48 de la LGDr'5.
39 véase are 51 de la LGOF5.
40 Vá:lse art 55. primer párrafo, de la LGOF5.

41 Vá1se art 56 de la LGDFS.
42 Válse art 58 de la LGDFS.
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• Colecta y USOS con fines comerciales o de investigación de los recur­
sos genéticos.

Por disposición de la ley, las autorizaciones en materia forestal sólo se
otorgarán a los propietarios de los terrenos en los que se encuentren los re­
cursos forestales y a las personas facultadas legalmente para poseerlos y
usufructuarlos. En el caso de que dichos recursos se encuentren en terrenos
propiedad de un ejido, comunidad o comunidad indígena y la solicitud sea
presentada por un tercero, éste deberá acreditar el consentimiento del nú­
cleo agrario mediante el acuerdo de asamblea que lo autorice, de conformi­
dad con la Ley Agraria. 43

También destaca en esta ley el establecimiento de las unidades de ma­
nejo forestal (UMFS), que se constituyen por el territorio cuyas condiciones fí­
sicas, ambientales, sociales y económicas guardan cierta similitud para fines
de ordenación, manejo forestal sustentable y conservación de los recursos,
y que se delimitarán tomando como base preferentemente las cuencas, sub­
cuencas y microcuencas hidrológico-forestales. con el propósito de lograr
una ordenación forestal sustentable. una planeación ordenada de las activi­
dades forestales y el manejo eficiente de los recursos forestales."

El reconocimiento del buen uso forestal también es establecido en la
ley. mediante el certificado forestal, que es un medio para acreditar el ade­
cuado manejo forestal, mejorar la protección de los ecosistemas forestales
y facilitar el acceso a mercados nacionales e internacionales preocupados
por el futuro de los recursos forestales. Este certificado beneficiará a quie­
nes lo obtengan en el ámbito económico. respecto de los compradores
finales nacionales e internacionales de productos forestales, con base no
sólo en el precio y la calidad. sino también en la sustentabilidad de los
recursos forestales. De esta manera, se pretende coadyuvar a combatir
la madera proveniente de la tala clandestina y la sobreexplotación, re­
presentando un beneficio ambiental que se extenderá a más sujetos
que el poseedor del certificado forestal o el comprador de los productos
forestales.t"

Por otra parte, la ley establece y desarrolla en diversos capítulos me­
didas de conservación forestal que versan sobre aspectos y problemas re­
levantes que afectan los recursos forestales. los ecosistemas y el medio
ambiente en general, a las personas que viven en terrenos donde se en-

43 Vá1se art 63 de la LGDFS.
44 Vrose arts 7, fracc XLIII, y 112, de la LGOFS.

45 Vé2se art 114 de la LGDFS.
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cuentran esta clase de recursos y a las que se dedican al aprovechamien­
to forestal. a saber:

• El cambio de uso de suelo en terrenos forestales.
• La sanidad forestal.
• La prevención. combate y control de incendios forestales.
• La conservación y restauración de los recursos forestales y de las

cuencas hídricas.
• La reforestación y forestación con fines de conservación y restaura­

ción.
• Los servicios ambientales forestales.
• El riesgo y daños ocasionados a los recursos forestales. al medio am­

biente. a los ecosistemas o a sus componentes.

4.6.2.3 Reglamento de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable

Esta ley cuenta con su reglamento, el cual se publicó en el Diario Oficial de
la Federaci rn el 21 de febrero de 2005. Su objeto es reglamentar la LGDFS en
el ámbito de competencia federal. en materia de instrumentos de política
forestal. manejo y aprovechamiento sustentable de los ecosistemas foresta­
les del país y de sus recursos. así como su conservación. protección y res­
tauración.

Este reglamento desarrolla los diversos instrumentos y mecanismos pre­
vistos en la LGDFS. destacando los siguientes:

• El inventario nacional forestal y de suelos.
• La zonificación forestal.
• El registro forestal nacional.
• Autorizaciones para el aprovechamiento de recursos forestales.
• Programas de manejo y autorizaciones para el aprovechamiento de

recursos forestales maderables.
• Plantaciones forestales comerciales en sustitución de vegetación pri­

maria nativa actual en terrenos forestales y su régimen de autoriza­
ciones.

• Aprovechamiento de recursos forestales no maderables y su régimen
de avisos y de autorizaciones. en casos específicos.

• Colecta de recursos biológicos forestales y su régimen de autorizacio­
nes y avisos.

• Régimen de las unidades de manejo forestal.
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• Demostración y reglas aplicables para la procedencia legal de mate­
rias primas forestales.

• Autorizaciones de funcionamiento de los centros de almacenamiento
y de transformación de materias primas forestales.

• Medidas de conservación forestal: cambio de uso de suelo en terrenos
forestales; sanidad forestal; prevención. combate y control de incen­
dios forestales; reforestación y forestación con fines de conservación
y restauración. para disminuir el riesgo y los daños ocasionados a los
recursos forestales. al medio ambiente y a los ecosistemas o sus como
ponentes.

4.6.3 Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuo·,

Uno de los problemas ambientales más graves y complicados de resolver
tanto en México como en el mundo es la generación y disposición de resí­
duos peligrosos que contaminan los elementos naturales -especialmente el
aire. el suelo y el agua- y que ponen en peligro la salud y la vida de todo
ser vivo. incluido el hombre. Para resolver este problema. se han expedido
diversas leyes y disposiciones normativas ambientales. a partir de la LFPCCA.

pero los ordenamientos más significativos para el control de actividades
que generan esta clase de residuos han sido. sin lugar a dudas. la LGEEPA

y su Reglamento en Materia de Residuos Peligrosos. los cuales vimos con
anterioridad.

No obstante. la regulación que ofrece la LGEEPA al respecto ha resulta­
do insuficiente para controlar de manera efectiva el manejo de los resí­
duos peligrosos. pues tiene lagunas jurídicas que ni el reglamento ni las
normas oficiales mexicanas relativas a residuos peligrosos han podido re­
solver. pues no se ha actualizado armónicamente con las disposiciones de
la LGEEPA derivadas de la reforma que sufrió en diciembre de 1996. Sin
embargo. sus preceptos. que ninguna otra ley ofreció antes de 1996. han
permitido a las autoridades administrativas ambientales avanzar en la ern­
presa de controlar y contrarrestar los efectos contaminantes de los resi­
duos peligrosos.

Para solucionar el problema ambiental comentado y las deficiencias de
la normativa aplicable a los residuos peligrosos. el 8 de octubre de 2003 se
expidió la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos
(LGPGIR). SU objeto es complejo y puede subdividirse en cuatro partes sustan­
ciales:
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a) Garantizar el derecho de toda persona al medio ambiente adecuado.
b) Propiciar el desarrollo sustentable mediante la prevención de la gene­

ración. la valoración y la gestión integral de los residuos peligrosos.
de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial.

e) Prevenir la contaminación de sitios con estos residuos y llevar a cabo
la reparación del daño.

d) Establecer las bases para:

• Aplicar los principios de valoración. responsabilidad compartida y
manejo integral de residuos. según criterios de eficiencia ambien­
tal. tecnológica. económica y social. los cuales deben considerarse
en el diseño de instrumentos. programas y planes de politica am­
biental para la gestión de residuos.

• Determinar los criterios que deberán ser considerados en la gene­
ración y gestión integral de los residuos. para prevenir y controlar
la contaminación del medio ambiente y la protección de la salud
humana.

• Establecer los mecanismos de coordinación que. en materia de
prevención de la generación. la valoración y la gestión integral
de residuos. corresponden a la Federación. las entidades federati­
vas y los municipios. según el principio de concurrencia previsto en
el art 73. fracc XXIX-G. de la ConstitueiÓTl PoIítiea de los Estados Uni­
dos Mexicanos.

• Formular una clasificación básica y general de los residuos que per­
mita uniformar sus inventarios. así como orientar y fomentar la
prevención de su generación. la valoración y el desarrollo de siste­
mas de gestión integral de los mismos.

• Regular la generación y manejo integral de residuos peligrosos. asi
como establecer las disposiciones que serán consideradas por los
gobiernos locales en la regulación de los residuos que conforme a
la LGPGIR sean de su competencia.

• Definir las responsabilidades de los productores, importadores. ex­
portadores, comerciantes, consumidores y autoridades de los dife­
rentes niveles de gobierno, asi como de los prestadores de servi­
cios en el manejo integral de los residuos.

• Fomentar la valoración de residuos, así como el desarrollo de
mercados de subproductos, con criterios de eficiencia ambien­
tal, tecnológica y económica, y esquemas de financiamiento ade­
cuados.
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• Promover la participación corresponsable de todos los sectores
sociales en las acciones tendientes a prevenir la generación, va­
loración y lograr una gestión integral de los residuos adecuada
ambientalmente, así como tecnológica, económica y socialmente
viable, conforme a lo que dispone la ley.

• Crear un sistema de información relativa a la generación y gestión
integral de los residuos peligrosos, sólidos urbanos y de manejo es­
pecIal, así corno de sitios contaminados y remediados.

• Prevenir la contaminación de sitios por el manejo de materiales
y residuos, asi como definir los criterios a los que se sujetará su
remedio.

• Regular la importación y exportación de residuos.
• Fortalecer la investigación y desarrollo científico, así como la inno­

vación tecnológica, con el fin de reducir la generación de residuos
y diseñar alternativas para su tratamiento, orientadas a procesos
productivos más limpios.

• Establecer medidas de control y seguridad para garantizar el cum­
plimiento y la aplicación de la ley y las disposiciones que de ella se
deriven, así como para imponer las sanciones que correspondan.

La LGPGIR establece las atribuciones y facultades que corresponden en
sus respectivos ámbitos cornpetencíales a la Federación, los estados, el Dis­
trito Federal y los municipios, en materia de prevención y gestión integral
de residuos. Asimismo, dicha ley dispone príncipios que deben observarse
en la formulación y conducción de la política en materia de prevención, va­
loración y gestión integral de los residuos a que se refiere este ordenamien­
to legal, la expedición de disposiciones jurídicas y la emisión de actos que
de ella deriven, así como en la generación y manejo integral de tales resi­
duos. Los principios mencionados son los siguientes:

• El derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente adecuado
para su desarrollo y bienestar.

• Sujetar las actividades relacionadas con la generación y manejo inte­
gral de los residuos a las modalidades que dicte el orden e interés pú­
blico para el logro elel desarrollo nacional sustentable.

• La prevención y minimización de la generación de los residuos, de su
liberación al ambiente, y su transferencia de un medio a otro, así co­
mo su manejo integral para evitar riesgos a la salud y daños a los eco­
sistemas.
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• A quien genere residuos le corresponde asumir los costos derivados
del manejo integral de los mismos y, en su caso, la reparación de los
daños.

• La responsabilidad compartida de los productores, importadores, ex­
portadores, comercializadores, consumidores, empresas de servicios
de manejo de residuos y de las autoridades de los tres órdenes de go­
bierno es fundamental para lograr que el manejo integral de los resi­
duos sea ambientalmente eficaz, tecnológicamente viable y económi­
camente factible.

• La valoración de los residuos para su aprovechamiento como insumas
en las actividades productivas.

• El acceso público a la información, la educación ambiental y la capa­
citación, para prevenir la generación y el manejo sustentable de los re­
siduos.

• La disposición final de residuos limitada a aquellos cuya valoración o
tratamiento no sea económicamente viable, tecnológicamente factible
y ambientalmente adecuada.

• La selección de sitios para la disposición final de residuos de confor­
midad con las normas oficiales mexicanas y con los programas de or­
denamiento ecológico y desarrollo urbano.

• La realización inmediata de acciones de remediación de los sitios con­
taminados, para prevenir o reducir los riesgos inminentes a la salud y
al ambiente.

• La producción limpia como medio para alcanzar el desarrollo susten­
table.

• La valoración, la responsabilidad compartida y el manejo integral de
residuos, aplicados en condiciones de eficiencia ambiental, tecnológi­
ca, económica y social, en el diseño de instrumentos, programas y
planes de política ambiental para la gestión de residuos.

Esta ley se refiere tanto a los residuos peligrosos, que son competencia
de la Federación por disposición legal -primero la LGEEPA y posteriormente
la LGPGIR-, como a los residuos sólidos urbanos y los de manejo especial,
cuyo control corresponde a las entidades federativas y a los municipios. En
ese sentido, la ley define en su art 50 lo que es cada tipo de residuo, de la
forma siguiente:

a) Residuo: material o producto cuyo propietario o poseedor desecha y
que se encuentra en estado sólido o semisólido, o es un líquido o gas
contenido en recipientes o depósitos, y que puede ser susceptible de
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ser valorado o que requiere sujetarse a tratamiento o disposición final
conforme a lo dispuesto en la ley y demás ordenamientos que de ella
deriven.

b) Residuos peligrosos: son aquellos que posean alguna de las caracterís­
ticas de corrosividad, reactividad, explosividad, toxicidad, inflamabi­
lidad, o que contengan agentes infecciosos que les confieran peligro­
sidad, así como envases, recipientes, embalajes y suelos que hayan
sido contaminados cuando se transfieran a otro sitio, de conformidad
con lo que establezca la ley.

e) Residuos sólidos urbanos: los generados en las casas habitación, que
resuitan de la eliminación de los materiales que utilizan en sus activi­
dades domésticas, de los productos que consumen y de sus envases,
embalajes o empaques; los residuos que provienen de cualquier otra
actividad dentro de establecimientos o en la vía pública que generen
residuos con características domiciliarias, y los resultantes de la lim­
pieza de las vías y lugares públicos, siempre que no sean considera­
dos por la ley como residuos de otra indole.

d) Residuos de manejo especial: son aquellos generados en los procesos
productivos, que no reúnen las características para ser considerados
como peligrosos o como residuos sólidos urbanos, o que son produ­
cidos por grandes generadores de residuos sólidos urbanos.

Uno de los instrumentos de control más importantes para la prevención
y control integral de los residuos es el plan de manejo. La ley lo define en
su art 50, fracc XXI, como el instrumento cuyo objetivo es mInimizar la ge­
neración y maximizar la valoración de residuos sólidos urbanos, residuos de
manejo especiai y residuos peligrosos específicos, con criterios de eficiencia
ambiental, tecnológica, económica y social, con fundamento en el diagnós­
tico básico para la gestión integral de residuos, diseñado según los prin­
cipios de responsabilidad compartida y manejo integral, que considera el
conjunto de acciones, procedimientos y medios viables e involucra a pro­
ductores, importadores, exportadores, distribuidores, comerciantes, consu­
midores, usuarios de subproductos y grandes generadores de residuos, se­
gún corresponda, así como a los tres niveles de gobierno.

A su vez, el diagnóstico básico para la gestión integral de residuos es el
estudio que considera la cantidad y composición de los residuos, así como
la infraestructura para manejarlos íntegralmente.t"

46 Vénse art 25. segundo párrafo. de la LGPGIR.
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La ley establece disposiciones aplicables a la clasificación de residuos. Si
son residuos peligrosos. la clasificación corresponderá a la Semarnat me­
diante normas oficiales mexicanas y listados que generalmente se expiden
con acuerdos secretariales o intersecretariales. Si se trata de residuos sólidos
urbanos o de residuos de manejo especial. que estén sujetos a planes de ma­
nejo. su clasificación se llevará a cabo de conformidad con los criterios que
se establezcan en las normas oficiales mexicanas que contendrán los lista­
dos de los mismos y cuya emisión estará a cargo de la Semarnat.

Por otro lado. la ley en comento determina los instrumentos de la politi­
ca de prevención y gestión integral de los residuos. a saber:

a) Los programas para la prevención y gestión integral de los residuos.
tanto el nacional como los locales. que se formularán observando lo
dispuesto en la ley. en el diagnóstico básico para la gestión integral de
residuos y demás disposiciones aplicables.

b) Los planes de manejo de residuos. cuya formulación y ejecución co­
rresponden a:

• Los productores. importadores. exportadores y distribuidores de
los productos que al desecharse se convierten en residuos peligro­
sos a los que hacen referencia las fraccs I a XI del art 31 de la ley
y los que se incluyan en las normas oficiales mexicanas correspon­
dientes.

• Los generadores de los residuos peligrosos a los que se refieren las
fraccs XII a XV del art 31 de la ley y de aquellos que se incluyan en
las normas oficiales mexicanas correspondientes.

• Los grandes generadores y los productores. importadores. exporta­
dores y distribuidores de los productos que al desecharse se convier­
ten en residuos sólidos urbanos o de manejo especial que se inclu­
yan en los listados de residuos sujetos a planes de manejo. de con­
formidad con las normas oficiales mexicanas correspondientes.

e) La participación de todos los sectores de la sociedad en la prevención
de la generación. la valoración y gestión integral de residuos.

dJ El derecho a la información. para lo cual. entre otras acciones in­
formativas. las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el
ámbito de sus respectivas competencias. integrarán el sistema de
información sobre la gestión integral de residuos, que contendrá la in­
formación relativa a la situación local. los inventarios de residuos ge-
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nerados, la infraestructura disponible para su manejo. las disposicio­
nes jurídicas aplicables a su regulación y control. y otros aspectos que
faciliten el logro de los objetivos de la ley y los ordenamientos que de­
riven tanto de ella como de la LGEEPA; la Ley Federal de Transparencia
y de Acceso a la Informacitn Pibiica Gubernamental y demás disposi­
ciones aplicables.

Otro aspecto relevante de la leyes la regulación del manejo integral
de los residuos peligrosos. sustentado principalmente en una clasificación de
generadores de esta clase de residuos -grandes generadores. pequeños ge­
neradores y mlcrogeneradores, de conformidad con el art 44 de la LGPGIR­

y en autorizaciones para que las actividades que incluye dicho manejo"?
puedan ser realizadas de manera licita y sustentable.

De acuerdo con el art 50 de la ley. requieren autorización de la Sernar­
nat las actividades siguientes. de manera previa a su realización:

• La prestación de servicios de manejo de residuos peligrosos.
• La utilización de residuos peligrosos en procesos productivos. de con­

formidad con lo dispuesto en el art 63 de la ley.
• El acopio y almacenamiento de residuos peligrosos provenientes de

terceros.
• La realización de cualquiera de las actividades relacionadas con el ma-

nejo de residuos peligrosos provenientes de terceros.
• La incineración de residuos peligrosos.
• El transporte de residuos peligrosos.
• El establecimiento de confinamientos dentro de las instalaciones en

donde se manejen residuos peligrosos.
• La transferencia de autorizaciones expedidas por la Semarnat.
• La utilización de tratamientos térmicos de residuos por esterilización

o termólisis.
• La importación y exportación de residuos peligrosos.
• Las demás que establezcan ia ley y las normas oficiales mexicanas.

47 De conformidad con el art 50, frace XVII. de la LGPGIR. el manejo integral de residuos.
aplicable a los tres tipos de éstos. incluye las actividades de reducción en la fuente. se­
paración. reutilización, reciclaje. coprocesarntento, tratamienro biológico. químico, físico
o térmico. acopio. almacenamiento. transporte y disposición final de residuos. realizadas
individualmente o combinadas de manera apropiada, para adaptarse a las condiciones y
necesidades de cada lugar. cumpliendo objetivos de valoración, eficiencia sanitaria, arn­
bíental, tecnológica, económica y social.
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Uno de los temas más importantes contenidos en la LGPGIR es el de la
responsabilidad acerca de la contaminación y remediación de sitios, respec­
to del cual eran insuficientes -e incluso omisas- las disposiciones jurídi­
cas anteriores a esta ley. La responsabilidad jurídica está regulada en la ley
de la forma siguiente:

• Quienes resulten responsables de la contaminación de un sitio, así co­
mo de daños a la salud como consecuencia de ésta estarán obligados
a reparar el daño causado, conforme a las disposiciones legales co­
rrespondientes (art 68).

• Las personas responsables de actividades relacionadas con la genera­
ción y manejo de materiales y residuos peligrosos que hayan ocasio­
nado la contaminación de sitios con éstos están obligadas a llevar a
cabo las acciones de remediación conforme a lo dispuesto en la ley y
demás disposiciones aplicables (art 69).

• Los propietarios o poseedores de predios de dominio privado y los ti­
tulares de áreas concesionadas, cuyos suelos se encuentren contami­
nados, serán responsables solidarios de llevar a cabo las acciones de
rernedíaclón que resulten necesarias, sin perjuicio del derecho a repe­
tir en contra del causante de la contaminación (art 70).

• No podrá transferirse la propiedad de sitios contaminados con resi­
duos peligrosos, salvo autorización expresa de la Semarnat. Las per­
sonas que transfieran a terceros los inmuebles que hubieran sido
contaminados por materiales o residuos peligrosos, en virtud de las
actividades que en ellos se realizaron, deberán informar de ello a quie­
nes les transmitan la propiedad o posesión de dichos bienes. Además
de la remediación, quienes resulten responsables de la contamina­
ción de un sitio se harán acreedores a las sanciones penales y admi­
nistrativas correspondientes (art 71).

• Tratándose de contaminación de sitios con materiales o residuos peli­
grosos, por caso fortuito o fuerza mayor, las autoridades competentes
impondrán las medidas de emergencia necesarias para hacer frente a
la contingencia, a efecto de no poner en riesgo la salud o el medio am­
biente (art 72).

• En el caso de abandono de sitios contaminados con residuos peligro­
sos o que se desconozca el propietario o poseedor del inmueble, la
Semarnat, en coordinación con las entidades federativas y los muni­
cipios, podrá formular y ejecutar programas de remediación, con el
propósito de que se lleven a cabo las acciones necesarias para su re-
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cuperación y restablecimiento y. de ser posible. su incorporación a
procesos productivos. La Semarnat estará facultada parahacer efecti­
vas las garantías que hubieren sido otorgadas por los responsables
que hayan abandonado el sitio. En aquellos casos en que la contami­
nación del sitio amerite la intervención de ia Federación. ei titular del
Ejecutivo federal podrá expedir ia declaratoria de remediación de si­
tios contaminados. Para tal efecto. elaborará previamente los estudios
que los justifiquen. Las declaratorias deberán publicarse en el Diario
Oficial de la Federación y serán inscritas en el Registro Público de la
Propiedad correspondiente y expresarán:

a) La delimitación del sitio que se sujeta a remediación, precisando
superficie. ubicación y deslinde.

b) Las acciones necesarias para remediar el sitio. de conformidad con
io que establece la ley.

e) Las condicionantes y restricciones a que se sujetará el sitio. los
usos del suelo. el aprovechamiento. así como la realización de cual­
quier obra o actividad.

d) Los lineamientos para la elaboración y ejecución del programa de
rernedíacíón correspondiente. asi corno la participación en dichas
actividades de propietarios. poseedores, organizaciones sociales.
privadas, gobiernos locales y demás personas interesadas.

e) Los plazos para la ejecución del programa de remediación respec­
tivo.

Una vez concluido el programa para remediar el sitio contaminado se
cancelará la anotación correspondiente en el Registro Público de la Propie­
dad (art 73).

• Todos los actos y convenios relativos a la propiedad. posesión o cual­
quier otro derecho relacionado con los bienes inmuebles que fueren
materia de las declaratorias de remedíacíón. quedarán sujetos a la
aplicación de las modalidades previstas en las propias declaratorias.
Los notarios y cualesquiera otros fedatarios públicos harán constar tal
circunstancia al autorizar las escrituras públicas, actos, convenios o
contratos en los que intervengan. Será nulo todo acto. convenio o con­
trato que contravenga lo establecido en la mencionada declaratoria
(art 74).

• La Secretaria y las autoridades locales competentes. según correspon­
da. serán responsables de llevar a cabo acciones para identificar. in-
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ventariar, registrar y categorízar los sitios contaminados con residuos
peligrosos, con objeto de determinar si procede su remediación, de
conformidad con los criterios que para tal fin se establezcan en el re­
glamento (art 75).

• Las autoridades locales deberán inscribir en el Registro Público de la
Propiedad correspondiente los sitios contaminados que se encuentren
dentro de su jurisdicción (art 76).

• Las acciones en materia de remediación de sitios se llevarán a cabo
mediante programas, de conformidad con lo que señale el reglamen­
to que en su momento se expida (art 77).

• La Semarnat, en coordinación con la SSA, emitirá las normas oficiales
mexicanas para la caracterización de los sitios contaminados y evalua­
rá los riesgos al ambiente y la salud que de ello deriven, para deter­
minar, en función del riesgo, las acciones de remediación que proce­
dan (art 78).

• La regulación del uso del suelo y los programas de ordenamiento eco­
lógico y de desarroilo urbano, deberán ser considerados al determinar
el grado de remediación de sitios contaminados con residuos peligro­
sos, con base en ios riesgos que deberán evitarse (art 79).

Igualmente relevante resulta el régimen jurídico aplicable a la importa­
ción y exportación de residuos peligrosos, respecto del cual son aplicables,
además de la LGPGIR y sus disposiciones reglamentarias -que aún no se
explden->, la Ley de Comercio Exterior, la Ley Federal de Competencia Eco­
nómica, ios tratados internacionales de los que México sea parte -como
el Convenio de Basilea- y los demás ordenamientos legales que resulten
aplícables.i"

Las disposiciones de la ley concernientes a la prevención y manejo in­
tegral de residuos sólidos urbanos y de manejo especial también resultan
relevantes, por tratarse de un cuerpo legal que, en principio, debe concretar­
se a regular las materias que le corresponden exclusivamente a la Federa­
ción. En este sentido, la LGPGIR prevé que la regulación de la generación y
manejo integral de los residuos sólidos urbanos y los residuos de manejo es­
pecial, se llevará a cabo conforme a lo que establezca la propia ley, las dis­
posiciones emitidas por las legislaturas de las entidades federativas -en­
tiéndase leyes en sentido formal y material- y las demás aplicables.

48 Válse arts 85 a 94 de la LGPGIR,
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La Federación tiene atribuciones. ejercibles por el Poder Ejecutivo fe­
deral. mediante la Semarnat, para expedir normas oñcíales mexicanas
que fijarán los términos a que deberán sujetarse la ubicación de los sitios.
el diseño. la construcción y la operación de las instalaciones destinadas a la
disposición final de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial. en
rellenos sanitarios o en confinamientos controlados. Las normas referidas
especificarán las condiciones que deben reunir las instalaciones y los tipos
de residuos que puedan disponerse en ellas, para prevenir la formación de
lixiviados y la migración de éstos fuera de las ceidas de confinamiento. Asi­
mismo. plantearán en qué casos se puede permitir la formación de bíogás
para su aprovecharníento."?

En cuanto a las acciones concretas de prevención y manejo integral de
los residuos que son competencia de las entidades federativas y los munici­
pios. la ley establece [os criterios y lineamientos que éstos deben observar
y cumplir en la aplicación de la LGPGIR. en la regulación que contengan las
disposiciones emitidas por las legislaturas de dichas entidades y en la apli­
cación de las disposiciones iocaies.

Cabe señalar que el artículo primero transitorio de dicha ley establece
que su entrada en vigor se verificó a los 90 días naturales siguientes a su pu­
blicación en el Diario Oficial de la Pederacitn, es decir. el6 de enero de 2004.
Por otra parte. ia LGPGIR. en su articuio segundo transitorio. deroga todas ias
disposiciones juridicas que se opongan a su contenido. sin hacer mayor es­
pecificación al respecto. Esto ocasiona que deben analizarse las disposicio­
nes de la LGEEPA en materia de residuos peligrosos frente a los mandatos de
la LGPGIR. a efecto de determinar si los preceptos de la primera se oponen o
contravienen a éste último ordenamiento y que, por tanto. deban conside­
rarse derogados para dar paso a la aplicación de la LGPGIR.

No obstante. para la expedición de autorizaciones a que se refiere la ley.
y hasta en tanto no se expida el reglamento correspondiente. continuarán
aplicándose los requisitos. términos. condiciones y plazos fijados en el Re­
glamento de la Ley General del Equilibrio Eeolcqico y de Proteeei Ó'l al Ambien­
te en Materia de Residuos Peligrosos. de conformidad con lo establecido en
el artículo décimotercero transitorio de la LGPGIR.

4.6.4 Ley General de I)esarrollo Social

Esta ley fue expedida y publicada en el Diario Oficial de la FederaeiÓ'l el 20
de enero de 2004. Entre su objetivo destaca garantizar el pleno ejercicio de

49 Vé::zse art 97 de la LGPGIR.
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los derechos sociales consagrados en la Constituci Ó1 PoIítica de los Estados
Unidos Mexicanos, asegurando el acceso de toda la población al desarrollo
social. Es una ley marco, pues expresamente dispone que su objeto está en
determinar la competencia de los gobiernos municipales, de las entidades
federativas y del gobierno del Distrito Federal en materia de desarrollo so­
cial, asi como las bases para la concertación de acciones con los sectores
social y privado, y precisa las competencias de los tres niveles de gobierno
en sus arts 43 (atribuciones del gobierno federal), 44 (atribuciones de los go­
biernos de las entidades federativas) y 45 (atribuciones de los ayuntamien­
tos), en materia de desarrollo social.

En la materia que nos interesa, la Ley General de Desarrollo Social (LGDS)

prevé, en su art 6, cuáles son los derechos para el desarrollo social, siendo
en esencia los contenidos en el art 40 de la Constitución politica mexicana:
la educación, la salud, la alimentación, la vivienda, el disfrute de un medio
ambiente sano, el trabajo y la seguridad social así como los referentes a la
no discriminación. Cabe mencionar que esta ley se refiere al medio ambien­
te sano, mientras que la Ley Fundamental, en su art 40, alude de forma ex­
presa al medio ambiente adecuado, conceptos parecidos pero de diferente
contenido juridico.

Uno de los principiosen los que descansa el desarrollo sociales el de la sus­
tentabilidad, definido en su art 30, fracc VI, como: "La preservación del equili­
brio ecológico, protección del ambiente y aprovechamiento de recursos natu­
rales, para mejorar la calidad de vida y la productividad de las personas, sin
comprometer la satisfacción de las necesidades de las generaciones futuras".

Establece, además, lo que es prioritario y de interés público en materia
de desarrollo social (art 19, fracc IX), siendo uno de ellos: "Los programas y
obras de infraestructura para agua potable, drenaje, electrificación, caminos
y otras vías de comunicación, saneamiento ambiental y equipamiento urba­
no". Sin embargo, el derecho a disfrutar de un medio ambiente sano no se
encuentra contenido en lo prioritario y de interés público; el saneamiento
ambiental no es un concepto definido en ésta u otras leyes ambientales, y
tampoco incluye en su totalidad el respeto al derecho a disfrutar de un me­
dio ambiente sano.

4.7 Leyes sectoriales que regulan el aprovechamiento
y la preservación de recursos naturales determinados

La legislación ambiental mexicana no se agota con los ordenamientos lega­
les y reglamentarios comentados en los apartados anteriores. Por el contra-
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río, existen diversas leyes, varias de ellas anteriores a la expedición de las
leyes generales expuestas, que regulan el aprovechamiento de determinados
recursos naturales y otros ordenamientos que abordan el tema ambiental de
manera indirecta, al no tratarse de normas jurídicas propiamente ambienta­
les, pero están referidas a aspectos concernientes a la protección del medio
ambiente,

A continuación veremos las leyes sectoriales más importantes -por los
recursos naturales que protegen- y que, junto con las leyes generales y sus
disposiciones reglamentarias, constituyen el marco jurídico ambiental na­
cional.

4.7.1 Leyde Aguas I~ac¡onales

La Ley de Aguas Nacionales (tAN) fue expedida ello de diciembre de 1992,
fecha en que se publicó en el Diario Oficial de la Federación, Es reglamenta­
ria del art 27, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos en materia de aguas que son propiedad de la nación, Su
observancia es general en todo el territorio nacional, sus disposiciones son
de orden público e interés social y tiene por objeto regular la explotación,
uso o aprovechamiento de las aguas nacionales, su distribución y control. así
como la preservación de su cantidad y calidad para lograr su desarrollo in­
tegral sustentable, La autoridad administrativa competente en materia de
aguas nacionales es la. Comisión Nacional del Agua (CNA), órgano adminis­
trativo desconcentrado de la Sernarnat.

En esta ley se prevén disposiciones relativas a la propiedad de las aguas
nacionales, Entre las más importantes se encuentra el art 16. el cual estable­
ce que el régimen de propiedad nacional de las aguas subsistirá aunque las
aguas. mediante la construcción de obras, sean desviadas del cauce o vaso
originales, se impida su afluencia a ellos o sean objeto de tratamiento, De
igual manera, las aguas residuales provenientes del uso de las aguas propie­
dad de la nación tendrán el mismo carácter,

La LAN regula la forma y requisitos que deben satisfacerse para explotar.
aprovechar o usar aguas que son propiedad de la nación. mediante conce­
siones o asignaciones, Al respecto, dicha ley distingue una figura de otra
desde el punto de vista del sujeto titular de cualquiera de ellas, al que se per­
mitirá realizar la explotación, aprovechamiento o uso de aguas nacionales,
siendo las concesiones las otorgadas a personas físicas o morales. y las asig­
naciones las que se otorgan a dependencias y organismos descentralizados
de la administración pública federal, estatal o municipal. No obstante, de
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acuerdo con este ordenamiento, las asignaciones se regirán por las mismas
disposiciones aplicables a las concesiones, y el astgnatarío se considerará
concesionario para los efectos de esa ley.

En materia de protección del agua y de prevención y preservación en su
explotación o contaminación, la UlN establece la figura de las zonas regla­
mentadas, de veda o de reserva. El art 38 de la ley en cuestión dispone que
el Ejecutivo federal, previos los estudios técnicos que al efecto se elaboren y
publiquen, conforme a lo dispuesto en el art 60 de la misma ley, podrá re­
glamentar la extracción y uso de aguas nacionales, delimitar zonas de veda
o declarar la reserva de aguas en determinados casos de interés público. Es­
tos casos son los siguientes:

• Para prevenir o remediar la sobreexplotacíón de los acuíferos;
• Para proteger o restaurar un ecosistema;
• Para preservar fuentes de agua potable o protegerlas contra la conta­

minación;
• Para preservar y controlar la calidad del agua, o
• Por escasez o sequía extraordinarias.

Por otro lado, la UlN regula los diferentes usos que se pueden dar a las
aguas nacionales superficiales o del subsuelo. De esta manera, establece un
título -el sexto- en el cual se precisa el régimen aplicable a cada uso. Los
usos de aguas nacionales reconocidos jurídicamente son los que siguen:

• Uso público urbano.
• Utilización agrícola, la cual se subdivide en secciones (como ejidos

y comunidades), unidades de riego, distritos de riego, y drenaje
agricola.

• Empleo en la generación de energía eléctrica.
• Uso en otras actividades productivas distintas de las anteriores.

El titulo séptimo de la UlN está dedicado a la preservación y control de
la contaminación de las aguas, tema que durante una época regularon orde­
namientos jurídicos como la LFPCCA y la LFPA. A la fecha, la LGEEPA contiene
disposiciones relativas tanto al aprovechamiento sustentable del agua (arts
88 a 97) como a su protección como elemento vital del ambiente suscepti­
ble de contaminarse (arts 11 7 a 133), entre las cuales remite expresamente
a la UlN y a la Ley Federal del Mar, que veremos más adelante. En esta ma­
teria, la CNA tiene las siguientes atribuciones y facultades, de conformidad
con el art 86 de la ley en comento:
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a) Promover y. en su caso. ejecutar y operar la infraestructura federal y
los servicios necesarios para la preservación. conservación y mejora­
miento de la calidad del agua en las cuencas hidrológicas y acuíferos.
de acuerdo con las normas oficiales mexicanas respectivas y las con­
diciones particulares de descarga. en los términos de ley.

b) Formular programas integrales de protección de los recursos hi­
dráulicos en cuencas hidrológicas y acuíferos, considerando las re­
laciones existentes entre. los usos del suelo y la cantidad y calidad
del agua.

e) Establecer y vigilar el cumplimiento de las condiciones particulares
de descarga que deben satisfacer las aguas residuales que se generen
en bienes y zonas de jurisdicción federal; de aguas residuales vertidas
directamente en aguas y bienes nacionales. o en cualquier terreno
cuando dichas descargas puedan contaminar el subsuelo o los acuífe­
ros; y en los demás casos previstos en la Ley General del Equilibrio
Ecol égico y la Protecciónal Ambiente.

dJ Autorizar. en su caso. el vertido de aguas residuales en el mar. y en
coordinación con la Secretaría de Marina cuando provengan de fuen­
tes móviles o plataformas fijas.

e) Vigilar. en coordinación con las demás autoridades competentes. que
el agua suministrada para consumo humano cumpla con las normas
de calidad correspondientes. y que el uso de las aguas residuales sa­
tisfaga las normas de calidad del agua emitidas para tal efecto.

fJ Promover o realizar las medidas necesarias para evitar que basura.
desechos. materiales y sustancias tóxicas. y lodos producto de los tra­
tamientos de aguas residuales. contaminen las aguas superficiales o
del subsuelo y los bienes que señala el art 113 de la ley.

g) Ejercer las atribuciones que corresponden a la Federación en materia
de prevención y control de la contaminación del agua y de su fiscaliza­
ción y sanción. en los términos de la Ley General del Equilibrio Ecoléyi­
ca y la Protecciin al Ambiente. salvo que corresponda a otra dependen­
cia conforme a la Ley Orgánica de la Administraci ál Pwlica Federal.

La LAN abrogó expresamente la Ley Federal de Aguas. publicada en el
Diario Oficial de la Federaciá1 el 11 de enero de 1972. Por último. cabe men­
cionar que la lAN cuenta con su reglamento. el cual fue expedido el 12 de
enero de 1994. desarrollándola en el ámbito administrativo a su exacta ob­
servancia.

La lAN fue reformada significativamente -en gran parte de sus articu­
los- por el Congreso de la Unión. con el propósito de propiciar un mejor
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aprovechamiento sustentable del agua, recurso natural tan escaso para el
consumo y las actividades humanas. El Decreto que Reforma, Adiciona y
Deroga diversas disposiciones de la LAN fue publicado en el Diario Oficial de
la Federaciin el 29 de abril de 2004.

Entre sus reformas más importantes destacan las siguientes:

• Organización de la Comisión Nacional del Agua (Conagua) -que con­
serva su naturaleza de órgano administrativo desconcentrado de la
Semarnat- en dos modalidades: a) el nivel nacional, y b) el nivel
regional hidrológico-administrativo mediante sus organismos de cuen­
ca, de organización compleja y participativa de sectores sociales y
gubernamentales de los tres órdenes de gobierno. Ambos niveles
cuentan con atribuciones propias de autoridad administrativa en
materia de administración y control del aprovechamiento de aguas
nacionales.

• Establecimiento por parte de la Conagua de consejos de cuenca, como
órganos colegiados de integración mixta, que serán instancias de
coordinación y concertación, apoyo, consulta y asesoría entre la comi­
sión -incluyendo a los organismos de cuenca-, las dependencias y
entidades de las instancias federal, estatal o municipal, así como los
representantes de los usuarios del agua y de las organizaciones de la
sociedad, de las cuencas hidrológicas o de las regiones hidrológicas.

• Creación del Consejo Consultivo del Agua como organismo autóno­
mo de consulta, integrado por personas físicas del sector privado y
social, estudiosas o sensibles a los problemas en materia de agua
y su gestión.

• Cambio de naturaleza y régimen del Instituto Mexicano de Tecnología
del Agua (IMTA), de órgano desconcentrado de la Semarnat a organis­
mo público descentralizado sectorizado a la misma dependencia.

• Establecer facultades de la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente (Profepa) en materia de aguas nacionales.

• Establecimiento de los principios, formulación y contenido de la polí­
tica hídrica nacional.

• El régimen aplicable a las concesiones, asignaciones y permisos de
aprovechamiento de aguas nacionales.

• La promoción de la cultura del agua.
• Establecer elementos de responsabilidad por daño ambiental deriva­

do de la descarga de aguas residuales.

Con base en estas reformas se han expedido diversos instrumentos
administrativos que concretan la LAN. Tal es el caso del "Acuerdo por el que
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se dan a conocer las denominaciones y la ubicación geográfica de las doce
cuencas hidrológicas localizadas en el área geográfica denominada Río
Papaloapan, así como la disponibilidad media anual de las aguas superficia­
les en las cuencas hidrológicas que comprende dicha área geográfica.", que
fue publicado en el Diario Oficial de la Pederaciin el 21 de septiembre de
2005.

4.7.2 Ley Federal del Mar

La Ley Federal del Mar (LFM) fue publicada en el Diario Oficial de la FederaciéIl
el 8 de enero de 1986. Es reglamentaria de los párrafos cuarto, quinto, sexto y
octavo del art 27 de la Constituciéll Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en lo referente a las zonas marinas que forman parte del territorio na.cional
y, en lo aplicable, más allá de éste en las zonas marinas donde la nación
ejerce derechos de soberanía, jurisdicciones y otros derechos.

La LFM determina las zonas marinas mexicanas, las cuales son, de con­
formidad con su art 30, las siguientes:

a) El mar territorial, que es una franja del mar adyacente tanto a las cos­
tas nacionales, sean continentales o insulares, como a las aguas ma­
rinas interiores. La soberanía de la nación se extiende al espacio aé­
reo sobre el mar territorial, al lecho y al subsuelo de ese mar;

b) Las aguas marinas interiores, que están comprendidas entre las
costas nacionales, tanto continentales como insulares, y el mar te­
rritorial. Estas aguas incluyen lo siguiente: la parte norte del Golfo
de California, las de las bahías internas, las de los puertos, las in­
ternas de los arrecifes y las desembocaduras o deltas de los ríos,
lagunas y estuarios comunicados permanente o intermitentemen­
te con el mar;

c) La zona contigua al mar territorial, respecto de la cual la nación es
competente para tomar las medidas de fiscalización necesarias con
el objeto de prevenir las infracciones de las normas aplicables de la
ley, de su reglamento y de las leyes y reglamentos aduaneros, fisca­
les, de inmigración o sanitarios que pudieren cometerse en el territo­
rio, en las aguas marinas interiores o en el mar territorial mexicanos,
y sancionar las infracciones a dichas normas aplicables;

d) La zona económica exclusiva, situada fuera del mar territorial yadya­
cente a éste, en la que la nación ejerce derechos de soberanía para
los fines de exploración y explotación, conservación y administración
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de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, ya sean renova­
bles o no renovables, del lecho y el subsuelo del mar y de las aguas
suprayacentes, y con respecto a otras actividades con miras a la ex­
ploración y explotación económica de la zona, tal como la producción
de energía derivada del agua, de las corrientes y de los vientos; juris­
dicción, con relación a las disposiciones pertinentes de esta ley, de su
reglamento y del derecho internacional, con respecto:

• Al establecimiento y utilización de islas artificiales, instalaciones y
estructuras;

• A la investigación cíentíñca marina, y
• A la protección y preservación del medio marino, y otros derechos

y deberes que fije la ley, su reglamento y el derecho internacional.

e) La plataforma continental y las plataformas insulares, a los efectos de
su exploración y de la explotación de sus recursos naturales. Los de­
rechos de soberanía de la nación son exclusivos, en el sentido de que
si México -entiéndase la nación mexicana- no explora la platafor­
ma continental y las plataformas insulares o no explota sus recursos
naturales, nadie puede emprender estas actividades sin expreso con­
sentimiento de las autoridades nacionales competentes, y

1> Cualquier otra permitida por el derecho internacional.

En términos del art 6 de la LFM, la soberanía de la nación y sus derechos
de soberania, jurisdicciones y competencias dentro de los limites de las res­
pectivas zonas marinas, conforme a la presente ley, se ejercerán según lo
dispuesto por la Constituciál Política de los Estados Unidos Mexicanos, el de­
recho internacional y la legislación nacional aplicable, respecto a:

• Las obras, islas artificiales, instalaciones y estructuras marinas.
• El régimen aplicable a los recursos marinos vivos, inclusive su conser­

vación y utilización.
• El régimen aplicable a los recursos marinos no vivos, inclusive su con­

servación y utilización.
• El aprovechamiento económico del mar, inclusive la utilización de mi­

nerales disueltos en sus aguas, la producción de energía eléctrica o tér­
mica derivada de las mismas, de las corrientes y de los vientos, la cap­
tación de energía solar en el mar, el desarrollo de la zona costera, la
mari cultura, el establecimiento de parques marinos nacionales, la pro-
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moción de la recreación y el turismo y el establecimiento de comuni­
dades pesqueras.

• La protección y preservación del medio marino, inclusive la preven­
ción de su contaminación.

• La realización de actividades de investigación científica marina.

La LPM derogó expresamente ias disposiciones de la Ley Reglamentaria
del Párrafo Octavo delArticulo 27 Constitucional, relativas a la zona económi­
ca exclusiva, publicada en el Diario Oficial de la Pederaciin el 13 de febrero
de 1976.

4.7.3 Ley de Pesca

La Leyde Pesca (LP) fue expedida el 25 de junio de 1992 Yes reglamentaria
del art 27 de la Constítuciin Política de losEstados Unidos Mexicanos en lo re­
lativo a los recursos naturales que constituyen la flora y la fauna cuyo me­
dio de vida total, parcial o temporal sea el agua. Su objeto es garantizar la
conservación, la preservación y el aprovechamiento racional de los recursos
pesqueros y establecer las bases para su adecuado fomento y administra­
ción.

La importancia de la LP consiste en ser el ordenamiento jurídico que
"... contempla las condiciones necesarias para el ejercicio de una pesca res­
ponsable basada en la conservación y preservación de los recursos acuátí­
COS"50 Además, "... responde al propósito de desregulación de la actividad
pesquera, simplifica y agiliza ios procedimientos para constituir un nuevo
sistema de participación e inversión para lograr una mayor productividad,
tecnología y cuidado ecológico, dirigidos al sano desarrolio del sector pes­
quero">'

La autoridad administrativa competente en materIa de pesca es la Secre­
taría de Agricultura, Ganadería, Desarrolio Rural; Pesca y Alimentación (Sa­
garpa): sin embargo, esta competencia tiene sus límites, pues la Semarnat
se encuentra facultada, en términos de la ley en cuestión, para realizar ac­
ciones de preservación, conservación y aprovechamiento de especies mari­
nas que se encuentren sujetas a un régimen especial de protección en ma­
teria ambiental.

50 Jorge Witker Velázqt.1ez, Introduccién al derecho econémico. 5a ed, Mcüraw-Htll lnterame­
ricana Ediciones, México, 2003, pág 11 2.

51 Ibídem, pág 113.
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Así, de conformidad con lo establecido en el art 30 de la LP, las atribu­
ciones y facultades de sagarpa y de Semarnat, separadas o coordinadas en
su ejercicio, son las siguientes:

a) La Semarnat sancionará la carta nacional pesquera que elaborará, pu­
blicará y mantendrá actualizada la Sagarpa.

b) Promover la construcción, mejora y equipamiento de embarcaciones
y artes de pesca, así como de las obras de infraestructura en aguas
de jurisdicción federal, portuaria e industrial necesarias para impul­
sar el aprovechamiento, transformación, distribución y comercializa­
ción de la flora y fauna acuáticas, proponer la creación de zonas por­
tuarias pesqueras y participar en su administración.

e) Promover el consumo interno de una mayor variedad de productos y
subproductos de la flora y fauna acuáticas, así como la diversificación
de sus usos y formas de presentación, su industrialización, calidad y
comercialización interna y externa, para lograr la mayor competitivi­
dad de éstos.

d) Promover el desarrollo de la acuacultura en coordinación con otras
dependencias del Ejecutivo federal, estatal y municipal.

e) Será atribución de la Semarnat dictar las medidas tendientes a la pro­
tección de los quelonios, mamíferos marinos y especies acuáticas su­
jetas a protección especial o en peligro de extinción y participar con
las dependencias competentes en la determinación de estas dos últi­
mas. Asimismo, establecerá las vedas totales o parciales referentes a
estas especies.

j) La Sagarpa fijará los métodos y medidas para la conservación de los
recursos pesqueros y la repoblación de las áreas de pesca en coordi­
nación con la Sernarnat; regulará la creación de áreas de refugio para
proteger las especies acuáticas que asi lo requieran, y establecerá las
épocas y zonas de veda; asimismo, por lo que se refiere únicamente
al ejercicio de las facultades anteriores, se confiere 'a la Citada Secreta­
ría las facultades contenidas en los capítulos cuarto y quinto de la LP.

g) Determinar, de acuerdo con las condiciones técnicas y naturales, las
zonas de captura y cultivo, las de reserva en aguas interiores y fren­
tes de playa para la recolección de postlarvas, crias, semillas y otros
estadios biológicos, así como las épocas y volúmenes a que deberá
sujetarse la colecta.

h) Regular la introducción de especies de la flora y fauna acuáticas en
cuerpos de agua de jurisdicción federal; definir las normas técnicas
sanitarias para garantizar el sano desarrollo de las especies acuáticas
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y comprobar las medidas de prevención y control en materia de sa­
nidad acuícola, en forma directa o por medio de laboratorios debida­
mente acreditados, en coordinación con las dependencias competen­
tes de la administración pública federal.

i) Establecer los volúmenes de captura permisible, regular el conjunto
de instrumentos, artes, equipos, personal y técnicas pesqueras, el nú­
mero de embarcaciones y sus características. aplicables a la captura
de determinada especie o grupos de especies, fijar la época, talla o
peso mínimo de los especímenes susceptibles de captura y proponer
las normas para su manejo, conservación y traslado.

J) Vigilar, en coordinación con las autoridades competentes, que se
cumplan las normas vigentes en las operaciones de transbordo, des­
carga y cambio de tripulantes en las embarcaciones pesqueras de
bandera mexicana inscritas en el Padrón de Abanderamiento Mexica­
no, en la zona económica exclusiva o en alta mar.

k) Prestar servicios de asesoria y capacitación a las sociedades coopera­
tivas de producción pesquera, incluidas las ejidales y comunales,
cuando éstas así los soliciten.

f) Solicitar la acreditación de la legal procedencia de los productos y
subproductos pesqueros.

Por otra parte, la Lf' regula y establece medios de control de la actividad
mediante concesiones. permisos y autorizaciones. Esto es, de acuerdo con
su art 40, la ley dispone que para realizar las actividades de captura, extrac­
ción y cultivo de los recursos materia de la ley, se requiere concesión, per­
miso o autorización según corresponda, excepto en tres casos o supuestos:

• La pesca de consumo doméstico que efectúen los residentes en las ri­
beras y en las costas.

• La pesca deportivo-recreativa que se realice desde tierra.
• La acuacultura que se lleve a cabo en depósitos de agua que no sean

de jurisdicción federal.

La LP cuenta con su reglamento, que fue publicado en el Diario Oficial de
la Pederacitri el 21 de julio de 1992.

4.7.4 Ley Minera

La Ley Minera (LM) fue expedida y publicada en el Diario Oficial de la Federa­
ci ón el 26 de junio de 1992. Esta ley regula la exploración, explotación y be-
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nefícío de los minerales o sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimien­
tos constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes
de los terrenos. Los minerales objeto de la ley son aquellos a los cuales se
refiere el art 27 de la Constituci ón Poi ítica de los Estados Unidos Mexicanos.

La actividad minera es una de las más contaminantes del ambiente, tan­
to en los procesos de exploración y explotación de los minerales como en la
obtención del mineral deseado. Tan es así que la LGEEPA exige que las activi­
dades de exploración, explotación y beneficio de minerales a que alude la
LM se sometan, de manera previa a su realización, al procedimiento de eva­
luación del impacto ambiental y obtengan la autorización correspondiente.

En ese sentido, el legislador incorporó en la LM previsiones específicas
respecto al equilibrio ecológico y la protección del ambiente, de manera ar­
mónica con la LGEEPA, la cual estaba en vigor al ser expedida aquélla y que
deben ser observadas y cumplidas por quienes realicen actividades de esa
naturaleza.

Las disposiciones de la LM concernientes al equilibrio ecológico y a la
protección del ambiente son las siguientes:

Artículo 7. Son atribuciones de la Secretaría:
[...}
I11. Participar con las dependencias competentes en la elaboración de las

normas técnicas especificas relativas a la industria minerometalúrgica en ma­
teria de seguridad en las minas y de equilibrio ecológico y protección al am­
biente.
Artículo 27, Los titulares de concesiones de exploración y de explotación, inde­
pendientemente de la fecha de su otorgamiento, están obligados a:

[...}
I11. Sujetarse a las disposiciones generales y a las normas técnicas especifi­

cas aplicables a la industria minerometaJúrgica en materia de seguridad en las
minas y de equilibrio ecológico y protección al ambiente.
Artículo 29. La comprobación de obras y trabajos mediante la realización de
inversiones se aceptará indistintamente en los rubros que a continuación se
indican:

[ ...}
XI. Obras y equipos destinados a la seguridad en el trabajo y a la prevención

de la contaminación o la recuperación del medio ambiente.
Artículo 37. Las personas que beneficien minerales o sustancias sujetos a la
aplicación de la presente ley están obligadas a:

[ ...}
II. Sujetarse a las disposiciones generales y a las normas técnicas especifi­

cas aplicables a la industria minerometaJÚIgica en materia de equilibrio ecológi­
co y protección al ambiente.
Artículo 39. En las actividades de exploración, explotación y beneficio de mine­
rales o sustancias, los concesionarios mineros deberán procurar el cuidado del
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medio ambiente y la protección ecológica, de conformidad con la legislación y la
normatividad de la materia.

4.7.5 Ley General de: Salud

Hemos visto en apartados anteriores de este capitulo, que la relación salud­
medio ambiente ha prevalecido en nuestra legislación como un binomio in­
separable. En efecto. desde siempre. las condiciones del ambiente han
influido directa o indirectamente en la salud de los hombres. Por ejemplo.
Hipóerates decía que el mal aire que desprendían los pantanos causaba en­
fermedad. Tan es así esta relación que. recordemos lo establecido en el prin­
cipío 1 de la Declaraciin de Río: "Los seres humanos constituyen el centro
de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible. Tienen de­
recho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza".

Al respecto, Gustavo Olaiz Fernández dice:

Recientemente. se han iniciado esfuerzos para identificar la proporción de la
morbilidad y mortalidad que puede atribuirse al ambiente; debido a la juven­
tud de la salud ambiental como disciplina, no cuenta con una metodología pro­
pia. por lo que carece de precisión, lo cual ha restado reievancia a sus hallaz­
gas. Sin embargo. se reconoce que la proporción atribuible al ambiente pudie­
ra alcanzar un tercio de la morbilidad y la mortalídad.P

Los problemas ambientales que más influyen en la salud humana -lo
cual significa que no son los únicos, pero si los más representativos- tanto
a nivel global como local, son los siguientes:

a) El cambio climático global, cuyas repercusiones más notorias sobre
la salud del hombre. directa o indirectamente, son: mortalidad por
deshidratación, problemas de saneamiento. incremento de zonas de
transmisión de vectores y deficiencias alimentarias.

b) El adelgazamiento de la capa de ozono estratosférico, que propicia el
incremento de la luz ultravioleta y a su vez provoca quemaduras. de­
forestación, cáncer de la piel, efectos oculares. pérdida de plantas úti­
les en la producción de medicamentos y un deficiente crecimiento de
granos y organismos.

52 Secretaría de Salud e Instituto Nacional de Salud Pública, La salud en México a la vuelta del
siglo. Desajbs. instrumentos, respuestas, varios amores, la ed,Jaime Sepúlveda Editor. Mé~
xico. 2000. pág 77.



4.7 Leyes sectoriales que regulan el aprovechamiento y lapreservación... 199

e) La pérdida de diversidad biológica, que conlleva efectos en las cultu­
ras nativas, baja productividad agrícola. pérdida de especies comesti­
bles. disminución de plantas útiles en la producción de medicamen­
tos. deficiente crecimiento de granos y reducción en la vitalidad de
los ecosistemas.

ti) La degradación de suelos. cuyos efectos pueden ser la erosión. la sa­
linidad y la desecación de aquéllos, provocando baja productividad
agrícola. agotamiento de acuíferos. depresión de áreas rurales y mi­
gración y aumento de la contaminación de presas y ríosS3

En este sentido. en nuestro país la relación salud-medio ambiente ha
motivado, entre otras cosas. la expedición de normas que aludan de mane­
ra específica a los efectos del ambiente en la salud. La Ley General de Salud
dedica particularmente un capítulo intitulado "Efectos del ambiente en la sa­
lud". cuyo contenido se transcribe a continuación:

Artículo 116. Las autoridades sanitarias establecerán las normas. tomarán las
medidas y realizarán las actividades a que se refiere esta Ley tendientes a la
protección de la salud humana ante los riesgos y daños dependientes de las con­
diciones del ambiente.
Artículo 117. La formulación y conducción de la política de saneamiento am­
biental corresponde a la Secretaria de Desarrollo Urbano y Ecología. en coordi­
nación con la Secretaria de Salud, en 10 referente a la salud humana.
Artículo 118. Corresponde a la Secretaria de Salud:

l. Determinar los valores de concentración máxima permisible para el ser hu­
mano de contaminantes en el ambiente;

Il. Emitir las normas técnicas a que deberá sujetarse el tratamiento del agua
para uso y'consumo humano;

m. Establecer criterios sanitarios para la fijación de las condiciones particula­
res de descarga, el tratamiento y uso de aguas residuales o en su caso, pa­
ra la elaboración de normas oficiales mexicanas ecológícas en la materia;

rv. Promover y apoyar el saneamiento básico;
V. Asesorar en criterios de ingeniería sanitaria de obras públicas y privadas

para cualquier uso;
v.r. Ejercer el control sanitario de las vias generales de comunicación, inclu­

yendo los servicios auxiliares, obras, construcciones, demás dependencias
y accesorios de las mismas, y de las embarcaciones. ferrocarriles. aerona­
ves y vehículos terrestres destinados al transporte de carga y pasajeros. y

VII. En general. ejercer actividades similares a las anteriores ante situaciones
que causen o puedan causar riesgos o daños a la salud de las personas.

S3 Ibídem. pág 79.
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Artículo 119. Corresponde a la Secretaría de Salud ya los gobiernos de las enti­
dades federativas, en sus respectivos ámbitos de competencia:

I. Desarrollar investigación permanente y sistemática de los riesgos y daños
que para la salud de la población origine la contaminación del ambiente;

. II. Vigilar y certificar la calidad del agua para uso y consumo humano;
ill. Vigilar la seguridad radiológica para el uso y aprovechamiento de las fuen­

tes de radiación para uso médico sin perjuicio de la intervención que co­
rresponda a otras autoridades competentes, y

Iv. Disponer y veiiiicer que se cuente con información toxicológica actualiza­
da, en la que se establezcan las medidas de respuesta al impacto en la sa­
lud originado por el uso de sustancias tóxicas o peligrosas.

,
Artículo 120. La Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federati­
vas, en sus respectivos ámbitos de competencia, se coordinarán con las depen­
dencias y entidades competentes del sector público para la prestación de los
servicios a que se retiere este capítulo.
Artículo 121.Las pemonas que intervengan en el abastecimiento de agua no po­
drán suprimir la dotación de servicios de agua potable y avenamiento de los edi­
ficios habitados, excepto en los casos que determinen las disposiciones genera­
les aplicables.
Artículo 122. Queda prohibida la descarga de aguas residuales sin el tratamien­
to para satisfacer los criterios sanitarios emitidos de acuerdo con la fracción Ill
del artículo 118, asi como de residuos peligrosos que conlleven riesgos para la
salud pública, a cuerpos de agua que se destinan para uso o consumo humano.
Artículo 123. La Secretaria de Salud proporcionará a la Secretaría de Comercio
y Fomento Industrial Yo en general, a las demás autoridades competentes los re­
quisitos técnicos sanitarios para que el almacenamiento, distribución, uso y ma­
nejo del gas natural, del gas licuado de petróleo y de otros productos industria­
les gaseosos que sean de alta peligrosidad no afecten la salud de las personas,
los que serán de observancia obligatoria Yo en su caso, deberán incorporarse a
las normas oflciales mexicanas.
Artículo 124. Para 1011 efectos de esta ley se entiende por fuentes de radiación
cualquier dispositivo o sustancia que emita radiación ionizante en forma cuan­
tificable. Estas fuentes pueden ser de dos clases: aquellas que contienen mate­
rial radiactivo como elemento generador de la radiación y las que la generan con
base en un sistema e,1ectromecánico adecuado.
Artículo 125.Requiere de autorización sanitaria la posesión, comercio, importa­
ción, exportación, distribución, transporte y utilización de fuentes de radiación
de uso médico, asi como la eliminación y desmantelamiento de las mismas y la
disposición tinal de sus desechos, debiendo sujetarse en 10 que se refiere a las
condiciones sanitarias, a 10 que establecen esta ley y otras disposiciones aplica­
bles.

En lo que se tetieie a unidades de rayos X de uso odontológico, bastará que
el propietario notifique por escrito su adquisición, uso, venta o disposición final
a la autoridad sanitaria dentro de los diez dias siguientes. Su uso se sujetará a
las normas de seguridad radiológica que al efecto se emitan.
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La Secretaría de Salud, en coordinación con las demás dependencias involu­
cradas, expedirá las normas a que deberán sujetarse los responsables del pro­
ceso de las fuentes de radiación ionizante destinados a uso diferente del trata­
miento médico.

En el caso de las fuentes de radiación de uso médico o de diagnóstico, la Se­
cretaría de Salud expedirá las autorizaciones en forma coordinada con la Comi­
sión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias.
Artículo 126. La construcción de obras o instalaciones, así como la operación o
el funcionamiento de las existentes, donde se usen fuentes de radiación para fío
nes médicos, industriales, de investigación u otros, deberán observar las normas
oficiales mexicanas de seguridad radiológica que al efecto se emitan.

La Secretaría de Salud y las autoridades federales, estatales y municipales
en sus respectivos ámbitos de competencia, se coordinarán para evitar que se
instalen o edifiquen comercios, servicios y casas-habitación en las áreas aleda­
ñas en donde funcione cualquier establecimiento que implique un riesgo grave
para la salud de la población.
Artículo 127.Sin perjuicio de 10 que establecen la Ley Federal del Trabajo y sus
reglamentos, en relación con labores peligrosas e insalubres, el cuerpo humano
sólo podrá ser expuesto a radiaciones dentro de los máximos permisibles que
establezca la Secretaria de Salud, incluyendo sus aplicaciones para la investiga­
ción médica, de diagnóstico y terapéutica.

4.7.6 Ley General de Asentamientos Humanos

El crecimiento demográfico, principalmente en las zonas urbanas, y las pre­
siones que genera una población en constante aumento, tienen como una
de sus consecuencias más visibles el impacto al medio ambiente. Este fenó­
meno puede analizarse desde dos perspectivas iniciales: la demanda de bie­
nes y servicios que satisfagan las necesidades de la población físicamente
asentada en un espacio (territorio) y un tiempo determinados, y las repercu­
siones ambientales que conlleva la satisfacción de esas necesidades.

La generación de basura en grandes cantidades, la contaminación de
suelos y del aire, la disminución de áreas verdes y de bíodíversídad local, la
contaminación del agua, la desecación de ríos, la deforestación y otros más
son el reflejo de la presión a la que son sometidos los recursos naturales que
se explotan, aprovechan o utilizan para atender los problemas propios del
crecimiento urbano y cuya capacidad de regeneración es altamente rebasa­
da por un grupo que aumenta de forma exponencial. De esta manera, los
recursos naturales no sólo son limitados para satisfacer las necesidades cre­
cientes, sino además los pocos con los que se cuenta para ello sufren degra­
dación o contaminación, reduciéndoles su calidad y cualidades de bienestar
para las personas.
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El ordenamiento territorial de los asentamientos humanos ha cobrado
importancia como una forma de propiciar el mejoramiento de la calidad de
vida de la población, por medio de la planeación del uso del suelo y del de­
sarrollo urbano. Las bases para instrumentar el ordenamiento territorial fue­
ron plasmadas en la Ley General de Asentamientos Humanos (LGAH), publica­
da en el Diario Oficial de la Federaci Ó1 el 21 de julio de 1993, la cual abrogó
a la LGAH del 26 de mayo de 1976.

Esta ley está vinculada desde el punto de vista ambiental con la LGEE­

PA en materia de ordenamiento ecológico del territorio (arts 19 a 20 bis 7)
y de regulación ambiental de los asentamientos humanos (art 23), de la
cual parten ias disposiciones normativas estatales y municipales y del Dis­
trito Federal en materia de uso de suelo y de desarrollo urbano. La LGAH

establece diversas disposiciones que versan sobre el equilibrio ecológico,
el desarrollo sustentable de los centros de población, la prevención de
riesgos ambientales y la conservación del medio ambiente, como parte
fundamental del desarrollo urbano. A continuación se transcriben dichas
disposiciones:

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:
[ ... ]

II. Asentamiento humano: el establecimiento de un conglomerado demográ­
fico, con el conjunto de sus sistemas de convivencia, en un área físicanlen­
te localizada, considerando dentro de la misma los elementos naturales y
las obras materiallls que 10integran;
{...]

V. Conservación: la acción tendente a mantener el equilibrio ecológico y a
preservar el buen estado de la infraestructura, equipamiento, vivienda y
servicios urbanos de los centros de población, incluyendo sus valores his­
tóricos y cuJturale¡,;
[ ...]

VIl. Desarrollo regional: el proceso de crecimiento económico en un territorio
determinado, garantizando el mejoramiento de la calidad de vida de la po­
blación, la preservación del anJbiente, así como la conservación y reproduc­
ción de los recursos naturales;
[...]

XIv. Ordenamiento territorial de los asentamientos humanos: el proceso de dis­
tribución equilibrada y sustentable de la población y de las actividades
económicas en el territorio nacional.

Artículo 3. El ordenamrenzc territorial de los asentamientos humanos y el desa­
rrollo urbano de los centros de población tenderán a mejorar el nivel y calidad
de vida de la población urbana y rural mediante:

[ ... ]
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Il. El desarrollo socioeconómico sustentable del país, armonizando la interre­
lación de las ciudades y el campo y distribuyendo equitativamente los be­
neficios y cargas del proceso de urbanización;
{...}

XII. La prevención, control y atención de riesgos y contingencias ambientales
y urbanos en los centros de población;

XIII. La conservación y mejoramiento del ambiente en los asentamientos hu­
manos.

Artículo 5. Se considera de utilidad pública:
{...}

VIII. La preservación del equilibrio ecológico y la protección al ambiente de los
centros de población.

Artículo 8. Corresponden a las entidades federativas, en el ámbito de sus res­
pectivas jurisdicciones, las siguientes atribuciones:

{...}
VIII. Participar, conforme a la legislación federal y local, en la constitución yad­

ministración de reservas territoriales, la regularización de la tenencia de la
tierra urbana, la dotación de infraestructura, equipamiento y servicios ur­
banos, así como en la protección del patrimonio cultural y del equilibrio
ecológico de los centros de población.

Artículo 13. El programa nacional de desarrollo urbano, en su carácter sectorial,
se sujetará a las previsiones del Plan Nacional de Desarrollo y contendrá:

{...}
V. Las orientaciones para el desarrollo sustentable de las regiones del país,

en función de sus recursos naturales, de sus actividades productivas y
del equilibrio entre los asentamientos humanos y sus condiciones am­
bientales;
[. .. /

VII. Las estrategias generales para prevenir los impactos negativos en el am­
biente urbano y regional originados por la fundación, conservación, mejo­
ramiento y crecimiento de los centros de población.

Artículo 19. Los planes o programas de desarrollo urbano deberán considerar
los criterios generales de regulación ecológica de los asentamientos humanos
establecidos en los artículos 23 a 27 de la Ley General del Equilibrio Ecológi­
co y la Protección al Ambiente y en las normas oficiales mexicanas en materia
ecológica.

Las autorizaciones de manifestación de impacto ambiental que otorguen la
secretaría o las entidades federativas y los municipios conforme a las disposicio­
nes juridicas ambientales, deberán considerar la observancia de la legislación y
los planes o programas en materia de desarrollo urbano.
Artículo 22. El convenio que se celebre con base en 10previsto en el articulo an­
terior se publicará en el Diario Oficial de la Federación, en los órganos de diiu-
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sión oficial de las entidades federativas respectivas y en un periódico de circu­
lación en la zona convIbada, y contendrá:

[...]
Ill. La determinación de acciones e inversiones para la atención de re-

querimientos comunes en materia de reservas territoriales, preservación yequi­
librio ecológico, infraestructura, equipamiento y servicios urbanos en la zona co­
nurbada.

Artículo 24. Los programas de ordenación de zonas conurbadas contendrán:
[. ..]

N. La detemlinación básica de espacios dedicados a la conservación,
mejoramiento y crecimiento, así como de la preservación y equilibrio ecológico
de los centros de población de la zona conurbada, y...

Artículo 33. Para la ejecución de acciones de conservación y mejoramiento de
los centros de poblaci<Ín, además de las previsiones señaladas en el artículo an­
terior, la legislación estatal de desarrollo urbano establecerá las disposiciones
para:

1. La protección ecológica de los centros de población;
II. La proporción que debe existir entre las áreas verdes y las edificaciones

destinadas a la habitación, los servicios urbanos y las actividades produc­
tivas;

Ill. La preservación del patrimonio cultural y de la imagen urbana de los cen­
tros de población;

N. El reordenamiento, renovación o densificación de áreas urbanas deteriora­
das, aprovechando adecuadamente sus componentes sociales y materiales;

V. La dotación de servicios, equipamiento o infraestructura urbana, en áreas
carentes de ellas;

v.J. La prevención, control y atención de riesgos y contingencias ambientales
y urbanos en los centros de población;

v:rr. La acción integrada del sector público que articule la regularización de la
tenencia de tierra urbana con la dotación de servicios y satisfactores bási­
cos que tiendan éi integrar a la comunidad;

v.m. La celebración de convenios entre autoridades y propietarios o la expropia­
ción de sus predios por causa de utilidad pública;

IX. La construcción y adecuación de la iníraestructura, el equipamiento y los
servicios urbanos para garantizar la seguridad, libre tránsito y accesibili­
dad requeridas por las personas con discapacidad, estableciendo los pro­
cedimientos de consulta a los discapacitados sobre las caracteristicas téc­
nicas de los proyectos, y

X. Las demás que SE' consideren necesarias para el mejor efecto de las accio­
nes de conservación y mejoramiento.

Artículo 49. La participación social en materia de asentamientos humanos com­
prenderá:

[ ...]
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VIII. La preservación del ambiente en los centros de población, y...

Articulo 51. La Federación, las entidades federativas y los municipios fomenta·
rán la coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los secto­
res público, social y privado para:

[ ...]
XII. La aplicación de tecnologias que protejan al ambiente, reduzcan los costos

y mejoren la calidad de la urbanización.

4.7.7 LeyAgraria

La Ley Agraria (lA) se publicó en el Diario Oficial de la Federaci Ó1 el 26 de fe­
brero de 1992. Es reglamentaria del art 27 de la Constitución política mexi­
cana en materia agraria y, por tanto, regula la propiedad agraria.

Como se recordará, el art 27 constitucional contiene diversas disposicio­
nes aplicables al derecho de propiedad, ya sea de naturaleza privada. agra­
ria. etc. Una de las más significativas está prevista en el párrafo tercero del
precepto señalado. en cuanto al perenne derecho de la nación de regular. en
beneficio social. el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles
de apropiación. con objeto de cuidar de su conservación, por lo que en con­
secuencia podrá dictar las medidas necesarias para establecer adecuadas
provisiones. usos. reservas y destinos de tierras. aguas y bosques; para pre­
servar y restaurar el equilibrio ecológico; para el desarrollo de la pequeña
propiedad rural; para el fomento de la agricultura. de la ganadería. de la sil­
vicultura y de las demás actividades económicas en el medio rural. y para
evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propie­
dad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.

En este sentido. el ejercicio de los derechos de propiedad agraria debe
sujetarse a la regulación ambiental establecida en la LGEEPA. en virtud del in­
terés que determinados recursos naturales representan para la sociedad.
aunque tengan un dueño determinado. Especies valiosas de flora y fauna sil­
vestres. recursos forestales maderables y no maderables. resultan importan­
tes como parte de ecosistemas que es necesario e indispensable proteger, lo
que conlleva a sujetar el ejercicio del derecho de propiedad -incluida la
agraria- a determinadas previsiones y restricciones para evitar el agota­
miento, reducción o destrucción de dichos recursos, prevaleciendo el ínte­
rés general de preservar y restaurar el equilibrio ecológico y la protección
del ambiente y sus componentes. por encima del interés particular de ejer­
cer plenamente el derecho de propiedad al explotar. aprovechar o disponer
de un recurso para beneficio propio.
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De esta forma, la LA contiene algunas disposiciones acerca de la preser­
vación del equilibrio ecológico y conservación de recursos naturales, com­
prendiendo las áreas naturales protegidas, las cuales se transcriben a conti­
nuación:

Artículo 2.
(...]
El ejercicio de los derechos de propiedad a que se refiere esta ley en lo rela­

cionado con el aprovechamiento urbano y el equilibrio ecológico, se ajustará a lo
dispuesto en la Ley General de Asentamientos Humanos, la Ley del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente y demás leyes aplicables.
Artículo 5. Las dependencias y entidades competentes de la administración pú­
blica federal fomentarán el cuidado y conservación de los recursos naturales y
promoverán su aprovechamiento racional y sostenido para preservar el equili­
brio ecológico; propiciarán el mejoramiento de las condiciones de producción
promoviendo y en su caso, participando en obras de infraestructura e iiivetsio­
nes para aprovechar I~l potencial y aptitud de las tierras en beneficio de los po­
bladores y trabajadores del campo.
Artículo 88. Queda prohibida la urbanización de tierras ejidales que se ubiquen
en áreas naturales pIOtegidas, incluyendo las zonas de preservación ecológica
de los centros de población, cuando se contraponga a lo previsto en la declara­
toria respectiva.

4.7.8 Ley Federalsobl'e Metrología y Normalización

La Ley Federal sobre Metrología y Normalizacitn (LfMN) fue expedida ello de
julio de 1997 y entró en vigor un mes después. Sus disposiciones están
relacionadas con el comercio de bienes y servicios, tanto nacional como in­
ternacional. Esta ley fue emitida una vez que México estaba inmerso en el
concierto internacional comercial, habiéndose integrado al GATT. posterior­
mente a la OMC y, por supuesto, habiendo celebrado un tratado trilateral de
libre comercio con Estados Unidos y Canadá. La comercialización de pro­
ductos elaborados en nuestro país hacia el exterior, ha exigido que tamo en
los bienes como en los procesos se observen normas y estándares que otros
países -los desarrollados- ya han venido desarrollando desde los albores
del siglo xx, lo cual ha hecho que en México se diseñe el esquema de con­
formación de calidad necesario para tener trato comercial con Estados que
cuentan desde hace tiempo con los lineamientos adecuados para proteger
tanto a los generadores de bienes y servicios como a los consumidores de
éstos.

La LfMN es la base jurídíca que sustenta la expedición de normas oficia­
les mexicanas -cuyo cumplimiento es obligatorio- y de normas mexíca-
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nas -de observancia voluntaria- que en su conjunto integran las normas
y los estándares mencionados. Ciertamente, diversas leyes hacen referencia
a las normas oficiales mexicanas, pero el ordenamiento que rige su natura­
leza, contenido y alcances básicos, asi como la forma de su expedición, es
la LFMN.

En este contexto, el cuidado del medio ambiente y de losrecursos natura­
les se ha ido incorporando como parte de los procesos productivos y de los
productos que resultan de aquéllos, como características que les adicionan va­
lor comercial y ambiental al provenir de procesos menos dañinos, más bené­
volos o amigables con el medio ambiente. Para ello, las previsiones en el cui­
dado del ambiente y de los recursos naturales se han desarrollado técnica­
mente en normas oficiales mexicanas, cuyo contenido general lo establece la
ley en cuestión, aunque existan previsiones más especificas en otras leyes, co­
mo la LGEEPA. Particularmente la LFMN contiene las siguientes disposiciones en
materia de normas oficiales mexicanas relativas a la protección del ambiente
y a la preservación y conservación de los recursos naturales:

Artículo 40. Las normas oficiales mexicanas tendrán como finalidad establecer:

1. Las características y/o especificaciones que deban reunir los productos y
procesos cuando éstos puedan constituir un ríesgo para la seguridad de las
personas o dañar la salud humana, animal, vegetal, el medio ambiente ge­
neral y laboral, o para la preservación de recursos naturales;
[...J

Ill. Las características y/o especificaciones que deban reunir los servicios
cuando éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad de las perso­
nas o dañar la salud humana, animal, vegetal o el medio ambiente general
y laboral o cuando se trate de la prestación de servicios de forma generali­
zada para el consumidor;
[.•.J

V. Las especificaciones y/o procedimientos de envase y embalaje de los pro­
ductos que puedan constituir un riesgo para la seguridad de las personas
o dañar la salud de las mismas o el medio ambiente;
[...J

x. Las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos que
permitan proteger y promover el mejoramiento del medio ambiente y los
ecosistemas, así como la preservación de los recursos naturales;
[.••J

XJII. Las características y/o especificaciones que deben reunir los equipos, ma­
teriales, dispositivos e instalaciones industriales: comerciales, de servicios
y domésticas para fines sanitarios, acuíco1as, agrícolas, pecuarios, ecológi­
cos, de comunicaciones, de seguridad o de calidad y particularmente cuan­
do sean peligrosos;
[... J
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XVII. Las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos para el
manejo, transporte y confinamiento de materiales y residuos industriales
peligrosos y de las sustancias radiactivas; y...

Artículo 57.
{...}
Si el producto o servicio se encuentra en el comercio, los comerciantes o

prestadores tendrán la obligación de abstenerse de su enajenación o prestación
a partir de la fecba en que se les notifique la resolución o se publique en el Dia­
rio Oficialde la Federación. Cuando el incumplimiento de la norma pueda dañar
significativamente la salud de las personas, animales, plantas, ambiente o eco­
sistemas, los comerciantes se abstendrán de enajenar los productos o prestar los
servicios desde el momento en que se baga de su conocimiento. Los medios de
comunicación masiva deberán difundir tales becbos de manera inmediata a so­
licitud de la dependencia competente.
Artículo 108.

{...]
Solamente en los casos en que exista razón fundada para suponer que la co­

mercialización del producto puede dañar gravemente la salud de las personas,
de los animales o de las plantas, o irreversiblemente el medio ambiente o los
ecosistemas, e110te de donde se obtuvieron las muestras no podrá comerciali­
zarse y quedará en poder y bajo la responsabilidad del propietario del estableci­
miento o del consejo de administración o administrador único de la empresa de
donde se recabaron. De no encontrarse motivo de infracción, se permitirá de in­
mediato la comercialización de110te.
Artículo 11Z·A. Se sancionarán con multa las conductas u omisiones si­
guientes:

{...]
Iv. De cinco mil a veinte mil veces el salario minimo cuando se incurra en con­

ductas u omisiones que impliquen grave riesgo a la salud, vida o seguridad
bumana, animal o vegetal, al medio ambiente o demás finalidades conrem­
p1adas en el art 40;
{...}

4.8 Otros ordenamientos jurídicos que inciden
en la protecciÓl1l del ambiente

Además de las leyes anteriores, existen otros ordenamientos jurídicos que
de alguna u otra forma inciden en la protección del ambiente. Algunos
autores como Raquel Gutiérrez Nájera. consideran estos ordenamientos
como legislación casual, entendiendo por ésta ..... aquellas normas cuyo ob­
jeto principal no va dirigido a la protección del ambiente, pero dado el con­
tenido de algunas de sus disposiciones, implican mandatos de hacer o no
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hacer en torno a la protección del ambiente">' Entre las leyes que inciden
en la protección del ambiente, ya sea de forma directa o indirecta, están el
Código Civil Federal y el Código Penal Federal. Veamos sus disposiciones al
respecto.

4.8.1 Código Civil Federal

El Código Civil Federal contiene varias disposiciones relativas a recursos
naturales, dado que establece el régimen jurídico de los bienes y regula el
ejercicio de derechos reales como el de propiedad. No obstante, una de sus
disposiciones más importantes, desde el punto de vista del riesgo y de la
responsabilidad objetiva que genera la causacíón de un daño al patrimonio
de un tercero, se encuentra contenida en el art 1913, el cual establece lo si­
guiente:

Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o sustan­
cias peligrosas por si mismas, por la velocidad que desarrollen, por su naturale­
za explosiva o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan
o por otras causas análogas, está obligada a responder del daño que cause, aun­
que no obre ílicitamente, a no ser que demuestre que ese daño se produjo por
culpa o negligencia inexcusable de la víctima.

La institución de la responsabilidad jurídica -particularmente la surgida
con motivo del daño ambiental- la analizaremos más adelante, por 10 cual
los comentarios que merece esta disposición los haremos posteriormente.

4.8.2 Código Penal Federal

Uno de los ordenamientos con incidencia directa en la protección del medio
ambiente es, sin duda alguna, el Código Penal Federal, el cual tipifica en un
título específico los delitos contra el medio ambiente.

Originalmente los tipos penales conocidos como delitos ambientales fue­
ron incorporados en la LGEEPA, pues se consideró que las conductas que
atentaran contra el ambiente debian estar descritas en el mismo ordena­
miento en el cual se establecen las obligaciones que se tienen con dicho am­
biente. Esto hizo que los delitos ambientales fueran considerados delitos

54 Raquel Gutiérrez Nájera. lruroduccitn al estudio delderecho ambiental, la ed, Editorial Porrúa,
México, 1998. pag 256.
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especiales durante algún tiempo, por estar establecidos en una ley especial
relativa a una materia especifica, como la del equilibrio ecológico y la pro­
tección del ambiente.

Fue hasta 1996 cuando la LGEEPA sufrió su reforma más importante -y
sustancial- y cuando mediante el Decreto que Reforma, Adiciona y Deroga
diversos artículos del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de
Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal -ahora
Código Penal Federal-, se derogaron los numerales 183 a 187 de la LGEEPA,

58 de la Ley Forestal, y .30 Y31 de la Ley Federal de Caza.
En la exposición de motivos de dicho decreto se señala claramente que

se planteó la necesidad de reforzar la norrnatlvídad que permita prevenir o
inhibir conductas que puedan ocasionar daños a los recursos naturales, flo­
ra y fauna, así como a la salud pública o a los ecosistemas existentes en el
territorio nacional y en las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía
y jurisdicción.

La reforma al ePE y a la LGEEPA tuvo dos objetivos:

a) Tipificar como delitos conductas contrarias al medio ambiente que en
ese momento no tenían ese carácter, para fortalecer la eficacia de la
legislación penal ambiental. e

.r b) Integrar los delitos ambientales en un solo cuerpo normativo, a efec­
to de lograr mayor orden y sistematización en su regulación.

De esa manera se trasladaron los tipos penales contenidos en la LGEEPA

y otras leyes (Ley Forestal y Ley Federal de Caza) al Código Penal y se creó el
Titulo Vigésimo quinto. Los tipos penales que actualmente están contenidos
en el ePF son los siguientes:

De las actividades teCLlológicas y peligrosas

Articulo 414. Se impondrá pena de uno a nueve años de prisión y de trescientos
a tres mil dias de multa al que ilícitamente, o sin aplicar las medidas de preven­
ción o seguridad, realice actividades de producción, almacenamiento, tráfico,
importación o exportación, transporte, abandono, desecho, descarga, o realice
cualquier otra actividad con sustancias consideradas peligrosas por sus carac­
terísticas corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables, radiactivas u
otras análogas, lo ordens o autorice, que cause un daño a los recursos naturales,
a la flora, a la fauna, a los ecosistemas, a la calidad del agua, al suelo, al subsue­
lo o al ambiente.

La misma pena se aplicará a quien ilícitamente realice las conductas con las
sustancias enunciadas en el párrafo anterior, o con sustancias agotadoras de la
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capa de ozono y cause un riesgo de daño a los recursos naturales, a la flora, a
la fauna, a los ecosistemas, a la calidad del agua o al ambiente.

En el caso de que las actividades a que se refieren los párrafos anteriores se
lleven a cabo en un área natural protegida, la pena de prisión se incrementará
hasta en tres años y la pena económica hasta en mil días multa, a excepción de
las actividades realizadas con sustancias agotadoras de la capa de ozono.

Cuando las conductas a las que se hace referencia en los párrafos primero y
segundo de este articulo se lleven a cabo en zonas urbanas con aceites gasta­
dos o sustancias agotadoras de la capa de ozono en cantidades que no excedan
200 litros, o con residuos considerados peligrosos por sus caracteristicas bioló­
gico-infecciosas, se aplicará hasta la mitad de la pena prevista en este artículo,
salvo que se trate de conductas repetidas con cantidades menores a las señala­
das cuando superen dicha cantidad.
Artículo 415. Seimpondrá pena de uno a nueve años de prisión y de trescientos
a tres mil días multa, a quien sin aplicar las medidas de prevención o seguridad:

1. Emita, despida, descargue en la atmósfera, 10autorice u ordene, gases, hu­
mos, polvos o contaminantes que ocasionen daños a los recursos natura­
les, a la fauna, a la flora, a los ecosistemas o al ambiente, siempre que
dichas emisiones provengan de fuentes fijas de competencia federal, con­
forme a 10previsto en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec­
ción al Ambiente, o

II. Genere emisiones de ruido, vibraciones, energía térmica o lumínica, prove­
nientes de fuentes emisoras de competencia federal, conforme al ordena­
miento señalado en la fracción anterior, que ocasionen daños a los recur­
sos naturales, a la flora, a la fauna, a los ecosistemas o al ambiente.

Las mismas penas se aplicarán a quien ilicitamente lleve a cabo las activi­
dades descritas en las fracciones anteriores, que ocasionen un riesgo a los re­
cursos naturales, a la flora, a la fauna, a los ecosistemas o al ambiente.

En el caso de que las actividades a que se refiere el presente articulo se lle­
ven a cabo en un área natural protegida, la pena de prisión se incrementará has­
ta en tres años y la pena económica hasta en mil días multa.
Artículo 416. Seimpondrá pena de uno a nueve años de prisión y de trescientos
a tres mil días multa al que ilicitamente descargue, deposite o infiltre, 10autori­
ce u ordene, aguas residuales, líquidos. químicos o bioquímicos, desechos o con­
taminantes en los suelos, subsuelos, aguas marinas, ríos, cuencas, vasos o
demás depósitos o corrientes de agua de competencia federal, que causen un
riesgo de daño o dañen a los recursos naturales, a la flora, a la fauna, a la cali­
dad del agua, a los ecosistemas o al ambiente.

Cuando se trate de aguas que se encuentren depositadas, fluyan en o hacia
un área natural protegida, la prisión se elevará hasta tres años más y la pena
económica hasta mil días multa.

De la biodiversidad

Articulo 417. Seimpondrá pena de uno a nueve años de prisíón y de trescientos
a tres mil días multa al que introduzca al territorio nacional, o trafique con recur-



212 LEYES AMBIENTALES MEXICANAS

sos forestales, flora o rauna silvestre viva o muerta, sus productos o derivados,
que porten, padezcan o hayan padecido, según corresponda, alguna enfenne­
dad contagiosa que ocasione o pueda ocasionar su diseminación o propagación
o el contagio a la flora, a la fauna, a los recursos forestales o a los ecosistemas.
Artículo 418. Se impondrá pena de seis meses a nueve años de prisión y por
equivalente de cien a tms mil dias multa, siempre que dichas actividades no se
realicen en zonas urbanas, al que ilícitamente:

I. Desmonte o destruya la vegetación natural;
II. Corte, arranque, derríbe o tale algún o algunos árboles, o

m. Cambie el uso del suelo forestal.

La pena de prisión deberá aumentarse hasta en tres años más y la pena eco­
nómica hasta en mil días multa, para el caso en el que las conductas referidas
en las fracciones del primer pánafo del presente artículo afecten un área natu­
ral protegida.
Artículo 419. A quien ilícitamente transporte, comercie, acopie, almacene o
transforme madera en rollo, astillas, carbón vegetal, así como cualquier otro re­
curso forestal maderable, o tierra procedente de suelos forestales en cantidades
superiores a cuatro metros cúbicos o, en su caso, a su equivalente en madera
aserrada, se impondrá pena de uno a nueve años de prisión y de trescientos a
tres mil días multa. La mism« pena se aplicará aun cuando la cantidad sea infe­
rior a cuatro metros cúbicos, si se trata de conductas reiteradas que alcancen en
su conjunto esta cantidad.

La pena privativa de la libertad a la que se hace referencia en el párrafo an­
terior se incrementará hasta en tres años más de prisión y la pena económica
hasta en mil días multa, cuando los recursos forestales maderables provengan
de un área natural prote,gida.
Artículo 420. Se impondrá pena de uno a nueve años de prisión y por el equiva­
lente de trescientos a tres mil dias multa, a quien ilícitamente:

I. Capture, dañe o prive de la vida a algún ejemplar de tortuga o mamífero
marino, o recolecte o almacene de cualquier forma sus productos o subpro­
ductos;

II. Capture, transforme, acopie, transporte o dañe ejemplares de especies
acuáticas declaradas en veda; .

m. Realice actividades de caza, pesca o captura con un medio no permitido de
algún ejemplar de una especie de fauna silvestre, o ponga en riesgo la via­
bilídad biológica dE' una población o especie silvestres;

I11. Realice cualquier actividad con fines de tráfico, o capture, posea, transpor­
te, acopie, introduzca al país o extraiga del mismo algún ejemplar, sus pro­
ductos o subproduCl~os y demás recursos genéticos, de una especie de flora o
fauna silvestres, terrestres o acuáticas en veda, considerada endémica,
amenazada, en peligro de extinción, sujeta a protección especial, o regula­
da por algún tratado internacional del que México sea parte, o

V. Dañe algún ejemp11lr de las especies de flora o fauna silvestres, terrestres
o acuáticas señaladas en la fracción anterior.
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Se aplicará una pena adicional hasta de tres años más de prisión y hasta mil
días multa adicionales, cuando las conductas descritas en el presente articulo se
realicen en o afecten un área natural protegida, o cuando se realicen con fines
comerciales.
Articulo 420 bis. Se impondrá pena de dos a diez años de prisión y por el equi­
valente de trescientos a tres mil días multa a quien ilicitamente:

1. Dañe, deseque o rellene humedales, manglares, lagunas, esteros o panta­
nos;

Il. Dañe arrecifes;
Ill. Introduzca o libere en el medio natural, algún ejemplar de flora o fauna

exótica que perjudique a un ecosistema, o que dificulte, altere o afecte las
especies nativas o migratorias en los ciclosnaturales de su reproducción o
migración, o

rv. Provoque un incendio en un bosque, selva, vegetación natural o terrenos
forestales, que dañe elementos naturales, flora, fauna, los ecosistemas o el
ambiente.

Se aplicará una pena adicional hasta de dos años de prisión y hasta mil dias
multa adicionales, cuando las conductas descritas en el presente articulo se rea­
licen en o afecten un área natural protegida, o el autor o participe del delito pre­
visto en la fracción N realice la conducta para obtener un lucro o beneficio eco­
nómico.

De la bioseguridad

Articulo 420 ter. Se impondrá pena de uno a nueve años de prisión y de tres­
cientos a tres mil dias multa a quien, en contravención a 10establecido en la nor­
matividad aplicable, introduzca al pais o extraiga del mismo, comercie, transpor­
te, almacene o libere al ambiente algún organismo genéticamente modificado
que altere o pueda alterar negativamente los componentes, la estructura o el
funcionamiento de los ecosistemas naturales.

Para efectos de este articulo, se entenderá como organismo genéticamente
modificado cualquier organismo que posea una combinación nueva de material
genético que se haya obtenido mediante la aplicación de la biotecnologia, inclu­
yendo los derivados de técnicas de ingeniería genética.

Delitos contra la gestión ambiental

Articulo 420 quater. Se impondrá pena de uno a cuatro años de prisión y de tres­
cientos a tres mil días multa, a quien:

1. Transporte o consienta, autorice u ordene que se transporte cualquier re­
siduo considerado como peligroso por sus características corrosivas, reac­
tivas, explosivas, tóxicas, inflamables, biológico-infecciosas o radiactivas a
un destino para el que no se tenga autorización para recibirlo, almacenar­
lo, desecharlo o abandonarlo;
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II. Asiente datos telsos en los registros, bitácoras o cualquier otro documento
utilizado con el propósito de simular el cumplimiento de las obligaciones
derivadas de la normatividad ambiental federal;

m. Destruya, alter€' u oculte información, registros, reportes o cualquier otro
documento que se requiera mantener o archivar de conformidad a la nor­
matividad ambiental federal;

IV Prestando sus servicios como auditor técnico, especialista o perito o espe­
cialista en materia de impacto ambiental, forestal, en vida silvestre, pesca
u otra materia ambiental, faltare a la verdad, provocando que se cause un
daño a los reCU1"SOS naturales, a la flora, a la fauna, a los ecosistemas, a la
calidad del agua o al ambiente, o

V. No realice o cumpla las medidas técnicas, correctivas o de seguridad nece­
sarias para evit¡u un daño o riesgo ambiental que la autoridad administra­
tiva o judicial le ordene o imponga.

Los delitos previstos en el presente capitulo se perseguirán por querella de
la Procuraduria Federal de Protección al Ambiente.

Disposiciones comunes a los delitos contra el ambiente

Artículo 421. Además de lo establecido en los anteriores capitulos del Titulo Vi­
gésimo Quinto, se impondrá alguna o algunas de las siguientes penas o medi­
das de seguridad:

1. La realización de las acciones necesarias para restablecer las condiciones
de los elementos naturales que constituyen los ecosistemas afectados al
estado en que se encontraban antes de realizarse el delito;

II. La suspensión, modificación o demolición de las construcciones, obras o
actividades, según corresponda, que hubieren dado lugar iIl delito ambien­
tal respectivo;

m. La reincorporac¡'ón de los elementos naturales, ejemplares o especies de
flora y fauna silvestre, a los hábitat de que fueron sustraidos, siempre y
cuando su reincorporación no constituya un peligro al equilibrio ecológi­
co o dificulte la reproducción o migración de especies de flora o fauna
silvestre;

IV El retomo de los materiilles o residuos peligrosos o ejemplares de flora y
fauna silvestre amenazados o en peligro de extinción iIl pais de origen,
considerando lo dispuesto en los tratados y convenciones internacionales
de que México sea parte, o

V. lnhabilitación, cuando el autor o participe del delito tenga la calidad de ser­
vidorpúblico, hasta por un tiempo iguill iIl que se le hubiera fijado como pe­
na privativa de h'bertad, la cual deberá correr iIl momento en que el senten­
ciado haya cumplido con la prisión o ésta se hubiera tenido por cumplida.

Los trabajos a tevox de la comunidad a que se refiere el articulo 24 de este
ordenamiento, consistirán en actividades relacionadas con la protección al am­
biente o la restauración de los recursos naturilles.
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Para los efectos a los que se refiere este articulo, el juez deberá solicitar a la
dependencia federal competente o a las instituciones de educación superior o de
investigación cientifica, la expedición del dictamen técnico correspondiente.

Las dependencias de la administración pública competentes deberán pro­
porcionar al Ministerio Público o al juez los dictámenes técnicos o periciales que
se requieran con motivo de las denuncias presentadas por la comisión de los de­
litos a que se refiere el presente titulo.

Siempre que el procesado repare el daño voluntariamente sin que se haya
resuelto dicha obligación por resolución administrativa, las punibilidades co­
rrespondientes a los delitos cometidos serán las resultantes de disminuir en una
mitad los parámetros mínimos y máximos contemplados en este titulo.
Articulo 422. En el caso de los delitos contra el ambiente, cuando el autor o par­
ticipe tenga la calidad de garante respecto de los bienes tutelados, la pena de
prisión se aumentará hasta en tres años.
Articulo 423. No se aplicará pena alguna respecto a 10 dispuesto por el párrafo
primero del articulo 418, así como para la transportación de leña o madera muer­
ta a que se refiere el articulo 419, cuando el sujeto activo sea campesino y reali­
ce la actividad con fines de uso o consumo doméstico dentro de su comunidad.



UNIDAD 5
La gestión ambiental

Objetivo particular: al concluir esta parte del curso, el alumno:

Precisará y explicará las disposiciones, propósitos, competencias y
facultades de la Federación en la política ambiental, así como los prin­
cipios, la naturaleza, los instrumentos de política ambiental más signi­
ficativos. y los procedimientos aplicables a dichos instrumentos.

5.1 Concepto

La palabra gesti án, según el Diccionario de la Real Academia Española, signi­
fica "acción y efecto de gestionar". I A su vez gestionar, como verbo transiti­
vo, según dicho diccionario significa: "Hacer diligencias conducentes al 10-

1 Real Academia de la Lengua Española, Diccionario de la RealAcademia Española, [ 1A-G. 21
ed, Editorial Espasa-Calpe, Madrid. 1992. pág 1038.
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gro de un negocio o de un deseo cualquíera't- Ahora bien, si abundamos en
la palabra gestionar podemos decir que significa: "Procurar, prácticamente
valiéndose de diligencias, trámites. visitas. viajes. intermediarios y otros me­
dios de información o influencía eficaces, el logro de alguna finalidad que
suele depender más o menos libremente de otro .. ,",3

En ese sentido. al aludir a la gestión ambiental nos estaremos refiriendo
a todas aquellas actividades tendientes a lograr el equilibrio ecológico y la
protección del ambiente, Según Silvia [aquenod, la gestión ambiental debe
integrar. sin graves conflictos, la conservación. protección y mejora del amo
biente con el desarrollo sostenible, Para ello se requiere de organización,
coordinación. capacitación, información. participación y una estructura le­
gal adecuada."

Por su parte. Raúl Brañes la define como "el conjunto de las actividades
humanas que tienen por objeto el ordenamiento del ambiente"> Según di­
cho autor. los componentes principales de este tipo de gestión son:

• La política ambiental.
• El derecho ambiental.
• La administración ambiental.

En consecuencia, continúa el maestro Brañes, ".. , la gestión ambiental
comprende no sólo los actos materiales que supone el manejo del medio
ambiente. como se suele pensar. sino también todo aquello que tiene que
ver con dicho manejo", Por tanto, "la formulación de la política y la legisla­
ción ambientales es una actividad que forma parte de la gestión ambiental.
En síntesis. la gestión ambiental supone un conjunto de actos normativos y
materiales que buscan una ordenación del ambiente, que van desde la for­
mulación de la política ambiental hasta la realización de acciones materia­
les que tienen ese propósito"."

Como vemos, la política ambiental es necesaria en la gestión ambiental.
por ello la LGEEPA tiene gran relevancia en el desarrollo de dicha gestión en
nuestro país, En efecto, como lo señala Maria del Carmen Carmona, la

2 Lug cit.
3 Guillermo Cabanellas. Diccionario Enciclopldico de Derecho Usual. { 111 E·I, 14 ed, Editorlal

Heliasra, Buenos Aires, 1979, pág 482.
• Silvia Jaquenod de Zsegon, tnícíacíóa a/ derecho ambiental, 1a ed, Editorial Dykinson,

Madrid, 1996, pág 85,
5 Raúl Brañes Ballesteros, Manual de derecho ambiental mexicano, 2a ed, Fondo de Cultura

Económica, México, 2000, pág 117.
6 Lug cit.
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LGEEPA es una ley que contiene en sí misma una política y en sus disposicio­
nes encontramos una serie de instrumentos para su aplícacíón.?

5.2 Principios de la política ambiental

Para iniciar el presente apartado debemos precisar qué entendemos por prin­
cipios; en este tenor. podemos decir que son "los criterios fundamentales que
informan el origen y desenvolvimiento de una determinada legislación que.
expresados en reglas y aforismos. tienen virtualidad y eficacia propias con in­
dependencia de las normas formuladas en el plano posítívo"." Ahora bien, si
es cierto que los principios que determinan la política ambiental pueden con­
cebirse con independencia de las normas que forman parte del derecho po­
sitivo. también lo es que en nuestro país tales principios se encuentran esta­
blecidos de manera formal en la legislación ambiental.

En efecto. el art 15 de la LGEEPA indica de manera expresa que para la
formulación y conducción de la política ambiental así como para la expedi­
ción de normas oficiales mexicanas y demás instrumentos previstos en su
articulado, en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológi­
co y protección al ambiente. el Ejecutivo federal observará los principios
contenidos en las 20 fracciones que conforman este precepto.

Los principios establecidos en el art 15 se dividen. a decir de Raúl sra­
ñes, en dos categorías. a saber:

a) Descriptivos: Son aquellos formulados como proposiciones que se li­
mitan a establecer relaciones de ser o realidad y desempeñan un pa­
pel importante en la definición de una política ambiental, y

b) Prescriptivos o normativos: Son aquellos que proponen una situación
actual como exigencia de una conducta que "debe ser" y constituyen.
propiamente. reglas jurídicas. 9

Analicemos a qué grupo pertenecen los principios contenidos en cada
una de ias fracciones del art 15 y demos una breve explicación de ,ellos.

Fracción l. Los ecosistemas son patrimonio común de la sociedad y de su equi­
librio dependen la vida y las posibilidades productivas del pais.

7 Instituto de Investigaciones jundícas de la Universidad Nacional Autónoma de México.
Enciclopediajuri:iica Mexicana. t III. 1a ed, uNAM-Editorial Porrúa. México. 2002. pág476.

8 Varios. Diccionariojuri:iico Espasa. Editorial Espasa-Calpe, Madrid, 1993. pag 793.
9 Raúl Brañes Ballesteros. ob cit. pág 185.
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La fracción I del art 15 de la LGEEPA contiene dos principios de carácter
descriptivo; en la primera parte señala: "Los ecosistemas son patrimonio co­
mún de la sociedad". De esta proposición se desprende ei primero de los
principios de política ambiental contenidos en nuestro ordenamiento am­
biental.

Al señalar que los ecosistemas constituyen un patrimonio común de la
sociedad, es clara la intención del legislador de estimarlos como bienes ju­
rídicos que pueden ser objeto de tutela. Sin embargo, aunque este principio
sienta una base importante al dar el carácter de bienes jurídicos a los eco­
sistemas, lo cierto es que el legislador debió referirse al ambiente en el tex­
to de esta fracción para ser congruente con lo establecido en el párrafo cuarto
del art 40 constitucional. El bien jurídico que debe tomarse en cuenta para
la formulación y conducción de la política ambiental en este caso, para ser
considerado como patrimonio común de la sociedad, no debe constreñir­
se sólo al grupo que conforman los ecosistemas como unidades básicas de
interacción de los organismos vivos entre sí y de éstos con el ambiente;
por el contrario, debe ampliarse la gama que sirva de base para la elabora­
ción de la política ambiental que, como su nombre lo indica, debe referirse
al ambiente en general y no sólo a los ecosistemas que forman parte del
mismo.

Por otra parte, debemos señalar que la noción de patrimonio contenida
en el texto que nos ocupa, debe ser entendida en un sentido distinto al con­
vencional en el derecho moderno. Como lo explica el maestro Brañes, en
este caso la palabra patrimonio no implica "propiedad" sino "pertenencia"
y, más aún, "pluripertenencia"; en tal sentido se vincula más a su origen,
pues este vocablo procede de la voz latina patrimonium y ésta de patrem mo­
net, que en el derecho romano designaba los bienes del padre y que, conse­
cuentemente, evoca la idea de un conjunto de bienes que se transmiten de
generación en generación, que por lo mismo deben conservarse para que
puedan transmitirse. 10

Aunados a esta concepción del patrimonio, deben considerarse otros as­
pectos importantes para comprender los alcances de la primera parte de la
fracc 1del art 15 de la LGEEPA; debemos tener en cuenta que los ecosistemas,
o mejor dicho el ambiente se presenta en el texto legal como un bien colec­
tivo que pertenece a la. sociedad, independientemente de la connotación
que le den los individuos. Además, se trata de un bien que está fuera del co­
mercio el cual debe protegerse en beneficio de las futuras generaciones.

10 Ibídem, pag 186.
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El segundo principio de la política ambiental contenido en la LGEEPA se
encuentra en esta misma fracción, la cual señala que del equilibrio de los
ecosistemas dependen la vida y las posibilidades productivas del país. Con
tal aseveración, se hace patente la simbiosis que existe entre el desarrollo y
el cuidado del ambiente. Es claro que el desarrollo en el país no es posible
si se deja de lado ia preservación del ambiente, así como también que ésta
dependa muchas veces de dicho desarrollo. Esta idea es la que se manifies­
ta en la última parte de la primera fracción del art 15.

Fracción 11. Los ecosistemas y sus elementos deben ser aprovechados de ma­
nera que se asegure una productividad óptima y sostenida, compatible con su
equilibrio e integridad.

Esta fracción contiene un principio de carácter prescriptivo. Al imponer­
se un deber jurídico en el cual no se determine el sujeto, todas aquellas per­
sonas que exploten los ecosistemas y sus eiementos están obligadas, de
conformidad con este precepto, a utilizarlos de manera que se asegure una
productividad óptima y sostenida, compatible con su equilibrio e integridad.
Una vez más, se hace patente la relación entre protección al ambiente y de­
sarrollo.

Fracción m. Las autoridades y los particulares deben asumir la responsabilidad
de la protección del equilibrio ecológico.

En esta fracción se incluye un principio de carácter normativo. En ella
se impone el deber no sólo por parte de las autoridades, sino también de los
particulares, de asumir la responsabilidad de proteger el equilibrio ecológi­
co. Como vemos, este principio de política ambiental se refiere a la partici­
pación ciudadana como elemento fundamental en la conservación del am­
biente.

Fracción Iv. Quien realice obras o actividades que afecten o puedan afectar el
ambiente, está obligado a prevenir, minimizar o reparar los daños que cause, así
comoa asumir los costos que dicha afectación implique. Asimismo, debe incen­
tivarse a quien proteja el ambiente y aprovecha de manera sustentable los re­
cursos naturales.

Esta fracción encierra un principio de carácter normativo. En ella se pre­
vé la obligación por parte de todos aquellos sujetas que realicen obras o ac­
tividades que afecten o puedan afectar el ambiente de prevenir, minimizar
o reparar los daños que causen, así como asumir los costos que dicha afee-
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tacíón implique. Es notorio que este precepto hace referencia a varios enfo­
ques; en primer lugar, se hace patente el enfoque preventivo contenido en
diversos instrumentos internacionales. La obligación que abarca este man­
dato no sólo tiene como sujetos a aquellos que realicen actividades que afec­
ten el ambiente, sino también a quienes lleven a cabo actos que puedan
afectarlo.

Asimismo, se establece la obligación para los sujetos que afecten el am­
biente de asumir los costos que implique la reparación de los daños ocasio­
nados con esta afectación o que puedan derivarse de ella. En este caso, se
incluye el principio de "Quien contamina, paga" como una forma de evitar,
reducir o compensar el deterioro ambiental.

Finalmente, esta fracción impone el deber de incentivar a quien protege
el ambiente y aprovecha de manera sustentable los recursos. Es obvio que
dicho deber está enfocado al Estado mediante sus autoridades, pues es
quien en términos reales puede otorgar determinados estímulos (p ej. bene­
ficios fiscales, certificados de empresa limpia, etcétera).

Fracción V. La responsabilidad respecto al equilibrio ecológico comprende tan­
to las condiciones presentes como las que determinarán la calidad de vida de las
futuras generaciones.

Esta fracción engloba un principio descriptivo, el cual tiene una relación
estrecha con el contenido en la fracción Ill; ésta, en efecto, impone la res­
ponsabilidad de proteger el equilibrio ecológico y debe complementarse con
la aseveración contenida en dicho principio el cual indica que esta respon­
sabilidad incluye no sólo las condiciones presentes, sino también aquellas
que determinarán la calidad de vida de las futuras generaciones. El princi­
pio de equidad intergeneracional es evidente en nuestro ordenamiento am­
biental y, de alguna forma, establece las directrices sobre las cuales se es­
tructura la LGEEPA.

Fracción VI. La prevención de las causas que los generan es el medio más efi­
caz para evitar los desequilibrios ecológicos.

En esta fracción se acoge un principio de índole descriptiva. El enfoque
de prevención destaca corno la forma más eficaz para prever los desequili­
brios ecológicos. Prevenir, antes que lamentar, es la idea que se maneja en
esta fracción como principio de política ambiental y, en ese sentido, la im­
portancia de este precepto es inexpugnable, pues desgraciadamente la hu­
manidad no se ha dado cuenta de los efectos tan adversos que en muchas



5.2 Principios de lapolflica ambiental 223

ocasiones han provocado sus actos. Esta situación trata de erradicarse me­
diante el enfoque preventivo que debe darse a la política ambiental.

Fracción VH. El aprovechamiento de los recursos naturales renovables debe
realizarse de manera que se asegure el mantenimiento de su diversidad y reno­
vabilidad.

Esta fracción incluye un mandato de carácter prescriptivo. En ella se im­
pone el deber de aprovechar los recursos naturales renovables de manera
que se consigan dos metas fundamentales, a saber:

• La conservación de la diversidad biológica.
• Laseguridad de que los recursos naturales conserven su renovabilidad

o capacidad de regeneración.

Fracción VIn. Los recursos naturales no renovables deben utilizarse de modo
que se evite el peligro de su agotamiento y la generación de efectos ecológicos
adversos.

Esta fracción contiene un principio de carácter prescriptivo. En ella se
aluden los recursos naturales no renovables cuyo objetivo es el aprove­
chamiento racional y su conservación, para evitar efectos ecológicos ad­
versos.

Fracción IX. La coordinación entre las dependencias y entidades de la adminis­
tración pública y entre los distintos niveles de gobierno y la concertación con la
sociedad, son indispensables para la eficacia de las acciones ecológicas.

Esta fracción engloba un principio de índole descriptiva, el cual exalta la
importancia de la transectorialidad de la gestión ambiental y de la interac­
ción entre los distintos órdenes de gobierno. Además, se deja en claro que
la participación ciudadana es indispensable para que las acciones ecológicas
que se efectúen lleguen a buen término.

Fracción X. El sujeto principal de la concertación ecológica son no solamente
los individuos. sino también los grupos y organizaciones sociales. El propósito
de la concertación de acciones ecológicas es reorientar la relación entre la socie­
dad y la naturaleza.

En esta fracción se incluye un precepto de naturaleza descriptiva. Nue­
vamente se enfatiza la importancia de la participación ciudadana en la pro­
tección del medio ambiente; sin embargo. en esta ocasión se alude a la par-
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ticípación grupal, lo cual significa que no sólo los individuos deben ser par­
te en la concertación ecológica, sino también los grupos y organizaciones
sociales que existen en nuestro país (p ej, las organizaciones no guberna­
mentales, mejor conocidas como ONGS).

Fracción XI. En el eietcicío de las atribuciones que las leyes confieren al Esta­
do para regular, promover, restringir, prohibir, orientar Yo en general, inducir las
acciones de los particulares en los campos económico y social, se considerarán
los criterios de preservecíon y restauración del equilibrio ecológico.

En esta fracción se establece un principio de carácter normativo de su­
ma importancia. Al señalar que el Estado, haciendo uso de las atribuciones
que las leyes le confieren en los campos económico y social, debe conside­
rar los criterios de preservación y restauración del equilibrio ecológico, es
evidente que las autoridades deberán atender los principios de política am­
biental en la conformación de las políticas económica y social en nuestro
pais.

Según Raúl Brañes, la regla contenida en este principio" ... comprende
el ejercicio de todas las importantes atribuciones que le otorga al Ejecutivo
federal la legislación económica vigente"." Además, agrega el maestro Bra­
ñes, las proyecciones de este precepto son enormes pues" ... la mayor par­
te de la problemática ambiental se encuentra ligada de una manera estre­
cha al estilo de desarrollo predominante, promovido entre otros medios a
través del ejercicio discrecional de las facultades económicas del Ejecutivo
federal".12

Fracción XII. Toda pemona tiene derecho a disfrutar de un ambiente adecuado
para su desarrollo, salud y bienestar. Las autoridades, en los términos de ésta y
otras leyes, tomarán las medidas para garantizar ese derecho.

Esta fracción contiene un principio de carácter descriptivo y uno norma­
tivo. El primero coincide con lo preceptuado por el art 40 constitucional, el
cual agrega que el derecho de toda persona a disfrutar de un medio ambien­
te adecuado también será para su salud. Cabe mencionar que en esta frac­
ción el legislador federal estatuyó por primera vez el reconocimiento del de­
recho de toda persona a un medio ambiente adecuado, antes de que el
constituyente lo elevara a rango juridico supremo.

11 Raúl Brañes, ob cit. pág 190.
12 Lug cito
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Por su parte, el segundo principio contenido en esta fracción señala el
deber por parte de las autoridades, en los términos de la LGEEPA y otras le­
yes, de tomar las medidas necesarias para garantizar ese derecho. Lo ante­
rior significa que el derecho a disfrutar un ambiente adecuado no sólo debe
considerarse un enunciado normativo, sino que exige frente a terceros su
respeto como verdadero derecho humano. Así, lo que las autoridades deben
garantizar no es el derecho en abstracto, sino su respeto mediante las polí­
ticas, acciones y medios establecidos en dicha ley.

Fracción XIH. Garantizar el derecho de las comunidades, incluyendo a los pue­
blos indigenas, a la protección, preservación, uso y aprovechamiento sustenta­
ble de los recursos naturales y la salvaguarda y uso de la biodiversidad, de
acuerdo a 10 que determine la presente ley y otros ordenamientos aplicables.

En esta fracción se incluye un principio normativo que establece el de­
ber, por parte del Ejecutivo federal, en la formulación y conducción de la po­
lítica ambiental así como en la expedición de normas oficiales mexicanas y
otros instrumentos de garantizar el derecho de las comunidades, incluyen­
do los pueblos indígenas. a la protección, preservación, uso y aprovecha­
miento sustentable de los recursos naturales.

Este principia tiene relación directa con lo señalado en la fracc VI, ap A,
del art 20 constitucional, el cual reconoce y garantiza la autonomía de los
pueblos y comunidades indígenas para acceder, con respeto a las formas y
modalidades de propiedad y tenencia de la tierra establecidas en la Consti­
tución y las leyes de la materia, así como a los derechos adquiridos por ter­
ceros o por integrantes de la comunidad al uso y disfrute preferente de los
recursos naturales de los lugares que habitan y ocupan dichas comunidades,
salvo aquellos que corresponden a las áreas estratégicas, en los términos
que establece la Carta Magna.

Además, este precepto regula también el deber del Ejecutivo federal de
garantizar la salvaguarda y uso de la diversidad biológica, de conformidad
con lo que señalen las leyes respectivas.

Fracción XIV. La erradicación de la pobreza es necesaria para el desarrollo sus­
tentable.

Esta fracción engloba un precepto de carácter descriptivo, en el cual se
hace patente que la pobreza constituye un obstáculo para el desarrollo sus­
tentable. Es evidente que entre los planes de política ambiental del Ejecuti­
vo, deben tomarse en cuenta programas de lucha contra la marginación co­
mo presupuesto para la consecución del desarrollo sustentable.
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Fracclón xv. Las mujeres cumplen una importante función en la protección,
preservación y aprovec11amiento sustentable de los recursos naturales y en el
desarrollo. SU completa participación es esencial para lograr el desarrollo sus­
tentable,

Esta fracción precisa un principio de índole descriptiva, en ella se subra­
ya la importancia del papel de las mujeres en la protección. preservación y
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y en el desarrollo;
además. su participación es esencial en la consecución del desarrollo sus­
tentable,

Fracclón XVI. El control y la prevención de la contaminación ambiental. el ade­
cuado aprovechamiento de los elementos naturales y el mejoramiento del entor­
no natural en los asentamientos humanos, son elementos fundamentales para
elevar el nivel de vida ele la población.

Esta fracción establece un principio descriptivo, en la cual se mencionan
ciertos presupuestos relacionados con el ambiente para elevar el nivel de vi­
da de la población. incluyendo la que vive en las zonas urbanas. a saber:

• El control y la prevención de la contaminación ambiental.
• El adecuado aprovechamiento de los elementos naturales.
• El mejoramiento del entorno natural de los asentamientos humanos.

En este tenor. el Ejecutivo federal, al desarrollar políticas que tiendan a
elevar el nivel de vida en nuestro país deberá tomar en cuenta estos supues­
tos para ser congruente con el mandato de la LGEEPA.

Fracclón XVII. Es interés de la nación que las actividades que se lleven a cabo
dentro del territorio nacional y en aquellas zonas donde ejerce su soberania y ju­
risdicción, no afecten E!l equilibrio ecológico de otros paises o de zonas de juris­
dicción internacional.

En esta fracción se recoge un precepto de índole descriptiva que se reto­
ma de las declaraciones de Estocolmo y de Río de [aneiro. En ella es eviden­
te que el control de los riesgos y las medidas de carácter preventivo deben
ser tales que no afecten otras naciones pues. en cuestiones ambientales. no
existe la tradicional división entre países ricos y pobres. desarrollados y en
vías de desarrollo.

En lo que respecta al riesgo y a las afectaciones ambientales negativas.
la frontera entre unos y otros es inexistente. Por esta razón en la política am-
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biental de nuestro país debe contemplarse la protección del equilibrio eco­
lógico de otros países y de las zonas de jurisdicción internacional.

Fracción xvm. Las autoridades competentes en igualdad de circunstancias an­
te las demás naciones. promoverán la preservación y restauración del equilibrio
de los ecosistemas regionales y globales.

Esta fracción establece un principio de carácter normativo el cual está
relacionado con el precepto de la fracc XVII. Una vez más se hace patente
la necesidad de proteger los ecosistemas regionales y globales mediante la
promoción de la preservación y restauración de su equilibrio por parte de
las autoridades competentes en nuestro país y de otras latitudes.

Fracción XIX. A través de la cuantificación del costo de la contaminación del
ambiente y del agotamiento de los recursos naturales provocados por las activi­
dades económicas en un año determinado, se calculará el Producto Interno Ne­
to Ecológico. El Instituto Nacional de Estadistica. Geografía e Informática inte­
grará el Producto Interno Neto Ecológico al sistema de cuentas nacionales.

Esta fracción contiene un principio de índole normativa. En ella se esta­
blece el deber de que se calcule el Producto Interno Neto Ecológico (PINE) de
forma anual. El PINE será igual al costo de la contaminación del ambiente y
del agotamiento de los recursos naturales provocados por las actividades
económicas en el año que se determine.

Además. esta fracción también señala que el INEGI 13 integrará el PINE al
sistema de cuentas nacionales. Se trata de la elaboración de las llamadas
cuentas patrimoniales y su incorporación al sistema de cuentas nacionales
se convierte en una medida que permite valorar el costo de la degradación
ambiental y la importancia que tiene la gestión ambiental para evitar o dis­
minuir tal costo.!"

Fracción XX. La educación es un medio para valorar la vida a través de la
prevención del deterioro ambiental, preservación, restauración y el aprovecha­
miento sostenible de los ecosistemas y con ello evitar los desequilibrios ecológi­
cos y daños ambientales.

En esta fracción se incorpora un principio de carácter descriptivo en el
cual se manifiesta la importancia de la educación como medio para evitar
desequilibrios ecológicos y daños ambientales.

13 Órgano desconcentrado de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público.
14 Raúl Brañes. ob cit. pag 190.
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5.2.1 Métodos de form~llación de la política ambiental

En nuestro país la política ambiental forma parte de los instrumentos con
que cuenta el gobierno para conseguir el equilibrio ecológico y la protección
al ambiente como objetivos del Estado. En ese sentido. la poiítica ambien­
tal debe quedar reflejada en una serie de normas jurídicas y medidas admi­
nistrativas cuya finaiidad sea cumplir ios principios de política ambiental.

De ahí que los métodos más importantes para la formulación de la polí­
tica ambiental sean aquel.os que se siguen por las vías legislativa y adminis­
trativa.

5.2.1.1 Formulación por la vía legislativa

Como lo señala Raúl Brañes .

... ia primera manifestación de la política ambiental del Estado está constitui­
da por su propio sistema jurídico. en tanto éste por lo general contiene un nú­
mero importante de reglas que nos dicen cómo debe ordenarse el ambiente. En
estricto rigor. cada regla jurídica de carácter ambiental es por lo general la ex­
presión total o parcial de una polítíca ambiental. Estas reglas, establecidas por
los procedimientos legislativos vigentes en cada país, son jerárquicamente su­
periores a cualesquiera otras y sobredeterminan el conjunto de la gestión arn­
btental.'>

Es evidente que la vía legislativa es la más importante para la formula­
ción de la política ambiental, en tanto que las disposiciones legales -formal
y materialmente hablando- que recojan sus principios pueden ser obliga­
torias para las autoridades estatales o los particulares y no sólo para la ad­
ministración pública federal como lo es la política ambiental que formulan
las autoridades facultadas para llevar a cabo actos de gestión ambiental.

Aunque los ordenamientos de indole ambiental existentes en nuestro país
son estudiados en otro capitulo. baste mencionar que en México la ley más
importante en materia de politica ambiental es la LGEEPA. En efecto. la natura­
leza general. su forma y estructura hacen de este ordenamiento jurídico un
instrumento legal integral debido a que no sólo contiene los derechos. debe­
res, obligaciones y principios en torno al tema ambiental, sino que ofrece to­
da una gama de posibilidades en el campo de aplicación de una política y en
el cumplimiento de la responsabilidad que comparten tanto los particulares

15 Raúl Brañes, ob cit, pag 177.
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como el gobierno, los cuales se proyectan al futuro pensando en salvaguardar
la posibilidad de existencia de las generaciones venideras.!"

5,2.1.2 Formulación por la vía administrativa

En nuestro país la política ambiental también puede ser elaborada por la vía
administrativa mediante dos vertientes:

a) Por medio de ciertas dependencias del Ejecutivo federal a las cuales
se faculta para ello.

b) Por medio de la planeación.

En el primer caso, la entidad a la que se otorgan más facultades para
participar en la elaboración de la política ambiental es la Secretaría de Me­
dio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat).

La fracc 11 del art 32 bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal (LOAPF) señala al respecto que a la Semarnat le corresponde" ... for­
mular y conducir la política nacional en materia de recursos naturales, siem­
pre que no estén encomendados expresamente a otra dependencia: así
como en materia de ecología, saneamiento ambiental, agua, regulación am­
biental del desarrollo urbano y de la actividad pesquera, con la participación
que corresponda a otras dependencias y entidades ... ".

Como vemos, la Semarnat es la dependencia de la administración públi­
ca federal a la cual le corresponde llevar a cabo la formulación y conducción
de la política nacional en materia de recursos naturales. Este precepto se
complementa con el art 50 de la LGEEPA, fracc 1, que faculta a la Federación
para formular y conducir la política ambiental nacional.

La primacía de la Semarnat en cuestiones de formulación de la política
ambiental a nivel federal se refuerza con lo establecido en el primer párra­
fo del art 60 de la LGEEPA, en el cual queda claro que las atribuciones que es­
te ordenamiento otorga a la Federación serán ejercidas por el Poder Ejecuti­
vo federal mediante la Semarnat, salvo las que correspondan directamente
al presidente de la República por disposición expresa de la ley.

Entonces la Semarnat se presenta como la autoridad a nivel federal con
mayores facultades relacionadas con la política ambiental. Sin embargo, en
los otros dos niveles de gobierno la formulación, conducción y evaluación

16 María del Cannen Carmona Lara, en Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universi­
dad Nacional Autónoma de México, Encicíopedia juridica Mexicana, t VIII, la ed, Editorial
Porrúa-unxw, México, 2002, pág 476.
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de la política ambiental corresponde a los estados y municipios de confor­
midad con lo establecido en las leyes de la rnaterta.!?

Ahora bien, en relación con la segunda vertiente por la que puede for­
mularse la política ambiental mediante la vía administrativa, debemos decir
que la planeación es un instrumento de gran importancia en este aspecto.
Desde hace varios años la planeacíón se ha presentado como un conducto
para proyectar la política ambiental; incluso, podemos decir que antes de la
expedición de la LGEEPA. ésta era la única vía para hacerlo, la cual una vez
publicada adoptó en su articulado la planeación relacionada de manera di­
recta con la política ambiental.

El tema de la planeación será abordado de manera más amplia en ulte­
riores apartados como instrumento de la política ambiental; por el momen­
to, consideramos suficiente dejar claro que constituye una vertiente median­
te la cual puede formularse la política ambiental por la vía administrativa.

5.3 Actores en la ge.stión ambiental

La gestión ambiental se desarrolla por medio de diversas dependencias es­
tatales que tienen injerencia en materia ambiental. En este apartado estu­
diaremos algunas de ellas para analizar su intervención en la gestión de ca­
rácter ambiental.

5.3.1 Consejo de salublidad General

El Consejo de Salubridad General es de suma importancia en la gestión am­
biental. Su relevancia en este campo, se desprende de su creación en el ámbi­
to constitucional en la fracc XVI del art 73 de la ConstituciÓl Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Es un órgano administrativo sui generis que de­
pende del presidente de la República, con facultades legislativasy ejecutivas
ejercitables en determinados casos señalados por la Carta Magna.

El Consejo de Salubridad General interviene en materia de gestión am­
biental pues tiene facultades constitucionales para expedir medidas para
prevenir y combatir la contaminación ambiental. En los términos de la dis­
posición constitucional en comento. dichas medidas tienen el carácter de
norma jurídica -pues son obligatorias en todo el país- y se someterán des­
pués de su emisión a la revisión del Congreso de la Unión en los casos que
sean de su competencia.

17 Vi.nse arts 70 y 80 de la LGEEPA.
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5.3.2 Secretaría de MedioAmbiente y Recursos Naturales .

5.3.2.1 Antecedentes históricos

La política ambiental en México tuvo sus primeros antecedentes en la déca­
da de 1940; sin embargo. no es sino hasta 1972 que se dio la primera res­
puesta directa de organización administrativa por parte del gobierno federal
para hacer frente a los problemas de carácter ambiental. Esta respuesta
se concretó con un enfoque sanitario y fue creada la Subsecretaría de Me­
joramiento del Ambiente dependiente de la Secretaría de Salubridad y
Asistencia.

En 1976 se creó la Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras PÚ­
blicas (SAHOP) en cuya estructura orgánica se estableció la Subsecretaria de
Asentamientos Humanos. la cual contaba con una dirección general de eco­
logía urbana. Más tarde. en 1982. la política ambiental en nuestro país co­
bró más fuerza y ese año. al expedirse la Ley Federal de Protecci in al Am­
biente. desapareció la Subsecretaria de Mejoramiento del Ambiente. dando
inicio a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (SEDUE), cuyo objeto
era reorientar la política ambiental en el país. En la organización de esta de­
pendencia se incluyó la Subsecretaria de Ecología.

En 1988 se expidió la LGEEPA. y en este ordenamiento juridico se creó.
en su art 12. la Comisión Nacional de Ecología (CNE) con la naturaleza de co­
misión intersecretarial -en términos del art 21 de la Ley Orgánica de la Ad­
ministraci ÓI1 Pública Federal- y de instancia para promover la concertación
entre la sociedad y el Estado en materia de equilibrio ecológico y protección
al ambiente.

De acuerdo con sus bases de creación. la CNE estaba facultada para ana­
lizar problemas y proponer prioridades. programas y acciones ecológicas.
En dicha comisión podían participar las dependencias y entidades de la ad­
ministración pública federal cuyas atribuciones tuvieran relación con el ob­
jeto de la comisión. Además. también colaboraban los representantes de los
gobiernos de los estados y municipios en los casos de fenómenos de impac­
to ambiental considerable en la entidad o municipio correspondiente y por
acuerdo de la comisión. Los sectores social y privado. las organizaciones de
productores. organizaciones civiles e instituciones educativas. asi como
otros representantes de la sociedad también tenían participación.

Una de las labores importantes de la comisión era la presentación bia­
nual al Ejecutivo federal. por conducto de la sedue. de un informe detallado
de la situación general del país en materia de equilibrio ecológico y protec­
ción al ambiente.
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En 1989 se creó la Comisión Nacional del Agua (CNA) como autoridad fe­
deral en materia de protección de cuencas hidrológicas, vigilancia en el
cumplimiento de las normas sobre descargas y tratamientos del agua y la
administración del vital líquido para sus diferentes usos y formas de aprove­
chamiento.

En 1992, la Sedue se transformó en la Secretaría de Desarrollo Social (Se­
desol) y se crearon, con carácter de organismos desconcentrados, el Instituto
Nacional de Ecología (lNE) y la Procuraduría Federal de Protección al Ambien­
te (Profepa). Posteriormente, en diciembre de 1994, surgió una institución es­
pecializada y de alta jerarquía en la organización de la administración pública
federal: la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semar­
nap), como respuesta a la necesidad de planear el manejo de recursos natu­
rales y las políticas ambientales en nuestro país desde un punto de vista inte­
gral, enlazando los objetivos económicos, sociales y ambientales.

Con este cambio desapareció la Secretaría de Pesca (Sepesca), depen­
dencia administradora de las actividades pesqueras y acuícolas en el país, y
la Semarnap se integró de la siguiente forma:

a) La Subsecretaría de Recursos Naturales: sus funciones anteriormente
estaban en la Sedesol.

b) La Subsecretaria de Pesca: sus funciones estaban en la Sepesca.
e) El Instituto Nacional de Ecología, el cual dependía de la Sedesol.
d) El Instituto Nacional de la Pesca: dependía de la Sepesca.
e) El Instituto Mexicano de Tecnología del Agua, el cual dependía de la

Comisión Nacional del Agua.
fJ La Comisión Nacional del Agua (CNA).

g) La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa).

El 30 de noviembre de 2000, fue modificada la Ley Orgánica de la Admi­
nistracián Pública Federal dando origen a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales (Semarnat). El cambio de nombre va más allá de pasar
el subsector pesca a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación (Sagarpa) pues la idea es lograr una gestión funcional
la cual permita impulsar una política nacional de protección ambiental que
responda a la creciente expectativa para proteger los recursos naturales y
que logre incidir tanto en las causas de la contaminación como en la pérdi­
da de ecosistemas y biodlversídad.!"

18 Vá1se www.semarnat.gob.mx
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5.3.2.2 Funciones y atribuciones

Conforme a lo señalado por el art 90 de la Constitución: "La administración
pública federal será centralizada y paraestatal conforme a la ley orgánica
que expida el Congreso, que distribuirá los negocios del orden administrati­
vo de la Federación que estarán a cargo de las secretarías de Estado y de­
partamentos administrativos .... ".

De este precepto se desprende que, para distribuir los negocios del or­
den administrativo de la Federación, se crearán secretarías de Estado. En lo
que respecta a la protección del ambiente, la secretaría de Estado rectora en
la materia es la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Sernar­
nat), la cual se creó mediante decreto publicado el 30 de noviembre de
2000. Con este decreto se reforman diversas disposiciones de la Lq Orgáni­
ca de la AdministraciÓI1 Pública Federal (LOAPF) y de otras leyes.

En esta reforma se establecen en el art 32 bis de la LOAPF como atribu­
ciones de esta secretaría el despacho de los siguientes asuntos:

• Fomentar la protección, restauración y conservación de los ecosiste­
mas y recursos naturales y bienes y servicios ambientales, con el fin
de propiciar su aprovechamiento y desarrollo sustentable.

• Formular y conducir la política nacíonal en materia de recursos natu­
rales, siempre que no estén encomendados expresamente a otra de­
pendencia; así como en materia de ecología, saneamiento ambiental,
agua, regulación ambiental del desarrollo urbano y de la actividad pes­
quera, con la participación que corresponda a otras dependencias y
entidades.

• Administrar y regular el uso y promover el aprovechamiento sustenta­
ble de los recursos naturales que correspondan a la Federación, con
excepción del petróleo y todos los carburos de hidrógenos líquidos,
sólidos y gaseosos, así como minerales radiactivos.

• Establecer, con la participación que corresponda a otras dependencias
y a las autoridades estatales y municipales, normas oficiales mexica­
nas sobre la preservación y restauración de la calidad del medio am­
biente; sobre los ecosistemas naturales; sobre el aprovechamiento
sustentable de los recursos naturales y de la flora y la fauna silves­
tre, terrestre y acuática; sobre descargas de aguas residuales, y en
materia minera; y sobre materiales peligrosos y residuos sólidos y
peligrosos.

• Vigilar y estimular en coordinación con las autoridades federales, es­
tatales y municipales, el cumplimiento de las leyes, las normas oficia-
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les mexicanas y los programas relacionados con recursos naturales,
medio ambiente, aguas, bosques, flora y fauna silvestre, terrestre y
acuática, y pesca; y demás materias competencia de la secretaría, así
como, en su caso, imponer las sanciones procedentes.

• Proponer al Ejecutivo federal el establecimiento de áreas naturales
protegidas, y promover para su administración y vigilancia la partici­
pación de autoridades federales o locales, así como de universidades,
centros de investigación y particulares.

• Organizar y administrar áreas naturales protegidas, y supervisar las la­
bores de conservación, protección y vigilancia de dichas áreas cuan­
do su administración recaiga en gobiernos estatales y municipales o
en personas físicas o morales.

• Ejercer la posesión y propiedad de la nación en las playas, en la zona
federal marítimo-terrestre y en los terrenos ganados al mar.

• Intervenir en foros internacionales respecto de las materias compe­
tencia de la secretaria, con la participación que corresponda a la Se­
cretaria de Relaciones Exteriores, y proponer a ésta la celebración de
tratados y acuerdos internacionales en tales materias.

• Promover el ord.enamiento ecológico del territorio nacional en coordi­
nación con las autoridades federales, estatales y municipales, y con la
participación de los particulares.

• Evaluar y dictaminar las manifestaciones de impacto ambiental en pro­
yectos de desarrollo que le presenten los sectores público, social y priva­
do; resolver sobre los estudios de riesgo ambiental, así como sobre los
programas para la prevención de accidentes con incidencia ecológica.

• Elaborar, promover y difundir las tecnologías y formas de uso reque­
ridas para el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas y sobre
la calidad ambiental de los procesos productivos, de los servicios y del
transporte.

• Fomentar y realizar programas de reforestación y restauración ecoló­
gica con la cooperación de las autoridades federales, estatales y mu­
nicipales, en coordinación en su caso, con la Secretaría de Agricultu­
ra, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.

• Evaluar la calidad del ambiente, así como establecer y promover el
sistema de información ambiental que incluirá los sistemas de mo­
nitoreo atmosférico, de suelos y de cuerpos de agua de jurisdicción
federal, y los inventarios de recursos naturales y de población de
fauna silvestre, con la cooperación de las autoridades estatales y mu­
nicipales, las instituciones de investigación y educación superior, y
las dependencias y entidades que correspondan.
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• Desarrollar y promover metodologías y procedimientos de valuación
económica del capital natural y de los bienes y servicios ambientales
que éste presta; cooperar con dependencias y entidades para desarro­
llar un sistema integrado de contabilidad ambiental y económica.

• Conducir las políticas nacionales sobre el cambio climático y la pro­
tección de la capa de ozono.

• Promover la participación social y de la comunidad científica en la for­
mulación, aplicación y vigilancia de la política ambiental, así como
concertar acciones e inversiones con los sectores social y privado pa­
ra la protección y restauración del ambiente.

• Realizar el censo de predios forestales y silvopastoriles y de sus pro­
ductos; levantar, organizar y manejar la cartografía y estadística fores­
tal. así como llevar el registro y cuidar la conservación de los árboles
históricos y notables del pais.

• Proponer y, en su caso, resolver sobre el establecimiento y levanta­
miento de vedas forestales, de caza y pesca de conformidad con la le­
gislación aplicable. así como establecer el calendario cinegético y el de
aves canoras y de ornato.

• Imponer las restricciones que establezcan las disposiciones aplicables
sobre la circulación o tránsito por el territorio nacional de especies de
la flora y fauna silvestres procedentes del o destinadas al extranjero,
y promover ante la Secretaría de Economía el establecimiento de me­
didas de regulación o restricción a su importación o exportación,
cuando se requiera para su conservación y aprovechamiento.

• Dirigir los estudios, trabajos y servicios meteorológicos, climatológicos,
hidrológicos y geohídroíógícos. así como el sistema meteorológico na­
cional, y participar en los convenios internacionales sobre la materia.

• Coordinar, concertar y ejecutar proyectos de formación, capacitación
y actualización para mejorar la capacidad de gestión ambiental y el
uso sustentable de recursos naturales; estimular a las instituciones de
educación superior y los centros de investigación para que realicen
programas de formación de especialistas, proporcionen conocimien­
tos ambientales e impulsen la investigación científica y tecnológica en
la materia; promover que los organismos de promoción de la cultu­
ra y los medios de comunicación social contribuyan a la formación
de actitudes y valores de protección ambiental y de conservación de
nuestro patrimonio natural; y en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública, fortalecer los contenidos ambientales de pla­
nes y programas de estudios. así como los materiales de enseñanza
de los diversos niveles y modalidades de educación.
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• Organizar, dirigir y reglamentar los trabajos de hidrología en cuencas,
cauces y álveos de aguas nacionales tanto superficiales como subte­
rráneos, conforme a la ley de la materia.

• Administrar, controlar y reglamentar el aprovechamiento de cuencas
hidráulicas, vasos, manantiales.y aguas de propiedad nacional, así co­
mo de las zonas federales correspondientes, con exclusión de los que
se atribuyan expresamente a otra dependencia; establecer y vigilar el
cumplimiento de las condiciones particulares que deban satisfacer las
descargas de aguas residuales cuando sean de jurisdicción federal; au­
torizar, en su caso, el vertimiento de aguas residuales en el mar en
coordinación con la Secretaria de Marina, cuando provengan de fuen­
tes móviles o plataformas fijas; en cuencas, cauces y demás depósitos
de aguas de propiedad nacional; promover y, en su caso, ejecutar y
operar la infraestructura y los servicios necesarios para el mejora­
miento de la calidad del agua en las cuencas.

• Estudiar, proyectar, construir y conservar con la participación que co­
rresponda a la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, las obras de riego, desecación, drenaje, defen­
sa y mejoramiento de terrenos y las de pequeña irrigación, de acuer­
do con los programas formulados y que competa realizar al gobierno
federal, por si o en cooperación con las autoridades estatales y muni­
cipales o de particulares.

• Regular y vigilar la conservación de las corrientes, lagos y lagunas de
jurisdicción federal en la protección de cuencas alimentadoras y las
obras de corrección torrencial.

• Manejar elsísterna hidrológico del Valle de México.
• Controlar los ríos y demás corrientes y ejecutar las obras de defensa

contra inundaciones.
• Organizar y manejar la explotación de los sistemas nacionales de rie­

go, con la intervención de los usuarios en los términos que lo deter­
minen las leyes, en coordinación, en su caso, con.la Secretaría de Agri­
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.

• Ejecutar las obras hidráulicas que deriven de tratados internacionales.
• Intervenir, en su caso, en la dotación de agua a los centros de pobla­

ción e industrias; fomentar y apoyar técnicamente el desarrollo de los
sistemas de agua potable, drenaje, alcantarillado y tratamiento de
aguas residuales que realicen las autoridades locales, así como progra­
mar, proyectar, construir, administrar, operar y conservar por sí o me­
diante el otorgamiento de la asignación o concesión que en su caso se
requiera, o en los términos del convenio que se celebre, las obras y
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servicios de captación, potabllizaclón, tratamiento de aguas residua­
les, conducción y suministro de aguas de jurisdicción federal.

• Participar con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en la deter­
minación de los criterios generales para el establecimiento de los es­
tímulos fiscales y financieros necesarios para el aprovechamiento sus­
tentable de los recursos naturales y el cuidado del medio ambiente.

• Otorgar contratos, concesiones, licencias, permisos, autorizaciones,
asignaciones, y reconocer derechos, según corresponda, en materia
de aguas, forestal, ecológica, explotación de la flora y fauna silvestre,
y sobre las playas, la zona federal marítimo-terrestre y los terrenos ga­
nados al mar.

• Diseñar y operar, con la participación que corresponda a otras depen­
dencias y entidades, la adopción de instrumentos económicos para la
protección, restauración y conservación del medio ambiente.

• Los demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos.

Por su parte, la LGEEPA señala como atribuciones de la Federación y, por
tanto, ejercidas por el Poder ejecutivo mediante la Semarnat, salvo aquellas
que correspondan directamente al presidente de la República, las siguientes:

• La formulación y conducción de la política ambiental nacional.
• La aplicación de los instrumentos de la política ambiental previstos en

la LGEEPA, en los términos en ella establecidos, así como la regulación
de las acciones para la preservación y restauración del equilibrio eco­
lógico y la protección al ambiente que se realicen en bienes y zonas
de jurisdicción federal.

• La atención de los asuntos que afecten el equilibrio ecológico en el te­
rritorio nacional o en las zonas sujetas a la soberanía y jurisdicción de
la nación, originados en el país o en áreas sujetas a la soberanía o ju­
risdicción de otros Estados, o en zonas que estén más allá de la juris­
dicción de cualquier Estado.

• La expedición de las normas oficiales mexicanas y la vigilancia de su
cumplimiento en las materias previstas en la LGEEPA.

• La regulación y el control de las actividades consideradas altamente
riesgosas; la generación, el manejo y disposición final de materiales y
residuos peligrosos para el ambiente o los ecosistemas, así como para
la preservación de los recursos naturales de conformidad con la LGEEPA:

otros ordenamientos aplicables y sus disposíciones reglamentarias.
• La participación en la prevención y el control de emergencias y con­

tingencias ambientales, conforme a las políticas y programas de pro­
tección civil que al efecto se establezcan.
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• Elestablecimiento. regulación. administración y vigilancia de las áreas
naturales protegidas de competencia federal.

• La formulación. aplicación y evaluación de los programas de ordena­
miento ecológico general dei territorio y de los programas de or­
denamiento ecológico marino señalados en la LGEEPA.

• La evaluación del impacto ambiental de las obras o actividades a que
se refiere la propia LGEEPA y. en su caso. la expedición de las autoriza­
ciones correspondientes.

• La regulación del aprovechamiento sustentable. la protección y la pre­
servación de los recursos forestales. el suelo. las aguas nacionales, la
bíodiversidad, la flora. la fauna y los demás recursos naturales de su
competencia.

• Regular la contaminación de la atmósfera proveniente de todo tipo de
fuentes emisoras. asi como la prevención y el control' en zonas o en
caso de fuentes fijas y móviles de jurisdicción federal.

• Fomentar la aplicación de tecnologías. equipos y procesos que reduz­
can las emisiones y descargas contaminantes provenientes de cual­
quier tipo de fuente. en coordinación con las autoridades de los esta­
dos. el Distrito Federai y los municipios; así como el establecimiento
de las disposiciones que deberán observarse para el aprovechamien­
to sustentable de los energéticos.

• La regulación de las actividades relacionadas con la exploración. ex­
plotación y beneficio de los minerales. sustancias y demás recursos
del subsuelo que corresponden a la nación. respecto a los efectos que
dichas actividades puedan generar sobre el equilibrio ecológico y el
ambiente.

• Regular la prevención de la contaminación ambiental originada por rui­
do. vibraciones. energía térmica. Iurruníca, radiaciones electromagnéti­
cas y olores perjudiciales para el equilibrio ecológico y el ambiente.

• Promover la participación de la sociedad en materia ambiental. de
conformidad con lo dispuesto en la LGEEPA.

• La integración del sistema nacional de información ambiental y de re­
cursos naturales y su puesta a disposición del público en los términos
de la LGEEPA.

• Emitir recomendaciones a las autoridades federales. estatales y muni­
cipales. con el propósito de promover el cumplimiento de la legisla­
ción ambiental.

• La vigilancia y promoción. en el ámbito de su competencia. del
cumplimiento de la LGEEPA y los demás ordenamientos que de ella se
deriven.
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• Atender los asuntos que afecten el equilibrio ecológico de dos o más
entidades federativas.

• Las demás que la LGEEPA u otras disposiciones legales atribuyan a la
Federación.

5.3.2.3 Estructura orgánica

Según lo establecido por el art 20 del reglamento interior de la sernarnat'?
y el acuerdo por el que se adscriben las unidades administrativas y los
órganos desconcentrados de la sernarnat.s? el secretario encabezará el or­
ganigrama de la institución, al cual le corresponde la representación, trá­
mite y resolución de los asuntos que competen a la secretaría; sin embar­
go, para mejorar la distribución y desarrollo del trabajo podrá conferir
facultades delegables a servidores públicos subalternos sin perjudicar su
ejercicio directo, para lo cual expedirá los acuerdos relativos que se publi­
carán en el Diario Oficial de la Federación. Del secretario dependerán. de
forma directa:

a) La Subsecretaria de Planeación y Politica Ambiental.
b) La Subsecretaría de Fomento y Normatividad Ambiental.
e) La Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambiental.
d) La Oficialía Mayor.
e) La Unidad Coordinadora de Participación Social y Transparencia.
j) La Unidad Coordinadora de Asuntos Internacionales.
g) La Coordinación General jurídica.
h) La Coordinación General de Comunicación Social.
1) La Coordinación General de Delegacíones y Coordinaciones Regio-

nales.
J) El Centro de Educación y Capacitación para el Desarrollo Sustentable.
k) Las delegaciones federales.
f) Las coordinaciones regionales.
m) Los órganos desconcentrados siguientes:

• Comisión Nacional del Agua.
• Instituto Nacional de Ecología.
• Procuraduría Federal de Protección al Ambiente.
• Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas.

19 Publicado en el DOF el 21 de enero de 2003.
20 Publicado en el DOF el 27 de enero de 2003.
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A SU vez, de la Subsecretaría de Planeacíón y Política Ambiental depen­
derán:

• La Dirección General de Planeación y Evaluación.
• La Dirección General de Estadística e Información Ambiental.
• La Dirección General de Política Ambiental e Integración Regional y

Sectorial.
• La Dirección General de Informática y Telecomunicaciones.

Por su parte, a la Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambiental
estarán adscritas:

• La Dirección General de Gestión Integral de Materiales y Actividades
Riesgosas.

• La Dirección General de Impacto y Riesgo Ambiental.
• La Dirección General de Gestión Forestal y de Suelo.
• La Dirección General de Vida Silvestre.
• La Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y Ambientes

Costeros.
• La Dirección General de Gestión de la Calidad del Aire y Registro de

Emisiones y Transferencia de Contaminantes.

A la Subsecretaría de Fomento y Normattvídad Ambiental estarán ads­
critas:

• La Dirección General del Sector Primario y Recursos Naturales Reno-
vables.

• La Dirección General de Industria.
• La Dirección General de Fomento Ambiental Urbano y Turistico.
• La Dirección General de Energía y Actividades Extractivas.

La Oficialía Mayor, por su parte, tendrá adscritas:

• La Dirección General de Desarrollo Humano y Organización.
• La Dirección General de Programación y Presupuesto.
• La Dirección General de Recursos Materiales, Inmuebles y Servicios.

Asimismo, la Semarnat contará con un órgano interno de control que se
regirá por lo dispuesto en el art 156 de su reglamento.
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Finalmente, existen dos órganos descentralizados de los cuales la Se­
marnat es cabeza de sector:

• El Instituto Mexicano de Tecnología del Agua.
• La Comisión Nacional Forestal.

5.3.3 Secretaña del Medio Ambiente del Distrito Federal

La Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal forma parte de la ad­
ministración pública centralizada de esta entidad federativa, según se es­
tablece en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal,
depende del gobierno del Distrito Federal, cuyo titular puede nombrar y
remover libremente al secretario de la materia, de conformidad con lo que
establece el art 67 del estatuto de gobierno del Distrito Federal.

5.3.3.1 Funciones y atribuciones

Según se determina en el art 26 de la Ley Orgánica de la AdministraciÓ1 Pir
blica del Distrito Federal. a la Secretaría del Medio Ambiente le corresponde
la formulación, ejecución y evaluación de la política del Distrito Federal en
materia ambíental y de recursos naturales.

Específicamente la Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal
cuenta con las atribuciones siguientes:

• Aplicar y vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la Ley Am­
biental del Distrito Federal; así como de las normas federales que inci­
dan en el ámbito de competencia del Distrito Federal.

• Formular, ejecutar y evaluar el programa de protección al ambiente
del Distrito Federal.

• Establecer las políticas a que deba sujetarse la preservación y restau­
ración del equilibrio ecológico, así como la protección del ambiente
en el Distrito Federal.

• Emitir los lineamientos de prevención y control de la contaminación
ambiental.

• Fijar sistemas de verificación ambiental y monitoreo de contaminantes.
• Determinar y aplicar. en coordinación con las demás autoridades

competentes, los programas y medidas para prevenir y controlar con­
tingencias y emergencias ambientales.

• Establecer, en coordinación con la Secretaría de Obras y Servicios y la
Comisión de Aguas del Distrito Federal. las políticas y normativídad,
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así como supervisar los programas de ahorro, tratamiento y reuso de
agua en el Distrito Federal.

• Regular y fomentar, en coordinación con la Secretaría de Obras y Ser­
vicios las actividades de minimización, recolección, tratamiento y dis­
posición final de desechos sólidos, establecer los sitios destinados a la
disposición final. restaurar sitios contaminados, así como definir los
sistemas de reciclamiento y tratamiento de aguas residuales y resi-
duos sólidos. . . •

• Disponer los lineamientos generales y coordinar las acciones en ma­
teria de protección, conservación y restauración de los recursos natu­
rales, flora, fauna, agua, aire, suelo, áreas naturales protegidas y zonas
de amortiguamiento.

• Promover y fomentar el desarrolio y uso de energías, tecnologías y
combustibles alternativos, asi como la investigación ambiental.

• Evaluar y, en su caso, autorizar las manifestaciones del impacto am­
biental y estudios de riesgo en términos de lo que establece la Ley Am­
biental del Distrito Federal.

• Convenir con los gobiernos federal, de las entidades federativas y de
los municipios limítrofes, así como con los particulares la realización
conjunta y coordinada de acciones de protección ambiental.

• Elaborar los programas y estrategias relacionadas con el equilibrio
ecológico y la protección al ambiente.

• Establecer y promover políticas para la educación y participación co­
munitaria, social :Y privada. encaminadas a la preservación y restaura­
ción de los recursos naturales y la protección al ambiente.

• Regular y controlar las actividades ambientalmente riesgosas, de con­
formidad con lo que establece la Ley Ambiental del Distrito Federal.

• Realizar actividades de vigilancia y verificación ambiental, asi como
aplicar las sanciones previstas en las disposiciones jurídicas de la ma­
teria.

• Formular, conducir y ejecutar las politicas concernientes a la flora y
fauna silvestres que correspondan al ámbito de competencia del Dis­
trito Federal, en términos de lo dispuesto por las leyes federales y lo­
cales en la materia y de conformidad con los convenios que se suscri­
ban con la Federación.

• Administrar, coordinar y supervisar la operación y funcionamiento de
los zoológicos del Distrito Federal como centros de conservación, pre­
servación y exhibición de flora y fauna con fines de investigación,
educación, recreación y esparcimiento para la población.

• Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos.
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5.3.3.2 Estructura orgánica

La Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal estará encabezada por
un secretario, quien será nombrado por el jefe de gobierno en los términos
que señala el estatuto de gobierno, contará con un secretario particular y un
grupo de asesores, y de él dependerán:

• La Dirección General de Gestión Ambiental del Aire.
• La Dirección General de Regulación Ambientai del Agua, Suelo y Resi­

duos.
• La Dirección General de la Comisión de Recursos Naturales y Desarro-

llo Rural.
• La Dirección Ejecutiva de Administración.
• La Dirección Jurídica.
• La Dirección Ejecuríva de Coordinación institucional e integración de

Políticas.
• La Unidad de Bosques Urbanos y Educación Ambiental.

5.4 Participación social en la gestión ambiental

A lo largo del tiempo la colaboración de la sociedad civil ha sido determi­
nante en la consecución de los fines del Estado. En este tenor, al formar par­
te el equilibrio ecológico y la protección al ambiente de estos objetivos, la
participación social ha sido de gran importancia en la gestión ambiental; tan
es así, que el primer estímulo de dicha participación en materia ambiental
está contenido en diversas declaraciones y ordenamientos de carácter legal.

El principio número 10 de la Declaración de Rb señala: "El mejor modo
de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciu­
dadanos interesados, en el nivel que corresponde... ".

En el ámbito nacional, la participación social tiene su primer estímulo en
la Constitución. En efecto, al señalar el art 41 de la Ley Fundamental que el
pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes de la Unión en los ca­
sos de su competencia, está claro que la voluntad de la gente es básica pa­
ra establecer y alcanzar los fines del Estado.

Ahora bien, la aseveración contenida en el art 41 tiene expresiones de
distinta índole; por ejemplo, la tarea de concreción normativa en materia
de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio
ecológico establecida en el art 73, fracc XXIX-G, es un ejemplo de la partici­
pación social en la política ambiental al designar a los legisladores que los
representarán en el Congreso de la Unión.
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En la LGEEPA se establecen diversos artículos que incluyen la' participa­
ción social en la gestión ambiental, a saber:

Artículo 10, fracción VIT, que establece como objeto de la ley establecer las ba­
ses para garantizar la participación corresponsable de las personas, en forma in­
dividual o colectiva, en la prevención y restauración del equilibrio ecológico y la
protección al amoíenre,

Artículo 10, fracc.ión IX, que señala que la LGEEPA tiene como objeto fincar
las bases para garantizar el establecimiento de los mecanismos de coordinación,
inducción y concertación entre autoridades, entre éstas y los sectores social y
privado, así como con personas y grupos sociales, en materia ambiental.

Artículo 50, tmccion XVI, que señala como una facultad de la Federación a
la participación en la prevención y el control de emergencias y contingencias
ambientales, conforme a las políticas y programas de protección civil que al
efecto se establezcan.

Artículo 70, fracción xv. que establece como facultad de los estados la pro­
moción de la participación de la sociedad en materia ambiental.

Artículo 15, fracciÓn m, que señala que para la formulación de la política am­
biental el Ejecutivo federal deberá asumir como un principio que las autoridades
y los particulares asuman la responsabilidad de la protección del equilibrio eco­
lógico.

Artículo 15, fracción X, que menciona como principio de politica ambien­
tal la participación de los grupos y organizaciones sociales en la concertación
ecológica, haciendo petenre que el propósito de ésta es reorientar la relación en­
tre la sociedad y la naturaleza.

Artículo 15, fracción XIII, que señala como principio de política ambiental la
garantía del derecho a'elas comunidades, incluyendo a los pueblos indígenas, a
la protección, preservación, uso y aprovechamiento de los recursos naturales
y la salvaguarda y uso de la biodíversidad siempre que éstos se lleven a cabo
dentro de 10 que el ordenamiento juridíco señala.

Artículo 20 bis, que establece que la formulación, expedíción, ejecución y
evaluación del ordenamiento ecológico general del territorio se llevará a cabo de
conformidad con 10díspuesto en la Ley de Planeación. Asimismo, en este pre­
cepto se indíca que la Semamat deberá promover, en este tema, la participación
de grupos y organizaciones sociales y empresariales, instituciones académicas
y de investigación, y demás personas interesadas.

Artículo 20 bis 5, Ji'acción V1I, que preceptúa que para la elaboración de los
programas de ordenamiento ecológico local, las leyes en la materia establecerán
los mecanismos que garanticen la participación de los particulares, los grupos y
organizaciones sociales, empresariales y demás interesados.

Además, señala que estos mecanismos incluirán, por lo menos, procedi­
mientos de difusión y consulta pública de los programas respectivos. Final­
mente, la fracc VII del a.rt 20 bis S, indica que las leyes locales en la mate­
ria, establecerán las formas y los procedimientos para que los particulares
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participen en la ejecución, vigilancia y evaluación de los programas de orde­
namiento ecológico a los que se refiere ese precepto.

Artículo 34. Establece que la Semamat, una vez que reciba una manifestación
de impacto ambiental e integre su expediente, pondrá ésta a disposición del pú­
blico con el fin de que pueda ser consultada por cualquier persona, ya solicitud
también de cualquier persona de la comunidad de que se trate podrá llevar a ca­
bo una consulta pública conforme a las bases que el mismo precepto determina.

Artículo 47. Establece que en el establecimiento, administración y manejo
de las áreas naturales protegidas, la Semamat promoverá la participación de sus
habitantes, propietarios o poseedores, gobiernos locales, pueblos indigenas y
demás organizaciones sociales, públicas y privadas, con objeto de propiciar el
desarrollo integral de la comunidad y asegurar la protección y preservación de
los ecosistemas y su biodiversidad. Para tal efecto, esta secretaria podrá suscri­
bir con los interesados convenios de concertación o acuerdos de coordinación.

Articulo 56 bis. Dispone que la Semamat constituirá un consejo nacional de
áreas protegidas, que estará integrado por representantes de esta secretaria,
de otras dependencias y de entidades de la administración pública federal, asi
como de instituciones académicas y centros de investigación, agrupaciones de
productores y empresarios, organizaciones no gubernamentales y de otros orga­
nismos de carácter social o privado, asi como personas físicas con reconocido
prestigio en la materia.

Según se contempla en el párrafo anterior de este artículo dicho conse­
jo podrá invitar a sus sesiones a representantes de los gobiernos de los
estados, del Distrito Federal y de los municipios cuando traten asuntos re­
lacionados con áreas naturales protegidas de competencia federal que se
encuentren en su territorio. Asimismo, podrá invitar a representantes de
ejidos, comunidades, propietarios, poseedores y en general a cualquier
persona cuya participación sea necesaria conforme al asunto que en cada
caso se trate.

Artículo 65. Señala que la Semamat dará participación en la formulación de los
programas de manejo de un área natural protegida a los habítantes, propietarios
y poseedores de los predios en ella incluidos, así como a organizaciones socia­
les, públicas o privadas, y demás personas interesadas.

Articulo 66, fracción III. Indica que el programa de manejo de las áreas
naturales protegidas deberá contener la forma en que se organizará la adminis­
tración del área y los mecanismos de partícipación de los individuos y comuni­
dades asentadas en la misma, así como de todas aquellas personas, instituciones,
grupos y organizaciones sociales interesadas en su protección y aprovechamiento
sustentable.

Articulo 78. Establece que en la formulación y seguimiento de los progra­
mas de restauración ecológica, la Semarnat deberá promover la participación de

..
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los propietarios, poseedores, organizaciones sociales públicas o privadas, pue­
blos indígenas. gobiernos locales y demás personas interesadas.

Artículo 78 bis, fracción Iv. Señala que en las declaratorias de zonas de res­
tauración se deben expresar los lineamientos para la elaboración y ejecución del
programa de restauración ecológica correspondiente, así como para la participa­
ción en díchas actividades de propietarios, poseedores. organizaciones sociales,
públicas o privadas, pueblos indígenas, gobiernos locales y demás personas in­
teresadas.

Artículo 79. fracción VI. Menciona que para la preservación y aprovecha­
miento sustentable de la flora y faun¡¡ silvestre, se considerará la participación
de las otqenizsdones sociales y los demás interesados en la preservación de la
biodíversidad.

Artículo 79, fracción X. Establece que se tomarán en cuenta para la preser­
vación y aprovechamiento sustentable de la flora y fauna silvestre el conocí­
miento biológico tradícional y la participación de las comunidades. así como los
pueblos indígenas en la elaboración de programas de biodíversidad de las áreas
en que habiten.

Articulo 88, fracción 1. Señala que corresponde al Estado y a la sociedad la
protección de los ecosistemas acuáticos y del equilibrio de los elementos natu­
rales que intervienen en el ciclo hidrológico.

Artículo 96. Indica que la Semamat expedirá las normas oficiales mexicanas
para la protección de los ecosistemas acuáticos y promoverá la concertación de
acciones de ptesetvecion y restauración de los ecosistemas acuáticos con los
sectores proaucuvo» y las comunidades.

Articulo 117, fracción V. Establece que la participación y corresponsabílidad
de la sociedad es condición indispensable para evitar la contaminación del agua.

Artículo 134. fracción 1. Señala que corresponde al Estado y a la sociedad
prevenir la contaminación del suelo.

Como vemos, estos articulas aunque se encuentran dispersos en el cuer­
po de la LGEEPA, hacen referencia a la participación social en materia de ges­
tión ambiental: sin' embargo, existe un capitulo dedicado a la participación
social en este ordenamiento en el cual se toca el tema de manera sistema­
tica. Este es el Capítulo I del Título Quinto de la ley titulado "Participación
Social", el cual está conformado por los siguientes articulas:

Articulo 157. Establece que el gobierno federal deberá promover la participa­
ción corresponsab1e de la sociedad en la p1aneación. ejecución" evaluación y vi­
gilancia de la política ambiental y de los recursos naturales.
Artículo 158. Indica que para promover la participación la Semamat deberá lle­
var a cabo determinlldas acciones, a saber:

a) Convocará, en el ámbito del sistema nacional de p1aneación democrática,
a las organizaciones obreras, empresariales, de campesinos y productores
agropecuarios, pesqueros y forestales, comunidades agrarias. pueblos indíge-
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nas, instituciones educativas, organizaciones sociales y privadas no lucrati­
vas y demás personas interesadas para que manifiesten su opinión y pro­
puestas;

b) Celebrará convenios de concertación con organizaciones obreras y grupos so­
ciales para la protección del ambiente en los lugares de trabajo y unidades
habitacionales; con pueblos indígenas, comunidades agrarias y demás orga­
nizaciones campesinas para el establecimiento, administración y manejo de
áreas naturales protegidas, y para brindarles asesoría ecológica en las activi­
dades relacionadas con el aprovechamiento sustentable de los recursos natu­
rales; con organizaciones empresariales, en los casos previstos en esta ley
para la protección del ambiente; con instituciones educativas y académi­
cas, para la realización de estudíos e investigaciones en la materia; con orga­
nizaciones civiles e instituciones privadas no lucrativas para emprender
acciones ecológicas conjuntas; así como con representaciones sociales y con
particulares interesados en la preservación y restauración del equilibrio eco­
lógico para la protección al ambiente;

c) Celebrará convenios con los medíos de comunicación masíva para la difusión,
información y promoción de acciones de preservación del equílibrio ecológico
y la protección al ambiente;

d) Promoverá el establecimiento de reconocimíentos a los esfuerzos más desta­
cados de la sociedad para preservar y restaurar el equilibrio ecológico y pro­
teger el ambiente;

e) Impulsará el fortalecimiento de la conciencia ecológica medían te la realiza­
ción de acciones conjuntas con la comunidad para la preservación y mejora­
miento del ambiente, el aprovechamiento racional de los recursos naturales y
el correcto manejo de desechos. Para ello, la secretaría podrá, en forma coor­
dinada con los estados y municipios correspondíentes, celebrar convenios de
concertación con comunidades urbanas y rurales, así como con díversas orga·
nizaciones sociales, y

f) Concertará acciones e inversiones con los sectores socíal y privado y con ins­
tituciones académicas, grupos y organizaciones socieles, pueblos indígenas y
demás personas ñsicas y morales interesadas, para la preservación y restau­
ración del equílibrio ecológico y la protección al ambient€!o

Artículo 159. Establece que la Semarnat integrará órganos de consulta en
los que participen entidades y dependencias de la administración pública, insti­
tuciones académicas y organizaciones sociales y empresariales. Dichos órganos
tendrán funciones de asesoría, evaluación y seguimiento en materia de politica
ambiental y podrán emitir las opiniones y observaciones que estimen pertinen­
tes. Su organización y funcionamiento se sujetará a los acuerdos que para el
efecto expida la secretaría.

Estas son las disposiciones de la LGEEPA que tienen que ver con la parti­
cipación sociai en la gestión ambiental; sin embargo, no son las únicas. La
Ley de Planeaciiri también incorpora la consulta popular como una forma de
participación ciudadana. Su art 20 señala:



248 LAGESTIÓN AMBIENTAL

En el ámbito del sísrema nacional de planeación democrática tendrá lugar la
participación y consuíra de los diversos grupos sociales, con el propósito de
que la población exprese sus opiniones para la elaboración, actualización y
ejecución del Plan (Nacional de Desarrollo) y los programas a que se refiere es­
ta ley.

Las organizaciones representativas de los obreros. campesinos y grupos po­
pulares; de las instituciones académicas. profesionales y de investigación; de
los organismos empmsariales, y de otras agrupaciones sociales, participarán co­
mo órganos de consulta permanente en los aspectos de la planeación democrá­
tica relacionados con su actividad a través de foros de consulta popular que al
efecto se convocaran. Asimismo, participarán en los mismos foros los diputados
y senadores al Congreso de la Unión.

Para tal efecto. y conforme a la legislación aplicable. en el sistema deberán
preverse la organización y funcionamiento, las formalidades. periodicidad y tér­
minos a que se suieuutu: la participación y consulta para la planeación nacional
del desarrollo.

Por su parte, la Ley de Participacioi Ciudadana del Distrito Federal (art 30)
también prevé como instrumentos de participación ciudadana el plebiscito.
el referéndum, la iniciativa popular y la consulta vecinal. Éstos son algunos
de los instrumentos mediante los cuales la ciudadanía puede tener injeren­
cia en la gestión ambiental. Es evidente que la participación ciudadana re­
sulta significativa en la conformación de la política ambiental como instru­
mento del Estado para conseguir la protecctón del ambiente.

5.5 Participación de las organizaciones
no gubemame:ntales (ONGS)

Las ONGS son grupos de particulares dedicados a defender determinados in­
tereses (p ej, la defensa de los derechos humanos. la denuncia de violacio­
nes a tales derechos, etc). Estas organizaciones constituyen una fuerza de
participación y presión tanto a nivel nacionai como internacional. Incluso
existen ONGS con tanta influencia. que una recomendación u opinión de su
parte obliga en ciertas ocasiones a que las autoridades accedan a la petición
planteada. Por ello. la participación de las ONGS en la gestión ambiental es
relevante.

En la materia que nos ocupa, las ONGS están casi siempre relacionadas
con los movimientos ecologistas, algunas llegan a conformarse con la fuer­
za de miles de asociados incluso a nivel internacional. Sin embargo, lo cier­
to es que todas ellas tienen como denominador común la defensa del am­
biente frente a la acción contaminante del hombre.
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Adecir de Ramón Martín Mateo, un dato significativo para la identifica­
ción del fenómeno social que constituye el movimiento ecologista es su cor­
ta historia. Se conecta con ios antecedentes que representan las primeras
asociaciones de defensa de la naturaleza como los boyscouts o los excursio­
nistas tipo Sierra Club norteamericano, y más tarde con movimientos natu­
ristas, anarquistas e incluso esperantistas, pero nada guarda relación con el
ecologismo moderno que ha dado lugar a miles de organizaciones en todo
el mundo. Un dato interesante al respecto es que, según el centro mundial
de referencia ubicado en Naírobí (sede del PNUMA), el Environmental Liasan
Centre (ELc), t Oaños después de la Conferencia de Estocolmo existían más
de dos mil organizaciones ambientales no gubernamentales en países en
desarrollo y 13 mil en naciones desarrolladas."

Estas organizaciones, a pesar de tener como punto de coincidencia en
sus fines la protección del ambiente, tienen rasgos específicos sumamente
variados. Sin embargo, pueden dividirse en dos grandes grupos:

a) Los que no ponen en tela de juicio al sistema social, salvo en lo que
respecta a sus implicaciones ambientales.

b) Los que ambicionan un cambio en las estructuras sociopoliticas.

Ai primero de estos grupos responden las asociaciones naturalistas más
antiguas, como la Sierra Club ya aludida, otras de escala mundial y singular
eficacia que cuentan con dispositivos complejos y generosa financiación co­
mo "Amigos de la Tierra" y sobre todo Greenpeace, creada en 1972 en Ca­
nadá y que actualmente cuenta con muchísimos socios.

Por su parte, el segundo grupo es muy heterogéneo y en él se encuen­
tran todos aquellos grupos, incluso los políticos, que utilizan la defensa del
ambiente como ariete para acceder al poder e intentar cambiar el régimen
político del país o de su comunidad.F

Aunque en muchos casos la división entre estos grupos se difumina, lo
cierto es que su participación, la mayoría de las veces, tiene gran incidencia
en la gestión ambiental. En ocasiones, un pronunciamiento de estas organi­
zaciones es determinante en el rumbo que puede adquirir la actuación del
gobierno en materia de protección ai ambiente. Por tanto, la participación
responsable e informada de estas organizaciones debe tomarse muy en
cuenta al momento de formular la política ambiental en nuestro país.

21 Ramón Martín Mateo. Tratado de derecho ambiental, vol 1, 1a ed, Editorial Trivium. Madrid,
1991, págs 155·156.

22 Ibídem, pág 156.
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5.6 Derecho a la il~forrnación

La información es indispensable en cualquier proceso de toma de decisio­
nes. En materia ambiental, a decir de Ramón Martín Mateo, la información
tiene una dimensión particularmente interesante desde el punto de vista ju­
rídico en cuanto presupuesto para el disfrute de derechos, como el de un
medio ambiente adecuado en nuestro país.

Debido a la importancia de la información en la participación social
para la formulación de la política ambiental, la Conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre el Medio Humano celebrada en Estocolmo en 1972, in­
cluyó en su plan de acción una recomendación dirigida a la organización
acerca de un servicio internacional de consultas en materia de fuentes de
información sobre el medio ambiente. Dicha recomendación causó que
aumentaran los esfuerzos informativos que ya se realizaban en diversas
agencias relacionadas con el medio como la FAO, la OMS entre otras, espe­
cialmente al PNUMA para establecer sus propios mecanismos de informa­
ción ambiental. 23

En el ámbito nacional la LGEEPA dedica el capítulo 11 del título quinto en
su totalidad al derecho a la información ambiental, en el cual se establece
que la Sernamat desarrollará el sistema nacional de información ambiental
y de recursos naturales (SNIARN) que tendrá por objeto registrar, organizar,
actualizar y difundir la información ambiental nacional que estará disponi­
ble para su consulta, y que se coordinará y complementará con el sistema
de cuentas nacionales a cargo del Instituto Nacional de Estadística, Geogra­
fía e Informática.

En dicho sistema, la Secretaría deberá integrar. entre otros aspectos,
información concerniente a los inventarios de recursos naturales exis­
tentes en el país; a los mecanismos y resultados obtenidos del monitoreo
de la calidad del aire, del agua y del suelo. al ordenamiento ecológico
del territorio, así corno la información señalada en el art 109 bis de la
LGEEPA24 y la correspondiente a los registros, programas y acciones que se

23 lbídern. pág 123.
24 El art t09 bis señala que la Semarnat, en los términos que señalen los reglamentos de la

LGEEPA, deberá integrarun inventario de emisiones atmosféricas, descargas de aguas resi­
duales en cuerpos receptores federales o que se infiltren al subsuelo, materiales y residuos
peligrosos de su competencia, coordinar los regístros que establezca la LGEEPA y crear un
sistema consolidado de información basado en lasautorizaciones, licencias o permisos que
en la materia deberán otorgarse.
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realicen para la preservación del equilibrio ecológico y la protección al
ambiente.

Además, la Semarnat deberá reunir informes y documentos relevantes
derivados de las actividades científicas, académicas, trabajos técnicos o de
cualquier otra índole en materia ambiental y de preservación de recursos
naturales realizados en el país por personas físicas o morales, nacionales o
extranjeras, los cuales serán remitidos al SNIARN.

Por adición al art 159 de la LGEEPA publicada en el Diario Oficial de la Fe­
deraci ón el 31 de diciembre de 2001, los estados, los municipios y el Distri­
to Federal participarán con la Semarnat en la integración delsNIARN: Con es­
to, se hace patente la intención por parte del Estado de que participen los
tres órdenes de gobierno en la protección del ambiente.

Aunado a la reunión de informes y documentos relevantes, la Semarnart
tiene el deber de elaborar y publicar bianualmente un informe detallado de
la situación general existente en el país en materia de equilibrio ecológico y
protección al ambiente; también editará una gaceta en la cual se publicarán
las disposiciones jurídicas, las normas oficiales mexicanas, los decretos, re­
glamentos, acuerdos y demás actos administrativos así como información
de interés general en materia ambiental que se publiquen por el gobierno
federal o los gobiernos locales, o documentos internacionales en materia
ambiental de interés para México, independientemente de su publicacióji
en el Diario Oficial de la Federacióno en otros órganos de difusión. Igualme~:
te en dicha gaceta se publicará información oficial relacionada con las áreas
naturales protegidas así como la preservación y el aprovechamiento susten­
table de los recursos naturales.

De conformidad con la LGEEPA, toda persona tiene derecho a que la Se­
marnat, los estados, el Distrito Federal y los municipios pongan a su dispo­
sición la información ambiental que les soliciten, en los términos previstos
por este ordenamiento. Ahora bien, en caso de que se generen gastos por la
puesta en disposición, éstos correrán por cuenta del solicitante.

La LGEEPA también define lo que debe entenderse como información am­
biental: es cualquier información escrita. visual o en base de datos de que
dispongan las autoridades ambientales en materia de agua. aire, suelo, flo­
ra, fauna y recursos naturales en general, así como las actividades o medi­
das que les afectan o puedan afectarlos. La petición de información que ha­
ga el solicitante debe presentarse por escrito, especificando claramente la
información que se solicita y los motivos de la solicitud.

Las autoridades ambientales podrán denegar la información en los su­
puestos siguientes:
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a) Cuando se considere, por disposición legal, que la información es
confidencial o que por su propia naturaleza su difusión afecta la se­

, guridad nacional.
b) Cuando se trate de información referente a-temas que son materia de

procedimientos judiciales o de inspección y vigilancia, pendientes
de resolución.

e) Cuando la información sea aportada por terceros, siempre que no es­
tén obligados a proporcionarla por disposición legal.

d) Cuando se trate de información sobre inventarios e insumos y tecno­
logías de proceso, incluyendo la descripción del mismo.

La LGEEPA impone el deber a la autoridad ambiental de responder por es­
crito a los solicitantes.de información ambiental en un plazo no mayor a 20
días a partir de la recepción de la petición. Esto no significa que la solicitud
deba contestarse en sentido afirmativo; sin embargo, en caso de que la au­
toridad conteste negativamente, deberá señalar las razones que motivaron
su determinación. Si transcurrido el plazo la autoridad ambiental no emite su
respuesta por escrito, la petición se entenderá resuelta en sentido negativo
para el promovente, lo cual constituye una negativa fleta.

Por otra parte, debernos señalar que el medio de defensa que contem­
pla la LGEEPA contra los actos dela Semarnat respecto al acceso a la informa­
ción ambiental, es el recurso de revisión, el cual se entablará de acuerdo a
lo que el propio ordenamiento señala y a lo dispuesto en la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo.

De conformidad con lo establecido en la LGEEPA, quien reciba informa­
ción ambiental de las autoridades competentes en los términos del capítulo
relativo al derecho a la información ambiental de este ordenamiento, será
responsable de su adecuada utilización y deberá responder por los daños y
perjuicios que se ocasionen por su manejo indebido.

Es evidente que por medio de estas disposiciones las autoridades am­
bientales están obligadas a respetar y hacer valer el derecho a la informa­
ción de los ciudadanos. Sin embargo, éstas no son las únicas disposiciones
que existen en nuestro país para conseguir tal objetivo. En efecto, el 11 de
junio de 2002 se publicó en el Diario Oficial de la Pederacitn la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Informaci ÓI1 Pública Gubernamental y el 24 de
diciembre del mismo año el decreto de creación del Instituto Federal de Ac­
ceso a la Información Pública, ambos ordenamientos contienen normas
para garantizar el derecho a la información no sólo de carácter ambiental,
sino de cualquier índole en los términos y condiciones que dichos cuerpos
legislativos señalan.
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5.7 Instrumentos de política ambiental

La LGEEPA contempla en el capitulo IV, del título I una serie de instrumentos
para la aplicación de la política ambiental, los cuales son los siguientes:

5.7.1 P1aneaci6n ambiental

La planeación ambiental tiene como antecedente el programa de desarrollo
económico y social que surge en 1926, en la entonces Unión de Repúblicas
Socialistas Soviéticas, el cual después fue adoptado por países no socialistas
como una forma de anticipar los resultados de sus acciones de gobierno.
Con el paso del tiempo, al adquirir mayor importancia las cuestiones am­
bientales, se estableció por ley el deber de las autoridades de incorporar la
política ambiental y el ordenamiento ecológico en la planeación nacional del
desarrollo (art 17 de la LGEEPA).

Según lo previsto en el primer párrafo del art 30 de la Ley de Planeacíál,
por planeación nacional de desarrollo se entiende "la ordenación racional y
sistemática de acciones que, con base en el ejercicio de las atribuciones del
Ejecutivo federal en materia de regulación y promoción de la actividad eco­
nómica, social, política, cultural, de protección al ambiente y aprovecha­
miento racional de los recursos naturales, tiene como propósito la transfor­
mación de la realidad del pais, de conformidad con ias normas, principios y
objetivos que la propia Constituctón y la ley establecen".

Como vemos, en esta ley se incorpora la protección al ambiente y el
aprovechamiento racional de los recursos naturales como un camino para la
transformación del país que sea congruente con las normas, principios y ob­
jetivos que la Carta Magna establece.

Por su parte, el segundo párrafo de dicho articulo señala que "mediante
la planeación se fIjarán objetivos, metas, estrategias y prioridades; se asigo
narán recursos, responsabilidades y tiempos de ejecución, se coordinarán
acciones y se evaluarán resultados". En este tenor, se confirma una vez más
la utilidad de la planeación como instrumento importante para anticipar los
resultados de las acciones de gobierno que buscan conseguir los fines del
Estado concebidos por quien detenta el poder político.

Es por ello que la planeación en materia ambiental adquiere una relevan­
cia tal que en la LGEEPA, la sección 1 del capitulo V es dedicada a este tema.
En dicha sección se establece que en la planeación y realización de acciones
a cargo de las dependencias y entidades de la administración pública fede­
ral conforme a su respectivo ámbito de competencia, así como en el ejercí-
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cío de las atribuciones que las leyes confieran al gobierno federal para regu­
lar, promover, restringir, prohibir, orientar y en general inducir las acciones
de los particulares en los campos económico y social, se observarán los li­
neamientos de politica ambiental que se establezcan en el Plan Nacional de
Desarrollo y los programas correspondientes.

Asimismo, para reafirmar la importancia de la participación social en
materia de gestión ambiental, el art 18 de la LGEEPA atribuye al gobierno fe­
deral el deber de promover la participación de los distintos grupos sociales
en la elaboración de programas que tengan por objeto la preservación y res­
tauración del equilibrio ecológico y la protección del ambiente.

5.7.2 Evaluación delllnpacto ambiental

El impacto ambiental e:¡ la modificación del ambiente ocasionada por la ac­
ción del hombre o de la naturaleza" De esta definición se desprende la im­
portancia de evaluar las alteraciones que sufre el ambiente para determinar
si éstas pueden ocasionar desequilibrio ecológico o daño ambiental.

Como se señala en la LGEEPA. la evaluación del impacto ambiental es el
procedimiento mediante el cual la Semarnat establece las condiciones a que
se sujetará la realización de obras y actividades que puedan causar desequi­
librio ecológico o rebasar los limites y condiciones previstos en las disposi­
ciones aplicables para proteger el ambiente y preservar y restaurar los eco­
sistemas, a fin de evitar o reducir al minimo sus efectos negativos sobre ei
ambíente"

Quienes pretendan llevar a cabo obras o actividades con este objetivo,
requerirán previamente la autorización en materia de impacto ambiental de
la sernarnat en los casos que determine el Reglamento de Impacto Ambien­
tal. Dichas obras o actividades son las siguientes:

• Obras hidráulicas, vias generales de comunicación, oleoductos, gaso­
duetos, carboductos y poliductos.

• Industria del petróleo, petroquimica, química, siderúrgica, papelera,
azucarera. del cemento y eléctrica.

• Exploración, explotación y beneficio de minerales y sustancias reser­
vadas a la Federación en los términos de las leyes Minera y Reglamen­
taria del Articulo 27 Constitucional en Materia Nuclear.

25 Art 30. fraee XIX.
26 Art 28.
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• Instalaciones de tratamiento, confinamiento o eliminación de resi­
duos peligrosos, así como residuos radiactivos.

• Aprovechamientos forestales en selvas tropicales y especies de difícil
regeneración.

• Plantaciones forestales.
• Cambios de uso del suelo de áreas forestales, así como en selvas y zo­

nas áridas.
• Parques industriales donde se prevea la realización de actividades al­

tamente riesgosas.
• Desarrollos inmobiliarios que afecten los ecosistemas costeros.
• Obras y actividades en humedales, manglares, lagunas, ríos, lagos y

esteros conectados al mar, así como en sus litorales o zonas federales.
• Obras en áreas naturales protegidas de competencia de la Federación.
• Actividades pesqueras, acuícolas o agropecuarias que puedan poner

en peligro la preservación de una o más especies o causar daños a los
ecosistemas.

• Obras o actividades que correspondan a temas de competencia fede­
ral, los cuales puedan causar desequilibrios ecológicos graves e irrepa­
rables, daños a la salud pública o a los ecosistemas, así como rebasar
los limites y condiciones establecidos en las disposiciones jurídicas
concernientes a la preservación del equilibrio ecológico y la protec­
ción del ambiente.

Estas obras o actividades, como ya hemos señalado, requerirán una au­
torización de impacto ambiental. No obstante, el Reglamento deImpacto Am­
biental determinará las que por su ubicación, dimensiones, características o
alcances no produzcan daños ambientales significativos, no causen o pue­
dan causar desequilibrios ecológicos ni rebasen los limites y condiciones es­
tablecidos en las disposiciones juridicas referentes a la preservación del
equilibrio ecológico y la protección del ambiente y que por tanto, no deban
sujetarse al procedimiento de evaluación del impacto ambiental. 27

Ahora bien, los efectos negativos que sobre el ambiente, los recursos na­
turales, la flora y la fauna silvestre y demás recursos a que se refiere la LGEE­

PA, pudieran causar las obras o actividades de competencia federal que no
requieran someterse al procedimiento de evaluación del impacto ambiental,
estarán sujetas en lo conducente a las disposiciones de la misma, a sus re­
glamentos, a las normas oficiales mexicanas en materia ambiental, a la le-

27 Vrose los arts 50 y 60 del Reglamento de Impacto Ambiental.
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gtslacíón sobre recursos naturales que resulte aplicable, así como a los per­
misos, licencias, autorizaciones y concesiones que conforme a dicha norma­
tividad se requieran.

5.7.2.1 Procedimiento

Para obtener autorización en materia de impacto ambiental los interesados
deberán presentar a la Semarnat una manifestación de impacto ambiental,
la cual deberá contener por lo menos, una descripción de los posibles efec­
tos en el o los ecosistemas que pudieran ser afectados por la obra o activi­
dad de que se trate, considerando el conjunto de los elementos que confor­
man dichos ecosistemas, así como las medidas preventivas de mitigación y
las demás necesarias para evitar y reducir al mínimo los efectos negativos
sobre el ambiente. Además, cuando se trate de actividades consideradas al­
tamente riesgosas en los términos de la LGEEPA, la manifestación de impac­
to ambiental deberá incluir un estudio de riesgo, el cual es un documento
integrante de dicha manifestación.

Si después de presentar una manifestación de impacto ambiental se rea­
lizan modificaciones al proyecto de la obra o actividad respectiva, los inte­
resados deberán hacerlas del conocimiento de la Semarnat para que en un
plazo no mayor de 10 días les notifique si es necesaria la presentación de
información adicional para evaluar los efectos al ambiente que pudiesen
ocasionar tales modificaciones, en términos de lo dispuesto en la LGEEPA.

Los contenidos, las características y las modalidades de las manifesta­
ciones de impacto ambiental y los estudios de riesgo se establecen en el
Reglamento en Materia deEvaluación del Impacto Ambiental. Ahora bien, pa­
ra atender a los mandatos relacionados con el derecho a la información
que contempla la LGEEPA, la Semarnat publicará en su Gaceta ecológica el
listado de los informes preventivos que le sean presentados en los térmi­
nos de este articulo, los cuales estarán a disposición del público.

Debemos mencionar también que, en caso de que un plan o programa
parcial de desarrollo urbano o de ordenamiento ecológico del territorio in­
cluyan obras o actividades que requieran autorización de impacto ambien­
tal, las autoridades competentes de los estados, el Distrito Federal o los mu­
nicipios podrán presentar dichos planes o programas a la Semarnat, con el
propósito de que emita la autorización referente al conjunto de obras o ac­
tividades que se prevean realizar en un área determinada.

Por otra parte, tratándose de instalaciones de tratamiento, confinamien­
to o eliminación de residuos peligrosos o radiactivos; parques industriales
donde se prevea la realización de actividades altamente ríesgosas: desarro-
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llos inmobiliarios que afecten los ecosistemas costeros y obras en áreas na­
turales protegidas de competencia de la Federación, la Semarnat notificará
a los gobiernos estatales y municipales o del Distrito Federal según corres­
ponda, que ha recibido la manifestación de impacto ambiental respectiva, a
fin de que éstos manifiesten lo que a su derecho convenga.

La autorización que expida la Semarnat no obligará en forma alguna a
las autoridades locales para expedir las autorizaciones que les corresponda
en el ámbito de sus respectivas competencias. Una vez que dicha secretaría
reciba una manifestación de impacto ambiental e integre el expediente res­
pectivo, la pondrá a disposición del público para que sea consultada por
cualquier persona. Sin embargo, los promoventes de la obra o actividad
podrán requerir que se mantenga en reserva la información integrada al ex­
pediente, la cual de hacerse pública, pudiera afectar derechos de propiedad
industrial y la confidencialidad de la información comercial que aporte el in­
teresado.

Así, la LGEEPA establece en su art 34 un mecanismo de participación so­
cial muy significativo que es la consulta pública, la cual podrá llevar a cabo
la Semarnat a solicitud de cualquier persona de la comunidad de que se tra­
te, una síntesis de la consulta pública es la siguiente:

Recibida por la Semarnat una manifestación de impacto ambiental e integrado
el expediente respectivo, dicha dependencia pondrá el documento menciona­
do a disposición del público, con el fin de que pueda ser consultado por cual­
quier persona.

No obstante, los promoventes de la obra o actividad sujeta al procedimien­
to de evaluación del impacto ambiental podrán requerir que se mantenga en
reserva la información que haya sido integrada al expediente y que, de hacer­
se pública, pudiera afectar derechos de propiedad industrial, asi como la confi­
dencialidad de la información comercial que aporten los interesados.

La semarnat, a solicitud de cualquier persona de la comunidad de que
se trate, podrá efectuar una consulta pública -la cual se ha traducido en
la práctica como una obligación de la autoridad para llevarla a cabo y no
como una facultad que puede o no ejercerse- conforme a las bases si­
guientes:

a) La Semarnat publicará la solicitud de autorización en materia de im­
pacto ambiental en su gaceta ecológica. Asimismo, el promovente de­
berá publicar a su costa un extracto del proyecto de la obra o activi­
dad en un periódico de amplia circulación en la entidad federativa de
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que se trate. en un plazo de cinco días contados a partir de la fecha
en que se presente la manifestación de impacto ambiental a dicha se­
cretaría.

b) Cualquier ciudadano. en el plazo de 10 días contados a partir de la
publicación del extracto del proyecto en los términos antes referidos.
podrá solicitar a la Semarnat que ponga a disposición del público en
la entidad federativa que corresponda. la manifestación de impacto
ambiental.

e) Cuando se trate de obras o actividades que puedan generar desequi­
librios ecológicos graves o daños a la salud pública o a los ecosiste­
mas. de conformidad con lo que señale el reglamento de la presente
ley. la semarnat, en coordinación con las autoridades locales podrá
organizar una reunión pública de información en la cual el prornoven­
te explicará los aspectos técnicos ambientales de la obra o actividad
de que se trate.

d) Cualquier interesado. en el plazo de 20 días contados a partir de que
la Semarnat ponga a disposición del público la manifestación de im­
pacto ambiental. podrá sugerir el establecimiento de medidas de pre­
vención y mitigación adicionales. así como las observaciones que
considere pertinentes.

e) La Semarnat agregará las observaciones realizadas por los interesa­
dos al expediente respectivo y consignará. en la resolución que emi­
ta. el proceso de consulta pública realizado y los resultados de las ob­
servaciones y propuestas que por escrito se hayan formulado.

Una vez presentada la manifestación de impacto ambiental. la Semarnat
iniciará el procedimiemo de evaluación. para lo cual revisará que la solicitud
se ajuste a las formalidades previstas en la LGEEPA. al Reglamento de Evalua­
ci án del Impacto Ambiental y a las normas oficiales mexicanas aplicables e
integrará el expediente respectivo en un plazo no mayor de 10 días.

Para la autorización en materia de impacto ambiental de las obras y
actividades que la requieran. la Sernarnat, además de avocarse a los orde­
namientos ya señalados. se sujetará a lo que fijen los programas de desa­
rrollo urbano y de ordenamiento ecológico del territorio. las declaratorias
de áreas naturales protegidas y las demás disposiciones juridicas que re­
sulten aplicables. Además. la secretaria también deberá evaluar los posi­
bles efectos de dichas obras o actividades en el o los ecosistemas de que
se trate. considerando el conjunto de elementos que los conforman y no
únicamente los recurscs que. en su caso. serian sujetos de aprovecha­
miento o afectación.
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5.7.2.2 Resolución

Una vez evaluada la manifestación de impacto ambiental. la Semarnat erní­
tirá en un plazo de 60 días a partir de la recepciónde dicha rnanífestactón.t''
la resolución correspondiente debidamente fundada y motivada, en la que
podrá:

a) Autorizar la realización de la obra o actividad de que se trate, en los
términos solicitados.

b) Permitir de manera condicionada la obra o actividad de que se trate
a la modificación del proyecto o al establecimiento de medidas adí­
cionales de prevención y mitigación, a fin de que se eviten, atenúen
o compensen los impactos ambientales adversos susceptibles de ser
producidos en la construcción, en la operación normal y en caso de
accidente. Cuando se trate de autorizaciones condicionadas. la secre­
taría señalará los requerimientos que deban observarse en la realiza­
ción de la obra o actividad prevista.

e) Negar la autorización solicitada.

El tercer caso sólo procederá cuando:

a) Se contravenga lo establecido en la LGEEPA, en sus reglamentos, en las
normas oficiales mexicanas y demás disposiciones aplicables.

b) La obra o actividad de que se trate pueda propiciar que una o más es­
pecies sean declaradas como amenazadas o en peligro de extinción.
o cuando se afecte a una de ellas.

e) Exista falsedad en la información proporcionada por los prornoven­
tes, respecto de los impactos ambientales de la obra o actividad de
que se trate.

La sernarnat podrá exigir el otorgamiento de seguros o garantías respec­
to del cumplimiento de las condiciones establecidas en la autorización, en

28 La Semarnat podrásolicitar aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al contenido de la
manifestacIón de impacto ambiental que le sea presentada. suspendiéndose el término
que restare para concluir el procedimiento. En ningún caso la suspensión podráexceder el
plazo de 60 días, contados a partir de que ésta sea declarada por la secretaría. y siempre
y cuando le sea entregada la información requerida. Además, excepcionalmente. cuando
por la complejidad y las dimensiones de una obra o actividad la secretaría requiera un
plazo mayorpara su evaluación, éste sepodráampliarhasta por 60 díasadicionales, slern­
pre que sejustifique conforme a lo dispuesto en el reglamento de la presente ley.
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aquellos casos expresamente señalados en el Reglamento de Impacto Am­
biental, cuando durante la realización de las obras puedan producirse graves
daños a los ecosistemas. La resolución de la secretaría sólo se referirá a los
aspectos ambientales de las obras y actividades de que se trate.,

5.7.2.3 Informe preventívo

Algunas obras y actividades, para ser realizadas, requieren la presentación
de un informe preventivo y no de una manifestación de impacto ambiental
en ciertos casos determinados por la ley, como en los siguientes:

a) Cuando existan normas oficiales mexicanas u otras disposiciones que
regulen las emisiones, las descargas, el aprovechamiento de recursos
naturales y, en general, todos los impactos ambientales relevantes
que puedan producir las obras o actividades.

b) Cuando las obras o actividades de que se trate estén expresamente
previstas por un plan parcial de desarrollo urbano o de ordenamien­
to ecológico que haya sido evaluado y autorizado en materia de im­
pacto ambiental por la Semarnat.

c) Cuando se trate de instalaciones ubicadas en parques industriales au­
torizados en materia de impacto ambiental, en los términos de la
LGEEPA,

En los casos anteriores, una vez analizado el informe preventivo, la Se­
marnat determinará en un plazo no mayor a 20 días si se requiere la 'pre­
sentación de una manifestación de impacto ambiental en alguna de las mo­
dalidades previstas en el Reglamento de Evaluaciéfl del Impacto Ambiental, o
si se está en alguno de los supuestos señalados. Determinado lo anterior, el
interesado en realizar la obra o actividad deberá presentar la manifestación
de impacto ambiental que corresponda o podrá realizar la obra o actividad,
segun sea el caso.

5.7.2.4 Responsabilidad relacionada con los servicios
de impacto ambiental

Las personas que presten servicios de impacto ambiental serán responsa­
bles ante la Semarnat del contenido de los informes preventivos, de las
manifestaciones de impacto ambiental y de los estudios de riesgo que ela­
boren. Dichos prestadores de servicios declararán bajo protesta de decir
verdad que en las manifestaciones y estudios de riesgo que elaboraron se
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incorporan las mejores técnicas y metodologías existentes, así como la in­
formación y medidas de prevención y mitigación más efectivas.

Asimismo, los informes preventivos, las manifestaciones de impacto
ambiental y los estudios de riesgo podrán ser presentados por los interesa­
dos, las instituciones de investigación, los colegios o asociaciones profesio­
nales, en tal caso la responsabilidad contenida en el documento correspon­
derá a la persona que lo suscriba.

5.7.2.5 Otras autoridades facultadas para evaluar
el impacto ambiental

Cuando se trate del impacto ambiental que pudiesen ocasionar las obras o
actividades que no sean competencia de la Semarnat en los términos del art
28 de la LGEEPA, éste será evaluado por las autoridades del Distrito Federal o
de los estados con la participación de los municipios respectivos cuando por
su ubicación, dimensiones o características produzcan impactos ambienta­
les significativos en el medio ambiente, y estén expresamente señaiados en
la legislación ambiental estatal. En estos casos, la evaluación de impacto am­
biental se podrá efectuar entre los procedimientos de autorización de uso
del suelo, construcciones, fraccionamientos u otros que establezcan las le­
yes estatales y las disposiciones que de ella se deriven. Dichos ordenamien­
tos proveerán lo necesario a fin de hacer compatible la política ambiental
con la de desarrollo urbano y así evitar la duplicidad innecesaria de proce­
dimientos administrativos en la materia.

5.7.2.6 Autorización de inicio de obra Y otros requisitos

Cuando las obras o actividades señaladas en el art 28 de la LGEEPA requie­
ran, además de la autorización en materia de impacto ambiental, contar con
autorización de inicio de obra, las autoridades locales deberán verificar si el
interesado cuenta con la autorización de impacto ambiental expedida en
términos de lo dispuesto en el ordenamiento mencionado.

A solicitud del promavente, la secretaría integrará a la autorización en
materia de impacto ambiental los demás permisos, licencias y autorizacio­
nes de su competencia que se requieran para la realización de las obras y
actividades a que se hacen referencia.

5.7.3 Ordenamiento ecológico del territorio

Como lo señala María del Carmen Carrnona, en sentido estricto, la palabra
ordenamiento en la materia que nos o~upa supone un proceso de planeación
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dirigido a evaluar y programar el uso del suelo y el manejo de los recursos
naturales en el territorio nacional y las zonas en las que la nación ejerce su
soberanía y jurisdicción, para preservar y restaurar el equilibrio ecológico y
proteger el ambiente. En ese sentido, el ordenamiento territorial permite
orientar el emplazamiento geográfico de las actividades productivas, así co­
mo las modalidades de uso de los recursos y servicios ambientales, consti­
tuyendo el cimiento de la politica ecológica. Dicho ordenamiento entonces
debe ser la base para determinar la densidad y las formas de uso del suelo,
las áreas a conservar y aquellas que se deben restaurar."

Por su parte, la LGEEPA, en la fracc XXIII del art 30, define el ordena­
miento ecológico corno: "El instrumento de política ambiental cuyo obje­
to es regular o inducir el uso del suelo y las actividades productivas, con
el fin de lograr la protección del medio ambiente, la preservación y el
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales, a partir del análi­
sis de las tendencias de deterioro y las potencialidades de aprovechamien­
to de los mismos".

Según el ordenamiento ambiental anterior, en la formulación del precep­
to ecológico se deberán considerar ciertos criterios, a saber:

a) La naturaleza y características de los ecosistemas existentes en el te­
rritorio nacional y en las zonas que la nación ejerce soberanía y juris-
dicción. '

b) La vocación de cada zona o región, en función de sus recursos natu­
rales, la distribución de la población y las actividades económicas
predominantes.

e) Los desequilibrios existentes en los ecosistemas por efecto de los
asentamientos humanos, de las actividades económicas, de otras ac­
tividades humanas o fenómenos naturales.

el) El equilibrio que debe existir entre los asentamientos humanos y sus
condiciones ambientales.

e) El impacto ambiental de nuevos asentamientos humanos, vías de co­
municación y demás obras o actividades.

Ahora bien, debemos mencionar que el ordenamiento ecológico del te­
rritorio nacional y de las zonas en las que la nación ejerce su soberanía y ju­
risdicción, se llevará a cabo mediante diversos programas de ordenamiento
ecológico:

29 Instituto de Investigaciones Jurídicas, ob cit, pag 482.
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5.7.3.1 Programa de ordenamiento ecológico general del territorio

Es el primero de los programas señalados por la LGEEPA mediante los cuales
se lleva a cabo el ordenamiento ecológico del territorio. Este programa es
formulado por la Semarnat en el marco del sistema nacional de planeación
democrática y tiene por objeto determinar:

a) La regíonalízacíón ecológica del territorio nacional y de las zonas en
las cuales la nación ejerce soberanía y jurisdicción a partir del diag­
nóstico de las características, disponibilidad y demanda de los recur­
sos naturales, así como de las actividades productivas que en ellas se
desarrollen y de la ubicación y situación de los asentamientos huma­
nos existentes.

b) Los lineamientos y estrategias ecológicas para la preservación, pro­
tección, restauración y aprovechamiento sustentable de los recursos
naturales, así como para la localización de actividades productivas y
de los asentamientos humanos.

5.7.3.2 Programas regionales de ordenamiento ecológico del territorio

Estos programas son formulados por los gobiernos de los estados y del Dis­
trito Federal en los términos de las leyes locales aplicables, los cuales deben
contener, por lo menos:

a) La determinación del área o región a ordenar describiendo sus atri­
butos ñsícos, bióticos y socioeconómicos, así como el diagnóstico de
sus condiciones ambientales y las tecnologías utilizadas por los habi­
tantes del área.

b) La determinación de los criterios de regulación ecológica para la pre­
servación, protección, restauración y aprovechamiento sustentable
de los recursos naturales que se localicen en la región de que se tra­
te, así como para la realización de actividades productivas y la ubica­
ción de asentamientos humanos.

e) Los lineamientos para su ejecución, evaluación, seguimiento y modi­
ficación.

5.7.3.3 Programas locales de ordenamiento ecológico del territorio

Estos programas son expedidos por las autoridades municipales y, en su ca­
so, del Distrito Federal, de conformidad con las leyes locales en materia am­
biental y tienen por objeto:
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a) Determinar las distintas áreas ecológicas que se localicen en la zona
o región de que se trate describiendo sus atributos físicos, bióticos y
socioeconómicos, asi como el diagnóstico de sus condiciones am­
bientales y de las tecnologías utilizadas por los habitantes del área de
que se trate.

b) Regular, fuera de los centros de población, los usos del suelo con el
propósito de proteger el ambiente y preservar, restaurar y aprovechar
de manera sustentable los recursos naturales respectivos, fundamen­
talmente en la realización de actividades productivas y la localización
de asentamientos humanos.

e) Establecer los criterios de regulación ecológica para la protección,
preservación, restauración y aprovechamiento sustentable de los re­
cursos naturales en los centros de población, a fin de que sean con­
siderados en los planes o programas de desarrollo urbano correspon­
dientes.

Los procedimientos con los cuales serán formulados, aprobados, expedi­
dos, evaluados y modificados estos programas, de conformidad con la LGEE­

PA, son determinados en las leyes estatales o del Distrito Federal en la ma­
teria, conforme a las bases siguientes:

a) Existirá congruencia entre los programas de ordenamiento ecológico
marinos en su caso, general del territorio y regionales con los progra­
mas de ordenamiento ecológico local.

b) Los programas de ordenamiento ecológico local cubrirán una exten­
sión geográfica cuyas dimensiones permitan regular el uso del suelo,
de conformidad con lo previsto en la LGEEPA.

e) Las previsiones contenidas en los programas de ordenamiento ecoló­
gico local del territorio mediante las cuales se regulen los usos del
suelo, se referirán únicamente a las áreas localizadas fuera de los li­
mites de los centros de población. Cuando en dichas áreas se preten­
da la ampliación de un centro de población o la realización de pro­
yectos de desarrollo urbano se estará a lo que establezca el programa
de ordenamiento ecológico respectivo, el cual sólo podrá modificarse
mediante el procedimiento que fije la legislación local en la materia.

el) Las autoridades locales harán compatibles tanto el ordenamiento eco­
lógico del territorio como la ordenación y regulación de los asenta­
mientos humanos, incorporando las previsiones correspondientes en
los programas de ordenamiento ecológico local, así como en los pla­
nes o programas de desarrollo urbano que resulten aplicables.
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e) Los programas de ordenamiento ecológico local preverán los meca­
nismos de coordinación entre las distintas autoridades involucradas
en la formulación y ejecución de los programas.

fJ Cuando un programa de ordenamiento ecológico local incluya un
área natural protegida que competa a la Federación, o parte de ella,
el programa será elaborado y aprobado en forma conjunta por la Se­
mamar y los gobiernos de los estados, del Distrito Federal y de los
municipios, según corresponda.

9) Los programas de ordenamiento ecológico local regularán los usos
del suelo incluyendo ejidos, comunidades y pequeñas propiedades,
expresando las motivaciones que lo justifiquen.

h) Para la elaboración de los programas de ordenamiento ecológico lo­
cal, las leyes en la materia establecerán los mecanismos que garanti­
cen la participación de los particulares, los grupos y organizaciones
sociales, empresariales y demás interesados. Dichos mecanismos in­
cluirán, por lo menos, procedimientos de difusión y consulta pública
de los programas respectivos.

/) Las leyes locales en la materia establecerán las formas y los procedi­
mientos para que los particulares participen en la ejecución, vigilan­
cia y evaluación de los programas de ordenamiento ecológico a que
se refiere este precepto.

J) El gobierno federal podrá participar en la consulta a que se refiere
la fracción anterior y emitirá las recomendaciones que estime per­
tinentes.

5.7,3.4 Programas de ordenamiento ecológico marino

Estos programas pueden ser formulados, expedidos y ejecutados por la
Semarnat en coordinación con las dependencias federales competentes y
tienen por objeto establecer los lineamientos y previsiones a que deberá su­
jetarse la preservación, restauración, protección y aprovechamiento susten­
table de los recursos naturales existentes en áreas o superficies específicas
ubicadas en zonas marinas mexicanas, incluyendo las zonas federales adya­
centes.

Los programas de ordenamiento ecológico marino deberán contener,
por lo menos:

a) La delimitación precisa del área que abarcará el programa.
b) La determinación de las zonas ecológicas a partir de las característi­

cas, disponibilidad y demanda de los recursos naturales incluidas en
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ellas, así como las actividades productivas que se desarrollen en las
.mismas.

e) Los lineamientos. estrategias y demás previsiones para la preserva­
ción. protección. restauración y aprovechamiento sustentable de los
recursos naturales. así como la realización de actividades productivas
y demás obras que puedan afectar los ecosistemas respectivos.

En la determinación de las previsiones deberán considerarse los criterios
establecidos en la LGEEPi\ y las disposiciones que se deriven de ella. los tra­
tados internacionales de los cuales México forma parte y demás ordena­
mientos que regulen la materia. existiendo ya el Reglamento en Materia de
Ordenamiento Ecol ('yico.

5.7.4 Hormas oficiales mexicanas en materia ambiental

Uno de los instrumentos más importantes de la política ambiental es la se­
rie de normas oficiales que existen en México. las Cuales constituyen herra­
mientas de carácter regulatorío para adecuar la conducta de los agentes eco­
nómicos a los fines del Estado relacionados con la protección del ambiente
y el equilibrio ecológico.

En la cuestión ambiental, debemos tener en cuenta que el anteceden­
te de los instrumentos de carácter normativo está constituido por normas
técnicas ecológicas que en 1988 eran consideradas como el conjunto de
reglas ctentíñcas o tecnológicas emitidas por la entonces SEDUE. las cuales
establecían los requisitos. especificaciones. condiciones. procedimientos.
parámetros y límites permisibles que debían observarse en el desarrollo de
actividades o uso y destino de bienes, que causaran o pudiesen causar
desequilibrio ecológico o daño al ambiente y. además. que uniformaban
principios. criterios. políticas y estrategias en la rnaterta.'?

Esas normas técnicas tenían como función determinar los parámetros
en los cuales se garantizarían las condiciones necesarias para el bienestar
de la población así como para asegurar la preservación y restauración del
equilibrio ecológico y la protección al ambiente. Sin embargo. con la pu­
blicación de la Ley Federal sobre Metrologiay NormalizaciÓII (LPMN). dichas
normas se dejan de lado para dar paso a las Normas Oficiales Mexicanas
(NOMS), que tendrán una gran relevancia como instrumentos de la politica
ambiental.

30 Instituto de Investigaciones Jurídicas, ob cit. pag 515.
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La LFMN define a las NOMS en su art 30 , fracc XI, como las regulaciones
técnicas de observancia obligatoria expedidas por las dependencias compe­
tentes, conforme a las finalidades establecidas en el art 40, el cual prevé re­
gias, especificaciones, atributos, directrices, características o prescripciones
aplicables a un producto, proceso, instalación, sistema, actividad, servicio o
método de producción u operación, así como aquellas relativas a la termi­
nología, simbología, embalaje, marcado o etiquetado y las que se refieran a
su cumplimiento o aplicación.

Por su parte, el art 40 de la ley en cuestión señala como fines de las NOMS

establecer lo siguiente:

• Las características y/o especificaciones que deban reunir los produc­
tos y procesos cuando éstos puedan constituir un riesgo para la se­
guridad de las personas o dañar la salud humana, animal, vegetal, el
medio ambiente general y laboral, o para la preservación de recur­
sos naturales.

• Las características y/o especificaciones de los productos utilizados
como materias primas, partes o materiales para la fabricación o en­
samble de productos finales sujetos al cumplimiento de normas ofi­
ciales mexicanas, siempre que para cumplir las especificaciones de
éstos sean indispensables las de dichas materias primas, partes o
materiales.

• Las características y/o especificaciones que deban reunir los servicios
cuando éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad de las per­
sonas o dañar la salud humana, animal, vegetal o el medio ambiente
general y laboral o cuando se trate de la prestación de servicios de for­
ma generalizada para el consumidor.

• Las características y/o especificaciones relacionadas con los instru­
mentos para medir, los patrones de medida y sus métodos de medi­
ción, verificación, calibración y trazabilidad.

• Las especificaciones y/o procedimientos de envase y embalaje de los
productos que puedan constituir un riesgo para la seguridad de las
personas o dañar la salud de las mismas o el medio ambiente.

• Las condiciones de salud, seguridad e higiene que deberán observar­
se en los centros de trabajo y otros centros públicos de reunión.

• La nomenclatura, expresiones, abreviaturas, símbolos, diagramas o di­
bujos que deberán emplearse en el lenguaje técnico industrial, comer­
cial, de servicios o de comunicación.

• La descripción de emblemas, símbolos y contraseñas para fines de la
LFMN.
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• Las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos que
permitan proteger y promover el mejoramiento del medio ambiente y
los ecosistemas, así como la preservación de los recursos naturales.

• Las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos que
permitan proteger y promover la salud de las personas, animales o ve­
getales.

• La determinación de la información comercial, sanitaria, ecológica, de
calidad, seguridad. e higiene y requisitos que deben cumplir las etique­
tas, envases, embalaje y la publicidad de los productos y servicios pa­
ra dar información al consumidor o usuario.

• Las características y/o especificaciones que deben reunir los equipos,
materiales, dispositivos e instalaciones industriales, comerciales, de
servicios y domésticas para fines sanitarios, acuicolas, agrícolas, pe­
cuarios, ecológicos, de comunicaciones, de seguridad o calidad, parti­
cularmente cuando sean peligrosos.

• Los apoyos a las denominaciones de origen para productos del país.
• Las características y/o especificaciones que deban reunir los aparatos,

redes y sistemas de comunicación, así como los vehículos de trans­
porte, equipos y servicios conexos para proteger las vías generales de
comunicación y la seguridad de sus usuarios.

• Las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos pa­
ra el manejo, transporte y confinamiento de materiales y residuos in­
dustriales peligrosos y de las sustancias radiactivas.

• Otras en las cuales se requieran normalizar productos, métodos, pro­
cesos, sistemas o prácticas industriales, comerciales o de servicios de
conformidad con otras disposiciones legales.

De este precepto se desprende, sin duda la importancia de las NOMS en
materia ambiental, a las cuales hace referencia la LGEEPA como instrumentos
para garantizar la sustentabilidad de las actividades económicas y el aprove­
chamiento sustentable de los recursos naturales. Dichas NOMS son emitidas
por la Semarnat, cuyo cumplimiento es obligatorio en el territorio nacional y
señalan su ámbito de validez, vigencia y gradualidad en su aplicación.

5.7.4.1 ()t>je1iv()5

En materia ambiental las NOMS tienen los objetivos siguientes:

a) Establecer los requisitos, especificaciones. condiciones. procedimien­
tos, metas, parámetros y iímites permisibles que deberán observarse
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en regiones, zonas, cuencas o ecosistemas en el aprovechamiento de
los recursos naturales, en el desarrollo de actividades económicas, en
el uso y destino de bienes, en insumas y en procesos.

b) Considerar las condiciones necesarias para el bienestar de la pobla­
ción así como la preservación o restauración de los recursos natura­
les y la protección al ambiente.

e) Estimular o inducir a los agentes económicos para reorientar sus pro­
cesos y tecnologías a la protección del ambiente y el desarrollo sus­
tentable.

d) Otorgar certidumbre a largo plazo a la inversión e inducir a los agen­
tes económicos para que asuman los costos de la afectación ambien­
tal que ocasionen.

e) Fomentar actividades productivas en un marco de eficiencia y susten­
tabilidad.

5.7.4.2 Formulación

En la formulación de las NOMS, debe estimarse que el cumplimiento de sus
previsiones tiene que realizarse de conformidad con las características de
cada proceso productivo o actividad sujeta a regulación, sin que ello impli­
que el uso obligatorio de tecnologías especificas.

Cuando las normas oficiales mexicanas en materia ambiental establezcan
el uso de equipos, procesos o tecnologías especificas, los destinatarios de las
mismas podrán sugerir a la Semarnat, para su aprobación, los equipos, proce­
sos o tecnologías alternativos mediante los cuales se ajustarán a las previsio­
nes correspondientes. Para tal efecto, los interesados acompañarán a su pro­
puesta la justificación en que ésta se sustente para cumplir los objetivos y
finalidades previstas en la norma oficial mexicana de que se trate.

Una vez recibida la propuesta, la Semarnat emitirá la resolución respec­
tiva en un plazo no mayor a 30 días. En caso de que no se decrete dicha
resolución en el plazo señalado, se estimará como negativa. Cuando la de­
cisión sea favorable, deberá publicarse en un órgano de difusión oficial y
surtirá efectos en beneficio de quien lo solicite respetando, en su caso, los
derechos adquiridos en materia de propiedad industrial.

5.7.5 Regulación ambiental de los asentamientos humanos

La regulación ambiental de los asentamientos humanos es otro instrumen­
to de la política ambiental, mediante el cual se pretende contribuir al logro
de los objetivos que se plantean en esta materia como fines del Estado. Así-



270 lA GESTiÓN AMBIENTAL

mismo, se intenta por medio de ellos la consecución de los propósitos fija­
dos en materia de desarrollo urbano y vivienda.

En ese sentido, para que dicho instrumento sea congruente con los ob­
jetivos que se señalan, y con lo dispuesto por el art 27 constitucional en ma­
teria de asentamientos humanos, deberán estimarse los criterios siguientes:

a) Los planes de desarrollo urbano deberán tomar en cuenta los linea­
mientos y estrategias contenidos en los programas de ordenamiento
ecológico del territorio.

b) En la determinación de los usos del suelo se buscará lograr la diver­
sidad y eficiencia. de los mismos y se evitará el desarrollo de esque­
mas segregados () unifuncionales, así como las tendencias a la subur­
banización extensiva.

e) En la ubicación de las áreas para el crecimiento de los centros de po­
blación se fomentará la mezcla de los usos habitacionales con los pro­
ductivos que no representen riesgos o daños a la salud de la pobla­
ción para evitar que se afecten áreas con alto valor ambiental.

d) Se deberá privilegiar el establecimiento de sistemas de transporte co­
lectivo y otros medios de alta eficiencia energética y ambiental.

e) Se establecerán y manejarán en forma prioritaria las áreas de conser­
vación ecológica en torno a los asentamientos humanos.

!J Las autoridades de la Federación, ios estados, el Distrito Federal y los
municipios, en el ámbito de su competencia, promoverán la utiliza­
ción de instrumentos económicos, fiscales y financieros de política
urbana y ambiental para inducir conductas compatibles con la pro­
tección y restauración del medio ambiente y con un desarrollo urba­
no sustentable.

g) El aprovechamiento del agua para usos urbanos deberá incorporar de
manera equitativa los costos de su tratamiento, considerando la afec­
tación a la calidad del recurso y la cantidad que se utilice.

h) En la determinación de áreas para actividades altamente rtesgosas, se
establecerán las zonas intermedias de salvaguarda en las cuales no
se permitirán los usos habitacíonales. comerciales u otros que pon­

- gan en riesgo a la población.
/) La política ecológica debe buscar la corrección de aquellos desequili­

brios que deterioren la calidad de vida de la población y, a la vez, pre­
ver las tendencias de crecimiento del asentamiento humano para
mantener una relación suficiente entre la base de recursos y la pobla­
ción, y cuidar los factores ecológicos y ambientales que son parte in­
tegrante de la calidad de vida.
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5.7.6 Autorregulación y auditorías ambientales

5.7.6.1 Autorregulación

La autorregulación es un instrumento de política ambiental que fomenta el
desarrollo de esquemas voluntarios que procuren el mejoramiento ambien­
tal mediante la minimización de 'residuos e insumos y de cambios en pro­
cesos hacia tecnologías más limpias; tienen implícito un compromiso que
rebasa las obligaciones formales de quienes se incorporan en dichos es­
quemas más allá de la normatividad vigente o cubriendo lagunas en los
sistemas obligatorios de regulación. Algunos de estos mecanismos son las
Normas voluntarias y los procesos de certíñcacton."

Al referirse a la autorregulación, la LGEEPA señala en su art 38 que los pro­
ductores. empresas u organizaciones empresariales podrán desarrollar vo­
luntariamente procesos de autorregulacíón mediante los cuales mejoren su
desempeño ambiental. respetando la legislación y normatividad vigentes y
se comprometan a superar o cumplir mayores niveles, metas o beneficios
en materia de protección ambiental.

Al respecto. la Semarnat inducirá o concertará en el ámbito federal:

al El desarrollo de procesos productivos adecuados y compatibles con el
ambiente. así como sistemas de protección y restauración conveni­
dos con cámaras de industria. comercio y otras actividades producti­
vas, organizaciones de productores. organizaciones representativas
de una zona o región. instituciones de investigación cientifica y tec­
nológica y otras organizaciones interesadas.

bl El cumplimiento de normas voluntarias o especificaciones técnicas
en materia ambiental que sean más estrictas que las normas oficia­
les mexicanas o que se refieran a aspectos no previstos por éstas. las
cuales serán establecidas de común acuerdo con particulares o con
asociaciones u organizaciones que los representen. Para tal efecto. la
secretaría promoverá el establecimiento de normas mexicanas con­
forme a lo previsto en la LeyFederal sobre Metrología y Normaiizacítn.

e) El establecimiento de sistemas de certificación de procesos o produc­
tos para inducir patrones de consumo que sean compatibles o que
preserven. mejoren o restauren el medio ambiente. debiendo obser­
var. en su caso. las disposiciones aplicables de la LeyFederal sobre Me­
trología y Normaiizactin.

31 vézse glosario de términos en la dirección electrónica de la Secretaria de Medio Ambiente
y Recursos Naturales: www.semarnat.gob.mx
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d) Las demás acciones que induzcan a las empresas a lograr los objeti­
vos de la política ambiental superiores a las previstas en la normati­
vidad ambiental establecida.

5.7.6.2 Auditoñas ambientales

La auditoría ambiental. según Quintana Valtierra, consiste en "... la revi­
sión sistemática y exhaustiva de una empresa, ya sea de bienes o servicios,
en sus procedimientos y prácticas con la finalidad de comprobar el grado de
cumplimiento de los aspectos tanto regulados como de los no regulados en
materia de riesgo, a fin de evitar que la autoridad competente emita las re­
comendaciones preventivas y correctivas a que haya lugar".32

Al hacer referencia a este instrumento de política ambiental, la LGEEPA33

señala que los responsables del funcionamiento de una empresa podrán, en
forma voluntaria y mediante una auditoría ambiental, realizar el examen
metodológico de sus operaciones respecto a la contaminación y el riesgo
que generan, así como el grado de cumplimiento de la normatividad am­
biental, de los parámetros internacionales y de buenas prácticas de opera­
ción e ingeniería aplicables con el objeto de definir las medidas preventivas
y correctivas necesarias para proteger el medio ambiente.

Asimismo, señala que la Semarnat desarrollará un programa dirigido a
fomentar la realización de auditorías ambientales y supervisará su ejecu­
ción, para lo cual llevará a cabo ciertas acciones, a saber:

a) Elaborará los términos de referencia que establezcan la metodología
para la realización de las auditorías ambientales.

b) Establecerá un sistema de aprobación y acreditamiento de peritos y
auditores ambientales, determinando los procedimientos y requisitos
que deberán cumplir los interesados para incorporarse a dicho siste­
ma debiendo, en su caso, observar lo dispuesto por la Ley Federal so­
bre Metrología y Normalización. Para tal efecto, integrará un comité
técnico constituido por representantes de instituciones de investiga­
ción, colegios y asociaciones profesionales y organizaciones del sec­
tor industrial.

e) Desarrollará programas de capacitación en materia de peritajes y au­
ditorías ambientales.

32 Jesús Quintana Valtierra. Derecho ambiental mexicano. Lineamientos generales, 1a ed,
Editorial Porrúa, México. 2000, pag 131.

" Arts 38 bis a 38 bis 2.
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d) Instrumentará un sistema de reconocimientos y estímulos que permi­
ta identificar a las industrias que cumplan oportunamente los com­
promisos adquiridos en las auditorías ambientales.

e) Promoverá la creación de centros regionales de apoyo a la mediana
y pequeña industria, con el fin de facilitar la realización de auditorías
en dichos sectores.

./J Convendrá o concertará con personas físicas o morales, públicas o
privadas, la realización de auditorías ambientales.

Por otra parte, debemos señalar una importante atribución de la Semar­
nat, la cual consiste en el establecimiento de programas preventivos y correc­
tivos derivados de las auditorías ambientales, así como el diagnóstico básico
del cual proceden, a disposición de quienes resulten o puedan resultar direc­
tamente afectados. En todo caso, deberán observarse las disposiciones lega­
les referentes a la confidencialidad de la información industrial y comercial.

Finalmente, es preciso indicar que los estados y el Distrito Federal po­
drán participar mediante la autorregulación y las auditorías ambientales, al
encontrarse facultados para establecer sistemas que contengan estos meca­
nismos en los ámbitos de sus respectivas competencias.

5.7.7 Instrumentos económico&-- ;v':".l..

Los instrumentos económicos en materia ambiental fueron introducidos en
nuestro sistema jurídico como una respuesta al constante incremento de la
preocupación por parte de las autoridades en relación con el ambiente. Jesús
Quintana Valtierra señala que dichos instrumentos fueron insertados en la le­
gislación ambiental mexicana, con el fin de que funjan como mecanismo idó­
neo para hacer efectivos dos principios de política ambiental, a saber:

a) Que quien contamine, haga un uso excesivo de recursos naturales o
altere los ecosistemas, debe asumir los costos inherentes a su con­
ducta.

b) Que quien conserve los recursos e invierta en la conservación ecoló­
gica reconstruyendo el capital ambiental de la nación, debe recibir
por ello un estimulo o una compensación.

La intención de las autoridades ambientales al instrumentar las herra­
mientas para la consecución de los fines planteados en la política ambien­
tal es clara: abrir espacios de oportunidad para alcanzar los objetivos
ambientales, logrando asi mayor equidad social y una solidaridad ínterge-
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neracional en la distribución de costos y beneficios asociados a la politica
arnbiental.I"

La política de adoptar instrumentos económicos para preservar el am­
biente, ha sido adoptada por la Organización de Cooperación para el Desa­
rrollo Económico (OCDE) y los países que forman la Unión Europea. Además,
esta politica ha sido reafirmada en la Conferencia de Estocolmo y con la
Creación de la Comisión de Medio Ambiente y Desarrollo (Comisión Brund­
tland) en 1984. Sin embargo, el documento más importante en ese sentido
es la Agenda 21, la cual es el resultado de los trabajos que se llevaron a ca­
bo en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desa­
rrollo celebrada en Río de [aneíro, en 1992. Dicho documento, en su capí­
tulo octavo, prevé la aplicación de una serie de instrumentos económicos de
gran relevancia para la protección del ambiente.

En lo que respecta a nuestro país, el fundamento constitucional de este
tipo de instrumentos lo encontramos en los arts 25 y 27 de la Carta Magna.
El primero señala en su sexto párrafo: "Bajo criterios de equidad social y
productividad (el Estado) se apoyará e impulsará a las empresas de los sec­
tores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que
dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recursos pro­
ductivos, cuidando su conservación y el medio ambiente".

Por su parte, el tercer párrafo del art 27 constitucional instrumenta este
tipo de herramientas de politica ambiental mediante la imposición a la pro­
piedad privada de las modalidades que dicte el interés público buscando
siempre la protección al ambiente.

Los instrumentos económicos que, como ya hemos visto, tienen su fun­
damento en la Constitución, son desarrollados por la LGEEPA en la sección III
del capítulo IV, título 1, la cual señala que son los mecanismos normativos y
administrativos de carácter fiscal, financiero o de mercado mediante los
cuales las personas asumen los beneficios y costos ambientales que gene­
ren sus actividades económicas, incentivándolas a realizar acciones que fa­
vorezcan el ambiente. Asimismo, consideran una serie de instrumentos eco­
nómicos que se incorporan a la política ambiental, los cuales son:

5.7.7.1 Instrumentos económicos de carácter fiscal

Son aquellos estímulos fiscales que incentivan el cumplimiento de los obje­
tivos de la política ambiental. Según la LGEEPA, en ningún caso estos instru­
mentos se establecerán con fines exclusivamente recaudatorios.

}4 Jesús Quintana Valtierra. ob cit. pag 13~.
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5.7.7.2 Instrumentos financieros

Son instrumentos financieros los créditos, las fianzas, los seguros de respon­
sabilidad civil, los fondos y los fideicomisos, cuando sus objetivos estén
dirigidos a la preservación, protección, restauración o aprovechamiento sus­
tentable de los recursos naturales y el ambiente, así como al financiamien­
to de programas, proyectos, estudios e investigación científica y tecnológica
para la preservación del equilibrio ecológico y protección al ambiente.

La propia LGEEPA señala algunas actividades prioritarias para efectos del
otorgamiento de estímulos fiscales que se establezcan conforme a la Ley de
Ingresos de la Federación, dichas actividades son:

al La investigación, incorporación o utilización de mecanismos, equipos
y tecnologías que tengan por objeto evitar, reducir o controlar la con­
taminación o deterioro ambiental, así como el uso eficiente de recur­
sos naturales y de energía.

bl Investigar e incorporar sistemas de ahorro de energía y la utilización
de fuentes de energía menos contaminantes.

el El ahorro y aprovechamiento sustentable y la prevención de la conta­
minación del agua.

d) La ubícactón y reubicación de instalaciones industriales, comerciales
y de servicios en áreas ambientalmente adecuadas.

el El establecimiento, manejo y vigilancia de áreas naturales protegidas.
1> En general, aquellas actívidades relacionadas con la preservación y

restauración del equilibrio ecológico y la protección al ambiente.

5.7.7.3 Instrumentos de mercado

De acuerdo con la LGEEPA, son instrumentos de mercado las concesiones, au­
torizaciones, licencias y permisos que corresponden a volúmenes preesta­
blecidos de emisiones de contaminantes en el aire, agua o suelo, o bien, que
fijan los límites de aprovechamiento de recursos naturales, de construcción
en áreas naturales protegidas o en zonas cuya preservación y protección se
considere relevante desde el punto de vista ambiental.

Las prerrogativas derivadas de los instrumentos económicos de merca­
do serán transferibles, no gravables y quedarán sujetos al interés público y
al aprovechamiento sustentable de los recursos naturales.

5.7.7.4 Participación de las entidades federativas en la incorporación
de instrumentos económicos a la política ambiental

El art 21 de la LGEEPA engloba la intención de que los gobiernos locales par­
ticipen en el establecimiento de instrumentos económicos en la política am-
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biental. En efecto, este precepto señala el deber de la Federación, los esta­
dos y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias de
diseñar, desarrollar y aplicar instrumentos económicos que incentiven el
cumplimiento de los objetivos de la política ambiental, y mediante los cua­
les se busque:

a) Promover un cambio en la conducta de las personas que realicen ac­
tividades industriales, comerciales y de servicios, de tal manera que
sus intereses sean compatibles con los intereses colectivos de protec­
ción ambiental y desarrollo sustentable.

b) Fomentar la incorporación de información confiable y suficiente res­
pecto a las consecuencias, beneficios y costos ambientales al sistema
de precios de la economía.

e) Otorgar incentivos a quien realice acciones para la protección, preser­
vación o restauración del equilibrio ecológico. Asimismo, deberán
procurar que quienes dañen el ambiente, hagan un uso indebido de
recursos naturales o alteren los ecosistemas, asuman los costos res­
pectivos.

d) Promover mayor equidad social en la distribución de costos y bene­
ficios asociados a los objetivos de la política ambiental.

e) Procurar su utilización conjunta con otros instrumentos de políticaam­
biental, en especial cuando se trate de observar umbrales o límites en
la utilización de ecosistemas, de tal manera que se garanticen su inte­
gridad y equilibrio, así como la salud y el bienestar de la población.

5.7.8 Actividades altélmente riesgosas

Como vimos en la unidad 1, las actividades altamente riesgosas (MR) no se
encuentran definidas en la LGEEPA; sin embargo, su regulación ambiental se en­
cuentra establecida en dicho ordenamiento jurídico, desde una doble óptica:

• El control del impacto ambiental que pudieran causar, y
• El control del uso de suelo en zonas en las cuales se permita la insta­

lación y operación de industrias que realicen este tipo de actividades.

Desde el punto de vista del impacto ambiental, hemos visto que las per­
sonas que pretendan realizar obras consistentes en parques industriales
donde se prevean llevar a cabo AAR, requieren presentar una manifestación
de impacto ambiental incluyendo un estudio de riesgo. Además, en la sus­
tanciación del procedimiento de evaluación del impacto ambiental de tales
obras, la Semarnat tiene la obligación de notificar a los gobiernos estatales,
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municipales y del Distrito Federal. la recepción de la manifestación de im­
pacto ambiental correspondiente. a efecto de que dichas autoridades mani­
fiesten en el expediente lo que a su derecho convenga.

Respecto del uso de suelo. la regulación ambiental de las actividades al­
tamente ríesgosas contenida en la LGEEPA sienta las bases de promoción y
coordinación entre la Federación. los estados y los municipios para el con­
trol y la seguridad de dichas actividades respecto de los ecosistemas y la po­
blación. En ese sentido. la LGEEPA dedica un capítulo" a tales actividades. el
cual consiste en lo siguiente:

La Semamat promoverá que en la determinación de los usos del suelo se espe­
cifiquen las zonas en las que se permita el establecimiento de industrias. comer­
cios o servicios considerados riesgosos por la gravedad de los efectos que pue­
dan generar en los ecosistemas o en el ambiente tomándose en consideración:

• Las condiciones topográficas. meteorológicas. climatológicas. geológicas y sis­
micas de las zonas.

• Su proximidad a centros de población. previendo las tendencias de expansión
del respectivo asentamiento y la creación de nuevos asentamientos.

• Los impactos que tendria un posible evento extraordinario de la industria. co­
mercio o servicio de que se trate. sobre los centros de población y los recursos
naturales.

• La compatibilidad con otras actividades de las zonas.
• La infraestructura existente y necesaria para la atención de emergencias eco­

lógicas.
• La infraestructura para la dotación de servicios básicos.

La Semarnat, previa opinión de las secretarías de Energía. de Comercio
y Fomento Industrial (ahora de Economía). de Salud. de Gobernación y del
Trabajo y Previsión Social. conforme al reglamento que para tal efecto se ex­
pida -el cual a la fecha no se ha expedido-o dispondrá la clasificación de
las activídades que deban considerarse altamente rtesgosas en virtud de las
características corrosivas. reactivas. explosivas. tóxicas. inflamables o bioló­
gico-infecciosas para el equilibrio ecológico o el ambiente. de los materiales
que se generen o manejen en los establecimientos industriales. comerciales
o de servicios. considerando. además. los volúmenes de manejo y la ubica­
ción del establecimiento.

35 Arts 145 a 149, Capítulo V, Título Cuarto, Protección al Ambiente.
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La realización de actividades industriales, comerciales o de servicios alta­
mente riesgosas, se llevarán a cabo con apego a lo dispuesto por la LGEEPA,

las disposiciones reglamentarias que de ella emanen y las normas oficiales
mexicanas. Quienes realicen AAR en los términos del reglamento correspon­
diente, deberán formular y presentar a la Semarnat un estudio de riesgo am­
biental, así como someter a la aprobación de dicha dependencia y de las se­
cretarías de Gobernación, de Energía, de Comercio y Fomento Industrial, de
Salud, y del Trabajo y Previsión Social, los programas para la prevención
de accidentes en la reahzacíón de tales actividades, que puedan causar gra­
ves desequilibrios ecológicos.

Una de las figuras más importantes para la regulación de AAR es la de­
terminación de zonas intermedias de salvaguarda; al respecto, la LGEEPA dis­
pone que, cuando para garantizar la seguridad de los vecinos de una indus­
tria que lleve a cabo actividades altamente ríesgosas sea necesario fijar una
zona intermedia de salvaguarda, el gobierno federal podrá, mediante decla­
ratoria, establecer restricciones a los usos urbanos que pudieran ocasionar
riesgos para la población. La secretaría promoverá, ante las autoridades lo­
cales competentes, que los planes o programas de desarrollo urbano esta­
blezcan que en dichas zonas no se permitirán los usos habítacíonales, co­
merciales u otros que pongan en riesgo a la población.

Los estados y el Distrito Federal regularán las actividades que no sean
consideradas altamente riesgcsas -competencia local-, cuando éstas afec­
ten el equilibrio de los ecosistemas o el ambiente en la circunscripción te­
rritorial correspondiente, de conformidad con las normas oficiales mexica­
nas que sean aplicables. La legislación local definirá las bases a fin de que
la Federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios coordinen sus
acciones respecto de este tipo de actividades.

5.7.9 Investigación y educación ecológicas

Los últimos instrumentos de política ambiental que la LGEEPA maneja, aunque
no los menos importantes. son la investigación y la educación ecológicas las
cuales, como es bien sabido, forman parte fundamental en el desarrollo de
un país, por tanto, no pueden dejarse de lado sus aspectos ambientales si se
quiere que el desarrollo sea sustentable.

Raúl Brañes señala que

... la investigación y la educación ecológicas, incluida la capacitación, son ins­
trumentos de la más alta importancia para aplicar la política ambiental y, en ge­
neral, para el desarrollo sostenible en cualquier parte del mundo. En ese senn-
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do. no es exagerado afirmar que la creciente formación de una conciencia am­
biental en la sociedad civil y en la sociedad política de un país es un prerrequí­
sito indispensable para una gestión ambientai verdaderamente exitosa."

La educación en materia ambiental tiene su fundamento constitucional en
el art 30. fracc 11. inc b). donde destaca que la enseñanza que imparta el Esta­
do atenderá, entre otras cosas. al aprovechamiento de nuestros recursos. Por
su parte, la Ley General de Educacién en su art 70, fracc XI. señala como uno
de los fines de la educación: "Hacer conciencia de la necesidad de un aprove­
chamiento racional de los recursos naturales y la protección del ambiente".

El ordenamiento ambiental no deja de lado estos importantes instru­
mentos de política ambiental y señala que las autoridades competentes pro­
moverán la incorporación de contenidos ecológicos. conocimientos. valores
y competencias en los diversos ciclos educativos. especialmente en el nivel
básico, así como en la formación cultural de la niñez y la juventud. Asimis­
mo, propiciarán la participación comprometída de los medios de comunica­
ción masiva en el fortalecimiento de la conciencia ecológica y la sociali­
zación de proyectos de desarrollo sustentable.

Para tal efecto, mediante diversas acciones la Semarnat promoverá la ge­
neración de conocimientos estratégicos acerca de la naturaleza. la interac­
ción entre los elementos de los ecosistemas incluido el ser humano, la evo­
lución y transformación de los mismos a fin de contar con información
para la elaboración de programas que fomenten la prevención, restauración,
conservación y protección del ambiente.V

Ahora bien. la participación en esta importante labor no sólo correspon­
de a la semarnat: según el art 40 de la LGEEPA, la Secretaría del Trabajo y Pre­
visión Social promoverá el desarrollo de la capacitación y adiestramiento en
y para el trabajo en materia de protección al ambiente, así como de preser­
vación y restauración del equilibrio ecológico de acuerdo con lo señalado en
esta ley y de conformidad con los sistemas. métodos y procedimientos que
prevenga la legislación especial. También propiciará la incorporación de
contenidos ecológicos en los programas de las comisiones mixtas de segu­
ridad e higiene.

Finalmente el gobierno federal. las entidades federativas y los munici­
pios con arreglo a lo que dispongan las legislaturas locales. fomentarán
investigaciones científicas y promoverán programas para el desarrollo de
técnicas y procedimientos que permitan prevenir, controlar y abatir la con-

36 Ralil Brañes Ballesteros. ob cit. pág 243.
37 LGEEPA, art 39.



280 lA GESTiÓN AMBIENTAL

tarnínacíón, propiciar el aprovechamiento racional de los recursos y prote­
ger los ecosistemas; para ello. se celebrarán convenios con instituciones de
educación superior. centros de investigación. instituciones del sector social
y privado. investigadores y especialistas en la materia.

5.7.10 Programa Univc~rsitario del Medio Ambiente

El Programa Universitario del Medio Ambiente (PUMA) forma parte del com­
promiso en materia de educación ambiental que existe en nuestro país. el
cual surge de la preocupación de la Universidad Nacional Autónoma de Mé­
xico (UNAM) por los problemas ambientales y por contribuir al gran reto pa­
ra detener o revertir las alteraciones de los delicados equilibrios existentes
en la naturaleza. sin limitar el desarrollo de la sociedad. El PUMA es una ins­
tancia de coordinación horizontal de la UNAM. creada el 15 de noviembre de
1991 y que une los esfuerzos de varios grupos de trabajo multidisciplinarios
cuyo objeto es apoyar. promover. coordinar e impulsar actividades en las de­
pendencias de dicha institución. orientadas a investigar y difundir el desa­
rrollo sustentable."

El PUMA forma parte de la coordinación de vinculación de la UNAM y
cuenta con un consejo asesor externo que funciona como un órgano consul­
tivo. el cual orienta y apoya las tareas que se llevan a cabo en el programa.
Este consejo está integrado por altos funcionarios de la Sernarnat. de la Pro­
fepa, del ms, del Instituto Nacional de la Pesca. de la Comisión Nacional del
Agua. de Pernex, del Instituto Mexicano del Petróleo. de la Secretaría de
Energía. de la Comisión Federal de Electricidad y de la Confederación de Cá­
maras Industriales. Estos organismos coadyuvan en la misión que tiene el
PUMA para promover la educación ambiental en México. por lo cual su es­
pectro de acción es rriuy amplio.

El PUMA atiende la formación de recursos humanos en el área ambiental
la cual. por su carácter multidisciplinario. no encuentra cabida en las facul­
tades y escuelas existentes; difunde el conocimiento mediante la impartí­
ción de cursos de actualización y la publicación de libros; asimismo. vincu­
la a los distintos sectores de la sociedad con la UNAM y entre si.

" jesús Quintana Valtierra, ob cit. pág 135.



UNIDAD 6
La responsabilidad jurídica

por daños al medio ambiente

Objetivo particular: al concluir esta parte del curso, el alumno:

Identificar á Yexplicar á la instituci 00. de la responsabilidad jurídica que
deriva de actos que inciden de manera negativa en el medio ambiente.
las limitaciones de dicha instituci 00. frente a los problemas que ofrece
la reparaci 00. de los daños al medio ambiente. y la importancia de la
participaci 00. social en el control de actividades que puedan producir
efectos adversos a los ecosistemas y sus componentes.

6.1 Concepto ordinario de responsabilidad

En repetidas ocasiones escuchamos la palabra responsabilidad al referirnos
a una persona o conducta, con esta voz calificamos a un sujeto o grupo de
individuos en su manera de ser y de hacer las cosas. Los diferentes signifi­
cados que ia sociedad le ha dado a dicho concepto resultan interesantes por
las características que encierran y que incluso han trascendido el lenguaje
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ordinario. Tan benévolo puede ser el adjetivo responsable. como cambiar
radicalmente su sentido al reprobar una acción inaceptable para la colecti­
vidad. Veamos algunos ejemplos acerca de esto:

Una persona que cumple de forma cabal con sus deberes, es un sujeto
responsable; así. escuchamos expresiones como: "X es un buen muchacho
porque es responsable en sus estudios". o "Y siempre se levanta temprano
para llegar a tiempo a su trabajo porque es muy responsable". El reconoci­
miento de la sociedad hacia X o Yse debe a la percepción que la colectivi­
dad tiene del cumplimiento de las obligaciones inherentes a todo sujeto en
lo individual. en un lugar y tiempo determinados. por lo que las personas
resumen tal cualidad con el adjetivo en cuestión.

Contrario a la significación "responsable por el deber cumplido". la gen­
te tacha de irresponsables a las personas que pasan por alto la observancia
y el cumplimiento de sus obligaciones. Otra acepción la encontramos en ac­
tos o hechos de un individuo que causan daño a una persona o una colecti­
vidad. lo cual hace que el sujeto o sujetos afectados señalen en forma acu­
satoria al que causó el mal, trátese de acciones que sólo trascienden a un
ámbito reducido o que por ser actos ilícitos son reprobados por la sociedad
en general; es decir. que por su comisión infrinjan las normas contenidas en
una ley u ordenamiento que deban ser observados por sus destinatarios. Es­
te concepto de responsabilidad es el más apegado al que nos interesa en
nuestro estudio. por su relevancia jurídica.

6.2 Distintas acepciones jurídicas del concepto
responsabilidad

La institución de la responsabilidad. 1 desde el punto de vista jurídico. puede
definirse como la situación en que se encuentra aquella persona que debe
sufrir las consecuencias de un hecho causante de un daño y que le es impu­
table. El concepto responsabilidad ha sido ampliamente discutido por la doc­
trina; sin embargo. existen coincidencias en su origen y en sus efectos o
consecuencias: la responsabilidad, vista como institución jurídica o situa­
ción de un individuo frente a los demás. aparece como consecuencia de la
comisión de un acto o hecho que produce un daño. debiéndola afrontar el
que lo produjo.

1 La palabra responsabilidad tiene suorigen en la voz responder y esteverbo, a suvez, viene
del latín respondere y su forma nominal (supino) responsum.
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De manera atinada, el jurista mexicano Carlos Sepúlveda Sandova1
hace una breve referencia histórica respecto al surgimiento del concepto
responsabilidad:

En todos los tratados de historia podemos apreciar la evolución de ese gran
valor de la humanidad que es la justicia; de una concepción bárbara como la
comprendida en la Ley del TaliÓ"!, expresada por esa iapidaria frase de "ojo por
ojo y diente por diente", fue avanzando culturalmente hasta llegar a ser impar­
tida por los órganos del Estado, buscando la satisfacción de los intereses socia­
les y particulares ofendidos por conductas sancionadas por el derecho.

y continúa diciendo:

De esa manera, en el devenir de la humanidad, advertimos la actividad de la
justicia desplegada en dos grandes direcciones: la punitiva, que tiene por obje­
to la aplicación de penas o sanciones a las personas que con su conducta trans­
greden las normas de derecho, ofendiendo los intereses sociales de carácter
general y, la compensatoria, que persigue la reparación de todos aquellos daños
ocasionados a las personas en su integridad física, moral y patrimonial, indivi­
dualmente consideradas.

De lo anterior, el jurista citado concluye: "De la posición en que se colo­
can las personas ante situaciones en las cuales deben afrontar esas conse­
cuencias de derecho, surge un concepto de fundamental importancia: res­
ponsabílídad"?

En el sistema juridico mexicano existen diversas normas que prescriben
el deber de no dañar a nadie, principio de derecho conocido como alterum
non laedere. En el caso que nos ocupa, diversos preceptos legales prohíben
lastimar a otros semejantes y el cumplimiento de las normas jurídicas se
concretará al abstenerse todo individuo de infligir un mal a otra persona.
Puede suceder todo lo contrario, es decir, que el sujeto obligado jurídtca­
mente a respetar el derecho de los demás actúe de manera prohibida por
los supuestos normativos, de lo cual se seguirá una responsabilidad. Esto
significa que la figura en examen emerge de la exteriorización de actos que
las leyes califican de Ilícttos.?

2 Carlos Sepúlveda Sandoval. De los derechos personales. de crroitou obligaciones, t 1, 3a ed,
Editorial Font, Monterrey, 1995, pág 219.

3 La palabra ilicitudy sus derivaciones son entendidas como "todoaquellocontrario a la ley".
Inclusive su acepción común es "prohibido por la ley o la moral", significaciones que no
resultan contrarias sino se complementan. pues la ley. conformada por normas jurídicas
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El daño perpetrado contra terceros determinará el tipo de responsabili­
dad en que haya incurrido el sujeto, debiendo soportar las consecuencias de
acuerdo con la obligación o norma jurídica violada. Así, las clases de res­
ponsabilidad reconocidas por el derecho positivo son las siguientes:

6.2.1 ResponsabJllclad civil

La responsabilidad civil es regulada por el derecho civil, la cual es una fuen­
te de obligaciones que nace de los actos ilícitos, o sea, de aquellos contra­
rios a las leyes de orden público o a las buenas costumbres. El ilustre trata­
dista mexicano, Rafael Rojina Villegas, define la responsabilidad civil de
manera singular, diciendo: "En forma provisional [...] podemos decir que
hay responsabilidad civil cuando una persona causa un daño a otra, por
culpa o dolo, existiendo una relación directa o indirecta entre el hecho y el
daño"." Esta definición sólo abarca la causa del daño de una persona al patri­
monio de otra y el nexo entre el acto dañoso y el menoscabo producido; sin
embargo, no refiere la consecuencia que ello trae, la cual es la materia
misma de la responsabilidad: la reparación del daño o, cuando eso no sea
posible, el pago de daños y perjuicios. En ese sentido, el insigne jurista
Manuel Borja Soriano apunta que la responsabilidad civil "es la obligación
que tiene una persona de indemnizar a otra los daños y perjuicios que se le
han causado';"

El Código Civil Federal (CCF) regula la responsabilidad civil en el Capítu­
lo V titulado "De las obligaciones que nacen de los actos ilícitos", Título Pri­
mero "Fuentes de las obligaciones", Primera Parte "De las obligaciones en
general", Libro Cuarto "De las obligaciones". Este ordenamiento jurídico es­
tablece en su art 191 () lo siguiente: "El que obrando ilícitamente o contra las
buenas costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo, a menos
que demuestre que el daño se produjo como consecuencia de culpa o negli­
gencia inexcusable de la víctima".

determina lo licito e ilícito en forma un tanto sencilla: actuarde la forma en que la ley seña­
la como debido, es lícito; hacer lo que la misma prescribe como prohibido o indebido, es
i1icito. Al respecto. el Código Civil Federal en su art 1830 define el acto ilícito de la forma
siguiente: "Es ilícito el hecho que es contrario a las leyesde orden público o a las buenas
costumbres",

-4 Rafael Rojina Villegas. Derecho civil mexicano. [ V. Obligaciones, vol 11, 5a ed, Editorial
Porrúa, México. 1985, pag 121.

5 Manuel Borja Soriano, Teoril general de las obligaciones. 12a ed, Editorial Porrúa, México,
1991, pag 456.
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La reparación del malo el pago de daños y perjuicios en caso de que la
primera medida no sea posible, tiene su sustento en el primer párrafo del
art 1915 del código en comento, cuyo texto señala: "La reparación del daño
debe consistir, a elección del ofendido en el restablecimiento de la situación
anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de daños y perjuicios".

Reparar el daño es propiamente la responsabilidad que debe asumir
quien lo causa, siendo ésa la obligación genérica establecida en la norma.
Las formas en que puede cumplirse con la compensación del mal causado
son dos: la reparación propiamente dicha, consistente en el restablecimien­
to de la cosa dañada al estado en que se encontraba antes de sufrir el
menoscabo, y el pago de daños y perjuicios cuando la restitución no fuera
posible.

Thnto la reposición de la situación anterior como el pago de daños y per­
juicios son optativos para quien resintió la afectación patrimonial, puesto
que debe elegir uno u otro. La reparación del daño sufrido puede realizarse
en alguna de las formas siguientes:

• El que sufrió el daño, en su carácter de acreedor, puede exigir del cau­
sante del daño, como deudor, la reposición de la cosa o de la situación
anterior.

• El que sufrió el mal puede reclamar de quien lo perpetró, el pago de
daños y perjuicios en lugar del restablecimiento de la situación ante­
rior, según le convenga.

• El que padeció el menoscabo, puede pedir al responsable el pago de
daños y perjuicios, pues restituir la cosa o situación dañada es impo­
sible por la magnitud del daño causado.

6.2.2 Responsabilidad subjetiva

Este tipo de responsabilidad civil que hemos mencionado, tiene la caracte­
rística de ser subjetiva. Lo subjetivo alude al sujeto y su conducta, causante
del daño patrimonial, y atiende el dolo o a la culpa con que haya actuado la
persona que hizo el daño. Si vinculamos el aspecto subjetivo de la respon­
sabilidad civil con el daño efectivamente causado y la relación causal que
existe entre los dos primeros, tendremos la medida de la responsabilidad
civil en que se ha incurrido y, por consecuencia, de la reparación debida por
la persona civilmente responsable. Este aspecto se verá en el apartado con­
cerniente a los presupuestos de la responsabilidad.

De acuerdo con la doctrina civilista, la responsabilidad civil subjetiva se
subdivide en dos partes: contractual y extracontractual, interesándonos úní-
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camente la segunda por cuanto hace al objeto de nuestro estudio. Mencio­
naremos la primera forma y analizaremos la segunda.

La responsabilidad civil contractual se origina por un acto ilícito, el cual
consiste en no cumplir una obligación preestablecida en un acuerdo de
voluntades. El incumplimiento a los deberes consignados en el pacto cele­
brado, imputable a uno de los contratantes, ocasiona un daño o perjuicio a
la otra parte, la cual espera que las contraprestaciones acordadas sean cum­
plidas en su totalidad. Si el menoscabo patrimonial se presenta por la inob­
servancia de los compromisos contractuales habrá entonces, para quien no
cumplió, la obligación de reparar el daño causado.

En contraposición con la anterior, la responsabilidad civil extracontrac­
tual es aquella que no deviene de incumplir un convenio o contrato y cuyas
posibilidades de acontecimiento rebasan las meramente contractuales. Esta
clase de responsabilidad civil se concreta en "... la infracción del deber gene­
ral de diligencia y respeto en las relaciones con el prójimo y sus bienes.
Deber, primordialmente de derecho público, siquiera con su faceta de pro­
tección a la persona y los derechos privados, cuya transgresión entra en el
campo del derecho privado en forma de obligación de resarcir el daño cau­
sado".?

La responsabilidad civil extracontractual presupone la afectación de los
intereses de una persona, causada por otra, los cuales están tutelados por el
derecho. Dicho en palabras distintas: la responsabilidad civil extracontrac­
tual surge de la lesión que infiere un individuo al ámbito jurídico de otro
semejante, tal afectación se entiende dirigida a la norma jurídica que la tute­
la. La consecuencia de la lesión será, entonces, la obligación de resarcir los
daños causados, por disponerlo de esa manera el precepto jurídico protec­
tor del interés violado.

6.2.3 Responsabilidad objetiva

Esta clase de responsabilidad también se encuentra regulada por el CCF en
su art 1913, que dispone a la letra:

Cuando una persona hace uso de mecanismos, inStrumentos, aparatos o sus­
tancias peligrosas por sí mísmos, por la velocidad que desarrollen, por su natu­
raleza explosiva o iLlilamable, por la energía de la corriente eléctrica que con-

6 Jesús Delgado Bcheverría, citado por Ma. del Carmen Sánchez-Friera González. La res­
ponsabilidad civil del empresario par deterioro del medio ambiente. j.M. Bosch Editor.
Barcelona, 1994. pág 190.
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duzcan O por otras causas análogas, está obligada a responder del daño que
cause, aunque no obre ilícitamente, a no ser que demuestre que ese daño se
produjo por culpa o negligencia inexcusable de la víctima.

La responsabilidad objetiva tiene uno de sus sustentos en la teoría del
riesgo creado, el cual deviene de la peligrosidad que caracteriza a uno o
varios objetos empleados que, por su uso y sin que medie culpa o intención
del agente que los utiliza, causen un daño en el ámbito patrimonial de otra
persona. Por tanto, el que haga uso de cosas peligrosas y provoque una afec­
tación al patrimonio de otro individuo, debe reparar los daños que cause.

El siguiente paso es definir el concepto riesgo desde el punto de vista
jurídico. El ilustre jurista Ernesto Gutíérrez y González habla del riesgo jurí­
dico y lo define como: "La posibilidad contingente de que se realice un acon­
tecimiento que amenaza a una persona de sufrir un detrimento patrimonial
(daño o perjuicio), por la violación ilícita o licita de un deber jurídico stricto
sensu o una obligación lato sensu en cualesquiera de sus dos especies"? En
ese sentido coincidimos con la definición señalada, pues el art 1913 del CCf

trata las características de cosas u objetos que son peligrosas y que, por esa
razón, derivan en un riesgo. Aunque riesgo y peligro no son conceptos idén­
ticos, sí están íntimamente vinculados, pues uno conlleva necesariamente al
otro por la posibilidad latente de que el segundo se verífíque.

Según la disposición jurídica que regula lo referente al riesgo creado, lo
que verdaderamente trasciende no es el riesgo por sí mismo. La norma ju­
rídica no obliga a reparar a quien utilice cosas peligrosas -que, reiteramos,
siempre generan un riesgo en mayor o menor proporción a la peligrosidad
intrínseca del objeto utilizado- por ese solo hecho, sino que su uso debe
causar en realidad un daño en el patrimonio de una o varias personas de­
terminadas para que pueda configurarse la responsabilidad objetiva y el re­
sarcimiento económico correspondiente. Recordemos la hipótesis en
cuestión: "Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos,
aparatos o sustancias peligrosas por sí mismos, por la velocidad que de­
sarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la co­
rriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas, está obligada a
responder del daño que cause...". expresión que indica que el riesgo deja de
existir al verificarse el daño temido.

7 Ernesto Gutiérrez y González, Personales teorías del deber jurídico y unitaria de la res­
ponsabilidad civil. Suapticactin en los eá:iigos civiles delestado libre y soberano de Nayarit
y del Distrito Federal. Editorial Porrúa, 1a ed, México. 1999. pág 92.
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El empleo de mecanismos, aparatos, instrumentos o sustancias peligro­
sas no provoca por sí danos patrimoniales, pero trae aparejado el riesgo de
que éstos se actualicen. Una vez que se presentan, aún sin la intención del
sujeto que los maneja, el riesgo cesa o, dicho de otra forma, la posibilidad
de ocasionar el daño se extingue para dar lugar al daño propiamente dicho,
pues se ha verificado. Acontecido el hecho no deseado y habiendo provoca­
do un detrimento o menoscabo patrimonial, quien lo hubiere causado, aun
sin culpa o voluntad dirigida a tal fin, está obligado a responder civilmente
en términos de los arts 1913 y 1915 del CCF.

6.2.4 Responsabilidad penal

Existe responsabilidad penal cuando un sujeto se conduce en la forma pro­
hibida por las normas jurídicas penales, de manera que comete un delito y
tiene que soportar, por ello, las consecuencias prescritas por dichas normas.

Todo aquel que comete un delito, causa por ese hecho un daño que inci­
de directamente en el ámbito jurídico de la víctima u ofendido e indirecta­
mente en la sociedad. L.as normas penales son a la vez prohibitivas de con­
ductas y protectoras de determinados bienes jurídicos. El delito siempre
supone la violación a esos preceptos prohibitivos y protectores o, dicho de
otra forma, supone la transgresión de la norma jurídica penal." Quien come­
te un delito causa un daño a la víctima, que resiente de manera directa la
acción delictiva y a la sociedad por el ataque a bienes jurídicos que son fun­
damentales para la convivencia social.

Si la responsabilidad civil trae como consecuencia la reparación del da­
ño o el resarcimiento económico, la responsabilidad penal por la comisión
de un delito tiene como efectos la pena pública y la reparación del daño
infligido. La primera es el castigo legalmente impuesto por el Estado al de­
lincuente para conservar el orden jurídíco.? el cual puede consistir en la pri­
vación de la libertad y/o multa y/o reparación del daño, siempre que esto úl­
timo sea posible.

8 Un ejemplo al que se acude con frecuencia para explicar estas lineas es el del delito de
homicidio. El arr 302 del Código Penal Federal establece que comete el delito de hornici­
dio "el que priva de la vida a otro", La prohibición señalada en la norma penal es "privar
de la vida a otro" y el bien jurídícamente tutelado es la vida humana. El sujeto que realice
lo que esta norma penal prohibe comete el delito de homicidio y debe sufrir las conse­
cuencias que el precepto jurídico contempla. una vez que se haya determinado la plena
responsabilidad penal del que lo cometió.

9 Fernando Castellanos Tena, Lineamientos elementales de derecho penal, 35a ed actualiza­
da. Editorial Porrúa, México. 1995. pág 31B.
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En sistemas jurídicos como el mexicano, la reparación del daño forma
parte de la pena cuando es impuesta al delincuente y éste debe satisfacer­
la. Esto no acontece cuando la indemnización está a cargo de terceros como
los ascendientes, tutores o patrones por los delitos cometidos por sus des­
cendientes, pupilos o empleados, en cuyo caso la reparación del daño podrá
ser exigida por vía de responsabilidad civil.

Para determinar si un sujeto es o no penalmente responsable y en qué
medida, deben tenerse en cuenta el dolo -la voluntad consciente dirigida a
la ejecución de un hecho delíctuoso-c-!? o la culpa -cuando se actúa sin in­
tención y la diligencia debidas, causando un daño previsible y penado por
la ley_1I con que haya actuado. Estos elementos volitivos forman parte del
elemento culpabilidad que consiste en el nexo intelectual y emocional que
liga al sujeto con el acto delíctlvo.V Determinada la culpabilidad del agen­
te -quien perpetró el delito- es posible determinar su responsabilidad
penal y, en consecuencia, imponerle la pena que debe soportar de acuer­
do con la ley.

6.2.5 Responsabilidad administrativa

La responsabilidad administrativa tiene dos vertientes que se distinguen una
de otra: la generada por cualquier persona al violar lo ordenado en disposi­
cIones contenidas en leyes administrativas, y la que sólo puede ser causada
por servidores públicos derivada del desapego de su conducta a lo que dis­
pone el conjunto de ordenamientos que rige el servicio público.

En relación con la primera, su génesis la encontramos en la violación o
falta de observancia, por parte de cualquier gobernado, de deberes consa­
grados en normas contenidas en leyes administrativas, las cuales tutelan el
interés público. De esta manera, en caso de que una persona no cuente con
autorización de impacto ambiental para realizar una determinada obra o
actividad y la ley de la materia exija este requisito previo a su ejecución, de
realizarla estará cometiendo una infracción administrativa, la cual generará
una responsabilidad de la misma naturaleza y, en consecuencia, deberá ser
sancionada por la autoridad encargada de aplicar y hacer cumplir la ley
administrativa infringida mediante cualquiera de las sanciones contenidas
en la ley. En el caso ejemplificado sería aplicable lo dispuesto en el art 171

10 Ibídem. pag 239.
11 Eugenio Cuello Calón, citado por Fernando Castellanos Tena. ob cit. pag 245.

12 Fernando Castellanos Tena, ob cit, pág 234.
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de la LGEEPA, el cual establece que las violaciones a los preceptos de dicho
ordenamiento, sus reglamentos y disposiciones que de ella emanen, serán
sancionadas administrativamente mediante cualquiera de las siguientes
penas: multa, clausura temporal o definitiva, parcial o total, arresto admi­
nistrativo, decomiso o suspensión o revocación de licencias, permisos, con­
cesiones o autorizaciones.

Por otra parte, el Estado y las autoridades que integran su gobierno tam­
bién pueden ser sujetos de responsabilidad por actos desviados del buen
funcionamiento público para el cual fueron creadas y que les sean imputa­
bles. El conjunto de normas jurídicas que rigen la actividad de las autorida­
des que pueden ser sujetos de responsabilidad administrativa está conteni­
do en la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos
(LRASP). El concepto de servidor público se refiere a la persona fisica que de­
sempeña una determinada función en la administración pública.

El art 108 de la ConstituciórlPolítica de los Estados Unidos Mexicanos esta­
blece que:

Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título se reputa­
rán como seividotes públicos a los representantes de elección popular, a los
miembros de los pocleres judicial federal y judicial del Distrito Federal, a los fun­
cionarios y empleados, y, en general a toda persona que desempeñe un empleo,
cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública federal o
del Distrito Federal, quienes serán responsables por los actos u omisiones en
que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.'3 {...] Los goberna­
dores de los estados, los diputados a las legislaturas locales, los magistrados de
los tribunales superiores de justicia locales y, en su caso, los miembros de los
consejos de las judicaturas tocúes, serán responsables por violaciones a esta
Constitución ya las leyes federales, esi como por el manejo indebido de' fondos
y recursos federales.

El servidor público es toda aquella persona físIca que desempeñe un em­
pleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública
federal o en el Distrito Federal, pudiendo ser sujetos de responsabilidad por
los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas
funciones.

Las obligaciones que debe cumplir todo servidor público están enume­
radas en el articulo 80 de la LRASP, que contiene 24 fracciones, todas ellas

13 Si bien la LRASP regula la responsabilidad administrativa en que puedan incurrir los serví­
dores públicos, el art lOS de la Constitución política mexicana no sólo se refiere a la res­
ponsabilidact administrativa sino a cualquier otra en que incidan por un mal desempeño
en sus respectivas funciones, pudiendo ser civil (daños y perjuicios), penal (comisión de
delitos) y derivada de juicio político.
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dirigidas a salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y efi­
ciencia las cuales deben observar los servidores públicos en el ejercicio de
su encargo. Esta serie de principios y valores emanan del mandato conteni­
do en el art 113 de la Carta Magna cuyo contenido fundamenta las bases y
la estructura del ordenamiento jurídico secundario citado: "Las leyes sobre
responsabilidad administrativa de los servidores públicos determinarán sus
obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcia­
lidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones".

La responsabilidad administrativa tiene su génesis en el desacato y falta
de observancia por parte del servidor público de las obligaciones impuestas
por las leyes, las cuales tutelan la prestación eficaz de los servicios públicos
en beneficio de la colectividad con el cumplimiento de deberes morales
(honradez y lealtad), jurídicos (legalidad e imparcialidad) y materiales (efi­
cíencíaj.!"

Sin embargo, aunque la conducta indebida del servidor público pueda
ocasionar la determinación de responsabilidad administrativa esta conse­
cuencia puede no ser la única, ya que su mal actuar trasciende, en ocasio­
nes, en el ámbito jurídico de las personas que comparecen, piden o solici­
tan la actuación y los servicios que presta la administración pública. Un acto
de autoridad expedido sin cumplir con los imperativos de la ley puede afec­
tar a uno o más individuos en sus personas, bienes o derechos, motivo sufi­
ciente para responsabilizar a aquél civil o penalmente, ya sea por la comi­
sión de un acto ilícito o de un delito, según sea el caso.

Acciones delictuosas como el peculado, son conocidas por la generalidad
(que las reprueba por tratarse de manifestaciones corruptas de quienes tie­
nen el deber de conducirse correctamente en la prestación de los servicios
públicos); incluso, en materia de responsabilidad civil, el CCF establece en su
art 1927 la obligación del Estado de responder por los daños y perjuicios
que causen los servidores públicos a los gobernados, en ejercicio de sus atri­
buciones:

El Estado tiene la obligación de responder del pago de los daños y perjuicios
causados por sus servidores públicos con motivo del ejercicio de las atribucio­
nes que les estén encomendadas. Esta responsabilidad será solidaria tratándo­
se de actos ilicitos dolosos y subsidiaria en los demás casos, en los que sólo
podrá hacerse efectiva en contra del Estado cuando el servidor público directa-

14 J. Jesús Orozco Henríquez, comentarios al art 113 de la Constitución Política Mexicana en
el Instituto de Investigaciones jurídicas de la UNAM, Constituci én Poiítica de los Estados
Unidos Mexicanos comentada. t 11, 8a ed, Editorial Porrúa, México. 1995. pág 1123.
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mente responsable no tonga bienes o los que tenga no sean suficientes para res­
ponder de los daños y perjuicios causados por sus servidores públicos.

Esta disposición jurfdica sólo admite la posible responsabilidad civil sub­
jetiva a cargo del servidor público que cause daños y perjuicios a alguien,
quedando descartada la figura de la responsabilidad objetiva, igualmente
regulada por el CCF.

El énfasis que esta norma de derecho pone al dolo y a la culpa, como
formas de exteriorización de la voluntad del sujeto causante del daño, reper­
cute en la forma de exigir la reparación de los daños y perjuicios, siendo soli­
daria 15 -en el caso del dolo- o subsidiaria -en cuanto a la culpa- cuan­
do el servidor público no sea solvente para responder o reparar los daños y
perjuicios causados.

6.3 Presupuestos dlt la responsabilidad

Los presupuestos de la responsabilidad son aquellas circunstancias que se
presentan de manera necesaria y previa a la comisión del acto ilícito, del
cual se desprenden la responsabilidad y la forma de reparar el daño causa­
do en caso de que eso sea posible, o bien, el resarcimiento económico. La
ausencia de cualquiera de ellos provoca que el acto ilícito no tenga verifica­
tivo y por tanto, la responsabilidad es inexistente.

Dichos presupuestos son comunes a todas las clases de responsabilidad
que hemos tratado, sin embargo, dado el enfoque de nuestro ensayo hare­
mos hincapié en los que atañen tanto a la responsabilidad civil en sus dos
aspectos como a la penal.

6.3.1 Sujeto

Los daños a que se refieren principalmente los arts 1910 -responsabilidad
civil subjetiva- y 1913 -responsabilidad objetiva- del CCF, sólo pueden
ser ocasionados por personas físicas. Un acto ilícito presupone siempre el

15 La solidaridad en la responsabilidad civil implica que el sujeto que sufre losdaños y perjui­
cios puede exigir al Estado o al servidor público la indemnización correspondiente o la re­
paración del daño, a elección del afectado en su calidad de acreedor; en cambio, en la sub­
sidiaridad sólo el Estado tiene el deber de responder conforme10 indica la norma jurídica
en comento, pudiendoéste repetir contra el servidor público causante del daño por el pa­
go hecho al que sufrió el daño.
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actuar de un individuo con la capacidad suficiente para saber, conocer, dis­
tinguir y decidir la dirección de su conducta y las consecuencias que sus ac­
tos pueden ocasionar a otros. Los destinatarios de las normas jurídicas que
consagran derechos y deberes son sujetos con raciocinio y voluntad, que en
ejercicio pleno de su libre albedrío pueden decidir si observan o no la obli­
gación de no dañar a terceros.

Aunque la responsabilidad que proceda -de acuerdo con el daño infe­
rido y el derecho violado- no pueda ser determinada si se carece de suje­
to específico a quien atribuírsela, lo cierto es que puede fijarse si el daño fue
provocado por un ser humano o por otras causas. De cualquier manera, la
responsabilidad jurídica por la comisión de un daño únicamente puede ser
reputada a un sujeto.

6.3.2 Conducta

Este presupuesto es el comportamiento humano -siendo el que trasciende
en el ámbito del derecho- voluntario o involuntario, positivo -acción- o
negativo -omisión- encaminado al logro de un propósito o que, sin tener­
lo, produce determinadas consecuencias. Algunos doctrinarios como Carlos
Cossio opinan que "la conducta puede manifestarse básicamente en dos
situaciones: como interferencia en las relaciones sociales o como coordina­
ción o conductas compartidas o de cooperacíón"!" La primera de esas
manifestaciones a que se refiere el jurista citado "se exterioriza como un
resultado dañoso" ,17 pues la interferencia es producto del daño causado, lo
que puede traducirse en un verdadero rompimiento del orden social, el cual
es sancionado por el derecho.

La fórmula jurídica de la responsabilidad que enuncia el art 1910 del CCF

comienza diciendo: "El que obrando ilícitamente [...] cause daño a otro, está
obligado a repararlo ...". Obrar ilicitarnente!" implica un comportamiento
exteriorizado mediante una acción u omisión, que debe desembocar en la
lesión de un bien o un derecho ajenos para ser ilícito. La acción, en ese sen­
tido, se entiende como una actividad o proceder de manera positiva: el

16 Citado por Carlos Alberto Ghersí, Teorilgeneral de la reparacitn de daños, Editorial Astrea
de Alfredo y Ricardo Depalrna, Buenos Aires, 1997, pag 43.

17 Ibídem, pag 44.
18 La expresión legal obrando i1 cttamente nos impulsa a pensar en la acción y en la omisión

como formas de obrar, o sea, de hacer una cosa provocando una consecuencia. Sin embar­
go, no las alude de forma expresa. como sí lo hace el ce español, que dispone en su art
1902: "El que por acción u omisión causa un daño a otro, interviniendo culpa o negligen­
cia, está obligado a reparar el daño causado",
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movimiento o actividad corporal está implícita en aquélla, en tanto que la
omisión es el resultado de un no hacer o dejar de hacer lo que debe obser­
varse de acuerdo con la norma jurídica pero que, igual que la acción, reper­
cute en consecuencias dañosas,

Hablar de la acción y la omisión sin referirse a los elementos culpabili­
dad e imputabilidad sería inexacto en su exposición y comprensión. Toda
conducta que produzca un ilícito supone culpabilidad y ésta, a su vez, pre­
supone imputabilidad.

La primera se conoce, tal y como vimos en el apartado de la responsa­
bilidad penal, como el nexo intelectual y emocional que liga al sujeto con su
acto y de cuya determinación serán delimitados los alcances y efectos de la
responsabilidad, subdividiéndose en dolo y culpa, conceptos también defi­
nidos en líneas anteriores. Se convierte, al igual que los anteriores, en un
presupuesto esencial de la figura jurídica de la responsabilidad, que tras­
ciende tanto en el ramo civil como en el penal. En el caso de la imputabili­
dad algunos autores, sobretodo penalistas, la tratan como presupuesto de la
culpabilidad y es descrita como la capacidad de toda persona de entender o
comprender el alcance o las consecuencias de sus actos y de querer su pro­
ducción bajo ese entendimiento o bien, no deseándolas, de cualquier forma
se producen por falta de atención o cuidado debidos.

Todos los elementos que conforman la conducta deben ser considerados
en cualquier caso que se presente un daño, sea la naturaleza y efectos que
éste tenga.

6.3.3 Daño

El presupuesto de mayor trascendencia para que pueda configurarse la res­
ponsabilidad es el daño. Nadie puede ser obligado a reparar si el objeto en
el que incide la reparación no ha sufrido una afectación previa. El daño es
definido por la legislación civil mexicana como la pérdida o menoscabo
sufrido en el patrímon:o por la falta de cumplimiento de una obligación19 e
involucra siempre a dos o más sujetos: el que lo causa y el que lo resiente.

La responsabilidad civil es patrimonial y privada, pues el daño afecta
exclusivamente a la víctima en su carácter de titular de intereses personales
protegidos por la norma jurídica; sin embargo, para determinar la respon­
sabilidad penal, el daño se distingue del concepto civil en que en el prime­
ro la lesión o afectación incide en la sociedad y en el último sólo en la per­
sona que lo sufre.

19 Véase art 2108 del CCF.
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El perjuicio también es importante en la determinación de la responsa­
bilidad civil, pero no es sinónimo de daño. Dicho elemento es legalmente
descrito como la privación de cualquier ganancia lícita que debiera haberse
obtenido con el cumplimiento de la obltgactón.P arroja una diferencia sus­
tancial con relación al daño: mientras éste se actualiza de forma directa en
el patrimonio personal afectándolo de forma tangible, el perjuicio implica
una posibilidad de afectación patrimonial que no se verifica, pero que puede
actualizarse o que indefectiblemente se materializará.

Puede pensarse que el patrimonio de un sujeta está integrado por ele­
mentos económicos y tal vez esta acepción no sea errada, pero si bastan­
te restrictiva. El patrimonio personal no sólo comprende bienes, derechos
y obligaciones valuables en dinero o en especie, sino además encierra di­
versas cosas inestimables en su valor tales como la vida, la libertad, la dig­
nidad y la salud, entre los más destacados. El tipo de bien jurídico que sea
dañado será la medida de la responsabilidad, no por el bien mismo sino
por el daño que se le causó, lesionando en mayor o menor grado a su legi­
timo titular.

6.3.4 Relación de causalidad

Una fórmula para comprender mejor el nexo causal -o relación de causali­
dad- como presupuesto sine qua non de la responsabilidad, la propone el
destacado jurista Rojina VilIegas, y es la siguiente: "Para que la responsabi­
lidad de que se trate pueda ser atribuida a un sujeto que provocó un daño,
es indispensable no sólo que sea culpable -dolosa o culposamente- sino
que además sea el causante del mismo"." De esta manera, entre la con­
ducta y el mal perpetrado existe un vínculo o nexo causal que permite des­
cubrir al culpable dei menoscabo por el hecho de que la afectación infligida
le es ciertamente atribuida. La inexistencia de la relación de causalidad hace
práctica y juridicamente imposible la determinación de cualquier clase de
responsabilidad.

Vale distinguir la culpabilidad de la causalidad respecto del nexo materia
de análisis, acudiendo de nuevo al criterio del maestro Rojina VilIegas,
quien señala que la causalidad no implica la culpabilidad, pero ésta sí entra­
ña o supone a aquélla. El causante de un daño no siempre es el culpable del
mismo -ya que el perjuicio puede tener su origen en culpa inexcusable de

20 Vrose art 2109 del CCF.
21 Rafael Rojina Villegas, ob cit, pag 148.
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la víctima, por causa de tercero o por caso fortuito o fuerza mayor- en
cambio, el responsab.e de un daño o perjuicio siempre será su causante,
pues para calificarlo de culpable ha sido necesario que antes haya provoca­
do ese menoscabo.

Tomando en cuenca todos y cada uno de los elementos y presupuestos,
se procederá a analizar la responsabilidad jurídica causada por daños al
medio ambiente.

6.4 Regulación juñdica de la responsabilidad
en materia ambiental

En el sistema jurídico mexicano, la figura de la responsabilidad ha descan­
sado fundamentalmente en tres rubros principales: el civil, el penal y el
administrativo; todos están constituidos por factores bien delimitados en los
ordenamientos jurídicos correspondientes, trátese del sujeto causante del
daño, el daño mismo y el objeto que lo resiente, la violación a la norma jurí­
dica y la consecuencia que debe asumir quien haya perpetrado la afectación
a favor del sujeto ofendido.

Sin embargo, al referirnos a la responsabilidad por daños al medio am­
biente encontramos una serie de problemas que hasta el momento son di­
fíciles de superar. La materia ambiental en México es bastante novedosa y
por tanto, compleja en su entendimiento, asimilación y aplicación por todos
los involucrados en ella; sus disposiciones normativas son muy recientes
si las comparamos con otra clase de objetos y actividades que tienen un de­
sarrollo jurídico históricamente significativo y que han sido regulados desde
épocas remotas hasta nuestros días.

Esto ocasiona dificultades en su contenido, en los efectos que producen
y en los alcances proyectados para el futuro. El medioambiental es una rama
"joven", que en la actualidad se encuentra en un proceso de maduración
acelerado debido a la serie de problemas que la actividad humana genera
contra la naturaleza, por las presiones a que está sometido el aparato insti­
tucional encargado de aplicar las directrices de la ley y por la atención y
resolución que tales adversidades ambientales exigen en plazos tan cortos
como sea posible.

Por otra parte, el medio ambiente es un concepto integral conformado
por una gran cadena de elementos que inciden en diversas ramas científi­
cas o de conocimiento humano, lo cual complica su comprensión total.
Resulta prácticamente imposible pensar en la preservación, conservación y
protección del medio ambiente sin que vislumbremos, de manera limitada,
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los efectos y consecuencias que estas acciones pueden ocasionar con plena
seguridad tanto en el territorio nacional como en el ámbito internacional,
pudiendo ser de carácter económico, comercial, social y cultural.

La integralidad que caracteriza al medio ambiente trasciende las normas
jurídicas que componen las leyes ambientales repercutiendo en lagunas,
carencias o insuficiencias que acrecientan los ya de por sí graves problemas
ambientales existentes. La institución de la responsabilidad jurídica referida
a los daños al medio ambiente (cuya fuente formal y material es la ley)
padece, por desgracia, las vicisitudes aludidas; si en condiciones de de­
sarrollo jurídico constante un ordenamiento normativo no puede prever
todos los casos que pudieran presentarse en la realidad para enfrentarlos y
resolverlos a la luz de sus preceptos, en el caso de las leyes ambientales que
estatuyen la responsabilidad jurídica por lesiones al ambiente la situación
resulta aún más compleja por las características tan especiales que invisten
su objeto y su contenido, los cuales varían constantemente de un criterio a
otro.

Las preceptos normativos integradores de las leyes ambientales se ven
rebasados por los efectos negativos que originan las presiones a las que está
sujeto el medio ambiente; algunas carecen de claridad en su redacción, lo
que trasciende en su interpretación y aplicación -que son los dos más
importantes procesos por los que se concretan las normas juridicas- por
parte de las autoridades administrativas y judiciales; otros no contienen
regulación expresa, lo que es muy grave si tomamos en cuenta que dicha
circunstancia repercute en inseguridad jurídica para los destinatarios de
tales normas y en imposibilidad de actuar por parte de los órganos de go­
bierno encargados de hacer cumplir las leyes,22 algunas disposiciones remi­
ten, debido a la ausencia de reglamentación, a otros ordenamientos cuyos
supuestos normativos no se adecuan a la realidad jurídica de las leyes
ambientales; ciertas normas son contradictorias: un mismo caso puede
ser conocido por las autoridades federal, estatal y municipal cuando cada
nivel de gobierno tiene sus ámbitos de competencia distribuidos por la
Constitución federal y delimitados por las leyes secundarias que derivan
de ella.

22 Esto puedeser ideal, pues en realidad lasautoridades administrativas. ante losgobernados
que les piden cuentas o frente al imperioso deber de materializar las políticas públicas, no
pueden argumentar la carencia de disposición jurídica para no actuar y cumplir su come­
(ido. su principal razón de existencia -p ej. preservar. conservar y proteger el equilibrio
ecológico- por 10 que haciendo acopio de ingenio, valor y audacia deben tomar decisio­
nes, aceptando el riesgo de ser señalados como transgresores de las leyes y los principios
que las rigen, en cuya existencia basan su integración.
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Estos son algunos de los problemas que atañen al ambiente y que re­
quieren ser atendidos con urgencia, mediante el fortalecimiento de las ins­
tituciones legales como la responsabilidad jurídica por daños a los ecosiste­
mas y a sus recursos naturales. Ahora bien, la responsabilidad que acaece
con motivo de la producción de un daño al medio ambiente encuentra su
origen en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y
en la Ley General del Equilibrio Ecolégico y la Protección al Ambiente (LGEEPA).

Diversas normas jurídicas contenidas en dichas legislaciones aluden a la res­
ponsabilidad como uno de los deberes que tienen el Estado y los goberna­
dos -en corresponsabilidad- para lograr distintos objetivos de la política
ambiental, como son: propiciar el desarrollo sustentable nacional, garanti­
zar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente adecuado para
su desarrollo, salud y bienestar así como la preservación, conservación, pro­
tección y restauración del ambiente.

Lo que puede calificarse como responsabilidad jurídica por daños al
medio ambiente se encuentra regulado por los arts 203 y 204 de la LGEEPA,

los cuales establecen:

Artículo 203. Sin perjuicio de las sanciones penales o administrativas que
procedan, toda persona que contamine o deteriore el ambiente o afecte los
recursos naturales o Jabiodiversidad, será responsable y estará obligada a repa­
rar los daños causados, de conformidad con la legislación civil aplicable.

El término para demandar la responsabilidad ambiental, será de cinco años
contados a partir del momento en que se produzca el acto, hecho u omisión
correspondiente.
Artículo 204. Cuando por infracción a las disposiciones de esta Ley se hubie­
ren ocasionado daños o perjuicios, los interesados podrán solicitar a la secreta­
ria, la formulación de un dictamen técnico al respecto, el cual tendrá valor de
prueba, en caso de set presentado en juicio.

En estrecha vinculación con las disposiciones jurídicas anteriores están
los numerales 15, fraces 1Il, IV Y V; 21, fracc II1; 88, fracc IV; 151, primer
párrafo y 152 bis, de la LGEEPA. Estos preceptos disponen lo que se transcri­
be a continuación:

Artículo 15. Para la formulación y conducción de la politica ambiental y la
expedición de normas oficiales mexicanas y demás instrumentos previstos en
esta ley, en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológico y
protección al ambiente, el Ejecutivo federal observará los siguientes principios:

[ ...}
m. Las autoridades y los particulares deben asumir la responsabilidad de la

protección del oquiJibrioecológico;
Il1. Quien realice obras o actividades que afecten o puedan afectar el ambien- .

te, está obligad'o a prevenir, minimizar o reparar los daños que cause, así
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como asumir los costos que dicha afectación implique. Asimismo, debe
incentivarse a quien proteja el ambiente y aproveche de manera sustenta·
ble los recursos naturales;

V. La responsabilidad respecto al equilibrio ecológico comprende tanto las
condiciones presentes como las que determinarán la calidad de vida de
las generaciones futuras.

Artículo 21. La Federación, los estados y el Distrito Federal, en el ámbito de
sus respectivas competencias diseñarán, desarrollarán y aplicarán instrumentos
económicos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la politica
ambiental, y mediante los cuales se buscará:

{...J
m. Otorgar incentivos a quien realice acciones para la protección, preserva­

ción o restauración del equilibrio ecológico. Asimismo, deberán procurar
que quienes dañen el ambiente hagan un uso indebido de recursos natu­
rales o alteren los ecosistemas, asuman los costos respectivos.

Articulo 88. Para el aprovechamiento sustentable del agua y los ecosistemas
acuáticos se considerarán los siguientes criterios:

[...J
Iv. La preservación y el aprovechamiento sustentable del agua, asi como de

los ecosistemas acuáticos es responsabilidad de sus usuarios, asi como
de quienes realicen obras o actividades que afecten dichos recursos.

Articulo 151. La responsabilidad del manejo y disposición final de los residuos
peligrosos corresponde a quien los genera. En el caso de que se contraten los
servicios de manejo y disposición tuuü de los residuos peligrosos con empresas
autorizadas por la secretaria y los residuos sean entregados a dicIuls empresas,
la responsabilidad por las operaciones será de éstas independientemente de la
responsabilidad que, en su caso, tenga quien los generó.
Artículo 152 bis. Cuando la generación, manejo o disposición final de mate­
riales o residuos peligrosos produzca contaminación del suelo, los responsables
de dichas operaciones deberán llevar a cabo las acciones necesarias para recu­
perar y restablecer las condiciones del mismo, con el propósito de que éste
pueda ser destinado a alguna de las actividades previstas en el programa de
desarrollo urbano o de ordenamiento ecológico que resulte aplicable, para el
predio o zona respectiva.

Existen otros preceptos jurídicos contenidos igualmente en la LGEEPA que
aluden a diversas clases de responsabilidad relacionada con posibles daños
al medio ambiente, sin embargo, no tratan propiamente la responsabilidad
ambiental como las disposiciones legales transcritas. No obstante, haremos
referencia a las más relevantes.

En la prevención de posibles daños ambientales, la LGEEPA establece en
el art 35, noveno párrafo (referente al instrumento de política ambiental
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denominado "Evaluación del Impacto Ambiental") la facultad que le asiste a
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales/? para exigir, de
acuerdo a su criterio, el otorgamiento de seguros o garantías respecto al
cumplimiento de las condiciones previstas en la autorización del impacto
ambiental que expida, en aquellos casos establecidos de forma expresa en
el reglamento de la presente ley en materia de evaluación del impacto
ambiental, cuando durante la realización de las obras o actividades autori­
zadas puedan producirse daños graves a los ecosistemas.

Este instrumento financiero garantiza afectaciones ambientales que no
se han verificado pero que, a juicio de la secretaría, pudieran presentarse
dada la magnitud, naturaleza y características de una obra o actividad pre­
viamente autorizadas, aunque se hayan establecido en la autorización diver­
sos términos y condicionantes aplicables a las obras y actividades de que se
trate; quien ocasione el posible daño debe ser la persona física o moral titu­
lar del permiso en materia de impacto ambiental, que asumirá la responsa­
bilidad por el daño ocasionado al medio ambiente y al equilibrio ecológico,
y lo resarcirá mediante la cantidad en dinero que ampara el seguro o la
garantía respectiva.

Otra c1ase·de responsabilidad juridica está regulada por el art 35 bis 1 de
la LGEEPA, en cuanto al contenido de los documentos legalmente idóneos e
indispensables para obtener la autorización en materia de impacto ambien­
tal, como son la manifestación de impacto ambiental, el informe preventivo
y el estudio de riesgo. Así, las personas que presten servicios de impacto
ambiental, serán responsables ante la secretaría de los informes preventi­
vos, de las manifestaciones de impacto ambiental y de los estudios de ries­
go que elaboren, quienes declararán bajo protesta de decir verdad que en
ellos se incorporan las mejoras técnicas y las metodologías existentes, así
como la información y medidas de prevención y mitigación más efectivas.

En ese mismo tenor, si son los propios interesados, las instituciones de
educación superior o de investigación, los colegios o asociaciones profesio­
nales los que presentan ante la secretaría los documentos en cuestión, la
responsabilidad de su contenido corresponderá a quien los suscriba.
Incluso, tal responsabilidad puede repercutir en la posible comisión de un
delito como la falsedad de declaraciones ante autoridad distinta de la judí-

23 La autoridad administrativa competente para evaluar y autorizar la realización de obras y
actividades en materia de impacto ambiental es la Dirección General de Impacto y Riesgo
Ambiental, adscrita a la Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambiental, de acuer­
do con el reglamento interior de dicha dependencia, publicado en el Diario Oficial de la
Pederacitn el 21 de enero de 2003.
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cial, por el solo hecho de plasmar datos o información que no se adecua a
la realidad de las obras y actividades que se pretenden realizar, con el pro­
pósito de obtener al margen de la ley el permiso que expide la autoridad
ambiental.

Por otra parte, en materia de prevención y control de la contaminación
del agua, la LGEEPA establece en la fracc V del art 117 que la participación de
la sociedad es indispensable para evitar la contaminación del recurso acuí­
fero, siendo corresponsable en el logro de tal necesidad. Este enunciado no
denota responsabilidad como consecuencia de actos que provoquen la con­
taminación del agua, sino que involucra a la sociedad en la toma de accio­
nes y medidas para preservar y proteger el vital recurso natural, pues es su
principal beneficiario. Si antes la administración pública tenía de manera
exclusiva la carga de velar por la conservación del agua, ahora la sociedad
es corresponsable con aquélla en el uso y aprovechamiento que se le dé, con
el objeto de evitar su desperdicio y degradación.

La LGEEPA consagra un derecho novedoso en nuestro sistema político y
jurídico, emanado de acuerdos internacionales en los que México forma
parte, básicamente de los principios 19 y 20 de la Declaración de Estocolmo
y 10 de la Cumbre de Río, como lo es el derecho a la información ambien­
tal. Toda persona debe tener acceso a la información que en materia de
medía ambiente generen las autoridades públicas y la oportunidad de par­
ticipar en los procesos de decisión; sin embargo, la legislación secundaria
señala, aunque de manera poco precisa, límites al ejercicio de ese derecho;
para ello, el art 159 bis 6 de la LGEEPA advierte a quienes reciban informa­
ción ambiental que serán responsables por los daños y perjuicios que se
ocasionen por su manejo indebido, situación que alude a la responsabilidad
civil que pudiera atribuirse al sujeto que lesione el patrimonio económico y
hasta personal de los generadores y/o aportantes de la información (inci­
diendo en ia propiedad industrial, en los derechos de autor o en el daño
moral) o bien, a la responsabilidad penal por el aprovechamiento ilícito y la
obtención de beneficios lucrativos que por derecho no le correspondan.

6.5 Responsabilidad por daños al medio ambiente:
el adjetivo ambiental

Al señalar a alguien como responsable, siempre agregamos a nuestra expre­
sión los adjetivos civil, penal o administrativa para saber el ámbito que las
regula y las consecuencias que debe soportar el sujeto que incurrió en algu-
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na de ellas. El trato que recibe quien ha causado un daño que sólo incide en
el ámbito civil no puede ser el mismo que el que corresponde a la persona
que ha cometido un delito o al servidor público que haya obrado en contra
de los mandatos que le impone la ley. En tales casos, el legislador ha consi­
derado prudente clasificar los diversos tipos de responsabilidades existen­
tes, circunscribiendo en casi todas las materias las características propias y
los elementos particulares que les dan identidad.

Lo mismo sucede con la materia ambiental, en la que la LGEEPA, en su art
203, segundo párrafo, denomina a la responsabilidad derivada de la conta­
minación, del deterioro del ambiente o de la afectación de los recursos natu­
rales o a la biodiversidad, como ambiental: sin embargo, tal adjetivo es des­
afortunado en tanto que resta fuerza a lo que propiamente debiera llamarse
responsabilidad jurídica por daños al medio ambiente/"

Si el derecho es un instrumento de convivencia social que infiuye nece­
sariamente en la conducta de las personas a las que somete a su observan­
cia, debe ser preciso en sus términos para difundirse verdaderamente en la
conciencia colectíva" Así, si un individuo infligió daños al ambiente, a los
ecosistemas o a los recursos naturales, se le debe imputar, para ejemplo y
conocimiento de todos, la responsabilidad jurídica por las afectaciones noci­
vas al entorno ambiental que cometió y no, como actualmente dispone la
LGEEPA, la responsabilidad ambiental que corresponda,

Su sentido cambia por completo al separar (dividir) la situación que debe
afrontar quien provoca el evento o la acción dañosos, de la causa por la que
surge esa condición jurídica, que es el daño al medio ambiente; esto equi­
vale a declarar: "X debe asumir la responsabilidad jurídica porque dañó
el medio ambiente, los ecosistemas o sus recursos naturales, debido a la
acción X,X;26 publicitándolo de esta forma, la gente puede cobrar conocí-

24 Aludimos a la sabiduría popular "Al pan, pany al vino, vino", con el propósito de llamar a
las cosas y a las situaciones por su nombre, prescindiendo de la costumbre mexicanade
minimizar y restar valor a las acciones y los efectos que producen, sobretodo cuando son
dañosos.

25 Esta difusión "concíentízadora" de la que hablarnos, se ha manifestado en asuntos como
el penal, citandocomo ejemploa la piratería o el tráfico de drogas, actividades que lagente
identifica perfectamente como delitos y. por ende. los rechaza o reprocha; otro caso es el
fiscal, en el que las personasdeudoras saben y conocen que si no pagan sus contribucto­
nes en los términos establecidos en la ley, se convierten en evasores o hastaen defrauda­
dores fiscales. acarreáncloles consecuencias tales como la imposición de multas cuantiosas
o la pérdida de la libertad corporal.

26 Entendiéndose porX = la personaque infligió el daño ambiental. que es el sujeto de dere­
cho en el establecimiento y la determinación de la responsabilidad jurídica. y porX.X = la
acción productora del daño al ambiente, a los ecosistemas y sus recursos naturales. atri­
buible o imputable a X,
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miento de la importancia que tiene evitar los daños ambientales y se le
induce a su repudio. Esta relación de causa-consecuencia debe ser una
fórmula conocida por los gobernados como destinatarios de las normas
jurídicas, premisa de la cual puede iniciar la regulación de la responsabi­
lidad en comento, para inhibir las acciones que sigan lacerando el amo
bíente.

En la medida en que la responsabilidad jurídica gane el terreno que
reclama por daños ambientales. partiendo de su denominación legal, la
sociedad adquirirá la cultura de no dañar a la naturaleza -primero por obli­
gación. asumiendo las consecuencías jurídicas de su incumplimiento. y des­
pués por convicción- y. por el contrario. aprovecharla de manera racional
en la satisfacción de sus necesidades.

6.6 Aplicación del principio "quien contamina paga"

Aunque en la actualidad el término justo no está definido como concepto
general ni su definición es aceptada universalmente -pues cada individuo
tiene una concepción particular del valor ai que llamamosjusticia-. si exis­
te algo que la gente capta como justo es la responsabilidad que le atañe a
quien haya proferido un daño en detrimento de alguien.

Bajo esta percepción generalizada de la justicia -dando a cada cual lo
que le corresponde (o imponiendo a cada cual el castigo que merece)- se
encuentra el principio "Quien daña, tiene la obligación de pagar". Como
vimos en la unidad 2. dicho principio fue desarrollado por la ocos y señala
la importancia económica de la responsabilidad por daños ambientales, al
decir que: "El establecimiento de un sistema de responsabilidad por el daño
ambiental de los contaminadores... puede impulsar la creación de un mer­
cado en el cual el riesgo de una sentencia condenatoria al pago de daños sea
trasladado a las compañías de seguros ...",27 Desde otro parámetro amblen­
talista, aunque sin perder de vista lo económico, en la Cumbre de las
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo celebrada en Río de
janeiro, Brasil (Cumbre de Río), los países participantes reconocieron en el
principio 13 de la Declaraci ÓIl de Río el derecho de las personas a disfrutar

27 OCDE Managingthe Environment. The role of economicinstruments. ocoe, París. 1994, pág
20, citado por José Juan González Márquez e Ivett Montelongo Buenavista. Introducciin
al derecho ambiental mexicano. Biblioteca de Ciencias Sociales y Humanidades. Serie
Derecho, Universidad Autónoma Metropolitana (UAM) , 2a ed corregida. México. 1999, pág
563.
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de un medio ambiente adecuado así como la forma de garantizar la protec­
ción de tal derecho, al señalar que:

Los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabilidad
y la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros daños
ambientales. Los Estados deberán cooperar, asimismo de manera expedita y mas
decidida en la elaboración de nuevas leyes internacionales sobre responsabilidad
e indemnización por losefectos adversos de losdaños ambientales...28

Como podemos apreciar este singular principio derivado de criterios
internacionales, está integrado por elementos eminentemente económicos
pero con un contenido ambiental. Decir: "Quien contamina, paga", es una
expresión cuyo sentido se encamina a determinar una cuantía monetaria
como sanción por el dalla ambiental perpetrado, sin embargo, pareciera no
colocar a su causante en la posición de tener que soportar las consecuencias
supraeconómicas de reparar los ecosistemas o los recursos naturales daña­
dos. No obstante, este principio no pretende liberar de la responsabilidad
jurídica real al que infligió afectaciones al medio ambiente por el simple
hecho del pago de los daños, pues lo verdaderamente importante es evitar
que éstos se causen o restablecer las condiciones ambientales al estado que
guardaban antes de la afectación. Según OIga Serrano Paredes, "... el prin­
cipio 'quien contamina, paga' no significa que quien quiera o pueda pagar
esté facultado para contaminar; al contrario, lo que pretende es desalentar
la contarnínacíón'<?

En este tenor, el principio "Quien contamina, paga" debe comprenderse
en un sentido amplio que abarca también la reparación, incluyendo el pago
de los daños causados como parte de aquélla. En síntesis, la obligación jurí­
dica derivada de la responsabilidad por daños ambientales debe concen­
trarse en la reparación del objeto ambiental deteriorado y no en el pago de
los daños y perjuicios inñígídos.

6.7 Figura de la responsabilidad civil: institución jurídica
insuficiente par,a resolver los daños ambientales

La legislación mexicana que versa sobre la responsabilidad jurídica por
daños al medio ambiente resulta ser poco consistente y efectiva para resol-

28 ídem.
29 Citada por Tania García López. Quien contamina paga. Principio regulador del derecho

ambiental, 1a ed. Editorial Porrúa, México. 2001. pág 33.
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ver los grandes problemas que encierra la degradación de los ecosistemas y
sus elementos naturales en perjuicio del ser humano. El legislador ordinario
ha recurrido a la figura de la responsabilidad civil en sus modalidades extra­
contractual y objetiva, contenida en el Código Civil federal con el propósito
de que los daños ambientales puedan ser reparados o pagados, de tal mane­
ra que el sujeto causante del menoscabo ambiental sufra las consecuencias
que ocasiona su conducta negligente o dolosa mediante la imposición de un
castigo de tipo económico independientemente de otras sanciones que le
apliquen, derivadas de distintas clases de responsabilidad en que haya incu­
rrido.

Sin embargo, la medida civilista adoptada por el Congreso de la Unión
carece de la mínima eficacia para implementar una posible reparación del
medio ambiente contaminado. No es suficiente, pues, acudir a las disposi­
ciones jurídicas que regulan la responsabilidad civil, para reclamar la repa­
ración/pago del daño ambiental, pues ese instituto fue creado para resolver
situaciones de diferente índole, con distinto origen y sobre bienes patrimo­
niales alejados del concepto medio ambiente.

6.7.1 Objeto de la responsabilidad civil extracontractual

Los daños al medio ambiente nunca estuvieron en la mente del legislador
cuando éste tuvo a bien regular las diversas relaciones que se pueden susci­
tar entre las personas. En el momento histórico en el que fue expedido el Có­
digo Civil que nos rige (26 de marzo de 1928), las necesidades cuya atención
reclamaba la convivencia social eran distintas y se encontraban apartadas
de cualquier idea proteccionista de los recursos naturales o los ecosistemas
en general. En realidad, el contenido del ee tiene una finalidad individualis­
ta, pues el sujeto y su patrimonio deben ser protegidos.

Al observar el contenido de los artículos que integran el capítulo con­
cerniente a la responsabilidad civil se advierte que los daños y perjuicios
que se causen y sus consecuencias, están dirigidos a cosas concretas y par­
ticulares, es decir, se encuentran directamente relacionados con derechos
reales respecto de bienes muebles o inmuebles que forman parte del patri­
monio personal de uno o varios individuos a los que la ley protege de cual­
quier merma sufrida de manera injusta. En ese sentido, el sujeto que sufrió
el daño es identificable sin mayores dificultades, al igual que el que lo per­
petró; el bien u objeto, sea mueble o inmueble es medible y por tanto tiene
un valor cierto y cuantificable en dinero; consecuentemente los dañosy per­
juicios de que sea objeto el bien, son determinables y cuantificables; aun-
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que existe la posibilidad de que las personas involucradas acuerden una
solución al problema del daño y su correspondiente indemnización, el
Estado garantiza los medios para que cualquier persona que haya sido afec­
tada en su patrimonio personal pueda reclamar la reparación del daño o su
pago. con independencia de la voluntad de quien lo infligió. obligándole a
responder en la forma y términos que determine la norma jurídica en lo
general y el tribunal que la aplique de forma individualizada.

Si referimos estos elementos tratando de adecuarlos a los daños y per­
juicios que causen al medio ambiente, los resultados no son tan afortunados
pues el conjunto de bienes que conforman los ecosistemas tiene caracterís­
ticas tan complejas como particulares, no contempladas por el sistema jurí­
dico mexicano. lo cual hace que la remisión al ce (art 203 de la LGEEPA) para
determinar la responsabilidad jurídica a cargo del sujeto que ha dañado el
medio ambiente sea incompatible con la solución que se requiere; o sea.
con el restablecimiento de las condiciones ambientales al estado que guar­
daban antes de sufrir la afectación.

6.7.1 El medio ambient·e es un bien colectivo

A diferencia de los bienes patrimoniales personales, el medio ambiente ha
sido considerado, con debida razón, como un bien colectivo común a todos
y cada uno de los seres humanos. los cuales tenemos el derecho inalienable
e imprescriptible de disfrutarlo y la obligación de conservarlo y preservar­
lo para nuestro beneficio presente y futuro. Al respecto, Jordano Fraga se­
ñala que

... la titularidad del derecho al medio ambiente es de disfrute y es plural. Es
de disfrute porque otorga al sujeto únicamente el goce del derecho, pero se
reconoce la titularidaddominical a otra persona (existen bienes ambientales de
propiedad privada). No podría ser de otro modo: los bienes ambientales son res
communes omnium. no siendo posible su enajenación o alteración en beneficio
individual. Al sujeto sólo se le reconoce una titularidad de disfrute. La titulari­
dad del derecho es también plural porque ese derecho pertenece simultánea­
mente a cada uno de lo" miembros que forman la colectividad.'?

De igual forma. Ghersi señala: "Los derechos ambientales son inaliena­
bles e irrenunciables y. por ende, no pueden ser perturbados con el pretex-

3D Jesús Jordano Fraga, La protecciin del derecho a un medio ambiente adecuado. J.M. Bosch
Editor. Barcelona, 1995. pag 500.
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to de generar 'bienestar económico' para toda la sociedad"." La titularidad
colectiva del derecho a un medio ambiente captado como conjunto de bie­
nes naturales indispensables para la permanencia del hombre en la Tierra.V
es reconocido por el derecho positivo: el art 40, párrafo quinto, de la Cons­
titución Política Mexicana y el numeral 10 de la LGEEPA, en su fracc 1, seña­
lan que toda persona tiene el derecho a vivir en un medio ambiente adecua­
do para su desarrollo, salud y bienestar.

Como bien común que es el medio ambiente no puede dársele el mismo
tratamiento civilista que para los fondos patrimoniales individuales; la afec­
tación a tan singulares bienes resulta de mayor gravedad que la ocasionada
a un bien material personal, principalmente por dos motivos:

a) Por el objeto que resiente lesión o menoscabo, como los ecosistemas
y elementos que los componen en los que intervienen procesos na­
turales que llevan largos periodos de formación para existir o resta­
blecerse, cuando eso es naturalmente posible. No puede pensarse de
manera ligera en una indemnización económica que restaure el am­
biente deteriorado o acelere los ciclos naturales para recuperar los
bienes ambientales, sobretodo valorando factores tan exigentes e im­
placables como el tiempo.

b) Por el sujeto que resiente los daños causados al ambiente, que no es
únicamente una persona determinada (tratándose de bienes ambien­
tales susceptibles de apropiación). sea físíca o juridica, sino la colec­
tividad entera la cual debe soportar un detrimento en su calidad de
vida, en su salud y bienestar, derivado de la destrucción parcial o total
de los elementos de la naturaleza.

Por tanto, el medio ambiente considerado de interés colectivo no puede
ser protegido con normas jurídicas de contenido meramente civil que no
incorporan elementos ni criterios que puedan satisfacer (o responder) el
doble ámbito de incidencia de los daños ambientales: lirnitatívarnente la
afectación patrimonial particular y extensivamente la lesión al bien de inte­
rés colectivo, que es la que importa a todos.

" Carlos A. Ghersl. ob cit. pág 57.
32 La acepción jurídica de medio ambiente útil para el presente estudio. mas no por ello

precisa por la complejidad del objeto definido, la encontramos en el art 30. trace 1, de la
LGEEPA, que a la letra dice: "El conjunto de elementos naturales y artificiales o inducidos
por el hombre que hacen posible la existencia y desarrollo de los seres humanos y demás
organismos vivos que Interactúan en un espacio y tiempo determinados".
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6.7.3 Presupuestos d'c la responsabilidad jurídica
por daños al a~~biente

Siguiendo el modelo tradicional de lo establecido en el art 203 de la LGEEPA.

los presupuestos de la responsabilidad jurídica por daños ambientales
son los mismos:

a) El sujeto causante del daño o perjuicio; en este presupuesto las auto­
ridades administrativas juegan un papel muy importante. pues una
actuación indebida de su parte pudiera ocasionar, de manera indirec­
ta. un daño al medio ambiente; por ejemplo. al expedir una autoriza­
ción sin que se cumplan todos los elementos y requisitos que exigen
las leyes concernientes al aprovechamiento, preservación y cuidado
de los recursos naturales.

b) El objeto que resiente el menoscabo. pudiendo ser cualquier elemen­
to natural como la tierra. la atmósfera. el agua. la fauna. la flora. et­
cétera.

e) La conducta del agente. pudiendo ser dolosa o culposa.
el) La producción del daño propiamente dicho. es decir. la alteración físi­

ca que sufre el objeto o bien ambiental en lo particular o en su con­
junto como ecosistema.

e) El sujeto que resiente la conducta dañosa y contaminante. pudiendo
ser tanto una persona física o jurídica y la colectividad o únicamente
la sociedad en general.

fJ El nexo causal existente entre la conducta ilícita del agente y el resul­
tado de la acción. o sea. el daño ambiental.

Si al lector le resulta sencilla esta integración de presupuestos. aclaramos
que eso no conlleva dificultad alguna; los problemas y reparos comienzan
cuando se intenta determinar la medida de cada uno de ellos y su aplica­
ción en la reparación del medio ambiente degradado.

6.7.4 Daño ambiental

Los daños al medio ambiente tienen características peculiares que difieren
de los daños patrimoniales personales, éstos se identifican por afectar el
patrimonio de una persona o de varias determinadas, quienes en su calidad
de titulares de un derecho subjetivo reclaman al culpable la reparación del
daño provocado. La conducta dañosa se actualiza en el presente y única-
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mente lesiona a uno o varios sujetos determinados en un tiempo y espacio,
sin que el daño trascienda en sus alcances más que a los directamente afec­
tados.

Las afectaciones medioambientales ostentan características especiales
que las diferencian de los daños patrimoniales personales y que se resisten
a ser atendidas por las disposiciones de derecho común referentes a la res­
ponsabilidad civil. Por ejemplo, los deterioros ambientales suelen consu­
marse en el momento de su comisión, sin embargo, existen algunos que son
continuados, es decir, se prolongan en el tiempo lesionando de forma pau­
latina los elementos naturales involucrados directa o indirectamente en los
procesos de producción de la actividad industrial. Tal es el caso de la indus­
tria curtidora, que vierte sus residuos catalogados como peligrosos por defi­
nición normativa en cuerpos de agua importantes (por ejemplo, el Río
Turbio) y en diversos receptores, contaminando tanto el recurso vital como
otros elementos naturales como el suelo, el subsuelo y los mantos acuíferos
de donde emana el agua potable para muchas comunidades. El vertimiento
aludido suele ser constante, o sea, no se descargan los residuos peligrosos
por una ocasión sino en varias e innumerables veces, en tanto el problema
no sea detectado y pueda ser detenido mediante la imposición de medidas
administrativas y sanciones eficaces a la actividad industrial que genera la
degradación descrita.

Los daños causados al medio ambiente inciden, como vimos en lineas
anteriores, en dos ámbitos de alteración: el del patrimonio particular de un
sujeto y en un bien de interés colectivo. El Código Civil vigente establece los
mecanismos necesarios para resolver las cuestiones planteadas sobre daños
en propiedad o posesión ajenas, mediante los órganos jurisdiccionales
encargados de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas protec­
toras de las personas en sus derechos afectados, muy distinto es lograr una
delimitación concreta de la responsabilidad del causante del daño a un eco­
sistema cuando el bien afectado no tiene un dueño cierto y conocido, pues
quien sufre la lesión a los bienes ambientales es la sociedad por cuanto el
bien es colectívo. Las consecuencias de dañar un hábitat, una especie o un
recurso natural no las recibe únicamente la gente residente del lugar afec­
tado, sino que pueden llegar a presentar efectos ambientales negativos a
cíentos de kilómetros de distancia, respecto de ciclos de vida que requieren
tanto espacio como sea necesario.

Una conclusión a la que han llegado diversos tratadistas estriba en que
el daño como presupuesto de la responsabilidad civil necesariamente debe
estar individualizado, es decir, debe ser reclamado precisamente por quien
argumenta y demuestra que es el titular del derecho respecto de la cosa
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dañada; no obstante. en el deterioro ambiental no es posible individualizar
de manera previa los daños producidos. lo que obstaculiza la adecuada
defensa del medio ambiente que cuenta con un instituto jurídico en extre­
mo limitado para lograr la finalidad última. La actividad judicial que es la
que tiene la palabra decisiva en la determinación de la responsabilidad jurí­
dica de un sujeto infractor de la ley. se refleja en sentencias que. para el caso
concreto de afectaciones ambientales. en ninguna de ellas ..... aparece con­
templado el daño ecológico. el daño al medio ambiente como tal y en conse­
cuencia no se condena a la empresa contaminante a que restablezca el equi­
librio ecológico roto con su actuación contaminante sino solamente a reparar
el daño concreto que en su persona y bienes sufrió ei reclarnanteP

Los efectos nocivos de los daños ambientales. a diferencia de los causa­
dos por los perjuicios civiles. se prolongan en el tiempo afectando no sólo a
quienes viven en el momento en que los primeros son producidos. sino tam­
bién a las futuras generaciones cuya existencia en condiciones adecuadas se
encuentra comprometida por la capacidad de los ecosistemas de brindar los
beneficios que normalmente dan cuando funcionan de forma óptima. Las
lesiones al medio ambiente. como un bien colectivo. deben ser soportadas
por todos. incluyendo a las generaciones que vendrán en el futuro; esto no
sucede con los daños patrimoniales personales. cuya reparación o indemni­
zación económica puede restituir el menoscabo infligido sin necesidad de
arriesgar la seguridad actual y próxima de quienes dependen de la perma­
nencia material de los bienes dañados y restituidos.

6.7.5 Reparación del m,tdio ambiente dañado

Todo aquél que sufra un daño en su patrimonio personal podrá satisfacer
sus pretensiones de ver reparado el objeto dañado mediante el restableci­
miento de la situación anterior -cuando ello sea posible- o por indemni­
zación económica consistente en el pago de daños y perjuicios -a su elec­
ción- de acuerdo con la ley civil vigente.

Ahora. imaginemos frente a nosotros un daño ambiental de gran mag­
nitud. tanto por sus causas como por sus efectos. como un incendio forestal
en cientos de hectáreas a la redonda. En el afortunado supuesto de que el
(los) responsable (s) de la destrucción del bosque haya (n) sido detenidos y
en nuestras manos estuviera la nada grata labor de tener que determinar las

:33 María del Carmen Sánchez-Fríera, La responsabilidad civildelempresario por deterioro del
medio ambiente, Biblioteca de Derecho Privado. núrn 59, J.M. Bosch Editor, Barcelona,
1994. pág 230.
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consecuencias que los agentes de los daños tienen que sufrir por su con­
ducta antijurídica con base en las disposiciones de la legislación civil de la
entidad federativa en la que tuvo lugar el hecho degradante, ¿qué decisión
tomaríamos, independientemente de que sea justa o injusta? Hay dos alter­
nativas de acuerdo con el art 1915 del CC: se repara el daño, si ello es posi­
ble, o se pagan daños y perjuicios.

Si optamos por la reparación del daño a cargo del sujeto contaminante,
debemos determinar la medida y las características de los bienes ambien­
tales lesionados; así, un bosque de 100 hectáreas está compuesto por infi­
nidad de factores que lo hacen cumplir con su función ecológica, pues con­
tiene árboles de especies únicas o de variedades forestales cuyo estatus
puede ser normal o estar catalogadas como amenazadas, raras, sujetas a
protección especial o en peligro de extinción; también conviven clases de
flora identificadas o identificables así como animales cuyo hábitat está con­
formado por recursos forestales y no forestales. El suelo -o mejor dicho la
tierra en sus componentes sustanciales- como portador de nutrientes, tam­
bién es dañado de forma severa por el fuego, al grado de inutilizarlo y dejar­
lo inservible. El aire también es deteriorado, reduciendo su calidad natural
en perjuicio de los humanos y de los seres dependientes de la atmósfera
para subsistir. Hecha tan titánica tarea, las preguntas son: ¿la reparación del
daño es posible en cuanto condena a la persona que lo propició a realizar
acciones que para uno solo resultan imposibles en la práctica?, ¿el sujeto
queda atado de por vida o durante el tiempo que duren los ciclos naturales
para reforestar o mejorar la calidad del aire o de la tierra afectados", ¿ten­
drá la capacidad técnica para responder de forma eficiente a los requeri­
mientos propios de la reparación de los bienes ambientales dañados? Las
respuestas seguramente son negativas, pues el ordenamiento jurídico al que
remite el legislador para resolver sobre la responsabilidad "ambiental" nada
establece al respecto.

Si, por el contrario, decidimos imponer como sanción el pago de los
daños y perjuicios, nos esperan los siguientes retos: a) determinar todos y
cada uno de los bienes ambientales dañados; b) atender sus características
físicas, biológicas y ecológicas por formar parte de un ecosistema; e) cer­
ciorarse del régimen jurídico que guardan las especies de flora y fauna afec­
tadas, con el propósito de saber si los seres dañados tienen más o menos
posibilidades de permanencia; d) asignarles un valor económico a los ele­
mentos y recursos naturales deteriorados, pues el pago de daños y perjui­
cios es de tipo económico considerando tiempo, lugar y condiciones que
exijan los procesos naturales o artificiales de restauración o restablecírníen-
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to del equilibrio ecológico alterado, y e) llevar a cabo el cálculo aritmético
correspondiente y obligar a quien causó el daño ambiental a liquidar una
cantidad cierta, en un plazo determinado. El monto a pagar: con seguridad,
exorbitante.

Aunado a lo anterior, carecemos de un sistema de cuantificación de
bienes ambientales y de daños producidos a los mismos. lo que hace dificil
tomar decisiones de carácter económico para intentar restablecer las cosas
a su estado original. Este es otro aspecto adicional que el Código Civil no
tiene capacidad para solucionar.

6.7.6 Dificultad en la determinación del sujeto
contaminador

Un gran problema que enfrenta la responsabilidad jurídica por el deterioro
ambiental es la determinación del sujeto causante, el cual tiene el deber de
indemnizar al (los) que resiente (n) la afectación patrimonial personal y
colectiva.

Al respecto. Maria del Cannen Cannona Lara opina:

Para la determinación del sujeto contaminador, sujeta activo del deber de repa­
rar el daño causado, existen dos consideraciones a saber: a) cuando una norma
legal no la contenga en forma expresa. es decir. una presunción de responsa­
bilidad que implicaría una inversión de la carga de la prueba. será el lesionado
el que deba asignar dicha imputación de responsabilidad y. b) cuando la impu­
tación recaiga en varios sujetos diversos. serán responsables solidariamente del
daño causado. a no ser que se pueda demostrar. indudablemente. el quantum
participativo en el resultado final dañoso de cada uno de ellos. No es sino una
manifestación de la solidaridad por salvaguarda del interés social, atendidas
razones de equidad y de garantía en el resarcimiento del daño."

Si el sujeto contaminador es determinado. tanto el Estado por lo que
hace al desequilibrio ecológico como las personas directamente afectadas
en sus bienes particulares. pueden ejercitar la acción que corresponda en
contra del agente: pero en muchos casos no es uno solo el que inflige los
daños sino varios, lo cual dificulta señalarlos y. en caso de lograr su ídentiñ-

34 Maria del Carmen Carmona Lata. "Notas para el análisis de la responsabilidad ambiental
y el principio de 'Quien contamina. paga' a la luz del derecho mexicano", articulo conte­
nido en el libroLa responsabilidadjurilica enel daño ambiental, 1a ed, Universidad Nacional
Autónoma de México, Instituto de tnvesttgactones Jurídicas y Petróleos Mexicanos, México.
1998, pág 69.
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cación, limitar el grado de responsabilidad de acuerdo a su participación en
las afectaciones a los ecoslstemas.V

Cannona Lara agrega al respecto:

Otro problema que aparece en relación a los daños ambientales es el daño
colectivo, que designa el eventual involucramiento de muchas personas, es
también conocido como daño difuso, con la posible indeterminación de la tota­
lidad de esas personas. Así, la caracteristica del daño ambiental consiste en el
interés social que habitualmente está presente en su reparación, en tanto es fre­
cuente que dicho daño afecte no sólo a las personas individualmente conside­
radas en su salud y en su patrimonio, sino también a la sociedad en su con­
junto como titular del patrimonio ambiental y además, a las generaciones que
nos sucederán."

También puede ocurrir el desconocimiento absoluto de las personas
causantes del daño al medio ambiente, llamado por algunos daño anini­
mo: los cazadores furtivos, los incendiarios, los traficantes de especies sil­
vestres, los pescadores no autorizados, las industrias caseras o fantasmas,
son algunos ejemplos de esta grave situación que ha rebasado a la legisla­
ción o normatividad civil y ambiental.

En un territorio tan vasto como el de México, es imposible pensar siquie­
ra en que todos los que ocasionen la degradación ambiental podrán ser
sometidos por el poder público estatal para resarcir los daños que causaron:
igualmente es muy complicado conocer todos y cada uno de los lugares,
zonas o regiones en los que, de una u otra forma, la actividad humana dolo­
sa o negligente haya lesionado elementos naturales que, de no ser atendi­
dos con oportunidad y eficiencia, pueden generar nuevos y más complejos
efectos nocivos que repercutan en una mayor merma en la calidad de vida
del hombre y su entorno. Por lo general, un área geográfica que presenta
problemas ambientales es identificada una vez que las consecuencias del

35 Un ejemplo atinado es la contaminación que se presenta en las grandes ciudades. en las
cuales se concentra el mayor desarrollo humano acompañado de su propia degradación
ambiental: una población siempre creciente en forma descontrolada, gran cantidad de
automóviles, industrias dedicadas a la satisfacción de las necesidades que demandan los
habitantes con procesos "no limpios", provocan que el medio ambiente, la salud de la
gente y la supervivencia sean negativamenteafectadas de manera continua. La pluralidad
de individuos que contribuyen en mayor o menor grado a contaminar el aire. el suelo y el
agua.dan como resultado el daño difuso o colectivo, que todos debemossoportar, así como
asumir el deber de reparar, resarcir o indemnizar.aunqueesto último no se lleva a caboen
la realidad.

36 María del Carmen Carmana Lara, ob cit. pág 70.
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daño originan otra clase de afectaciones de magnitud extensiva a los diver­
sos recursos naturales así como a la salud y la vida de las personas que resi­
den en el lugar contaminado o en sus cercanías. Sin embargo, las condicio­
nes de degradación permanecen y, por lo general, no son atendidas hasta
que se determina el sujeta contaminador, quien debe asumir los trabajos de
resarcimiento y pago, en su caso.

6.8 Participación social

El reconocimiento de la participación social nace, según algunos autores, de
la crisis de los países democráticos y de la búsqueda de fórmulas de rela­
ción entre el Estado y el individuo, que revitalicen un sistema no satisfacto­
rio desde el punto de vista de la integración del ciudadano en las decisiones
sociales."

La Declarad ii1 de R b establece a nivel de principio la participación de la
sociedad y precisa sus alcances óptimos como medio para lograr una mejor
protección del medio ambiente. En ese sentido, dicha declaración señala:

al Toda persona debe tener acceso adecuado a la información sobre el
medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas.

bl Todo individuo debe tener la oportunidad de participar en los proce­
sos de adopción de decisiones.

el Los Estados deben facilitar y fomentar la sensibilización y participa­
ción del público en cuestiones ambientales.

d) Debe proporcionarse a las personas acceso efectivo a los procedi­
mientos judiciales y administrativos, entre éstos al resarcimiento de
daños y fas recursos pertinentes.

En México, las características de la participación social han sido plas­
madas por el Poder legislativo en la LGEEPA, de manera que sean eficaces en
la toma de decisiones de la autoridad ambiental. Los mecanismos de cola­
boración se encuentran armonizados unos con otros, de tal manera que la
sociedad no se encuentra limitada para acceder o intentar uno de ellos,
dichos mecanismos son: al el derecho a la información ambiental; b) la con­
sulta pública; el el recurso de revisión, y d) la denuncia popular. Analicemos
el contenido de cada mecanismo.

37 J. Jonlano Fraga, ob cit, pág 189.
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6.8.1 Derecho a la información ambiental

Este derecho es relativamente reciente y su desarrollo ha sido constante. Su
importancia en la materia ambiental radica en ser un elemento básico para
la eficiente participación social. La legislación consagra este derecho constí­
tucionalmente y en leyes secundarias particulares.

En el primer caso, el art 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece el derecho de toda persona a la libre manifestación de
sus ideas -cuya materialización da lugar a la participación social- y el
derecho a la información, el cual, según el texto constitucional será garanti­
zado por el Estado, y una de las formas en que éste cumple con dicha obli­
gación es mediante la expedición de leyes.

En relación con la materia de nuestro interés, la LGEEPA regula en sus arts
159 bis a 159 bis 6, el derecho de toda persona a que los órganos de la
administración pública (Sernarnat, estados y municipios) pongan a su dis­
posición la información ambiental que les sea solicitada, estableciendo
reglas para que tal derecho sea ejercible y efectivo.

Primero, la ley define lo que debe entenderse o considerarse como lnfor­
mación ambiental, que es cualquier comunicación escrita, visual o en base
de datos de que dispongan las autoridades ambientales en materia de agua,
aire, suelo, flora, fauna y recursos naturales en general, así como sobre las
actividades o medidas que les afectan o puedan afectarlos. De esa manera,
la información que no encuadre en estos supuestos no será considerada am­
biental y, por tanto, podrá ser denegada por la autoridad correspondiente.

Enseguida, la solicitud de la información ambiental debe ser realizada
apegándose a ciertas formalidades: a) deberá presentarse por escrito; b) se
especificará claramente la información que se solicita y los motivos de la
petición, yc) los solicitantes deberán identificarse dando su nombre o razón
social y domicilio.

Posteriormente, la ley enuncia las causas por las cuales la información,
no obstante ser ambiental, puede ser negada por las autoridades correspon­
dientes, siendo cuatro supuestos al respecto: a) que se considere por dispo­
sición legal que la información es confidencial o que, por su naturaleza, su
difusión afecte la seguridad nacional; b) que se trate de información relati­
va a asuntos que son materia de procedimientos judiciales o de. inspección
y vigilancia pendientes de resolución; e) que sea información aportada por
terceros cuando los mismos no estén obligados por disposición legal a pro­
porcionarla, o d) que se trate de información sobre inventarios e insumos y
tecnologías de proceso, incluyendo la descripción de los mismos.

Hecho lo anterior, las autoridades ambientales deben responder por
escrito a los solicitantes de la información en un plazo no mayor a 20 días
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a partir de la recepción de la petición respectiva. Si la autoridad contesta
negando la información solicitada, deberá señalar las razones que motiva­
ron su determinación; en caso de que no conteste en el plazo establecido,
la petición se entenderá resuelta en sentido negativo -negativaJieta- para
el solicitante, lo cual no la exime de la responsabilidad administrativa en que
pudiera incurrir por la omisión mencionada.

En ese procedimiento, el generador o propietario de la información soli­
citada tiene el derecho de ser informado de la solicitud; en tal sentido, la
LGEEPA prevé que la autoridad ambiental, dentro de los 10 días siguientes a
la solicitud de información, deberá notificar al generador o propietario de
haberla recíbtdo. Sin embargo, la norma jurídica no aclara los efectos de esa
notificación, es decir, si se realiza con fines informativos o, como debiera
ser, para que el generador o propietario de la información solicitada mani­
fieste lo que a su derecho convenga, pudiendo enterar a la autoridad
ambiental de alguna forma de protección jurídica de su información que en
ese momento le asista: p ej, en términos de la Ley de la Propiedad Industrial,
de manera que el acceso a la información ambiental de interés del solici­
tante se restrinja o prohíba.

Por último, la LGEEPA establece que las personas que reciban información
ambiental de las autoridades competentes serán responsables de su ade­
cuada utilización y deberán responder por los daños y perjuicios que se oca­
sionen por su manejo indebido. Esta obligación complementa lo que otros
ordenamientos jurídicos regulan con mayor amplitud en caso de que el uso
indebido de la información cause daños a terceros.

6.8.2 Consulta pública

Este es otro mecanismo de participación social que en la práctica ha encon­
trado una eficacia particular en las decisiones de las autoridades ambienta­
les, especialmente en les procesos de evaluación y decisión en materia de
impacto ambiental.

La consulta pública está regulada en la LGEEPA, en el art 34, contenido en
la sección que alude al instrumento de política ambiental denominado "Eva­
luación del impacto ambiental" yen el reglamento de dicha ley en materia
de evaluación del impacto ambiental. Como mecanismo de participación
resulta muy eficiente aunque limitado a cuestiones exclusivas de impacto
ambiental.

La consulta pública es parte del procedimiento de evaluación del impac­
to ambiental, tiene determinados periodos para precisar su orden y, en algu-



6.8 Participación social 317

na forma, sus alcances. Las fases del mecanismo de participación en cues­
tión son las siguientes:

6.8.2.1 Primera fase: la información

La consulta pública puede verificarse mediante un efectivo acceso a la infor­
mación con la que cuenta la autoridad administrativa. Dicha información, la
cual tiene derecho a conocer cualquier ciudadano, es el documento de
la manifestación de impacto ambiental. En ese sentido, la LGEEPA establece
que, una vez que la Semarnat reciba una manifestación de impacto ambien­
tal e integre el expediente respectivo, pondrá dicho documento a disposi­
ción del público con el fin de que pueda consultarlo cualquier persona.

6.8.2.2 segunda fase: solicitud de la consulta

Conocida la manifestación de impacto ambiental, puede suscitar en las per­
sonas el suficiente interés como para solicitar a la Semarnat la realización
de la consulta pública. Aunque el precepto que comentamos establece que
dicha secretaria podrá llevar a cabo la consulta solicitada, ello no debe
entenderse como potestativo de la autoridad sino como una obligación que
debe cumplirse para garantizar una efectiva participación, evitando hacer
nugatorio ese derecho.

6.8.2.3 Tercera fase: la consulta pública

La LGEEPA establece las bases para la realización de la consulta, las cuales son
las siguientes:

a) La Semarnat debe publicar la solicitud de autorización en materia de
impacto ambiental en la Gaceta ecológica, y el promovente del pro­
yecto que causará impactos ambientales deberá publicar a su costa
un extracto del proyecto de la obra o actividad en un periódico de
amplia circulación en la entidad federativa en la que pretenda reali­
zarlo, en el plazo de cinco dias contados a partir de la fecha en que
se presente la rnanífestación de impacto ambiental a la autoridad
administrativa.

b) Cualquier ciudadano, en el plazo de 10 dias contados a partir de la
publicación del extracto del proyecto en los términos antes referidos,
podrá solicitar a la Semarnat que ponga a disposición del público en
la entidad federativa que corresponda, la manifestación de impacto
ambiental.
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e) Tratándose de obras o actividades que puedan causar graves desequi­
librios ecológicos o daños a la salud pública o a los ecosistemas, la Se­
marnat, de manera coordinada con las autoridades locales, podrá
organizar una reunión pública de información en la cual el prornoven­
te explicará los aspectos técnicos ambientales de ia obra o actividad
de que se trate.

d) Cualquier interesado, en el plazo de 20 días contados a partir de que
la secretaría ponga a disposición del público la manifestación de
impacto ambiental en los términos de la fraccíón 1, podrá proponer
el establecimíento de medidas de prevención y mitigación adiciona­
les, así como las observaciones que considere pertinentes.

e) La Semarnat agregará las observaciones realizadas por los interesa­
dos al expediente respectivo y consignará, en la resolución que emi­
ta, ei proceso de consulta pública realizado y los resultados de las
observaciones y propuestas que se hayan formulado por escrito.

No obstante lo anterior, la LGEEPA no determina el valor y los alcances de
las observaciones y propuestas de quienes participaron en la consulta públi­
ca. En ese sentido, se considera que el legislador dio cierta discrecionalidad
a la autoridad ambiental para valorar el resultado de la consulta pública,
pudiendo extraer de ella elementos que le sirvan de base para asumir la
decisión de otorgar o negar la autorización en materia de impacto ambien­
tal para realizar el proyecto sometido al procedimiento de evaluación de
impacto ambiental.

Lo anterior implica que el resultado de la consulta pública no es vincu­
lante ni obligatorio para la autoridad administrativa: en eso radica el equi­
librio que deben guardar la participación social y la decisión de las autori­
dades ambientales, en que aun no siendo obligatoria la primera para la
autoridad, al decidir ésta pondera la aceptación o rechazo de la sociedad
hacia el plan que se pretende realizar, pudiendo hacerse de eiementos
valiosos para determinar la viabilidad del proyecto sometido al procedi­
miento de evaluación del impacto ambiental y resolver si otorga o niega la
autorización.

6.8.3 Recurso de revisiéin

El recurso de revisión es un medio jurídico para la defensa de derechos, que
asiste a ias personas que resienten una afectación negativa a su ámbito jurí­
dico por actos de autoridad administrativa. Tradicionalmente, los recursos
administrativos sólo pueden ser promovidos por quienes han sufrido una
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merma o menoscabo directo en sus derechos. es decir. requieren que el
sujeto que lo promueve tenga interés jurídico para que el recurso sea pro­
cedente y pueda prosperar en el propósito deseado: dejar sin efectos jurídi­
cos el acto administrativo que lesiona los derechos del que lo interpone.

Sin embargo. en algunas cuestiones no es requisito tener interés jurídi­
co directo para promover recursos administrativos. Una de esas materias es
la ambiental. de la cual se desprende la postura de que si un acto adminis­
trativo es emitido en contra de los ordenamientos que protegen el medio
ambiente y dicho acto trae como consecuencia afectaciones al medio o a
alguno de sus componentes naturales. la comunidad afectada. en su carác­
ter de titular del bien jurídico medio ambiente. puede interponer recurso de
revisión contra ese procedimiento con el fin de lograr dos cosas:

• Su anulación y posterior cesación de efectos nocivos al ambiente.
• La exigencia de que se lleven a cabo las acciones necesarias para que

sean observadas las disposiciones jurídicas aplicables.

Este derecho también está previsto a manera de principio en ia Declara­
eión de R ÍD. Yforma parte de los mecanismos establecidos en ella para ha­
cer efectiva la participación social, razón por la cual se incorporó en la legis­
lación mexicana este peculiar medio de defensa ambiental mediante el
escrutinio legal de los actos de las autoridades ambientales. La posibilidad
de promover recurso de revisión en contra de actos administrativos expedi­
dos por las autoridades ambientales debe entenderse. en realidad. como un
derecho colectivo establecido en la LGEEPA que. además. presupone la satis­
facción del derecho a la información ambiental pues los actos administrati­
vos sólo pueden ser impugnados siempre que su contenido sea conocido.

En tal sentido. la LGEEPA dispone en su art 180 que, tratándose de obras
o actividades que contravengan sus disposiciones. los programas de orde­
namiento ecológico, las declaratorias de áreas naturales protegidas o los
reglamentos y normas oficiales mexicanas derivadas de la misma. las per­
sonas físicas y morales de las comunidades afectadas tendrán derecho a
impugnar los actos administrativos correspondientes. así como a exigir que
se lleven a cabo las acciones necesarias para que sean observadas las dis­
posiciones jurídicas aplicables. siempre que demuestren en el procedimien­
to que dichas obras o actividades originan o pueden originar un daño a los
recursos naturales. la flora o la fauna silvestres. la salud pública o la calidad
de vida. La impugnación a que se refiere este precepto sólo puede efectuar­
se mediante el recurso de revisión.

Respecto a las fases procedimentales subsecuentes a la interposición del
recurso por parte de la comunidad afectada, será necesario acudir a lo que
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disponga la Ley Federal de Procedimiento Administrativo que es de aplicación
supletoria, particularmente por cuanto a la sustanciación de este medio de
impugnación.

6.8.4 Denuncia popular

La denuncia popular es un instrumento dinámico con el que cuenta la ciu­
dadania para hacer del conocimiento de las autoridades ambientales la exis­
tencia de un hecho, acto u omisión contrarios a las disposiciones jurídicas
que protegen el ambiente y cuyos efectos causen afectaciones nocivas al
medio ambiente, con la finalidad de que dichas autoridades en ejercicio de
sus facultades de control, realicen lo jurídicamente conducente para sancio­
nar tal hecho o acto, y así evitar o detener daños ambientales y/o desequili­
brios ecológicos antes de que se produzcan o se magnifiquen.

Mediante esta figura, toda persona, grupos sociales, organizaciones no
gubernamentales, asociaciones y socíedades podrán denunciar ante la Pro­
curaduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa) o ante otras autorida­
des todo hecho, acto u omisión que produzca o pueda producir desequilibrio
ecológico, daños al ambiente o a los recursos naturales, o que contravenga
las disposiciones de la presente ley y de los demás ordenamientos que re­
gulen materias relacionadas con la protección al ambiente así como la pre­
servación y restauración del equilibrio ecológico.

El requisito más importante de la denuncia es que, por regla general,
debe ser hecha por escrito, estableciéndose legalmente los demás requisitos
que le deben acompaiíar como son:

a) El nombre o razón social del denunciante, domicilio, teléfono si lo
tiene y, en su caso, de su representante legal.

b) Los actos, hechos u omisiones denunciados.
e) Los datos que permitan identificar al presunto infractor o localizar la

fuente contaminante.
d) Las pruebas que en su caso ofrezca el denunciante.

Sin embargo, esta regla general acepta una excepción: la denuncia tam­
bién puede realizarse vía telefónica, lo que representa un mecanismo opor­
tuno para denunciar, pero el denunciante debe ratificarla por escrito cum­
pliendo con los requisitos enunciados en el párrafo anterior, en un término
de tres dias hábiles siguientes a la formulación de la denuncia por vía tele­
fónica. En caso contrario, no se le dará trámite.
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La denuncia popular da origen a un procedimiento administrativo que
involucra a tres partes: el denunciante. la autoridad administrativa encarga­
da de investigar y efectuar las diligencias necesarias para determinar la exis­
tencia de los actos, hechos u omisiones constitutivos de la denuncia. y la
persona que supuestamente está realizando actos contrarios a los ordena­
mientos jurídicos, los cuales que afectan el ambiente.

Otro tema importante consiste en la serie de actos que pueden motivar
la presentación de una denuncia popular para conocer la verdad de lo de­
nunciado. La LGEEPA establece que la Profepa podrá iniciar los procedimien­
tos de inspección y vigilancia que fueran procedentes para ello. Inclusive.
el propio denunciante puede coadyuvar con dicha autoridad aportándole
las pruebas, documentación e información que estime pertinentes. Ade­
más. la Profepa podrá solicitar a instituciones académicas, centros de in­
vestigación y organismos del sector público, social y privado, la elaboración
de estudios. dictámenes o peritajes sobre cuestiones planteadas en las de­
nuncias que le sean presentadas. lo que da una idea de la dimensión del
procedimiento y de su importancia en el control de actividades con inci­
dencia ambiental.

La tramitación de la denuncia está regulada en la LGEEPA, en sus arts 191

a 199. por lo que remitimos a ellos para mayor detalle en su conocimiento
y análisis.

6.9 Delitos ambientales

La protección del medio ambiente es una finalidad cuyo logro ha requerido
de múltiples instrumentos y medios de que dispone el Estado, ante la fal­
ta de fuerza de otras acciones públicas que se realizan para inhibir conduc­
tas atentatorias o contaminantes de los ecosistemas, su btodiversidad y
demás componentes del medio ambiente.

En ese sentido, el derecho penal tiene gran importancia como un medio
represor de esa clase de conductas. a las cuales se les ha dado el carácter de
delitos. Al respecto, Raúl Brañes comenta: "... Al igual que sucede en mu­
chos otros nuevos campos regulados por el derecho. las normas jurídicas
que protegen el medio ambiente han comenzado a criminalizar las conduc­
tas que lo deterioran de una manera especialmente grave".38

38 Raúl Brañes Ballesteros, Manual dederecho ambiental mexicano, 2a ed, Fondo de Cultura
Económica, México, 2000, pag 274.
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El delito ambiental ha sido definido por algunos autores como "... aque­
lla conducta ilícita, culpable o doiosa prevista en la ley, que atenta contra el
equilibrio ecológico, la protección, preservación y restauración del medio
ambiente y de los recursos naturales"?"

Como se recordará, originalmente los delitos ambientales estaban pre­
vistos en la LGEEPA, en los arts 183 a 187. Sin embargo, dichos preceptos fue­
ron derogados por virtud de la reforma legislativa del 13 de diciembre de
1996, incorporándose los tipos penales correspondientes al entonces Códi­
go Penal para el Distrito Federal en materia común y para toda la República
en materia federal, en el actual Código Penal Federal. Lo anterior obedeció
a las razones siguientes:

a) Reforzar la normatividad ambiental.
b) Prevenir e inhibir conductas que atenten contra el medio ambiente y

los recursos naturales.
e) Homologar las penas privativas de libertad e incrementar la pecunia­

ria en el mismo rubro.
dJ Darle mayor presencia y rigor a las medidas coercitivas ambientales.
e) Instituir investigadores especializados en la materia para alcanzar

más eficacia en la persecución y castigo de esos ilicitos.

No obstante ia derogación de tales disposiciones penales, quedan vigen­
tes los arts 182 Y 188 de la LGEEPA con un texto nuevo. En el primer articu­
lo se establece que en aquellos casos en que, como resultado del ejercicio
de sus atribuciones, la secretaria tenga conocimiento de actos u omisiones
que pudieran constituir delitos conforme a io previsto en la leglslación apli­
cable, formulará ante el Ministerio Público federal la denuncia correspon­
diente. De acuerdo con el reglamento interior de la Semarnat, corresponde
a la Profepa denunciar ante dicho ministerio los actos, omisiones o hechos
que puedan constituir un delito ambiental, en términos de las disposiciones
penales aplicables contenidas en el Código Penal Federal.

Por otra parte, el mismo art 182 dispone que toda persona podrá pre­
sentar directamente las denuncias penales que correspondan a los delitos
ambientales previstos en la legislación aplicable, lo cual ha venido a robus­
tecer la participación social en ia protección dei medio ambiente.

El auxilio de otras autoridades ai Ministerio Público federal es de gran
reievancia en materias especificas, esta valiosa colaboración la estableció el

39 Narciso Sánchez Gómez, Derecho ambiental. 1a ed. Editorial Porrúa, México, 2001, pag
295.
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legislador en la LGEEPA, a manera de obligación a cargo de la Semarnat. En
ese sentido la secretaría proporcionará, en las disposiciones de su compe­
tencia, los dictámenes técnicos o periciales que le soliciten el Ministerio
Público o las autoridades judiciales con motivo de las denuncias presenta­
das por la comisión de delitos ambientales. De esta manera, el Ministerio
Público contará con los elementos técnicos necesarios para determinar la
presunta responsabilidad derivada de la probable comisión de delitos
ambientales.

6.10 Iniciativa de Ley de Responsabilidad Civil
por Daño y Deterioro Ambiental

La Legislatura LVIII del H. Congreso de la Unión produjo una iniciatíva de ley
que pretende resolver el problema actual de la responsabilidad civil genera­
da por daños al medio ambiente. Este es un esfuerzo legislativo importante,
el cual está a punto de ser aprobado para su expedición correspondiente y,
por tanto, su nacimiento a la vida jurídica, social y económica de México.

A continuación se transcribe el texto de la iniciativa, el cual también
puede ser consultado y monitoreado vía internet en las siguientes direccio­
nes electrónicas: www.cddhcdu.gob.mx y www.senado.gob.mx.

Iniciativa de Ley de Responsabilidad Civil por Daño
y Deterioro Ambiental

Artículo 10. Esta Leyes de orden público e interés general y tiene por objeto
regular el régimen de responsabilidad civil derivado de los actos u omisiones
que causen daño o deterioro ambiental y el mecanismo de su reparación.
Artículo 20. Para efectos de esta Ley se entiende por:

I. Actividades y obras que generan impacto ambiental, aquellas que se en­
cuentran reguladas por el artículo 28 de la Ley General del Equilibrio Eco­
lógico y la Protección al Ambiente:

a) Obras hidráulicas, vías generales de oleoductos, gasoductos, carboduc­
tos y poliductos;

b) Industria del petróleo, petroquimice, química, siderúrgica, papelera,
azucarera, del cemento y eléctrica;

c) Exploración, explotación y beneficio de minerales y sustancias reserva­
das a la Federación en los términos de las leyes Minera y Reglamen­
taria del Artículo 27 de la Constitución Politica de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia nuclear;
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d) Producción, almacenamiento, tráfico, transporte, abandono, desecho,
descarga, confinamiento, tratamiento o eliminación de residuos peligro­
sos o marenaies peligrosos, asi como las actividades que los generen;

e) Aprovechanlientos forestales y especies de diñcil regeneración;
f) Cambios de uso de suelo de áreas forestales, así como selvas y zonas

áridas;
g) Las actividades industriales, comerciales, de servicios u otras, que sean

consideradas como altamente riesgosas según lo establecido en la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y demás
disposiciones juridicas aplicables;

h) Desarrollos inmobiliarios que afecten los ecosistemas costeros;
i) Obras y acnvídades en humedales, manglares, lagunas, sios. esteros y

lagos, así como en los litorales;
j) Obras y actividades en Áreas Naturales Protegidas competencia de la

Federación;
k) Actividades pesqueras, acuícolas o agropecuarias, y
1) Cualquier otra actividad que produzca daño o deterioro ambiental.

Il. Afectación ambiental: La pérdida, menoscabo o modificación negativa de
las condiciones quinlicas, fisicas o biológicas de la flora o fauna silvestres,
paisaje, suelo, subsuelo, agua, aire o de la estructura o funcionamiento de
un ecosistema presentes;

m. Daño: La pérdida o menoscabo sufrido en la integridad o el patrimonio de
una persona o personas determinadas, o entidad pública, como conse­
cuencia de los actos u omisiones en la realización de las actividades con
incidencia ambitmtal;

Iv. PeIjuicio: Ganancia o beneficio racionalmente esperado, que ha dejado de
obtenerse en virtud del daño o deterioro ambientales;

V. Deterioro ambielJtal: La afectación ambiental causada como consecuencia
de los actos u omisiones en la realización de las actividades con incidencia
ambiental;

VI. Reparación en especie: La restitución de las condiciones químicas, fisicas
o biológicas de la flora o fauna silvestres, paisaje, suelo, subsuelo, agua,
aire o de la estructura o funcionamiento de un ecosistema presentes, al ser
y estado anteriores al daño o deterioro ambiental producidos, y

VII. Contener el deterioro ambiental: Todas las medidas tendientes a limitar y
evitar el deterioro ambiental en un tiempo y espacio determinados.

Artículo 30. En los términos establecidos por esta Ley serán responsables las
personas físicas o morales, que por si o a través de sus representantes, admi­
nistradores o empleados generen daño, o deterioro ambiental, con motivo de sus
actos u omisiones en la realización de actividades con incidencia ambiental.

Cuando la responsabilidad por el mismo daño o deterioro ambiental recaiga
en diversas personas, seran solidariamente responsables, a no ser que se prue­
be de manera plena el grado de participación de cada uno de ellos en la acción
u omisión que lo hubiere causado.
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Artículo 40. La responsabilidad regulada en esta Leyes objetiva, atiende al
riesgo creado por las actividades con incidencia ambiental, y es exigible con
independencia de la culpa o negligencia de la persona que haya causado el daño
o el deterioro ambiental.

La responsabilidad por daño o deterioro ambiental con motivo de los actos
u omisiones en la realización de las actividades con incidencia ambiental, se pre­
sume siempre a cargo de quien o quienes realizan tales actividades. salvo prue­
ba en contrario. siempre y cuando se acredite la relación de causalidad íísica
entre la acción u omisión productora del daño, y el daño o parte del daño o dete­
rioro ambiental causado.
Artículo 50. No existirá responsabilidad en los siguientes supuestos:

1. Cuando el daño sea producido por dolo, culpa o negligencia inexcusable de
la persona que 10 hubiera sufrido, y

II. Cuando el daño o el deterioro ambiental tengan su causa exclusiva en caso
fortuito o fuerza mayor.

Artículo 60. Tendrán legitimación activa para exigir la reparación del daño por
deterioro ambiental cualquier persona fisica o moral, que sufra afectación o per­
juicio en su persona o patrimonio.

En tratándose de personas tisices, su sucesión estará legitimada para iniciar
la reclamación si la persona afectada hubiera fallecido, siempre que la repara­
ción no hubiere sido exigible antes del fallecimiento o que el daño fuere conoci­
do con posterioridad al mismo.
Artículo 70. Tienen interés jurídico y legitimación activa, y podrán demandar
ante los tribunales federales la reparación en especie del deterioro ambiental:

1. La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, respecto de las áreas
naturales protegidas competencia de la Federación, la zona federal maríti­
mo terrestre y terrenos ganados al mar y todos los demás bienes naciona­
les respecto de los cuales no intervenga la Procuraduría General de la
República;

II. Las entidades federativas, los municipios o delegaciones del Distrito Fede­
ral en donde se haya manifestado el deterioro ambiental;

m. Cualquier persona iisice que tenga su residencia en el municipio o delega­
ción del Distrito Federal en donde se dio el deterioro ambiental, y

I11. Cualquier persona moral, sin fines de lucro que actúe en representación de
cualquiera de las personas íísicas a las que se hace referencia en la frac­
ción anterior, siempre que tenga objeto social la protección al ambiente en
general o de alguno de sus elementos, y haya sido constituida con tres años
de anterioridad al acto u omisión que dio origen al deterioro ambiental.

Artículo 80. Para efectos de la reparación del daño por deterioro ambiental, los
afectados por éste podrán solicitar a la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente la formulación de un dictamen técnico al respecto, de conformidad a
10 previsto por el articulo 204 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, asi como lo dispuesto por la Ley Federal de Derechos.
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La Procuraduría Fed,~ral de Protección al Ambiente podrá utilizar la infor­
mación con la que cuente, incluyendo la relativa al procedimiento administrati­
vo, para la elaboración de los dictámenes a los que se hace referencia en el
párrafo anterior. Los gastos por concepto de análisis de laboratorio o de campo
que adicionalmente se requieran para la dictammación solicitada correrán a
cargo del interesado.

En todo caso, deberán observarse las disposiciones legales sobre confiden­
cialidad de la información industrial y comercial contenida en los expedientes
que obren en poder de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente.
Artículo 90. La reparación del daño a que tienen derecho las personas señala­
das en el articulo 60 de esta Ley; podrán consistir, a elección del ofendido en:

1. La reparación en especie del daño por deterioro ambiental, en términos de
la fracción VI del arl:ículo 20 de esta Ley; o

11. El pago de los daño" o perjuicios, y
m. En su caso, el pago de los gastos en que haya incurrido para contener el

daño por deterioro ambiental.

Cuando el daño se cause a las personas y produzca la muerte, incapacidad
total permanente, parcial permanente, total temporal o parcial temporal, el
grado de la reparación se determinará atendiendo a 10 dispuesto por la Ley
Federal del Trabajo. Para calcular la indemnización que corresponda, se tomará
como base el cuádruplo del salario mínimo diario más alto que esté en vigor en
la región y se extenderá ;'11 número de dias que para cada una de las incapaci­
dades mencionadas señala la Ley Federal del Trabajo.

En caso de muerte la indemnización corresponderá a los herederos de la vic­
tima, o a los herederos de'l afectado.

El monto de la condena por indemnización se cubrirá en una sola exhibición.
Artículo 10. Quien de conformidad con el artículo 1. de esta Ley; ejercite acción
civil, podrá solicitar la reparación en especie del deterioro ambiental, y en su
caso el rembolso de los gastos en que haya incurrido para contener la agrava­
ción del deterioro ambiental.

Si fuese imposible la reparación en especie del deterioro ambiental, se fija­
rá una cantidad a titulo de indemnización por deterioro ambiental destinado al
Fondo para la restauración y preservación de los ecosistemas. La valoración eco­
nómica de la cantidad a pagar por concepto de indemnización, podrá realizarse
por conducto del Instituto Nacional de Ecología, la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente o instituciones de educación superior o de investigación
científica.

El Fondo para la restauración y preservación de los ecosistemas a que se
hace referencia en este articulo, será administrado por la Secretaria de Medio
Ambiente y Recursos Naturales a través del fideicomiso que deberá crearse para
el efecto. Esta dependencia deberá presentar un informe anual a la Cámara de
diputados, en el que establezca, de manera detallada, el destino de los recursos
que recaude a través del citado fondo, con motivo de las sentencias que se dic­
ten derivadas de la aplicactión de esta Ley; sin perjuicio del que deba rendir para
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los efectos del artículo 93 de la Constitución Politica de los Estados Unidos
Mexicanos.
Artículo 11. En caso de demandas de reparación del daño o deterioro ambien­
tal formuladas por distintas personas, legitimadas de acuerdo con esta Ley; que
contengan peticiones incompatibles entre si, los órganos judiciales deberán dar
prevalencia, siempre que sea posible, a la reparación en especie del deterioro
ambiental causado.
Artículo 12. La responsabilidad civil regulada en esta Ley se determinará sin
perjuicio de las sanciones penales o administrativas que correspondan.
Artículo 13. La responsabilidad civil derivada de un delito o falta administra­
tiva, respecto de los daños por deterioro ambiental o del deterioro ambiental en
si mismo, se regulará por 10 establecido en esta Ley.
Artículo 14. La legitimación activa regulada en los articulas 60 y 70 de esta
Ley; incluye en todo caso, la acción para exigir al responsable la adopción de las
medidas necesarias que eviten la continuación o la repetición del daño o del
deterioro ambiental. Estas medidas podrán comprender la instalación de ele­
mentos que prevengan la causa del daño o del deterioro ambiental, la conten­
ción temporal de la actividad dañosa y la clausura temporal, permanente, total
o parcial, de las instalaciones donde dicha actividad se desarrolla, con protec­
ción, en todo caso, de los derechos de los trabajadores.
Artículo 15. A los daños que por su menor significación puedan considerarse
tolerables según los usos locales, solo se le podrán aplicar medidas preventivas
para contener la causación del daño o deterioro, las cuales únicamente podrán
consistir en la adopción de medidas de costo no desproporcionado en relación
con los daños que se pretenden evitar. En ningún caso, las medidas provisiona­
les consistirán en la suspensión de la actividad o clausura de las instalaciones,
salvo que existiera peligro inminente para la salud pública o el equilibrio ecoló­
gico.

No se consideran tolerables daños que hubieran podido evitarse mediante
la adopción de medidas preventivas de costo menor a los daños causados.
Artículo 16. Las acciones de reparación del daño y del deterioro ambiental
prescriben a los cinco años contados desde el dia en que los legitimados en los
artículos 60 Y r. de esta Ley hayan tenido conocimiento de la acción u omisión
causante del mismo.

No se entenderá conocido el daño o el deterioro ambiental sino cuando se
conozcan o sea exigible que se conozcan las consecuencias principales que pue­
den derivarse de la acción u omisión generadora de la responsabilidad, al tiem­
po en que una u otra hayan tenido lugar.
Artículo 17. En todo caso, las acciones de reparación del daño y del deterioro
ambiental reguladas en esta Ley prescribirán pasados 25 años desde el dia en
que tuvo lugar la acción u omisión causante del daño o del deterioro ambiental.

Para el caso de acciones u omisiones de carácter continuado o sucesivo, el
periodo de 25 años empezará a contar desde el dia en que hubiera tenido lugar
la última de dichas acciones u omisiones.
Artículo 18. Será competente para conocer de las acciones derivadas de esta
Ley, a elección de la parte actora, el Juez de Distrito del lugar donde:
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1. Haya tenido 1u!1ar el daño o deterioro ambiental;
Il. Haya tenido lugar la acción u omisión que cause el daño o el deterioro

ambiental, o
m. Tenga su domicilio el demandado.

Son de aplicación supletoria de la presente Ley, las disposiciones contenidas
en el Código Federal de Procedimientos Civiles.
Artículo 19. Quien haya reparado un daño o deterioro ambiental en aplicación
de 10previsto en esta Ley, podrá ejercer cualquier acción de repetición contra
otras personas que, al amparo de la misma o de cualquier otra norma, sean res­
ponsables del daño o del deterioro ambiental.

Artículo Segundo. Se deroga el artículo 203 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

Transitorios

Primero. Esta Ley entrará en vigor 60 dias después de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.
Segundo. Quienes estén desarrollando alguna de las actividades señaladas en
el artículo 20 de esta 1,ey, al dia de publicación de la misma, deberán cumplir las
obligaciones establecidas, dentro de los 365 dias posteriores a su entrada en
vigor.
Tercero. La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en un plazo
que no exceda de un mio, deberá efectuar la valoración económica con base en
las evaluaciones de impacto ambiental que se hayan reahzado con anterioridad
a la publicación de la presente Ley, con el objeto de determinar el monto al que
ascenderá la cobertura de la garantía financiera o del seguro que se otorgue,
para que las obras o actividades a que se refiere el artículo 20 de la presente Ley
se puedan seguir reahzando.
Cuarto. El régimen c!e responsabilidad civil regulado en esta Ley será aplica­
ble a los supuestos en que el daño o deterioro ambiental sea resultado de una
acción u omisión posterior a la fecha de su entrada en vigor.
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